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LEY 25.241 (*)

Ley del arrepentido - Hechos de terrorismo - Reducción de la escala
penal y protección del imputado que colabore con la investigación

Sanción: 2000/02/23
Promulgación: 2000/03/15
Publicación: B. O.2000/03/17

Antecedentes: Ver parágrafos 2, 3, 4, 5, 6,7,8,11,
12,16,27,39,40,46,47,49,51,81,82,85,89,96,
112,113,114,122,l23,124,125. 126. 150. 151,153,
154,155,156,159,161,163,165.166.

Consideraciones generales: Ver parágrafos 1, 2,
3,4,5,6,7,8,9,10,11.12.13,14.15,16,17,18,19,
20,21,22,23,24,25,26,27.28,29.30,31,32.33,34,
35,36.37,38,39.40,41,42,43,44,45,46,47,48.49,
50,51,52, 54,55,56.57,58,59,60.61,62.63,64,65,
66.67,68,69,70,71,72,73,74.75,70,77,78.79.80,
81,82.63,84.85,86,87,88.89,90,91,92,93.94,95,
96.97,98,99,100.101,102,103,104,105,106,107,
108,109,110,111.112.113,114.115.116,117,118,
119,120,121,122,123.124, 125, 126,127, 128, 129,
130,131.132,133,134,135,136,137,138,139,140,
141.142,143,144,145,146,147,148,149,150,151,
152,153,154,155,156,157,158,159,160,161,162,
163,164,165.166,167,168,169,170,171.

El Senado y Cámara de Diputados de la
Nación Argentina reunidos en Congreso, etc.

sancionan con fuerza de Ley:

Artículo 10 - A los efectos de la presente ley,
se consideran hechos de terrorismo las accio-

¡

i
1

I

(*) El debate parlamentario que comienza con la
exposición del miembro informante de la comisión,
se ha dividido en parágrafos, cada uno con un nú-
mero correlativo. En el texto de la ley que se
transcribe aquí se han intercalado los números de
parágrafos donde se trata lo referido al tema.

nes delictivas cometidas por integrantes de aso-
ciaciones ilfcitas u organizaciones constituidas
con el fin de causar alarma o temor, y que se
realicen empleando sustancias explosivas, in-
flamables, armas o en general elementos de ele-
vado poder ofensivo, siempre que sean idóneos
para poner en peligro la vida o integridad de un
número indeterminado de personas.

Ver parágrafos 1, 2,13, 16, 17,21,22,26,30,31,
32,33,40,42,90,102,106,107,113,118,157.

Artículo 2" - En los supuestos establecidos
en el artku10 anterior, podrá excepcionalmen-
te reducirse la escala penal aplicando la de la
tentativa o limitándola a la mitad, al imputa-
do que, antes del dictado de la sentencia defi-
nitiva, colabore eficazmente con la investiga-
ción. Para obtener el beneficio se deberá brin-
dar información esencial para evitar la consu-
mación o continuación del delito o la perpe-
tración de otro, o que ayude a esclarecer el
hecho objeto de investigación u otros conexos,
o suministre datos de manifiesta utilidad para
acreditar la intervención de otras personas,
siempre que el delito en que se encuentre in-
volucrado el beneficiario sea más leve que
aquél respecto del cual hubiere brindado o
aportado su colaboración.

Ver parágrafos 4, S, 10, 13, 19,21,22,33,53,88,
91,92,93,99,100,110,116,119.

Artículo 30- En los mismos supuestos po-
drá aplicarse el mínimo legal de la especie de
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pena, cuando la información brindada hubie-
re permitido acreditar la existencia de la aso-
ciación ilícita, desbaratar sus actividades o
acreditar la intervención de alguno de sus
miembros en el hecho delictivo, determinan-
do así el respectivo sometimiento a proceso de
quienes no hubieran sido imputados hasta
entonces.

Ver parágrafos 19,22,28, 30,33.40,46,52,55,56.
57.58,93.98,117,120,121,122,152,153.

Artículo 4° - La reducción de pena previs-
ta precedentemente deberá ser decidida por
el tribunal del juicio al dictar la sentencia de-
finitiva.

Sin embargo tan pronto como la reducción
de la escala penal prevista por los artículos 2°
y 30aparezca como probable, podrá ser consi-
derada a los fines de la excarcelación de acuer-
do a las normas procesales comunes.

Ver parágrafos 19,24.25,33,37,40,52, 59,60,61,
62,63,64,65,91,92,98,110,119,135,152,153.163.

Artículo 5° - Las declaraciones de las per-
sonas mencionadas enlas disposiciones an-
teriores, carecerán de valor si no se producen
con el contralor del fiscal, la querella y la de-
fensa, del modo establecido en las leyes pro-
cesales.

Los elementos probatorios ob~enidos me-
diante la colaboración prevista en esta ley po-
drán exclusivamente ser utilizados en el mis-
mo proceso o en otros por hechos relaciona-
dos o conexos con el que motivó aquél.

Ver parágrafos 29, 30, 45. 49, 66, 67,139,140.

Artículo 6° - Será reprimida con prisión
de uno (l) a tres (3) años cualquiera de las per-
sonas que se acojan a esta ley y formulen se-

ñalamientos falsos o proporcionen datos ine-
xactos sobre terceras personas.

Ver parágrafos 10,25,68,69,70,71, 100.

Artículo 7° - Si fuere presumible que el
imputado que hubiera colaborado, corriere
riesgos en razón de ello respecto de su integri-
dad personal o de su familia, se adoptarán las
medidas de protección necesarias, incluidas la
provisión de los recursos indispensables para
cambiar de actividades laborales y la sustitu-
ción de su identidad.

Ver parágrafos 18, 19,22,24,30,37,43,72,73,74.
75,76,77,78,79,80,81,82,83,84,90,94.95,102,
168,170.

Artículo 80 - Comuníquese al Poder Eje-
cutivo.

ANrECEDENTES

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-
GREso ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A
LOS VEINTITRES DIAS DEL MES DE FEBRE-
RO DELAl\IO DOS MIL.

TRATAMIENTO DEL PROYECTO

_
REGISTRADA BAJO EL N° 25.241-

RAFAEL PASCUAL. - JOSE GENOUD. -

Cámara iniciadora: Diputados.

Número de expedientes en la Cámara de di-
putados: 113-P.E.-99.5823D.-98 Y6874-D.-98.

Guillermo Aramburu. - Mario 1. Ponta-
Quarto. Comisión de la Cámara de diputados a la q'.le

fue giradc:
Legislación Penal.Decreto 242/2000

Bs. As., 1513/2000 Dictamen de la comisión:
Orden del día 312000.

POR TANTO:

Téngase por Leyde la Nación N°25.241cúm-
plase, comuníquese, publíquese, dése a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial Yarchí-
vese. - DE LARUA.- Rodolfo H. Terragno.

- Ricardo Gil Lavedra.

Cámara revisora: Senado.

Número de expedientes en el Senado: c.D.-
174/99, S. 343/99 y S.-2.230/99.

Comisión del Senado a la que fue girado:
Asuntos Penales y Regímenes Carcelarios.

Dictamen de la comisión:
Orden del día 1359/2000
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MIEMBROS INFORMANTES

En la Cámara de Diputados:
Diputado Tejerina.

En el Senado:
Senador Pardo.

DEBATE PARLAMENTARIO

Cámara de origen (Diputados)
Considerado y aprobado con modificaciones

el 27 de enero de 2000.

Cámara revisora (Senado)
Considerado y sancionado el 23 de febrero

de 2000.

Ley 25.241.

PROMULGACIÓN

Decreto 242/2000 del 15/03/2000
(B.O. 17/03/2000).
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TRATAMIENTO EN LA
CAMARA DE DIPUTADOS

Dictamen de la comisión
Cámara de origen

ORDEN DEL DIA 3/2000

Honorable Cámara:

La Comisión de Legislación Penal ha consi-
derado el proyecto de ley del Poder Ejecutivo
y los proyectos de ley de los señores diputa-
dos Pichetto, Soria y Camaño (E. O.). Y otros
sobre disminución y supresión de penas y des-
afectación procesal a aquellos imputados que
colaboraran en el esclarecimiento o detención
de autores de hechos de terrorismo; y. por las
razones expuestas en el informe que se acom-
paña y las que dará el miembro informante,
aconseja la sanción del siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo 1° - A los efectos de la presente ley.
se consideran hechos de terrorismo las accio-
nes delictivas cometidas por integrantes de aso-
ciaciones ilícitas u organizaciones constituidas
con el fm de causar alarma o temor, y que se
realicen empleando sustancias explosivas, in-
flamables. armas o en general elementos de ele-
vado poder ofensivo, siempre que sean idóneos
para poner en peligro la vida o integridad de un
número indeterminado de personas.

Art. 2°_ En los supuestos establecidos en el
artículo anterior. podrá excepcionalmente re-
ducirse la escala penal aplicando la de la tenta-
tiva o limitándola a la mitad al imputado que,
antes del dictado de la sentencia definitiva. co-
labore eficazmente con la investigación. Para

obtener el beneficio se deberá brindar informa-
ción esencial para evitar la consumación o con-
tinuación del delito o la perpetración de otro, o
que ayude a esclarecer el hecho objeto de in-
vestigación u otros conexos, o suministre datos
de manifiesta utilidad para acreditar la inter-
vención de otras personas. siempre que el deli-
to en que se encuentre involucrado el benefi-
ciario sea más leve que aquél respecto del cual
hubiere brindado o aportado su colaboración.

Art. 3° - En los mismos supuestos podrá
aplicarse elmínimo legal de la especie de pena.
cuando la información brindada hubiere per-
mitido acreditar la existencia de la asociación
Uícita. desbaratar sus actividades o acreditar
la intervención de alguno de sus miembros en
el hecho delictivo. determinado así el respec-
tivo sometimiento a proceso de quienes no
hubieran sido imputados hasta entonces.

Art. 4° - La reducción de pena prevista pre-
cedentemente deberá ser decidida por el tribu-
nal del juicio al dictar la sentencia definitiva.

Sin embargo. cuando resulte conveniente, en
cualquier estado del proceso podrá previo dic-
tamen del representante del Ministerio Públi-
co Fiscal. suspenderse el ejercicio de la acción
penal en relación al imputado que hubiere
prestado la colaboración. Si se estimare que la
colaboración no es esencial o de utilidad. se
dispondrá la continuación del proceso hasta
el dictado de la sentencia defmitiva.

Art. 5° - Las declaraciones de las personas
mencionadas en las disposiciones anteriores.
carecerán de valor si no se producen con el
contralor de la acusación y la defensa, del
modo establecido en las leyes procesales.
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Los elementos probatorios obtenidos me-
diante la colaboración prevista en esta ley po-
drán exclusivamente ser utilizados en el mis-
mo proceso o en otros por hechos relaciona-
dos o conexos con el que motivó aquél.

Art. 6° - Si fuere presumible que el impu-
tado que hubiera colaborado, corriere riesgos
en razón de ello respecto de su integridad per-
sonal, se adoptarán las medidas de protección
necesarias, incluidas la provisión de los recur-
sos indispensables para cambiar de activida-
des laborales y la sustitución de su identidad.

Art. 7° - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la comisión. 19 de enero de 2000.

DIPUTADOS FIRMANTES DEL DICTAMEN

JulioA. Tejerina. - Miguel A.Abella. - René
H. Balestra. - MeJchor R. Curchaga. - José

G. Dum6n. - Nilda C. Garré. - Benjamín

R. Nieto Brizuela. - CarlosA. Raimundi. -
Marcelo J. Stubrin. - Ram6n H. TorresMo-
lina. - Alfredo H. Villalba.

En disidencia parcial:

Dámaso Larraburu. - Franco A. Caviglia.-
María E. Biglieri. - Teodoro R. Funes. -
Eduardo A. Menem. - Miguel A. Pichetto.

Fundamentos de la disidencia parcial
de los diputados Pichetto y Larraburu

Señor presidente:

Disidencias sobre los artículos 3°Y4°del pro-
yecto de ley del arrepentido.

Articulo 3°: En este artículo mantenemos el
texto originario del proyecto del Poder Ejecuti-
vo,en el primer párrafo. "Enlos mismos supues-
tos podrá eximirse de pena". Consideramos un
grave error la aplicación de pena aunque sea
mínima por el grave riesgo que conlleva para la
vida del arrepentido en la cárcel; el anteceden-
te legisladoen la ley 23.737(Luchacontra el
narcotráfico) permite la eximición de pena.

Antecedentes Parlamentarios

Consideramos que además la no eximición
de pena debilita la figura del arrepentido

y

puede que no se logren los fines que se propo-
nen para su creación.

Además se contradice con el artículo 4°
por

el cual se autoriza al juez de instrucción a sus-
pender el ejercicio de la acción penal.

Articulo 4°:Mantenemos en el último párra-
fo "en caso contrario se declarará extinguida
la acción penal". Su eliminación es incon-
gruente con las facultades de suspender el
ejercicio de la acción penal que inevitablemen-
te lleva a la extinción de la acción penal.

Dámaso Larraburu. - Miguel A. Pichetto.

Fundamentos de la disidencia parcial
del diputado Caviglia

Señor presidente:

Disidencia parcial al dictamen de la Comi-
sión de Legislación Penal sobre el proyecto de
ley del Poder Ejecutivo sobre el arrepentido.

Introducción

Los cambios en la fisonomía del
delito internacional

Con la finalización del conflicto bipolar y el
comienzo de la globalización el delito no con-
vencional ha adquirido un estado multidimen-
sional. Reflejado en la interrelación de los de-
litos y la internacionalización de los límites de
su actividad, actuando por afuera de las fron-
teras nacionales y su diversificación.

El delito no convencional ha incorporado a
su accionar nuevas tecnologías, especialmen-
te las relacionadas con las comunicaciones.
contando con equipos de avanzada para el
desarrollo de sus actividades ilícitas. Otros de
los cambios fundamentales en la criminali-
dad se refieren al establecimiento de alian-
zas internacionales. entre las distintas orga-
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nizaciones. Las mismas tienen como objeti-
vo el ampliar los mercados existentes Yaco-
modarse a los procesos de concentración eco-
nómica.

Con respecto al terrorismo. aunque los cam-
bios antes descritos también comprenden este
tipo de crimen no convencional. quizás los ras-
gos más característicos de los cambios sufri-
dos hayan sido el giro a concepciones integris-
tas y la incapacidad de la globalización de in-
corporar a los países en desarrollo al sistema
económico mundial.

Otro de los rasgos característicos,
y a su vez

uno de los más peligrosos de los cambios en
las organizaciones terroristas. fue la posibili-
dad de éstas de adquirir en el mercado negro
armas de destrucción masiva, nucleares. quí-
micas y biológicas.

La complejidad de los delitos
de las organizaciones terroristas

Uno de los elementos que demuestran la
complejidad que ha adoptado este tipo de cri-
minalidad es la variedad de hechos ilícitos en
los cuales interactúan. Elabanico de delitos en
donde las organizaciones criminales actúan va
desde la corrupción de funcionarios públicos.
el fraude económico, monopolización de la ac-
tividad económica, el sobcrno internacional.
la trata de blan(.as. el tráfico de armas. el nar-
cotráfico. etcétera.

La compleja interrelación que ha adopta-
do este modo de actividades ilícitas, genera
en la mayoría de los casos. la imposibilidad
de la identificación de sus autores. su perse-
cución y como lógica consecuencia la impo-
tencia judicial de juzgar y condenar a sus res-
ponsables, por la malla de impunidad con la
que se benefician dichas organizaciones. Por
ejemplo, un caso de tráfico de drogas relacio-
nado con la corrupción de funcionarios pú-
blicos, que a su vez puede estar involucrado
con la financiación ilegal de la compra y la
venta de armas, el lavado del dinero en el cir-
cuito legal. para concluir inyectando el dine-
ro convertido en legal en alguna área del mer-
cado, que las organizaciones criminales con-
trolan.

Con el avance de la tecnología y las comuni-
caciones, y en especial la aparición de Internet
y el comercio electrónico. las transacciones de
dinero asistémico se han tomado de una com-
plejidad difícil de detectar. Por ejemplo, una
operación de lavado puede nacer en Colombia.
ingresar a través de diversas operaciones a los
Estados Unidos y terminar como dinero legal

en Suiza. donde luego será utilizado para inver-
siones. por ejemplo, en el área de las construc-
ciones en Brasil. De esta manera el dinero que
nació producto del tráfico de drogas en Colom-
bia se convierte en dinero legal, invertido legal-
mente, en hoteles o condominios del Brasil.

La creciente relación entre los grupos terro-
ristas y el resto de las organizaciones crimina~
les es otro de los rasgos característicos de la
complejidad que ha adoptado el delito.

Si durante el enfrentamiento bipolar varias
de las organizaciones terroristas fueron sub-
vencionadas por determinados países. con la
desaparición del conflicto Este-Oeste, éstas
recurrieron para financiar sus actividades a
alianzas con grupos de narcoterroristas, orga-
nizaciones criminales. etcétera.

Incluso las organizaciones que en la actuali-
dad cuentan con cobertura estatal para sus
actividades. como lo son los casos del Hamas
palestino y Hezbollah libanés que tienen el
apoyo de Irán y Siria, ta.¡nbién recurrieron a
métodos menos convencionales para financiar
sus actividades.

Un caso. que para nuestro país es de suma
importancia. es el lavado de dinero provenien-
te del Hezbollah libanés desde Ciudad del Este
o hacia Ciudad del Este. Por un lado, la mafia
árabe que allí opera lava el dinero provenien-
te del narcotráfico y el contrabando a través

de donaciones al sistema de salud en el sur del
Líbano, dominado por el Hezbollah. o a sus
instituciones sociales o religiosas. Por el otro
la organización integrista inyecta dinero en
Ciudad del Este, proveniente del "pago de im-
puesto" derivado qel tráfico de drogas. activi-
dad que se considerada como una de las más
importantes de esa región del mundo.

En otros casos dentro del mapa latinoame-
ricano. también se da esta relación entre gue-
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rrilla-organizaciones de narcotraficantes. Por
ejemplo, las relaciones de la FARCcon los nar-
cos colombianos o las de Sendero Luminoso
con los narcotraficantes del Perú, son un claro
ejemplo. Los narcotraficantes de Colombia
pueden operar tranquilamente en las vastas
zonas controladas por la guerrilla a cambio del
pago de un impuesto por producción. Aunque
también la relación se manifiesta en el lavado
de dinero.

Entre un sistema integral y soluciones
aisladas. La naturaleza del terrorismo y las

herramientas eficaces para su investigación

Definición y naturaleza del terrorismo

La actividad terrorista responde a una reali-
dad multifacética ya una dinámica multifun-
cional. Es difícil arribar a una única defmición
de terrorismo debido a la amplia gama de ac-
tividades que se pueden considerar terroris-
tas. Sin embargo, podemos afirmar que el mí-
nimo común denominador de terrorismo debe
estar constituido por actos que se caractericen
por estar originados por asociaciones ilícitas
u otras manifestaciones de delincuencia orga-
nizada' que lesionan o ponen en peligro bie-
nes jurídicos básicos como el patrimonio, la
libertad, la vida o la integridad de un número
indeterminado Je personas, empleando me-
dios especialmente violentos y aptos para in-
fundir temor o alarma colectiva.

Aunque los diversos organismos internacio-
nales señalan que la actividad terrorista ha ba-
jado su nivel de acción en los últimos años, su
violencia y crueldad han aumentado. Los aten-
tados con coches bombas se han convertido en
uno de los métodos preferidos.de los terroris-
tas, tal como fue el caso de Oldahoma, Nairobi
y Kenia, experiencia sufrida en carne propia en
los casos de AMlAy embajada de Israel.

Lanaturaleza del nuevo terrorismo interna-
cional ha puesto de manifiesto las debilidades
y falencias de los Estados para combatidas. A
causa de este nuevo cuadro delictivo, los paí-
ses con normas jurídicas de avanzada han in-
troducido nuevos elementos de investigación
que ayudó a llenar el vacío que significaba el
nacimiento de un tipo de terrorismo esencial-
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mente diferente al conocido durante el enfren-
tamiento bipolar.

entre sí y en algunos casos tienen un mismo
común denominador.

Sin embargo, las nuevas herramientas lega-
les no fueron instrumentadas solamente para
los casos relacionados con el terrorismo, sino
que también se legislaron para casos de nar-
cotráfico, crimen organizado, tráfico de armas,
soborno internacional, corrupción, teniendo
en cuenta que este tipo de delito no conven-
cional también había sufrido mutaciones pro-
ducto de la globalización y el fin de la guerra
fría.

En este contexto la figura del arrepentido
adquiere una relevancia especial para desba-
ratar estas organizaciones criminales e identi-
ficar a sus cabecillas. Sin embargo, es un error
limitar esta figura para los delitos de terroris-
mo o narcotráfico, pues una política criminal
eficazdebe incorporarla en relación a todos los
delitos no convencionales.

El nuevo concepto utilizado para combatir
este tipo de manifestaciones delictivas estuvo
enmarcado en la necesidad de contar con un
sistema integral de leyes, procedimientos

y

metodologías investigativas acorde a los nue-
vos desafíos.

En este mismo sentido, debemos afirmar
que la productividad y eficacia de la figura del
arrepentido se debilita si no se integra de modo
armónico con la figura del testigo de identi-
dad reservada; agente encubierto, el informan-
te, la entrega vigilada, la denuncia anónima,
las recompensas y que además comprenda un
programa de protección extensivo a estos nue-
vos institutos.

Un sistema integral
y la experiencia internacional Introducir la figura del arrepentido en for-

ma aislada genera varios interrogantes: ¿aca-
so queremos incorporarla sin legislar conjun-
tamente sobre un programa de protección que
lo ampare?; ¿quién se involucraría dentro de
estas nuevas figuras sabiendo que el Estado no
le garantizará su seguridad, la protección de
su vida y la de sus familiares?; ¿es eficaz la fi-
gura dd arrepentido sin un sistema integral
invE:stigativoque lo complemente?

Como hemos visto, la complejidad que ha
adoptado el crimen no convencional hace ne-
cesaria la instrumentación de diversas medi-
das para combatidas. El marco jurídico-nor-
mativo actual vigente en nuestro país, no cum-
ple, ni está a la altura de los desafíos que re-
quiere una legislación que actúe con eficacia
y productividad en el combat€ contra el cri-
men organizado, el narcotráfico o el terroris-
mo, etcétera.

En estos países con mayor experiencia en
hechos de terrorismo, los recursos de investi-
gación están penados desde un sistema inte-
gral y no de manera aislada. El caso Mykones,
en Alemania, no se hubiera resuelto sin la im-
plementación de la figura del arrepentido jun-
to a otras herramientas investigativas como
agentes encubiertos, testigos de identidad re-
servada, etcétera. Recordemos, que la decla-
ración del segundo oficial de la inteligencia ira-
~, el famoso "Testigo C" y el ex presidente ira-
m, Abolhassan Bani Sadr -ambos declararon
e~ la causa AMlA-, posibilitó el esclareci-
rruento del hecho y la detención de los libane-
ses que atentaron contra los kurdos en aquel
restaurante. Las investigaciones llevadas a
cab~ ~ara esclarecer el hecho por parte de los
seIVlClOSde seguridad e inteligencia alemanes
contaron con agentes encubiertos testigos de
identidad reservada, etcétera. '

Es por eso que creemos que el sistema de
investigación tiene que estar pensado desde
una perspectiva integral, entendiendo ésta
como la interrelación de figuras investigativas,
normas, legales y distintas disciplinas, pues sin
ellas la eficacia de la investigación sería nula.

Sin embargo no podemos definir las nuevas
técnicas de investigación sin antes tipificar los
delitos sobre los cuales éstas van a actuar.
Nuestro Código Penal no fue elaborado para
reprimir crímenes como los que tuvimos que
afrontar en los atentados contra la embajada
de Israel o la AMlA, ni para perseguir figuras
como el tráfico de armas, el narcotráfico, ella-
vado de dinero, el crimen organizado, sobor-
no transnacional, etcétera. Es innegable que
los delitos mencionados se interrelacionan

Como vemos, en el caso alemán, durante el
transcurso de las investigaciones se imple-
mentaron varias figuras para concluir eficaz-
mente la lucha contra el terrorismo.

En el mismo sentido, el atentado de Oldaho-
ma no se hubiese podido resolver sin la apli-
cación de la figura en análisis en forma aisla-
da de no haber sido complementada por otros
instrumentos como los agentes encubiertos
que actuaron en el seno de la organización te-
rrorista. Recordemos que, a diferencia del caso
AMlAel atentado en Oldahoma tuvo un rápi-
do esclarecimiento gracias a la instrumenta-
ción de un conjunto de herramientas jurídi-
co-normativas, una fuerte voluntad política en
su esclarecimiento y a la eficacia de los orga-
nismos de seguridad involucrados en las in-
vestigaciones.

En Italia, la figcra del arrepentido sirvió para
combatir en un principio a las Brigadas Rojas,
y luego se extendió a la investigación de los
políticos enquistados en el poder y la finan-
ciación ilegal de la política. En este caso ve-
mos nuevamente que es imposible instrumen-
tar la figura en un marco aislado, si no lo es
juntamente con otros institutos de investiga-
ción. Elcaso italiano es ejemplificador, ya que
ellas posibilitaron el desarrolle del Mani Puli-
te.

Sin embargo, la productividad del sistema y
su eficacia está relacionad!:. con la introduc-
ción de normas simples y unificadas en un sis-
tema integrado y único como el Código Penal
para delitos no convencionales, de mi audito-
ría. La ventaja de contar con un instrumento
de estas características, tal como lo estableció
la Comunidad Europea, permite investigar un
delito utilizando las distintas herramientas in-
vestigativas normadas e impidiendo la diver-
sificación de esfuerzos en diferentes causas.

Quizás, el caso de Alfredo Yabrán es ejem-
plificador sobre la necesidad de contar con una
herramienta jurídica unificada para este tipo
de delitos. ¿Cuál hubiera sido el resultado si
hubiéramos aplicado el Código Penal sobre
delitos no convencionales para investigar la
delincuencia organizada montada alrededor
de la figura de Yabrán? Seguramente hubiéra-
mos podido establecer todos los ámbitos de
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acción de la organización, su estructura jerár-
quica, sus cabecillas, su dinámica operativa y
sus influencias.

Por no contar con los instrumentos a los que
hacemos referencia, aún hoy no sabemos es-
pecíficamente cuál fue el alcance de las ope-
raciones de la organización mafiosa. No sabe-
mos a ciencia cierta el grado de inf1ltración Y
los funcionarios corruptos que desde el gobier-
no respondían a la organización yabranista Y
sobre todo no tenemos la menor idea qué fue
de la inmensa fortuna que amasó Yabrán y cuál
fue su destino. Es innegable que habiendo con-
tado con un sistema integral, hubiéramos po-
dido unificar las causas contra éste en un solo
expediente que investigara el crimen organi-
zado.

Por qué apoyamos
el presente proyecto de ley

Sin embargo, apoyamos el dictamen de co-
misión que introduce la figura del arrepenti-
do. en el entendimiento de que puede ser el
punto de partida de una legislac.i~n unificada
que instrumente Ydote a la JUstiCIade las he-
rramientas legales para combatir el delito no
convencional.

Más allá de las intenciones de! gobierno, de
si se trata de una ley hecha a m(;dida de los
casos de AMIAYde la embajada de Israel, y
en la convicción de que las leyes de emE"rgen-
cia son contrarias a los principios que rigen
el derecho penal, los legisladores debemos
demostrar que existe voluntad política para
avanzar en la instrumentación de esta figu-
ras investigativas. Sin embargo, manifesta-
mos una vez más que las mismas deben im-
plementarse también para los delitos relacio-
nados con el crimen organizado, el lavado de
dinero, etcétera. La falta de sanción de leyes
que tipifiquen estos delitos y la carencia de

instrumentos para una investigación eficaz de
los mismos, es una deuda que tenemos con
la sociedad y que debemos saldar rápidamen-
te.

Sobre la voluntad polftica

A pesar de la necesidad de contar con las
herramientas jurídico-normativas para la pre-
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vención e investigación de los delitos no con-
vencionales, debemos ser claros ante la socie-
dad, afirmando que este tipo de delitos no po-
drán ser resueltos si no existe una firme vo-
luntad política por parte de los poderes de lle-
var adelante las investigaciones.

finitiva, brindando información esencial para
evitar la consumación o continuación del de-
lito o la perpetración de otros, ayude a escla-
recer el hecho investigado u otros conexo s, o
brinde información útil para probar la partici-
pación de otras personas.

Nuestro país ha sufrido en los últimos 10
años innumerables hechos delictivos que
cambiaron la fisonomía jurídica y política de
nuestro sistema. Sin los crueles atentados
contra la embajada de Israel y la AMlAno es-
taríamos hoy discutiendo este tipo de pro-
puesta.

Por eso hacemos hincapié en la firme volun-
tad del gobierno de desarrollar una política
criminal eficaz, ya que sin ésta las herramien-
tas procesales que queremos incorporar esta-
rían vacías de contenido y resultarían, inclu-

so, contraproducentes Y peligrosas para los
derechos de los ciudadanos.

"Si el tribunal considerase la aplicación de
alguno de los anteriores criterios, deberá soli-
citar la opinión del fiscal.

"En cualquier caso de discrepancia se reque-
rirá opinión al fiscal superior del intervinien-
te, la que será vinculan te".

Artículo 3°: Idem artículo 2° del dictamen de
comisión.

Artículo 4°: Idem artículo 3° del proyecto del
Poder Ejecutivo. Acordamos con el dictamen
de comisión incluir la expresión "oo. desbara-

tar sus actividades o acreditar la intervención
~e alg~o de sus miembros en el hecho delic-
tlvo oo.Disidencia parcial en particular

sobre cada artículo
Artículo S': Primer párrafo, ídem artículo 4°

del proyecto del Poder Ejecutivo. Proponemos
la supresión del segundo párrafo.Artículo 1° (modificado): "Alos efectos de la

presente ley, se considerarán hechos de terro-
rismo las acciones delictivas cometidas por un
grupo de personas, por el que tomare parte de
asociaciones ilícitas u otra manifestación de
delincuenc;a organizada, con el fin de causar
alarma o temor, y que se realicen empleando
sustancias explosivas, inflamables, armas o en
general elementos de elevado poder ofensiv?,
siempre que sean idóneos para poner en peli-
gro el patrimonio, la libertad, la vida o la inte-
gridad de un número indeterminado de per-
sonas".

Artículo 6°: Idem artículo 5° del dictamen de
comisión.

Artículo 7' (nuevo): "Será reprimida con pri-
sión de uno a diez añns de las personas Que
colaboren en el proceso conforine a lo esta-
blecido en la presente ley, que formule seña-
lamientos falsos, que proporcione datos
inexactos sobre terceras personas o perjudique
la investigación de la causa".

Artículo 2° (nuevo): "Los funcionarios del
Ministerio Público fiscal tendrán la obliga-
ción de ejercer de oficio la acción penal pú-
blica.

Artículo 8° (nuevo): "Créase dentro del ám-
bito de la Procuración General de la Nación, la
Dirección General de Protección de Personas,
que dependerá directamente del Procurador
General de la Nación. Esta funcionará dentro
de la misma las oficinas prevista en el artícu-
lo 40 de la ley 24.050 y en el artículo 82 de la
ley 24.212. Dicha dirección será el órgano de
aplicación en relación a lo dispuesto en los ar-
tículos siguientes".

"No obstante. en los supuestos establecidos
en el artículo anterior, podrán plantear al tri-
bunal el cese del ejercicio de la acción penal,
total o parcialmente, o su limitación a alguna
o varias infracciones, o a algunas de las perso-
nas que participaren en el hecho, cuando el
imputado colabore eficazmente con la inves-
tigación antes del dictado de la sentencia de-

Artículo 9° (reemplaza al artículo 6° del dic-
tamen de comisión): "Cuando de las circuns-

tancias del caso hicieren presumir un peligro
o daño para la vida o la integridad física de
personas debido a su colaboración, declaracio-
nes efectuadas o las actividades realizadas en
el marco de las investigaciones llevadas a cabo
o en el juicio con respecto a los delitos men-
cionados en la presente ley, deberá disponer
las medidas especiales de protección que re-
sulten adecuadas, incluidas la provisión de los
recursos indispensables para cambiar de acti-
vidades laborales y la sustitución de su identi-
dad".

Artículo 10 (nuevo): "Las medidas prece-
dentes podrán ser aplicadas además alas in-
tegrantes de su familia directa, parientes cer-
canos o quienes cohabiten con los protegidos
y a cualquier persona que se encuentre ex-
puesta a presuntos peligros o daños a causa
de sus relaciones con las personas mencio-
nadas.

Articulo 11 (nuevo): "La autoridad de aplica-
ción elaborará un informe anual que presen-
tará ante la Comisión Bicameral de Fiscaliza-
ción de los Organos y Actividades de Seguri-
dad Interior e Inteligencia (leyes 24.059 y
24.094). El informe contendrá la cantidad de
sustituciones de identidades realizadas, y brin-
dará un panorama de los avances logrados y
los resultados obtenidos, sin que ~n ninguna
circunstancia dé lugar a que pudieran revelar-
se las identidades y fIliaciones 1'lleVaSo reem-
plazadas de la personas afectadas".

Articulo 12 (nuevo): "La protección com-
prenderá el traslado de las personas mencio-
nadas a lugares diversos de aquellos de su re-
sidencia o sitios protegidos y las medidas ne-
cesarias para garantizar que se mantenga en
reserva, de acuerdo a la modalidad estableci-
da.

"Podrán incluso consistir en la sustitución
de la identidad y el uso de una documental fic-
ticia, proveyendo los recursos económicos in-
dispensables para el cambio de domicilio y de
ocupación, si fuesen necesarias.

"Sedeberán asegurar las relaciones paterno-
filiales y de los cónyuges con respecto a la cus-
todia de los hijos, visitas y alimentos; las rela-
ciones con eventuales acreedores o deudores;
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las relaciones jurídicas en las que es impres-
cindible que el individuo o ~~

representante

las continúe y la responsabilldad del Estado
por eventuales ilícitos co~etidos por. los be-
neficiarios por la protecclOn. La gestión que
corresponda quedará a cargo de la Procuración
General de la Nación".

Artículo 13 (nuevo): "Cuando existan mo-
tivos particulares de segurid~d en relaci.ón a
personas detenidas. por el tiempo est:lcta-
mente necesario para la implementaClón o
definición de la protección, el Ministerio Pú-
blico Fiscal solicitará qué juez de la causa
disponga la aplicación de una custodia cau-
telar".

Artículo 14: Comuníquese al Poder Ejecuti-
vo

INFORME
Observación al dictamen

de la comisión
Honorable Cámara:

La Comisión de Legislación Penal ha dicta-
minado el proyecto de ley remitido por ~l Po-
der Ejecutivo y los pro~ectos de l~s senores

diputados pichetto, ~~na YCam~~o
(E.O.) y

otros sobre disminuclOn YsupreslOn de pena
y des afectación procesal a aq~ell?s imputados

que colaboraran en el esclareClrrue,:to o deten-
ción de autores de hechos de terronsmo. Ycon-
siderando innecesario abundar en mayores
fundamentos que los contenidos en el m~n-
saje de elevación Yen los proyectos menclO-
nadas, los hacen suyos Yasí lo expresa, acon-
sejando su sanción.

Buenos Aires, 26 de enero de 2000.

Al señor presidente de la Honorable Cámara
de Diputados de la Nación, doctor Rafael
Pascual.

De mi mayor consideración:

Tengo el agrado de dirigirme al señor presi-
dente, a fin de formular observaciones al dic-
tamen de la Comisión de Legislación Penal.
referentes a los expedientes 113-P.E.-99,5823-
D.-98y6874-D.-98 (Orden del Día N°3/00) so-
bre disminución y supresión de penas y
desafectación procesal a aquellos imputados
que colaboraren en el esclarecimiento o deten-
ción de los autores de hechos de terrorismo,
todo ello conforme a las disposiciones del ar-
tículo 113 del reglamento de esta Honorable
Cámara.

Julio A. Tejerina.
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Elproyecto en cuestión es pasible de serios
reparos en varios artículos del dictamen, en
algunos casos por su excesiva generalidad,
mediante la cual pude ser comprendida den-
tro de los alcances de las denominadas "nor-
mas penales en blanco" y en otros con "excesi-
vo rigorismo" que lo tornará carente de
operatividad para casos concretos. con lo que
resultará inevitablemenie en la inmensa ma-
yoría de los hechos: Inaplicable s y por tanto
carentes de eficacia situándose muy lejos de
los fines que se persiguen con su sanción.

De una primera lectura. parece que se pro-
cura el otorgamiento de un importante cam-
bio en el sistema legislativo vigente, no obs-
tante a expresas remisiones a disposiciones
generales del derecho penal. sin embargo y
puntualizando de manera concreta las obser-
vaciones señaladas en lo particular debo ex-
presar que:

En el artículo 1°,se consideran hechos de te-
:r0rismo alas acciones delictivas cometidas por
ll1tegrantes de: Asociaciones ilícitas (las que
para su configuración requieren por lo menos
dos elementos básicos: Asociación de tres o más

personas y el fin de cometer delitos indetermi-
nados), con cuya redacción es posible generar
la posibilidad de encuadramientos de una am-
plísima generalidad de hecho, que si bien pue-
den merecer tipificación y su consecuente re-
proche penal, exceden el marco conceptual de
"hechos de terrorismo" los que de por sí, impli-
can delincuencia organizada, de manifiesta
peligrosidad y con capacidad operativa tal, que
conllevan un verdadero peligro social.

En el mismo artículo 10, se equiparan con la
figura de asociación ilícita. a las "organizacio-
nes" constituidas con el fin de causar alarma o
temor, lo que resulta aceptable por cuanto ha-
cen al argumento de mayor punibilidad. como
definición de política criminal, para organiza-
ciones de delincuentes concebidas precisa-
mente para causar alarma o temor a la pobla-
ción, acciones que por elevación pueden cons-
tituirse en hechos graves. que atenten contra
la propia organización del Estado, entendido
éste, como manifestación del pueblo jurídica-
mente organizado, máxime cuando se ejecu-
ten con el empleo de explosivos. armas o ele-
mentos de elevado poder ofensivo, idóneos
para poner en peligro la vida o integridad de
un número indeterminado de personas.

Sin embargo la redacción que ofrece dicha
parte del artículo 1° que estoy comentando,
aparece en algunos aspectos. con t:na genera-
¡¡dad tal. que exceden los marcos de precisión,
que requieren las calificaciones de conductas
humanas. para que éstas sean CClnsideradas
hechos ilícitos y a su vez que sean definidos
como graves. De allí es que merece observa-
ción concreta el uso de las expresiones gené-
ricas de: "Sustancias explosivas, inflamables,
armas ...",toda vez que en el mundo moderno.
muchísimos productos pueden ser compren-
didos en el concepto de "sustancias explosi-
vas, inflamables y el de simplemente armas".
por lo que debe darse mayor precisión a la re-
dacción, así propongo que deberá indicarse
concretamente la siguiente redacción: "Explo-
sivos, armas de cualquier tipo con capacidad
de elevado poder ofensivo e idóneos para po-
ner en peligro la vida o integridad de un nú-
mero indeterminado de personas".

Respecto del artículo 2° del despacho de co-
misión aquí observado. entiendo que su redac-
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ción debe concluir en el sexto renglón,
específicamente en el párrafo que dice: "O su-
ministre datos de manifiesta utilidad para
acreditar la intervención de otras personas".

Ello es así por cuanto, el agregado: "Siempre
que el delito en que se encuentre involucrado
el beneficiario sea más leve que aquel respecto
del cual hubiere brindado o aportado su cola-
boración", desde ya hace presumir que el mis-
mo devendrá inaplicable a casos concretos,
puesto que unas organizaciones delictivas, se-
gún se sabe por los resultados de las investiga-
ciones que concluyeron con éxitos, se basan en
núcleos de conducción y planificación, preci-
samente siendo éstos los que toman las deci-
siones y efectúan las ejecuciones, estando in-
tegradas por sujetos, todos ellos ubicados en un
mismo plano de organización y responsabili-
dad y por tanto penalmente "serán partícipes
necesarios y autores materiales", entre los cua-
les acuerdan, verdaderos códigos delictivos, por
lo que la existencia de delatores en dichos gru-
pos, es de mínima, entonces la redacción pre-
sentada en el despacho: "Siempre que el delito
... sea más leve que aquel respecto del cual
hubiere brindado o aportado colaboración" es-
tará solamente dirigida a delincuentes de me-
nor graduación (si así se puede definir) dentro
de la organización, por lo que puede presumirse
que sóio en muy contados casos, pOcU-áncono-

cerse datos que lleven al esclarecimiento de los
graves hechos que interesen su dilucidación
como el de AMIA y la Embajada de Israel y más
recientemente el caso Cabezas.

En síntesis, en el supuesto de prosperar el
despacho que respetuosamente observo, se
estarán creando las condiciones propicias para
romper el principio de culpabilidad con el de
proporcionalidad de las penas, con la incor-
poración de elementos de naturaleza proce-
sal, que pueden abrir una brecha importante
en la seguridad jurídica y en la garantía del
debido proceso e igualdad ante la ley.

Compartiendo el espíritu de los legisladores
firmantes, ante hechos como los de preceden-
te referencia, que habrían sido cometidos se-
guramente por grupos de muy difícil investi-
gación y desarticulación, poniendo en duda la
credibilidad no sólo en la justicia, sino en el
conjunto de las organizaciones del Estado, así
como también en la eficacia de la legislación
penal, no por ello, es menos cierto que la pre-
vención y represión deben lograrse con herra-
mientas y formulaciones precisas y adecuadas
a los fines que se vienen persiguiendo, cual es
el descubrimiento de la verdad real en los he-
chos investigados.

Atlanto Honcheruk.
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Antecedentes del proyecto

1

MENSAJE DEL PODER EJECUTNO

Buenos Aires, 11 de enero de 2000

Al Honorable Congreso de la Nación.

Sesomete a consideración de vuestra hono-
rabilidad un proyecto de ley que importa la
adopción de medidas que tienden a facilitar
la acción de la justicia, frente a la comisión de
hechos delictivos de especial gravedad concre-
tados po.r ~rganizaciones terroristas, que re-
velan aSimismo la necesidad de contar con
pautas. de política criminal que coadyuven a
Impedtr o atenuar las consecuencias de actos
de esas características.

!

I

I

Los hechos criminales del territorio consti-
tuyen evidentemente una preocupación de
toda la comunidad internacional. La Repúbli-
ca Argentina ha sufrido los efectos de sucesos
de esa naturaleza con los atentados a la em-
bajada de Israel y a la sede de la AMIA, los que
marcaron unos de los hitos más tristes de la
historia de la criminalidad de nuestro país.

El gobierno nacional tiene la firme convic-
ción de que debe sumarse a los esfuerzos que
se re~izan a nivel internacional [-ara prevenir
este t!po de he¡;hos delictivos, a través de una
justicia eficiente y respetuosa de las garantías
individuales.

No se trata, por cierto, de caer en la tenta-
c!ón de crear mecanismos de emergencia que
vIOlenten los principios de nuestro sistema
penal, sino por el contrario de adecuar deter-
minados instrumentos que atiendan a las par-
ticularidades de estos hechos y de sus
mtervinientes -en general, grupos armados
con sofisticados mecanismos de organización
y ramificaciones internacionales- con la fi-
nalidad de lograr una mayor efici~ncia en la
prevención y represión de sus actividades.

En.t~l sentido, la medida legislativa que se
proplcta pr~~ura facilitar la labor de la justiciay de s~s auxiliares, obteniendo la cooperación
de qUienes, no obstante haber intervenido en
la comisión de delitos, suministran informa-
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ción que permite el descubrimiento y prueba
del hecho, la individualización o aprehensión
de los autores, partícipes o encubridores y, en
el caso de organizaciones delictivas, desbara-
tar sus actividades o acreditar su existencia.

La legislación penal moderna prevé la dis-
minución de la penalidad y aun su total
eximición ante situaciones análogas a las con-
templadas en el proyecto, tendencia que por
otra parte no resulta enteramente extraña a
nuestra legislación en la materia, como surge
de las hipótesis que contemplan el artículo 217
del Código Penal y el artículo 29 ter de la
ley 23.737. En el sentido indicado cabe men-
cionar tanto la legislación francesa como la ita-
liana, aunque el proyecto que se eleva sigue
en líneas generales la legislación española (ar-
tículo 579, Código Penal recientemente san-
cionado en 1995 y artículo 57 bis, Código Pe-
nal anterior al actualmente vigente).

Ello, en síntesis, constituye el motivo de la
elevación a ese Honorable Congreso del pre-
sente proyecto de ley que contempla la figura
del "arrepentido" y la protección adecuada de
quienes pueden colaborar en la investigación
y prevención de hechos terroristas, sin alterar
la plena vigencia de los principios constitucio-
nales consagrados en materia penal.

Dios guarde a V'lestra honorabilidad

Fcrnado De 13Rúa. - Rodolfo H. Terragno.
- Ricardo R. Gil Lavedra.

PROYECTO DE LEY

Artíc~lo 10- A los efectos de la presente ley,
se consideran hechos de terrorismo las accio-
nes delictivas cometidas por asociaciones
ilícitas u organizaciones constituidas con fines
polí,ricos, raciales o religiosos, que puedan pro-
dUCiralarma o temor, que se realicen emplean-
do sustancias explosivas, inflamables, armas
o en general elementos de elevado poder ofen-
sivo y sean susceptibles de poner en peligro la
vida o la integridad de un número indetermi-
nado de personas.

Art. 20 - En los supuestos establecidos en
el artículo anterior, podrá excepcionalmente
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reducirse la escala penal respectiva hasta la
mitad del mínimo y del máximo legal al impu-
tado que, antes del dictado de la sentencia
definitiva, colabore eficazmente con la inves-
tigación.

Para obtener el beneficio se deberá brindar
información esencial para evitar la consUma-
ción o continuación del delito o la perpetra-
ción de otro, o que ayude a esclarecer el hecho
objeto de investigación u otros conexos, o su-
ministre datos útiles para acreditar la interven-
ción de otras personas, siempre que el delito
en que se encuentre involucrado el beneficia-
rio sea más leve que aquél respecto del cual
hubiere brindado o aportado su colaboración.

Art. 3° - En los mismos supuestos podrá
eximirse de pena, cuando la información brin-
dada hubiere permitido acreditar la existen-
cia de la asociación ilícita o la intervención de
alguno de sus miembros en el hecho delictivo,
determinando así el respectivo sometimiento
a proceso de quienes no hubieran sido impu-
tados hasta entonces.

Art. 4° - La reducción o exirnición de pena
previstas precedentemente deberán ser deci-
didas por el tribunal del juicio al dictar la sen-
tencia definitiva.

Sin embargo, cuando resulte conveniente, en
cualquitr estado del proceso podrá previo dic-
tamen del reptesentante del Ministerio Públi-
co Fiscal, suspenderse el ejercicio de la acción
penal en relación al imputado que hubiere pres-
tado la colaboración. Si se estimare que la cola-
boración no es esencial o de utilidad, se dispon-
drá la continuación del proceso hasta el dicta-
do de la sentencia definitiva; en caso contrario
se declarará extinguida la acción penal.

Art. 5° - Las declaraciones de las personas
mencionadas en las disposiciones anteriores,
carecerán de valor si no se producen con el
contralor de la acusación y la defensa, del
modo establecido en las leyes procesales.

Los elementos probatorios obtenidos me-
diante la colaboración prevista en esta ley po-
drán exclusivamente ser utilizados en el mis-
mo proceso o en otros por hechos relaciona-
dos o conexos con el que motivó aquél.
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Art. 6° - Sifuere presumible que el impu-
tado que hubiera colaborado, corriere riesgos
en razón de ello respecto de su integridad per-
sonal, se adoptarán las medidas de protección
necesarias, incluidas la provisión de los recur-
sos indispensables para cambiar de activida-
des laborales y la sustitución de su identidad.

Art. 7° - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fernando De la Rúa. - Rodolfo H. Terragno.
- Ricardo R. GilLavedra.

hubiese permitido "individualizar a auto-
res, partícipes o encubridores de delitos de
extrema gravedad conforme el criterio del
tribunal o desbaratar una organización
delictiva dedicada a la comisión de hechos
de esa naturaleza, siempre que no se im-
puten al sujeto beneficiario, acciones que
hubieran producido la muerte de alguna
persona o lesiones de las previstas en los
artículos 90 y 91 de este Código.

Art. 3° - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Miguel A. Pichetto. - Carlos E. Soria.- A la Comisión de Legislación Penal.

FUNDAMENTOS

2
Señor presidente:

PROYECTO DE LEY
Elpresente proyecto propone incorporar la

figura del "arrepentido" al título V del libro 1
del Código Penal de la Nación.Artículo 1° - Incorpórase al Código Penal

de la Nación como artículo 41 bis el siguiente:

Artículo 41 bis: Podrán reducirse las pe-
nas hasta la mitad del máximo y del míni-
mo de la escala correspondiente, a las per-
sonas que hubieran incurrido en cualquie-
ra de los delitos previstos en este Código,
cuando:

Se trata de la reproducción de un proyecto
?e mi autoría (4310-D.-97) que propugna la
Incorporación de esa figura al Código Penal
como un elemento esencial para la lucha con-
tm la delincuencia organizada, que constitu-
ye uno de los principales flagelos de nuestra
sociedad.

a) Durante el curso de un proceso
aportaren datos suficiente!) para la
individualización o captura de los au-
tores, partícipes o encubridores de los
delitos;

La.l!ledida legishtiva que se propicia tiende
~facilitar el accionar de ia justicia y de 5U!)auxi-
lIares' mediante la cooperación de sujetos que,
no obstante haber Intervenido en la comisión
de lo~ hechos delictuosos que se investigan,
~o~tnbuyen al descubrimiento y prueba del
~elIto, suministrando la información que faci-
lIta la individualización o aprehensión de los
autores, partícipes o encubridores, así como,

~ ~esbaratamiento de la organización, sus ac-
ttVldades o para acreditar su existencia.

En la actualidad la sociedad se ve enfrenta-
da a una variedad de delitos y de nuevas for-
mas de c.onsumación de los mismos, ponien-
do d,; :eheve la necesidad de una urgente ade-
cuac.l?n d~,lalegislación penal en general y de
la utllIzaclOn de nuevos medios e instrumen-
tos de investigación.

La ~olft~cade lucha debe dirigirse -en pri-
mer termino- a la investigación de las orga-

b) Durante el curso de un proceso
aportaren información que permita
individualizar e incautar los materia-
les empleados o los objetos del delito,
medios de transporte, valores, bienes
muebles e inmuebles, sustancias, di-
nero, activos, instrumentos y/o cual-
quier otro elemento vinculado a los
hechos que se investigan.

Art. 2° - Incorpórase al Código Penal de la
Nación como artículo 41 ter el siguiente:

Artículo 41 ter: La pena podrá reducirse
por debajo del mínimo resultante de la apli-
cación del artículo anterior o aun eximirse
de ella, cuando la información brindada

nizaciones permitiendo llegar hasta su misma
estructura, infiltrándola para conocer a sus
integrantes, funcionamiento y planes previs-
tos.

El "arrepentimiento", siguiendo el derecho
comparado de los países de avanzada en este
t:~tami~nt?, y basándonos en razones de po-
htlca cnmlnal podemos definirlo como "la
conciencia de un obrar antijurídico del que
nace la voluntad de restaurar el orden social y
jurídico perturbados".

Podemos definir entonces al arrepentido
como aquella persona imputada de un delito
que brinda a la autoridad judicial una infor-
mación de tal significación que permite des-
cubrir a los autores, coautores, partícipes o
encubridores del delito o que permite el se-
cuestro de sustancias o bienes, beneficiándo-
se con la reducc..ión y hasta con la eximición
de la pena que le habría correspondido.

El tema ya fue arduamente discutido en
oportunidad de la sanción de la ley 24.424 -mo.dificatoria de la .ley23.737 (Ley de Estupe-
faclen,tes-) que l~ Incluyó en su artículo 5°, y
que aun hoy mantIene encendida la polémica
sobre la conveniencia de adoptarla para nues-
tro sistema legal.

En principie debo resaltar que no se trata de
aquel que delata a sus cómplices a cambio de
impunidad o del premio a la delación, tal el
argumento con que algunos juristas o
d.o,ctrinarios.pretenden fundamentar su posi-
clOn contrarIa.

Se trata de un instrumento que le permitirá
al Estado quebrar la impunidad de las organi-
zaciones delictivas cerradas.

De.sde la óptica jurídica debemos decir que
consIdero que no se debería legislar una figu-
ra co~o la del arrepentido en forma especial.
Es decIr, contemplar una para el narcotráfico,
otra para el terrorismo, otra para la corrupción,
otra para los delitos económicos o los ilícitos
en contra del Estado nacional y así sucesiva-
mente, haciendo un arbitrario distingo entre
los distintos tipos de delitos y sus formas de
consumación. Pero tampoco deberíamos le-
gislar sobre el "arrepentido" en forma genéri-
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ca, incluyéndola en el Código Penal para to-
dos los delitos en general.

La figura del "arrepentido" tiene su origen y
razón de ser en la lucha contra la delincuencia
organizada. La existencia de esa de~n~ue~~ia
organizada con alto grado de espeClallZaclOn,
tecnología y poder económico tan difícil de
combatir, que nos obliga a replantear ciertos
temas y a pensar seriamente en la imperiosa
necesidad de dictar normas de política crimi-
nal que coadyuven a impedir o a atenuar las
consecuencias que originan esos hechos
ilícitos, a los que se ve enfrentada un indefen~
sa sociedad.

En Italia nació como instrumento de lucha
contra el terrorismo de las Brigadas Rojasy lue-
go se utilizó en contra de la mafia, arrojando
muy buenos resultados. La ley prevé la dismi-
nución de las penas y un régimen de libertad
provisional y semilibertad y cuenta con un pro-
grama de protección de personas que incluye,
en algunos casos, a familiares del "pentiti".
Numerosos delitos pudieron ser descubiertos
gracias a los "arrepentidos".

En España la figura del arrepentido importa
la voluntad de "reinsertarse socialmente". Es
ese "pedido de reinserción social" lo que le
permite a la justicia poner en funcionamiento
medidas que atenúan la responsabilidad y has-
ta llegan a la suspensión de la pena.

En los Estados Unidos los imputados tienen
-al comienzo del proceso- tres opciones: 1)
Declararse no culpable; 2) Declararse culpa-
ble, y 3) con el consentimiento de la Corte,lle-
gar a un acuerdo para reducir ~u pena a ~~-
bio generalmente, de informacIón. LapeticlOn
de reducción de pena implica la declaración
de culpabilidad a cambio de la indulgencia del
Estado. Fue así como se definió la investiga-
ción del atentado de Oklahoma. En un caso
muy difícil de resolver, la información de
Michael Fortier permitió a la Corte encontrar
y declarar a Timothy McVeigh culpable del
múltiple asesinato.

Una definición del "arrepentido" podría ser
entonces, reitero, "aquella persona imputada
de un delito, que brinda a la autoridad judicial
una información de tal significación que per-
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mite el descubrimiento de los autores, coau-
tores, partícipes o encubridores del delito o
que permite el secuestro de materiales, o~j;-
tos y bienes, beneficiándose con la redUCClOn
y hasta con la eximición de la pena que le .ha-
bria correspondido", como es el caso preVIsto
en la ley 24.424.

Judicialmente, se le deberá requerir a un
"arrepentido" que su conducta denote esa vo-
luntad explícita y decidida de colaborar con la
justicia para restaurar los valores dañados co~
su accionar. La información brindada al juez. SI
permite desbaratar una organización delictiva,
será la exteriorización de esa voluntad.

Elpresente proyecto prevé la inclusión de la
figura del arrepentido mediante la incorpora-
ción de los artículos 41 bis y 41 ter al Código
Penal. Está dirigido, reitero. al que durante el
curso de una investigación aportare datos su-
ficientes para la individualización o captura de
los autores, partícipes o encubridores del de-
lito. La información brindada deberá permitir
el desbaratamiento de una organización
delictiva otorgando un amplio margen de de-
cisión al magistrado en cuanto a la ~posición
de la pena, permitiéndole hasta exurur de ella
en casos que así lo ameriten.

La posibilidad de eximir de pena al arre~en-
tido encuentra su fundamento en lanecesIdad
lle garantizarle la vida al qut;'-~ ~Tite~iode ,:n
juez- ha cooperado con la JustiCIabrmdanao
una información que permitió el desbara~a-
miento de una banda. Si se lo encarcela difí-
cilmente se lo pueda proteger íntegramente.

Si la decisión política es la de adoptar la fi-
gura del "arrepentido", ésta es la que deberá
ser incluida en el Código Penal, en el título V
del libro 1,como un método para combatir la
delincuencia organizada.

No debemos buscar soluciones jurídica para
casos especiales fuera del contexto de la polí-
tica criminal que se considere vigente.

Es dable destacar que complementan este
instituto, la proteción de testigos e imputados
que colaboran con la investigación, el anoni-
mato de denunciantes y la evaluación de prue-
bas fotográficas, fIlmaciones y grabaciones.

No obstante el avance que representan to-
das estas figuras para la prevención y repre-
sión del delito respecto de nuestro sistemaju-
rídico, todavía nos faltaría lo que coronaría esta
ardua labor parlamentaria como lo es la
incluisón de la figura del informante. respecto
de la cual he presentado un proyecto de ley
(3378-0.-98). aunque en general la figura no
ha sido en principio receptada por nuestro or-
denamiento legislativo pero es admitida en
muchas legislaciones con óptimos resultados.

El presente proyecto, señor presidente, tal
como lo señalara precedentemente. tiene su
antecedente un un proyecto de mi autoría (ex-
pediente 130-0.-94) y su reproducción, bajo
expediente 3410-0.-97, que doy aquí por re-
producidos.

En atención a los efectos jurídicos de la nor-
mativa que se proyecta y por razones de técni-
ca legislativa, es necesario que las nuevas dis-
posiciones sean incluidas en el título V delli-
bro 1del Código Penal de la Nación, por lo que
propicio y solicito su sanción.

Miguel A. Pichetto. - Carlos E. Soria.

3

FROYECTO DE LEY

Artículo 10- lncorpórase elsiguientetextocomo párrafo final del arto 41 del Código Pe-
nal:

En forma excepcional podrá reducirse la
pena hasta la mitad del mínimo y del máximo
o eximirse de ella, al imputado de algún delito
que perteneciendo, actuando al servicio o co-
laborando con bandas armadas, asociaciones,
organizaciones o grupos cuya finalidad sea la
perpetración de actos terroristas, antes de la
c!~usura de la instrucción, aportare informa-
CI~~y/o colaborare con la investigación, per-
mItIendo la individualización de los cabecillas
partícipes o encubridores de dichas bandas
armadas, el esclarecimiento de delitos por
ellos cometidos, o evitando la perpetración,
consumación o continuación de otros.
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La exención de la pena procederá única-
mente cuando. por los datos aportados, se con-
cluya en el desbaratamiento de las bandas ar-
madas, asociaciones, organizaciones o grupos
terroristas.

Las pruebas obtenidas en estas circuns-
tancias no podrán ser utilizadas en otros pro-
cesos en los que se investiguen delitos diferen-
tes que no presenten la caracterización que se
enuncia en este artículo.

Cuando las personas que hubieren cola-
borado del modo previsto en este artículo, se
encontraren en situación de riesgo para su in-
tegridad personal, se adoptarán las medidas
de protección necesarias, con inclusión de su
familia si fuere indispensable, pudiéndose
contemplar la provisión de recursos, empleos
alternativos y la sustitución de la identidad
personal.

Art. 20- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Eduardo o. Camaño. - Leticia Bianculli. _
Hilda B. González de Duhalde. - Sara B. Li-
ponezky de Amavet. - Marcelo E. López
Arias. - Mabel H. Müller. - Luis M. Dba-
rrio. - Juan C.Pezoa. -Alberto R. Pierri. _
Jorge L. Remes Lenicov. - Humberto L. Ro-ggero. - Eduardo D. Rollano. - Femandoo. Salim. - Saúl E. Ubaldini. - Juan C. Ve-
ramendi.

FUNDtJ\.1ENTOS

Señor presidente:

Los graves atentados terroristas que han te-
nido lugar en la última década, tanto en nues-
tro país cuanto en el exterior, están evidencian-
do la existencia de una verdadera corriente de
finalidades y objetivos no bien definidos, pero
cuya metodología está evidenciada a través de
tales actos que han sembrado el espanto y el
horror por doquier.

Estos modernos métodos de acción políti-
ca, vinculados con convicciones fundamenta-
listas de origen político, racial o religioso, o,
quizás, con todo ello a la vez, se han plantea-
do como un verdadero desafío no ya, solamen-
te, contra la paz entre las naciones, sino mu-
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Dip.
Tejerina Dip. Dip. Dip.

miembro Cruchaga Soria Pichetto
informante

Acreditación de la existencia
58de asociaciones ilícitas

Admisfbilidad de la declaración
29del Imputado

Antecedentes 2-3-4-5 6 - 7 - 8 - 81 11 -12 16

Colaboración con la investigación
de un delito 4-5-54 10 13 19

ConsideracIones generales 1-2-3 6-7-8 11 - 12 15 - 16 - 17
4-5 9 - 29 13 -14 18 - 19 - 20

DelIto de falsedad e inexactitud
68 10de datos

Derecho comparado 15 - 18 - 19

Garantías constitucIonales --
29

Hechos de terrorismo 1 -2 13 16 - 17

Legislación comparada 3

ProteccIón del imputado 72 - 79 77 - 82 18 - 19

ReduccIón de la pena 4 - 5 - 54 - 59 10 - 58 13 19
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cho más contra la convivencia dentro de las
sociedades y de los pueblos, poniendo en ries-
go valores esenciales, que van desde la vida de
inocentes víctimas a la destrucción de impor-
tantes patrimonios colectivos.

Ante estos desafíos es necesario dotar a
nuestras instituciones jurídicas de los recur-
sos legales adecuados para afrontar situacio-
nes que no pudieron ser previstas en el mo-
mento en que nuestra legislación fue sancio-
nada.

La incorporación que proponemos al arto41
del Código Penal, de convertirse en ley, brin-
dará al magistrado un importante recurso para
la investigación y dilucidación de los hechos
acaecidos, con evidente beneficio para quien
acuerde colaborar con el esclarecimiento, ob-
teniendo, simultáneamente, una mejora en su
relativa situación procesal.

El dotar a la justicia de herramientas como
la que aquí proponemos, no es algo novedoso
ni desconocido para quienes están en perma-
nente contacto con el derecho penal, ya que
sería, quizás, interminable la enumeración de
normas similares en el derecho comparado. INDICE DEL DEBATE

Por lo expuesto, consideramos ocioso
abundar en mayores especificaciones, las
que, de todos modos, serán más detallada-
mente expuestas por el miembro informan-
te, razones todas por las cuales solicitamos su
aprobación.

Eduardo O. Camaño. - Leticia Bianculli. -
Hilda B. González de Duhalde. - Sara G.Lí-
ponezcky de Amavet. - Mabel H. Müller. -
Luis M. Obarrio. - Juan C.Pezoa. -Alberto
R. Pierri. - Humberto J. Roggero. - Eduar-
do D. Rollano. - Fernando O.Salim. - Saúl
E. Ubaldini. - Juan C. veramendi.
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Dip. Dip. Dip. Dip.
Biglieri Polino Caviglia Jobe

Acreditación de la existencia 22 28 - 57
de asociaciones ilícitas

Admisibilidad de la declaración 30
del imputado

Antecedentes 27 -81

Colaboración con la investigación 21- 22 - 53 33
de un delito

25 - 26 - 27
Consideraciones generales 21 - 22 - 24 23 28 - 30 - 31 33

32

Delito de falsedad e inexactitud 71 25de datos

Garantías constitucionales 27 -28 -30

26 -30
Hechos de terrorismo 21-22 31- 32

Protección del imputado 22 - 24 30 -80 78
81 - 84

Procedimiento parlamentario 84

Reducción de la pena
21 - 24 25 - 28 3353 - 62 57 - 63

Técnica legislativa 30

Dip. Dip. Dt
Secretario

Castañón Busti Larra uru parlamentario
Aramburu

Acreditación de la existencia
de asociaciones ilícitas 46 - 56- 52 55

Admisibilidad de la declaración
del imputado 45 49 - 67 66

Antecedentes 46 - 47
49 - 51

Consideraciones generales
46 -47 -48

42 - 43 44 - 45 49 - 50 - 51
52

Delito de falsedad e inexactitud
de datos 70 69

Derecho comparada 45 47-48-51

Garantías constitucionales 42 44 50

Hechos de terrorismo 42

Protección del imputado 43 73

Reducción de la pena 46 -52
56 -61

60
r-- I Dip.

--
Dip.

Dip.
Dip.Martínez

Carrió Bussi Llano Quinzio
.

Acreditación de la existencia 40
de asociaciones ilícitas

Antecedentes 39 - 40

Consideraciones generales
34 - 35 38 39 - 40 41
36 - 37

Derecho comparado 36

Hechos de terrorismo 40 40

Protección del imputado 37

Reducción de la pena 37 40

Dip.
Dip. PresidenteTorres

Molina Funes Pascual

Protección del imputado 75 74 -76 83

Procedimiento parlamentario 83

Reducción de la pena 64 - 65
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ello, en el artículo 1° de este proyecto de ley
encontramos la definición de terrorismo, so-
bre la cual existe el consenso de casi todas las
fuerzas políticas presentes en este recinto.
Quiero recordar todos los antecedentes pre-
sentados en la Cámara de Diputados y que han
enriquecido el proyecto que estamos tratan-
do. Cabe mencionar las iniciativas presenta-
das oportunamente por diputados del bloque
del Partido Justicialista -Camaño, Soria, Pi-
chetto y Larraburu- y por el diputado Caffe-
rata Nores, perteneciente a la Alianza (000).

Como ya he dicho, todos estos antecedentes
han enriquecido elproyecto contenido en este
dictamen, y sus propuestas -salvo pequeñas
disidencias- están incluidas. Todos conoce-
mos el largo debate que se desarrolló en torno
de un proyecto similar que fue tratado en esta
Cámara de Diputados de la Nación y que el 6
de agosto de 1997 obtuvo la sanción de este
cuerpo, con la aprobación de la mayoría y la
disidencia parcial de la minoría, que no acom-
pañó en su momento ::on su voto favorable.
Lamentablemente, el 6 de mayo de 1998 fue
rechazado en el Senado este proyecto que ha-
bía sido aprobado por la Cámara de Diput<1-
dos.

persona y se le da una semi libertad a quien
se acoge a la figura del arrepentido. En Espa-
ña, manifestada la voluntad individual de
reinserción por parte del imputado, es auto-
rizado por la Justicia y se le da también un
estado de semi libertad, pudiendo llegar in-
cluso a la eximición total de la pena. En los
Estados Unidos, como también se ha puntua-
lizado, existen tres alternativas para el impu-
tado: puede declararse no culpable, culpable
o puede -con el consentimiento de la Cor-
te-llegar a un acuerdo para reducir la pena
según la información que proporcione. En
esta Cámara este tema ha sido tratado en
oportunidad de considerar el proyecto de ley
sobreestupefacientes-ley 24.424(*)-, cuyo
articulo Soincorporaba la figura del arrepen-
tido. Quiere decir que revisando los antece-
dentes que existen en esta Cámara, se puede
asegurar que son más que suficientes para
que hoy reciba sanción la figura del arrepen-
tido porque cuenta con el consenso de la ma-
yoría de los bloques políticos que componen
este cuerpo. También debe destacarse no sólo
el debate legislativo que se dio en este cuer-
po sino también el que ocurrió en la Comi-
sión Bicameral de Seguimiento de las Inves-
tigaciones de los atentados a la AMIAy a la
Embajada de Israel. Todo eso está contenido
en un libro que ha editado esta Cámara. Vale
la pena destacar estos antecedentes porque
concurrieron a la comisión destacados juris-
t1'.Sargentinos, diríamos los más im~ortantes
que hay en la materia, pudiendo citar, entre
otros, a los doctores León Arslanian, Ricardo
Gil Lavedra, actual ministro de Justicia, Pe-
dro David y Raúl Zaffaroni, quienes dieron su
~pinión con respecto a la figura del arrepen-
tIdo. Para enriquecer a la Cámara y ponerla
e~ antecedentes, me tomé el trabajo de estu-
dIar todos estos debates y las manifestacio-
nes de estos juristas. Me gustaría dar lectura
de algunos párrafos con las opiniones que han
vertido y que son fundamentales para el tema
que estamos tratando. La comisión dijo en su
momento: "Todos estuvimos de acuerdo para

N. de R.: E13 de agosto de 1997la Cámara de Diputados sancionó un proyecto de ley del
arrepentido (orden del día 1790/97), rechazado por el ~enado e16 de mayo de !998.
Dicho texto, publicado en Antecedentes Parlamentanos 1999-A, 1133, constItuye el
principal antecedente de la ley 25.241.

Exposición del
miembro informante

Diputado Tejerina

1) Comenzamos la consideración de la de-
nominada "ley del arrepentido", de conformi-
dad con el mensaje y proyecto de ley enviado
por el Poder Ejecutivo para su tratamiento en
el actual período de sesiones extraordina-
rias (*). Con tal motivo, una vez constituida la
Comisión de Legislación Penal, en su primera
reunión se produjo un dictamen que presenta
dos disidencias parciales (**).Cabe aclarar que
el texto original fue modificado en el afán de
obtener un dictamen único para presentar en
este recinto. Tanto en Secretaría como en las
distintas bancadas obran copias de dichas en-
miendas y, antes de proceder a la votación de
los articulos modificados, solicitaremos su lec-
tura. Es muy importante destacar que la figu-
ra del arrepentido que hoy consideraremos se
encuentra circunscripta únicamente a los he-
chos de terrorismo. Quiero resaltar esta parti-
cularidad porque durante el tratamiento en co-
misión se generó un pequeño debate a raíz de
la postura adoptada por la diputada represen-
tante del Partido Demócrata Progresista, quien
pidió la ampliación de la figura a otros tipos
de delitos penales.

2) Hoy hablamos del arrepentido con refe-
rencia exclusiva a los hechos de terrorismo. Por

(O) El mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecuti-

vo nacional sobre el arrepentido está publicado en
página 1381.

(O') Los fundamentos de la disidencia parcial de los

diputados Miguel A. Pichetto y Dámaro Larraburu y

de FrancoA. Caviglia están publicados en página 1372.
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3) Como antecedente de la ley del arrepen-
tido, debo mencionar que el objetivo y el fin
de este instrumento es la lucha contra la or-
ganización armada. En materia de legislación
comparada vale señalar que, como se señala
en el proyecto del Poder Ejecutivo, esta insti-
tución nace en Italia para combatir a las Bri-
gadas Rojas y posteriormen~e a la mafia; En
ese país los resultados han sIdo extraordma-
rios, ya que se permite la protección de la

(*) La ley 24.424, que trata la modificación de la
le>:23. 737 de estupefacientes, fue objeto de trata-
mlento en Antecedentes Parlamentarios 1996-A
lOOZ '

(H') El proyecto de ley del diputado José l.
Cafferata Naves está publicado en Antecedentes Par-
lamentarios 1999-A, 1137.
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señalar, y esto debe quedar claro, que toma-
mos como base el dictamen de los juristas o
quienes dijeron que en el derecho penal ar-
gentino se consideran atenuantes o eximen-
tes de la pena a todas aquellas circunstancias
que son anteriores a la comisión del delito.

4) Pero deben incorporarse también como
atenuantes o eximentes de pena en el caso con-
creto situaciones posteriores a la comisión del
delito que importen una colaboración con las
víctimas o sus deudos. Esta colaboración que
presta un coautor de un delito para dar mayor
posibilidad de acceso a la verdad y a la justicia
a las víctimas y a sus deudos, sí puede ser con-
siderada como una circunstancia atenuante o
eximente de pena." Por otra parte, el doctor
Zaffaroni expresó: "Aquíno se considera la uti-
lidad que puede obtener el Estado en la puni-
ción; aquí lo que beneficia es la información que
arrima a la verdad a las víctimas y a sus deu-
dos." En el debate de 1997 hubo exposiciones
muy importantes; por ejemplo, la del diputado
Soria, quien en una parte de su intervención
señaló: "Sé que es difícil. No es fácil venir a este
recinto en la tarde de hoy para decir que el Es-
tado renuncia a una parte de la pena a cambio
de una colaboración para que avance la Justi-
cia en la investigación de un delito. Yno es fácil
porque hay un trasfondo ético. Pero pido a mis
colegas que pensemos esta tarde si no es im-
portante correr definitivamente el manto de
impunidad que está rodeando a muchos de es-
tos delitos que nos preocupan." También el doc-
tor Galeano, quien está a cargo de la investiga-
ción dt:un hecho de terrorismo, en su momen-
to resaltó la importancia que tendría la figura
del arrepentido en la causa que está llevando
adelante. En el debate realizado en esta Cáma-
ra el6 de agosto de 1997el entonces diputado y
destacado jurista Cafferata Nores -uno de los
autores del proyecto en cuestión- manifestó
su conformidad con la figura del arrepentido.
En igual sentido el diputado Jesús Rodríguez
concluyó su exposición diciendo lo siguiente:
"Creemos que con estos criterios y bajo el de-
bido marco de responsabilidad de fiscalización,
esta ley no institucionalizará desviaciones ha-
cia la ilegalidad. No se transformará en un che-
que en blanco para la arbitrariedad y la perse-
cución. Por el contrario, contribuirá a fortale-
cer la democracia ante el horror de un terroris-
mo que cobra vidas inocentes sin derecho."

Antecedentes Parlamentarios
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5) También corresponde aclarar que en el
referido debate hubo opiniones contrarias a la
iniciativa, por ejemplo la de la diputada Ca-
rrió y de los diputados Bravo y Cafiero, pero es
importante diferenciar el contexto que se vi-
vía en 1997 del actual. hecho éste que ha sido
remarcado por la diputada Carrió cuando ad-
virtió que la calidad institucional de aquella
época no ofrecía garantías para sancionar un
proyecto de esta naturaleza. La disidencia
planteada por el bloque justicialista se encuen-
tra circunscripta a la eximición de la pena, pero
en general coincide con el mensaje enviado
por el Poder Ejecutivo. Por otra parte, la posi-
ción del bloque de la Alianza coincide con la
asumida en 1997en el sentido de no otorgar la
eximición de prisión sino promover la reduc-
ción de la pena para el arrepentido. No he de
abundar en mayores consideraciones en razón
de que en la Cámara existen numerosísimos
antecedentes referidos a la figura que hoy se
pretende sancionar, ya que ese es el consenso
político que se advierte en el cuerpo.

Debate

Diputado Cruchaga

6) He de completar rápidamente algunas
consideraciones generales que se han hecho
en relación con el proyecto y con el voto qu':!el
bioque dt la Alianza y seguramente el resto de
los bloques políticos darán para acompañar la
iniciativa del Poder Ejecutivo, con algunas re-
formas. Me parece importante señalar que en
el capítulo de los antecedentes que mencio-
naba el diputado Tejerina hay mucho de va-
lioso desde el punto de vista técnico y de lo
que significó el compromiso parlamentario en
la búsqueda de nuevas herramientas legales
para combatir estas formas extraordinarias de
delincuencia organizada, que en nuestro país
han generado los dos megaatentados más gra-
ves, que han causado una gran cantidad de víc-
timas y han generado una enorme herida en
el cuerpo social. Hoy, a casi ocho años del pri-
mero de ellos y a casi seis del segundo, toda-
vía estamos esperando que el sistema legal re-
gular y el funcionamiento del Estado, con sus
instituciones, puedan dar una respuesta a la
sociedad encontrando alos culpables para cas-
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tigarlos, como ordena y determina nuestra le-
gislación.

7) Quisiera destacar los temas principales de
ese debate llevado a cabo hace dos años. En
primer lugar quiero decir, para abreviar -la
remisión no es meramente cronológica-, que
en la Comisión de Legislación Penal, en los
Diarios de Sesiones y en las publicaciones de
la comisión bicameral hay un rico aporte, que
precisamente se pudo lograr en virtud de la
responsabilidad y de la inquietud que en esta
Casa generó el tratamiento de esa legislación
excepcional. Pero esa fue una primera etapa,
como ocurrió en otros países, donde se fue-
ron animando a buscar medios extraordinarios
para luchar contra formas extraordinarias de
delincuencia. Desde el punto de vista parla-
mentario, ello terminó con el rechazo en el
Senado de la Nación de la iniciativa votada por
esta Cámara de Diputados. Quiero destacar la
coherencia que algunos diputados y algunos
bloques han mantenido en el tiempo en rela-
ción con esta figura. Desde aquel primitivo
proyecto de Juan Gauna, Jesús Rodríguez, Pi-
chetto, Carlos Soria, Camaño y otros, siempre
existió esa preocupación. Ami criterio, en esta
Cámara de Diputados el tema se trató sin es-
peculaciones político-partidarias. Es cierto
que en el tramo final de aquella primera etapa
del tratamiento de este instituto el diablo me-
tió la cola. Si esto no hubiera sido así, proba-
blemente en nuestro país estaría vigente des-
de hace más de dos años una ley del arrepen-
tido. En definitiva, aquella circunstancia hoy
nos permite a todos, con el mismo compro-
miso y espíritu políticos, considerar esto como
una cuestión de Estado y de política de segu-
ridad que supera el interés de los bloques o de
los partidos porque debemos atender a una
circunstancia desgraciada que sucedió en
nuestro país y que esperamos que con estas
leyes y otras decisiones del Estado se impida
que sigan sucediendo. Pero las heridas están
abiertas y la sociedad reclama justicia. Las par-
tes involucradas, las víctimas, los familiares de
estas últimas y las organizaciones ligadas con
estos hechos, que han sufrido en carne propia
estos megaatentados acaecidos en la Argenti-
na' siguen clamando justicia, y esta Cámara de
Diputados debe recibir ese clamor y brindar
-tal como lo marcan la Constitución y la ley-
aquellos instrumentos que permitan que la

Justicia argentina agote todo el arsenal para
encontrar a los culpables y aplicarles las san-
ciones que correspondan.

8) Creo que no fue inútil ese debate; de él
hay que nutrirse. ¿Yqué pasó desde el año 1997
hasta ahora? En torno a las dos investigacio-
nes que se llevaron a cabo para encontrar a los
responsables del atentado de la Embajada de
Israel que duraron ocho años, no existe nin-
gún procesado, y dicho expediente ya fue se-
ñalado y calificado por esta Cámara en los in-
formes de la comisión bicameral. El efecto
concreto de la aplicación de la ley y de los re-
cursos ordinarios y legales del Estado en rela-
ción con la investigación de ese atentado ha
sido nulo. En la investigación relacionada con
el atentado al edificio de la AMIAy la DAIA,
que se encuentra en marcha con las dificulta-
des y alternativas que esta Cámara detectó y
dio a conocer parcialmente en diversos infor-
mes, existen algunos sospechosos que han
sido aprehendidos y que a corto plazo van a
ser juzgados de acuerdo con el régimen vigen-
te.Apesar del avance de estas investigaciones,
existe un reclamo importante en el sentido de
no privar a la Justicia de estas herramientas
excepcionales a fin de lograr, dentro del mar-
co de la Constitución y la ley, arrancar de raíz
de la sociedad argentina a estas asociaciones
criminales, que no sabemos si aún están vivas.
Existen indicios de que estas organizaciones
criminales y sus conexiones locales están vi-
vas. No sabemos si cuentan con capacidad
operativa para realizar este tipo de atentados
que causaron tantas muertes, pero sí adverti-
mos que existen pactos de silencio. Además,
~sas organizaciones se están moviendo para
lnterferir la investigación, lo que demuestra
~ue también tienen capacidad operativa para
mterferir a la Justicia argentina. Desde aquel
debate de 1997 hasta ahora han pasado dife-
r~nte,s cosas; en algunos casos no se llegó a
mngun resultado en las investigaciones crimi-
nales' y en otros advertimos una fuerte inter-
ferencia de estos elementos residual es. Abo-
~~do la voluntad política que siempre exis-
tlOen e.s.taCámara de Diputados -hago esta
aclaraclOn porque no sé lo que puede suceder
en el Senado de la Nación-, destaco que aquí
hay muy buena predisposición para conside-
rar este tema, teniendo en cuenta lo que ya se
debatió en 1995, 1996 Y1997. Por eso es que

podemos afrontar este debate con altura y res-
ponsabilidad en esta segunda oportunidad. El
presidente de la Nación que acaba de ser ele-
gido democráticamente por el pueblo, anun-
ció en su campaña electoral que se compro-
metía con la ciudadanía a proveer las herra-
mientas adicionales necesarias para afrontar
esta lucha sin cuartel y sin igual contra las aso-
ciaciones ilícitas que han causado estos aten-
tados en la Argentina. En efecto, el doctor De
la Rúa, durante su campaña y después del 24
de octubre, se comprometió a enviar al Parla-
mento la iniciativa que hoy estamos analizan-
do.

9) Creo que estamos en un momento políti-
co excepcional. Este tema fue abonado con la
sangre de muchos argentinos y con una res-
ponsabilidad política -que es mi obligación
destacar- expresada en acciones concretas de
una comisión bicameral que trabajó sin parti.
dismos, haciendo política a lo grande, para
cercar a los delincuentes. Sobre la base de
aquellas consideraciones técnicas y políticas,
y recordando que estas figuras son excepcio-
nales porque los delitos también lo son, debe-
mos afirmar para la tranquilidad de la socie-
dad argentina y de una cátedra que nos mira
con minuciosidad, ya que se trata de un insti-
tuto complicado y peligroso, que estas medi-
das son trarlsitorias y destinadas a descubrir
estas asodaciones ilícitas. Para ello se imple-
menta un procedimiento que mantiene un ni-
ve� ético e incluso cambia lainiciauva del Po-
der Ejecutivo al disminuir el beneficio que se
otorga a quien se arrepiente de algunos de es-
tos delitos y colabora eficazmente con la Justi-
cia. Se trata de una fuerte disminución de la
pena que le correspondería y de la excarcela-
ción, para que no corra peligro su vida. Repito
que estas son medidas transitorias yexcepcio-
nales. Mantenemos un nivel ético; no transa-
mos con el delincuente, quien más allá de su
estado individual-podrá o no arrepentirse, y
no sabemos si la Justicia tendrá la posibilidad
de aprehender su conciencia y saber cuáles
son sus convicciones- debe brindar datos
imprescindibles para ubicar a los autores y je-
fes de las asociaciones ilícitas. No hay transac-
ción previa. Se trata de aportes sinceros a la
Justicia para que ésta pueda detectar a las ca-
bezas de las organizaciones, es decir, a quie-
nes actúan como dirigentes y programadores,

Antecedentes Parlamentarios
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a los autores y coautores. Como bien señalara
en ocasión del anterior debate el ex diputado
Cafferata Nores, este nuevo procedimiento no
se convertirá en un quiosco ni llevará a circuns-
tancias similares a las que se registraron en
Colombia, donde el chofer de una organiza-
ción fue víctima del arrepentimiento del capo.
Aquí no ocurrirá ese tipo de cosas.

10) El espíritu del proyecto de ley tiende a
que la colaboración del arrepentido cuente con
el contralor absoluto de las partes del proce-
so. Debe tratarse de información fehaciente y
chequeada que permita desbaratar la organi-
zación, avanzar en la investigación y determi-
nar las responsabilidades penales de sus inte-
grantes. Debo destacar la colaboración del blo-
que Justicialista, que fue permeable a la ela-
boración de un dictamen que nos permitiera
exhibir no sólo mayoría sino también una gran
legitimidad en este instrumento excepcional.
También es preciso destacar que, a raíz de la
propuesta formulada por algunos diputados
del bloque Acción por la República, hemos re-
tornado en este proyecto una disposición que
se hallaba contenida en la iniciativa que opor-
tunamente sancionara esta Cámara: respecto
de quien brinde datos falsos, tuerza y pertur-
be la investigación o perjudique a terceros, se
establece una sanción. Es difícil dejar de lado
nuestras conviccior.es en relación con un tra-
bajo realizado durante varios años con dipu-
tados pertt)necienLes a distintos bloques. Ha-
blando con el corazón, deseo que en las próxi-
mas recordaciones de las víctimas de estos
atentados por lo menos la sociedad entienda
que esta Cámara de Diputados -espero que
se haga extensivo al Congreso en su conjun-
to- ha hecho todos los esfuerzos políticos,
legales e instrumentales para que la Justicia
cuente con las herramientas necesarias para
descubrir a los culpables. Es un canto a la es-
peranza que el reclamo de la sociedad argen-
tina pueda verse satisfecho con la condena a
los culpables de estos aberrantes hechos, y que
la democracia argentina avance hacia un me-
jor nivel de vida institucional. Por otra parte,
deseo señalar que la situación de 1997no es la
misma que la de 2000. Digo esto no porque el
10 de diciembre de 1999 haya cambiado un
gobierno -felizmente ello es una secuencia
del afianzamiento del sistema de gobierno-
sino porque en 1997no existía el Consejo de la
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Magistratura ni el Jurado de Enjuiciamien-
to (*),como se señaló en esta Cámara. Se trata
de organismos de control institucional que hoy
están en condiciones de detectar cualquier
violación de la ley o exceso arbitrario que pue-
dan cometer los tribunales de sentencia con
el uso de este instrumento excepcional. Tam-
bién existe un Ministerio Público indepen-
diente (*),que cuenta con su ley orgánica. Pido
disculpas por mi vehemencia, pero en mi con-
vicción se mezclan las cuestiones técnicas con
la necesidad de que todos juntos, con la con-
ciencia tranquila, proveamos a la Justicia de
mejores herramientas para descubrir alas cul-
pables de estos hechos aberrantes.

m~ desd~ este Parlamento dábamos las herra-
mtentasYI~prescindibles para avanzar en el
esclar~clm~ento de estos hechos. Comenza-
mos dIscutIendo un proyecto de ley que con-
t~?a con despacho de la Comisión de Legisla-
clOn Penal, y que contemplaba distintas figu-
r~s, como la del in.formante, el agente encu-
bIerto, el arrepentIdo y el testigo protegido
~stoy hablando del proyecto de ley antiterro~
ns.ta,. q~e tanto discutimos durante 1996 y
pnnclplOs de 1997.Tal como ha dicho el dipu-
tado. ~ruchaga, se.~rató de largas jornadas de
an.álI.slssobre la utilIdad y conveniencia de que
eXIstIesencada una de estas figuras, llegando
p~r momento~ a ~n consenso casi pleno. Nin-
~~ senado.r nI dIputado quiso privar a la Jus-
tIcIa argentIna de la posibilidad de contar con
es~s figuras penales, con las que cuentan otros
paIses desarrollados, y con una legislación de
avanzada. Lamentablemente, sucedieron he-
c~os como los de Plaza Huincul y manifesta-
cIOnesdesafortunadas de ministros del gabi-
nete de aquel ento~ces, que hicieron que al-
gunos senadores y dIputados retiraran su apo-
yo al proyecto. Sin embargo, no disminuyó
nuestra .convicción ni nuestra firme voluntad
de contInuar buscando las herramientas del
caso. Con,:,ocamosalas juristas más importan-
~esdel paIS para que vinieran a la comisión a
~Iustrarnos y dar sus puntos de vista sobre la
orf!1aen que podíamos realizar estas modifi-

caclOne~ en materia penal. Debo reconocer
e~ta m~nana, como lo hice durante el debattp aducIdo en 1997, el gran esfuerzo que reali-

g~n ~os d?ctores Pedro David, Andrés

c
essl.o,Lean Arslanián, Raúl Zaffaroni y Ri-

i
ardo GIlLavedra. Gracias a ellos, y a su ayuda
nva~orable, pudimos avanzar en la reforma

~ar~lal del artículo 41 del Código Penal, intro-
uClendo lo que nosotros considerábamos

~omo una figura útil para el esclarecimiento
e estos. dos atentados y de otras causas que

conmoclOnaban a la opinión pública argenti-
na en esos momentos.

Diputado Soria

ll) En septiembre de 1996 por un proyecto
de resolución sancionado por esta Cámara
quedó constituida la Comisión Especial de
Seguimiento de los Atentados a la Embajada
de Israel y al Edificio de la AMIA.Tuve el ho-
nor de presidir dicha comisión en los últimos
cuatro años, y sus integrantes sabían que no
se trataba de una comisión parlamentaria más,
porque todos teníamos una doble preocupa-
ción: por un lado, el seguimiento exhaustivo
de las investigaciones que llevaban adelante
la Corte Suprema de Justicia y el titular del Juz-
gado Federal N" 9, doctor Galeano; y,por otro,
la provisión a la Justicia argentina de aquellas
herramientas qüe consideráramos necesarias
para el esclarecimienlo de estos dos atentados.
Debo destacar el espíritu y la honestidad inte-
lectual de cada uno de los integrantes de la
comisión a lo largo de estos cuatro años de tra-
bajo. La comisión se reunió en más de ciento
dos oportunidades, en un hecho sin preceden-
tes en esta Cámara. Se realizó un trabajo para-
lelo al de la Justicia, conociendo exhaustiva-
mente el curso de las investigaciones, con la
preocupación permanente de ver de qué for-

,12) A nadie escapará que si en 1997
Propo-mamas -co h

d
mo ay se propone-la creación

e nuevas figuras era porque los códigos vi-
gentes. revelaban insuficiencia en el ámbito
operatIvo Par b .
nes dr'

a com atIr a estas organizacio-

tiplic~~c:~~s
de c?mpleja estructura, de mul-

de I
?;edlOs, donde por obra y gracia

a corrupclOn también están metidos orga-

(0) Las leyes 24.937 y 24.939, del Consejo de la

Magistratura y Jurado de Enjuiciamiento de los Ma-

gistrados y ley correctiva y la ley 24.946, orgánica del
Ministerio Público, fueron objeto de tratamiento en
Antecedentes Parlamentarios 199B-A, 343, 657y701,
respectivamente.

nismos policiales. Además, siempre nos en-
contrábamos con dificultades cuando hacía-
mos un seguimiento de las causas, por ejem-
plo, al tratar de penetrar en estas organizacio-
nes cerradas donde el pacto de silencio siem-
pre to~na~a prácticamente imposible que las
InvestIgacIOnes judiciales pudieran avanzar.
Lo qu~ ocurre es que el sistema penal estuvo
t~adlclOnalmente pensado para delitos come-
tIdos por individuos, y hoy -mal que nos
pes~ ~n nuestro país y en el mundo las or-
~anlzaclOnes delictivas transnacionales tienen
In~ume~ables medios, poder económico, in-
tehgencJa y logística, todo lo cual dificulta
!llucho .la investigación que pueda hacer un
Juez de Instrucción. Por ello en 1991-un año
antes de que se produjera aquel horrible aten-
tado que fue .Iavol~du~a.de la embajada de Is-
rael- el gobIerno Justlclalista envió el primer
~royecto c~ntemplando la figura del arrepen-
tIdo, es ~~clr, creando figuras que permitieran
a.la JU.stlclaargentina romper estos pactos de
s~enc!o y penetrar en las mencionadas orga-
nIzaCIOnes. No tuvimos suerte hasta 1995
c~ando se trataron en la Comisión de Legisla~
clón Pena! distintos proyectos presentados por
compañeros de mi bancada. Como decía aque-
ll~ t~de en que la Cámara de Diputados san-
c.lOnoel llamado proy~cto de ley del arrepen-
t�do -tengo sobre rru banca apuntes de ese
de~ate-, esta figura ha de pensarse como una
vall.osaherramientH para proteger al débil del
P?úeroso ante delitos como el tráfico de armas.
Se que hoy ~st~os limitando la posibilidad
del arrep:mtIrruento sólo al delito terrorista
pero en aquella oportunidad lo habíamos he~
cho con un carácter mucho más amplio lo que
creo er~ beneficioso. Se trataba de una ~aliosa
he~amlenta para proteger -como decfa- a!
débIl del poderoso ante delitos como el tráfi-
co de armas, el terrorismo y el tráfico ilegal de
drogas. La gente, que era la víctima potencial,
~e encon~rab~ e~ una situación de gran des-
Iguald~d InstltuclOnal para investigar a través
de sus Jueces, para que se prueben los hechos
y se condene a los delincuentes.

~3) El delito de terrorismo internacional re-
q~lIerepara su consumación el concurso orga-
nIzado de partícipes y cómplices. Sin embar-
g~,~uestra legislación actual estimula la com-
plIcIdad. .¿porqué? Porque el que participa en
estos delItos no puede denunciar sin autoin-
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criminarse, y entonces resulta tan in~eresado
como el autor principal en que el del.lton? s.e
esclarezca. No hay nada más preventivo ni dl-
suasivo para el delincuente que el hecho d~ no
poder saber si su cómplice de hoy no sera s~
denunciante de mañana. Noveo entonces cuál
es la razón de privar a la sociedad de esta he-
rramienta cuando vivimos en un proceso. de
consolidación democrática. cuando tr~slta-
mos pasos importantísimos con el Conse~o.d.e
la Magistratura y cuando tenemos la poslblh-
dad de corregir en el futuro los errores que hoy
cometemos. Pero ahora no podemos cerrar los
ojos y decir que esta figura, por alguna cues-
tión ética no va a poder ser implementada. Al
contrario; el artículo 41 del viejo Código Penal
que se pretende reformar contempla los pará-
metros que el juez debe tener e~ ~ueI?-tapara
aplicar la pena. y la enumeraClOn tIene ~n
cuenta las características del hecho y I.ascir-
cunstancias personales del autor antenores a
ese acontecimiento. Sin embar.go, el n~e.vo
centro de la discusión en matena ?eyohtIca
criminal está constituido por la VIC,tImay la
reparación del daño, tal como quedo pla~~a-
do en el artículo 41 con la ayuda de prestigIO-
sos juristas. Es indudable -no podemos ne-
garlo- que la figura que se propo.ne crear n~
resulta simpática para muchos d~putados ru
para algún sector soci~, per? lo cierto es que
no está llamada a ser simpática.

14) Tal como 1')mencionaba mi amigo el di-
putado Cruchaga, e¡;toy abs?luta~ente con-
vencido de que)~ subsistencia del s~st.e.made-
mocrático requiere fomentar la cre~lbllldad ~e
la Justicia y que la impunida~ no aSista a qUIe-
nes acumulan poder o constituyen un con~ra-
poder dentro del propio Est~d.o.La,d~laClón
de quienes atacan los principIOs baslc.os en
que se sustenta la convivenci~ ?em?crática no
es moralmente reprochable ni Imphca desleal-
tad sino la sujeción debida a.u~ orden sup~-
rior que posibilita el mantenimiento de la h-
bertad. Sí sería inmoral que el Est~do tolerara
la fidelidad a los pactos de sileI?-clOde las or-
ganizaciones delictivas. En razon de ':lue ~u-
rante los últimos cuatro años he trabaJ~do m-
tensamente en la comisión bicame~~ Junt? a
mis compañeros peronistas, correhglOnanos
y en aquel entonces miembros del Frepaso, tal
como muchos otros que apoyan con fe:vor la
creación de esta figura, estoy convencido de
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que su concreción es posible porque con.se-
guridad será útil, y además -esto es muy Im-
portante recalcarlo- cumple con ~na carac~
terística preciada de todas las leyes. Es geI?-e
ral e igualitaria para todos los ju~ti.ciables.~IOS
quiera que al cumplirse los prOJumos aniver-
sarios de estos atentados terroristas que tanto
nos siguen mortificando se tenga e~ ~l!ent.ael
esfuerzo que ha realizado esta COffilSlonb~ca-
meral no sólo para interiorizarnos exhaustiva-
mente respecto de lo que sucedió en cad~ una
de estas causas sino también para c~pl~r con
el rol que compete a este Poder Legislativo ~
promover la creación de figuras que I?-~shabi-
liten para profundizar la investIgaclOn y así
descubrir a los culpables.

16) Aquí me parece interesante repetir algo
que sostuve anteriormente en un debate im-
portante y rico, aún en las posiciones contra-
rias. sobre esta figura, que no podemos eva-
luar ni dimensionar desde el punto de vista de
la ética. En cierta medida, la figura del arre-
pentido no tiene un componente ético. ya que
el Estado resigna la aplicación de la pena a un
hombre que ha cometido un delito y que inte-
graba una organización terrorista. Hay una
claudicación del Estado. por lo que no pode-
mos evaluar la figura en ese plano. sino que la
debemos considerar desde el punto de vista
de la búsqueda de la eficacia y de la aplicación
de la Justicia. El objetivo es terminar con la
impunidad, que es un valor mucho más tras-
cendente y superior a la discusión en la teoría
de los valores. El Estado busca eficacia en la
detención de una organización peligrosa; quie-
re que los principales delincuentes de una or-
ganización piramidal y estructura da, que es
muy difícil penetrar, sean detenidos, a fin de
terminar con el riesgo que dicha organización
implica para la sociedad. Por eso reitero que
lo que vamos a votar aquí procura la eficacia
en la investigación judicial, en la medida en
que va a servir para detener a toda una orga-
nización de carácter terrorista; hemos puesto
esta limitación en cuanto al tipo de delito. En-
tendemos que todavía el debate no está ma-
duro para la incorporación de la figura del arre-
pentido en relación con oiros delitos del Có-
digo Penal. Lo hemos intentado en 1997, y
creemos sinceramente -más allá de las vici-
situdes que la figura sufrió en el Senado- que
el texto que habíamos elaborado en la Cáma-
ra no era afortunado. Incluso, porque no es
buena la aplicación de tipos penales o normas
a circunstancias particulares.

Diputado Pichetto

15) Seré muy breve porque en realidad ~
opinión sobre esta figura la nI.' expuest? en ~~I-
teradas osasiones, en especial en la dlscuslon
que tuvo lugar en esta Cám.a:a en 1997y tam-
bién en los debates en comiSión. Deseo ~esta-
car la importancia de la madurez.de las ideas.
Creo que con el transcurso del tiem~o y por

encima de las posiciones que se sostu,weron en
aquella oportunidad todos hemos ido c~~-
prendiendo la necesidad de dot~r a la !us~cia
argentina de nuevas formas de mve~~gación
judicial Cabe aclarar que no se propiCia crear
un nuevo tipo pella! sino q~e pretendemos
brindar alos jueces un nuevo Instrumento para
la ir.vestigación judici~: Loseuropeos y en par-
ticular los italianos utilizaron de manera muy
positiva esta figura en la luc?a conira el terro-
rismo, contra las brigadas rojas. Elfamoso pen-
tite apareció en Italia en la lucha contra el te-
rrorismo interno. Fue importante el rol ~~e
cumplieron los arrepentidos, quien~s p~r:mtie-
ron que otros miembros de la organ~clOn que
integraban, tan peligrosa para la socled~d de-
mocrática italiana, pudieran ser detenidos y
condenados. También brindaron ~n aport.e
muy valioso en la lucha contra el dehto orgaru-
zado' más precisamente. contra la mafia. La
expe~iencia europea. que recog~ el.derech.o
penal alemán e italiano, y la expenenc~~ amen-
cana demuestran que, cuando se utihza con
sentido positivo e inteligente por parte de l?s
magistrados -es decir, cuando no se la d.esVIr-
túa-, esta figura brinda resultados efectivos.

17) Estamos poniendo un límite muy preci-
so, incluyendo sólo los actos de terrorismo,
como lo hicimos con anterioridad con la
ley 23.737, sobre narcotráfico, que constituye
una legislación de avanzada, contiene qormas
penales muy duras y rígidas, e incorpora nue-
vas formas de investigación, como el arrepen-
tido' el agente encubierto y la entrega vigila-
da. Siempre reivindico esta norma, porque es
un avance notable contra el delito trasnacio-
nal, como el narcotráfico. Sólo vamos a apli-
car la iniciativa en debate para el delito de te-
rrorismo internacional, que, como bien dijo el

diputado Cruchaga, tuvo su aparición en laAr-
gen tina en los dos graves atentados a la em-
bajada de Israel y a la AMlA. Fueron dos he-
chos terroristas que tuvieron como objetivo
sembrar el terror y que, incluso, tuvieron efec-
tos en otros lugares del mundo. Quizás los ob-
jetivos que buscaban esos atentados tenían
una connotación política y buscaban efectos
en otros lugares del planeta. Esta característi-
ca que ha aparecido en el mundo define el per-
fil del delito del terrorismo internacional.
Nuestro derecho penal clásico es resistente y
refractario a este tipo de figuras. Cuando co-
menzamos el debate de este proyecto los prin-
cipales juristas tuvieron una posición negati-
va. Hace unos momentos el diputado Tejerina
mencionó al doctor Zaffaroni, quien se opuso
a la creación de esta figura, e incluso publicó
un artículo en el que señalaba: "la ley del arre-
pentido para arrepentise". Fundamentaba su
posición y la respetamos, al igual que lo hace-
mos con la de otros juristas. El transcurso del
tiempo y la necesidad de dotar a los jueces de
instrumentos que permitan avanzar en el es-
clarecimiento de algunos hechos nos llevan a
este tipo de iniciativas.

18) No planteamos esta ley como una solu-
ción mágica. Sería un error que la sociedad pen-
sara que a partir de la sanción de la ley del arre-
pentido se resolverán mágicamente los casos de
los dos graves atentados que se cometieron en
la Argentina. Sí cree~os que el magistrado que
investiga contará con otro instrumento -im-
portar!te y valioso- que, si se da la oportuni-
dad, servirá para obtener información que per-
mita romper la impunidad que rodea a estos dos
graves hechos y condenar a los culpables. Esta-
mos brindando instrumentos para la investiga-
ción judicial. En el caso del narcotráfico ya lo
hicimos, y ahora lo estamos haciendo para los
delitos vinculados con el terrorismo. Quiero ter-
minar mi exposición señalando una disidencia
que mantenemos con el bloque oficialista y que
planteamos con motivo del debate en comisión.
Lafigura del arrepentido cierra técnicamente y
asíha sido analizada en el derecho comparado,
en donde encontramos que la motivación que
el Estado plantea en la estructura normativa no
se vincula sólo con la reducción de la pena ya
que, de la valoración efectuada por elmagistra-
do o por el tribunal de enjuiciamiento, puede
derivarse la eximición de dicha pena. Talcomo
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la plantea el bloque del oficialismo,la figura pro-
puesta no tiene la fortaleza ni la entidad sufi-
cientes, e incluso hasta parece peligrosa para la
persona que se va a arrepentir. Todos sabemos
que en las organizaciones delictivas la informa-
ción que se brinda a la Justicia en general se
paga con la muerte. En el mundo hay experien-
cias reiteradas de lo que hizo la mafia con fa-
mosos arrepentidos. Recordemos el caso Bu-
zetta: sus primos, hermanos y farniliares direc-
tos fueron asesinados por la mafia italiana. Ade-
más, en los establecimientos carcelarios el arre-
pentido corre un riesgo de vida. La posición de
nuestro bloque es coherente con la planteada
en el debate de 1997.

19) Por otra parte, en la ley de narcotráfico
se permite al magistrado valorar la posibilidad
de reducción o eximición de la pena para el
arrepentido colaborador de la Justicia. Coin-
cidimos plenamente con el resto de los aspec-
tos, es decir, con que la información tiene que
ser esencial, que tiene que servir para pene-
trar en la organización, para detener a los prin-
cipales responsables y para favorecer una cau-
sa judicial en marcha. Advertimos que toda-
vía hay cuestiones no resueltas vinculadas con
la falta de convicción y comprensión en torno
de la importancia de la figura que se propone.
La posibilidad de la eximición de pena es ne-
cesaria para dar motivación al arrepentido.
Puede quedar incorporado el riesgo de que esa
persona tenga que vivir en la cárcel aun por
un período mínimo o con una pena menor,
como se plantea en la idea del proyecto del
bloque de la mayoría. La cárcel no es un lugar
seguro, todos lo sabemos, y mucho menos para
los informantes, los que brindan información
a la Justicia. Su vida no vale absolutamente
nada. Tal como lo expresó el presidente de la
Comisión de Legislación Penal e integrante de
nuestro bloque, considero que esta figura ten-
dría mayor eficacia, en función de lo que indi-
ca la técnica en el derecho comparado e in-
cluso en nuestra propia legislación, con la po-
sibilidad de la eximición de la pena. Más allá
de que en el artículo 40del último proyecto re-
formado se abre un camino con la posibilidad
de la excarcelación (1) en función de la valora-

(1) Corresponde al artículo 4° de la ley.
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ción que pueda hacer el Tribunal, nos parece
que hubiera sido importante mandar un men-
saje claro con la norma, contemplando la po-
sibilidad de la eximición de la pena. Esa es
nuestra disidencia.

se~~n se dice en I~s funda~entos, de la legis-
laClOnpenal espanola. Ydicha legislación, en
su artículo 579, dice: :'Cuando el sujeto haya
abandonado voluntanamente sus actividades
delictivas y se presente a las autoridades con-
fesándoles los hechos en que haya participa-
do."Aquí se dan dos condiciones: Que se haya
arr~pentido y,además, que se presente volun-
tanamente a declarar en relación con lo que
conoce sobre algún hecho delictivo (*). Esto
es arrepentimiento. Pero en el artículo 20 del
proyecto se habla del imputado de un delito
es decir, no se arrepiente ni se presenta vo~
lu~tariamente, es un imputado por la Justicia.
Es Importante distinguir la figura del delator
de la del ~:epe~tido, porque ese tema ha ge-
~erado dl~ldencIas no sólo entre los juristas
SinOtambién en el interbloque federal, sobre
todo en lo que concierne al aspecto ético de
I~ cu~stión, ya que se exime de prisión o se
dlsmmuye la pena de quien es delincuente o
está imputado de un delito El presente pro-
yecto tiene por fin que el Estado acuerde con
el delincuente haciendo una concesión lisa y
llana del poder estatal.

20) Reitero que es un instituto importante,
pero no creo que esté todavía hoy, especial-
mente en los ámbitos técnicos jurídicos. la
posibilidad de extenderlo a otro tipo de figu-
ras, como sostienen algunos diputados. Creo
que hay un proceso de evolución; los argenti-
nos vamos entendiendo la necesidad de ir
afiarIZando normas que mejoren la eficacia en
la lucha contra el delito. a favor de la seguri-
dad pública y de los ciudadanos. Este es un
debate inicial que tiene mucho valor. Hace
poco estuvo de visita en nuestro país el ex jefe
de la policía de Nueva York,WIlliam Bratto, y
se sorprendió realmente después de haber
hecho una recorrida y de haber analizado la
legislación vigente en materia de facultades y
atribuciones de los policías en la Argentina,
sobre la imposibilidad de que las policías pue-
dan preguntar e imerrogar, lo que evidente-
mente es un caso atípico en el mundo, ya que
es una policía que carece de atribuciones. Con-
sidero que hay temas que conciernen a los
delitos de alta violencia en la Argentina, los
delitos importantes. en los que es necesario
que el Parlamento brinde un mensaje. Hoy ini-
ciamos un debate que, esperamos, continúe
con toda la temática de la seguridad pública.
que ha sido L.na de las cuestiones de mayor
reclamo ciudadano y que ha estado en el cen-
tro del debate polítir:o electoral en las elecdo-
nes del 24 de octubre de 1999.

22) Dejando perfectamente en claro que es-
tamos h~blando de un imputado y no de un
arrepentido. he de adelantar por qué el inter-
b~09ue federal apoya en general la presente ini-
clattva. Lo hace, entre otras razones, porque de
lo que se trata es de buscar un nuevo instru-
mel~to eficaz para dilucidar y desbaratar 1>SO-
cI~clOnes terroristas, y no será esta representa-
~Ion p.olítica la que ponga palos en la rueda a la
Investigación de la Justicia. Así entendido, de-
bemos legislar correctamente la figura que aho-
ra se pretende sancionar a efectos de que sea
e~caz, si lo que estamos buscando es la efica-
cia. En ese sentido el bloque que represento
apoya el proyecto de ley tal como lo enviara el
Poder Ejecu~vo. a pesar de las disidencias plan-
te?das refendas a una cuestión estrictamente
ética. La figura del arrepentido debe tentar al

Diputada Biglieri

21) El interbloque federal en nombre del
cual estoy hablando, ha firmado el dictamen
de la Comisión de Legislación Penal con disi-
dencias, con lo cual estoy adelantando nues-
tro voto favorable en general. Ante todo es ne-
cesario aclarar que no estamos hablando de
la ley del arrepentido. Aquí no existe un arre-
pentido sino un imputado que va a colaborar
con la Justicia para dilucidar un delito; es de-
cir, estamos hablando de un delator imputa-
do. Tal vez el error en el que caemos al decir
que es ley del arrepentido es que la tomamos,

(*) En la se~ción Legislación extranjera (pági-

n~ 1543) publJcamos la parte pertinente del Có-
digo P~nal de España que corresponde a la Ley
o.r!ámca 10/1995, de 23 de Noviembre. Disposi-
Clan 25.444. Boletfn Oficial del Estado, de 24 de No-
viembre de 1995.

delincuente a delatar a una asociación ilícita.
Per? si pens~os que a un imputado por algún
delito le pedlffios que hable de quien cometió
un acto de terrorismo y lo dejamos aunque sea
un mes en la cárcel, verá en peligro no sólo su
seguridad sino también la de sus familiares, con
lo cual probablemente no quiera hablar. Por lo
tanto, ~ay que dar se~idad al delator de que,
tanto el como su familia, estarán protegidos
para que se permita confesar datos referidos a
la asociación ilícita, con lo cual tristemente es-
t~amos aceptando que el fm justifica los me-
dl?s: Entendemos que puede llegarse a esta exi-
~clón de pena ya que la figura existe en el Có-
digo Penal en el artículo 217, referido a los de-
rechos contra la seguridad de la Nación, espe-
cíficamente en los delitos de traición. Asimis-
mo, en e~attículo 29 de la ley de estupefacien-
tes también se permite eximir de la pena al de-
lator. Sibien es gravísimo el delito de narcotrá-
fico, no son menos graves los delitos de terro-
rismo. Diría que a aquellos que han sufrido la
pérdida de un ser querido a raíz de atentados
como el de la AMIAo el de la Embajada de Is-
rael les duele saber que es un delito.

Diputado Polino

23) Estoy escuchando con mucha atención
la expos!ción de la diputada, y dado que hizo
referencia a la ley de estupefacientes y a la in-
corpora~ión en. ~icha norma de la figura del
arrepentido, qUIsieraqClCnos explique -si tie-
ne conocimiento- en qué ha permitido esa
ley avanzar en el descubrimiento de organiza-
ciones delictivas.

Diputada Biglieri

24) Si vamos a debatir sobre la eficacia o no
de la eximición de la pena en los casos de narco-
tráfico, estamos hablando de la eficacia o no de
la ~gura del arrepentido; esto lo podemos dis-
cutiry empezaríamos desde el principio. Pero si
aceptamos en general la figura del arrepentido
debemos legisl3!la de manera de tentar con alg~
a aq~~1 que qwere d~latar, como por ejemplo
ofreclendole su segundad. No se olviden de que
estamos hablando de organizaciones terroristas
que "no se van con chiquitas"; por lo tanto, de-
bemos ofrecer al delincuente algo importante
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como para que nos ayude en la investigación.
Coincido con lo expresado por el diputado Poli-
no en cuanto a que esta figura no fue totalmen-
te eficaz, pero ahora no estamos considerando
la figura sino la eximición o no de la pena. De
todas maneras -repito- creo que la oferta tie-
ne que ser muy buena para que el delincuente
hable y esto deje de ser una cuestión meramen-

te declarativa para convertirse en algo realmen-
te ejecutivo. Por lo tanto, y siempre teniendo en
cuenta que estamos hablando no de un arrepen-
tido sino de un colaborador que está negocian-
do su futuro, el interbloque federal considera
absolutamente necesario que en el mismo mo-
mento en que se empiece a aplicar la ley, ésta
sea reglamentada de manera tal que quede bien
en claro cuál va a ser la oficina que proteja y dé
seguridad al delincuente y a toda su familia. con

qué dinero se va a hacer esto y quién va a garan-
tizar el trabajo. los traslados, la manutención. la
identidad y la educación del delator para que

realmente la norma sea ejecutiva y no una ente-
lequia. Finalmente, cumpliendo con mi palabra
de no hacer un largo discurso. dejo para el trata-
miento en particular algunas otras acotaciones
que también deseo formular.

Diputado Caviglia

25) En nombre del bloque de Acción por la
República adel:mto nuestro apoyo a este rro-
yecto, que introduce la figura del arrepentido
para hechos terroristas. Nuestro bloque ve
como un acto positivo la reformulación del
dictamen de mayoría. que prevé en el artículo
40la reducción de la escala penal a los fines de
la excarcelación. y contempla en el artículo 6°
la penalización de aquellos que formulen se-
ñalamientos falsos o proporcionen datos
inexactos sobre terceras personas. Precisa-
mente estas propuestas las planteé en la co-
misión en representación del bloque de Acción
por la República. en el entendimiento de que
se trata de un punto de partida para lograr una
legislación unificada que instrumente Y dote

a la Justicia de herramientas legales para com-
batir no solamente al terrorismo sino también
a los delitos no convencionales.

26) Olvidó mencionar el diputado Tejerina
que, cuando en la reunión de comisión se plan-
teó este tema. en relación con elartículo 1°,don-
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de se definen los hechos de terrorismo, no pro-
puse una redacción alternativa por la que se es-
tablecía una figura más amplia que contempla-
ra no sólo los hechos de terrorismo sino tam-
bién los del crimen organizado. Esto debemos
entenderlo en función de los innumerables he-
chos delictivos que ha sufrido nuestro país en
los últimos años, que han cambiado su fisono-
mía jurídica y política. Es más. me permitiría
afirmar que si los crueles atentados a la Emba-
jada de Israel y al edificio de la AMIAno se hu-
bieran cometido, hoy no estaríamos discutien-
do esta propuesta. Más allá de que se trate de
una norma hecha a medida de esos atentados,
o de su carácter de ley especial-señalado en
debates anteriores y también hoy en este recin-

to-. y a pesar de considerar que es una inicia-
tiva inconveniente para el Estado de derecho
-porque toda ley de emergencia es contraria a
los principios que rigen el derecho penal-o los
ll'gisladores debemos demostrar que existe una
clara voluntad política para avanzar en la ins-
trUmentación de estas nuevas figuras investi-
gativas. La falta de sanción de leyes que clarifi-
quen estas nuevas formas de criminalidad es
una deuda que aún tenemos con la sociedad y
que debemos saldar rápidamente. Sin embar-
go. como señalé anteriormente. esta iniciativa
tiene limitaciones. En primer lugar. resulta in-
conveniente que la norma regule la figura del
arrepentido sólo para casos de hechos terroris-
tas, pues la existencia de leyes especiales no
condice con la política criminal

y meliOSaún

con normas excepdonales o de emergencia que
apuntan a la solución de casos puntuales y no a
establecer un marco conceptual abstracto. En
este sentido. como bien señalara el diputado
Soria, en el proyecto presentado por los docto-
res León Arslanián y Ricardo Gil Lavedra en la
Comisión Bicameral Especial de Seguimiento
de la Investigación de los Atentados a la Emba-
jada de Israel y al Edificio de la AMIA,se nor-
maba un sistema más integrado y totalizador
de investigaciones. Allíse creaba no sólo la fi-
gura del arrepentido sino también la del agen-
te encubierto y se establecía un mecanismo de
protección para ellos, así como también para
testigos y peritos. Por otra parte, se fijaban pe-
nalidades para los magistrados. funcionarios
públicos o empleados que violaren lo previsto
en el proyecto en cuestión. Sobre la base del ci-
tado proyecto y tomando en cuenta el dictamen
de la Comisión de Legislación Penal se llegó al

~~n~enso respecto de una iniciativa que a mi
JUICIOera más completa pues preveía un -
grama de pr?tección de personas que colf~~-
r~an con la In~estigación. También se estable-
Cla como ámbIto de aplicación la Procuración
Gener~ d~ !a Nación. se creaba un fondo de in-
derruuzac~~n para las víctimas, se disponía la
~o~aboracIOn de otros organismos como la Po-
licla Federal y la de la provincia de Buenos N-

res'y se creab~ ~n sistema de control parlamen-
tarIO e~ relacIOn con las actividades del agente
encubIerto.

27) En e~te aspecto deseo señalar el gran
ap~rte realIZado por un jurista de las caracte-
~IStIcaS'yel prestigio de Cafferata Nores, quien
uera dIputado de esta Cámara. El planteó en

forma muy clara una cuestión que aún no ha
quedado suficientemente resueIta en el pro-
yecto de ley e~ debate, relacionada con la for-
ma en que se mtroduce la figura del arrepenti-
d? ~entro de una legislación que prevé el prin-
cIpIO de legalidad. estableciendo que nadie
puede ser penado sin juicio previo fundado e
un~ley anterior al hecho del proceso. Muy bie~
senaló en sum.omento el ex diputado Caffera-
ta Nores que nmguna norma expresa estable-
ce qu~ cada vez que se comete un hecho la ley
anter~or que lo tipifica como delito debe ne-
~e~~amente imputar una pena o disponer el
lrucI~de un proceso penal. Es decir que, inde-
pendientemente de lo que se supone habitual-
me'lte, n.uestra Constitución Nacional no se
pronun~Ia po: el criterio de legalidad o de
oport~da? SInOque lo deja Hbrado a la le-
gislaCión. SIbien el artítulo 71 d a1 C ' d ' P

al fi' 1 . . ~. o IgO e-
n. ja e cnteno de legalidad, en nuestro país
e~st~n antecedentes de establecimiento del
cnter~o de oport~nidad. Ello, por ejemplo en
el articulo 43~ ~>I~del Código Procesal Pe~al,

d~t
p.re~é el JUICIOabreviado; el artículo 217

CO~I~OPenal; el artículo 37, inciso a), de la

~organIca del Ministerio Público. que de ter-

a
t;~ qu~ el.fiscal general puede desistir de la

fClOnpublIca en el supuesto de apelación' y
e art!culo 196 del Código Procesal Penal q~e
preve la posibilidad de un acuerdo en¡re el
Imputado y el Ministerio Público.

Si::)
Con est? quiero señalar que nuestra di-

Ord:I~
par~Ial. que se halla contenida en el

pri '.
el Dla en tratamiento, se apoya en el

nCIplOde oportunidad dentro de un siste-

ma acusatorio como única alternativa para sal-
vaguardar las garantías constitucionales de las
p~r~onas sometidas a un proceso penal, ad-
~I~endo de esta manera excepciones al prin-
C~pIOde legalidad. Siempre que dichas excep-
c~ones sean personales y se encuentren pre-
VIs.tasen la ley. no veo inconveniente en que
se mtroduzca la ~gura del arrepentido, sin vio-
lentar nuestro sIstema jurídico, en la medida
en que ~?orte datos e información sustancial
en ~elaclOn~o~ el desbaratamiento de organi-
zaCiones cnmmales y la identificación de sus
responsables. Esta disidencia no sólo se plan-
tea P?r cuestiones de orden normativo sino
tambIén. po.r,razones de orden práctico, pues
la negocIacIOn previa, tal como está plantea-
?a en el proyecto. sería entre el imputado y el
juez: estando el primero en un marco de in-
certidumbre debido a la manera en que serán
valorados .sus dichos para luego atenuarse su
pena o eXlmfrselo de ella. En tal caso puede
d:clarar p~ro se puede autoincriminar. lo que
eu co~trarlO a nuestra legislación y a lo que
pre~cnben .IaConstitución y los pactos inter-
nacIOnales mcorporados a nuestra LeyFunda-
mental.

Diputado Cruchaga

.~9) Est~y siguiendo atentamente la exposi-
clOndel dIputado preopinante. Debo manifes-
tar que no surge del dictarul'n de comisión ni
de los. ag.r~gados efectuados que exista una
negon~clOn con quien desee acogerse a los
beneficIOs de la ley proyectada. Ha quedado
abs.olutamente en claro que no estamos con
e~~lstema norteamericano sino con la legisla-
Clon penal arg~ntina. Quien desee acogerse a
esta ley -es I~I~terpretación de los integran-
tes de la ComISlOnde Legislación Penal y se-
~r~ente la de otros diputados de la comi-
slOnblcameral- deberá estar imputado o pro-
cesado por haber participado en un hecho
contemplad? en la normativa, y su declaración
será ~spontanea y no regulada. En definitiva
U? ,!Ibunal de sentencia evaluará y establece~
ra .sIla declaración efectuada tuvo valor para
I~mvestigac!ón. En consecuencia, quiero ma-
rufestar al diputado Caviglia que en el dicta-
men d~ c?~isión no se habla de que exista una
ne,goclacIOnprevia o un pacto entre el juez y
el ITllputado o procesado.
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Diputado Caviglia

30) Voy a contestar el planteo inteligente que
ha realizado el diputado Cruchaga. Aquí se con-
funde la natUraleza jurídica de la confesión con
la figura del arrepentido. No se tiene en conside-
ración que la declaración del arrepentido es ab-
solutamente coactiva pues él está declarando en
función de que se le está ofreciendo un benefi-
cio a cambio de que diga lo que sabe. El doctor
Marcelo Sancinetti, entre otros, ha dicho que por
vía oblicua se trata de obtener una confesión
coactiva, proscripta por la Constitución Nacio-
nal. Sin embargo yo quería dejar planteado el
aporte hecho por el doctor Cafferata Nores en
relación con este tema, claramente planteado en
su proyecto, en el que fundamentalmente basé
mi disidencia. Es decir que ésta no es una inven-
ción ni una creación propia sino una cuestión
radicada en el debate y que seguramente será

cuestión de análisis por parte de la doctrir.a
y la

jurisprudencia de ahora en adelante. Por eso ma-
nifestaba que una de las maneras más razona-
bles, eficaces y de mejor técnica legislativa para

resolver este asunto podría ser establecer un sis-
tema acusatorio que previera el principio de
oportunidad. Siguiendo con lo que venía mani-
festando quiero señalar que en este contexto la
figura del arrepentido adquiere una relevancia
esencial para desbaratar las organizaciones cri-
minales e identificar a sus cabecillas. Sin embar-
go, a nuestro criterio es un errer limitar esta fi-
gura solamente a los delitos de terrorismo

y nar-

cotráfico pues una política criminal eficaz debe
incorporarla en relación con todos los delitos no
convencionales. De lo contrario la figura del arre-
pentido se debilita, porque se trata de una téc-
nica de investigación que debe ser utilizada en
forma armónica con las demás figuras y técni-
cas que se han creado últimamente para com-
batir esta nueva forma de delincuencia que no
está prevista porque era desconocida por los có-
digos tradicionales. En este sentido creemos que
debemos incorporar las figuras del testigo de
identidad reservada, el agente encubierto, el in-
formante' la entrega vigilada, la denuncia anó-
nima y la recompensa, debiéndose desarrollar
además un programa de protección de estos
nuevos institutos que sea extensivo, porque no
existe figura del arrepentido si no va acompaña-
da de un programa de protección; de otra forma
estaríamos dando al arrepentido un pasaporte a
la muerte.
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31) Esto no es algo nuevo para nosotros sino
que lo discutimos largamente. Como lo señaló
el diputado Soria, ya la comisión bicameral pre-
veía veintiocho articulas en relación con la pro-
tección del arrepentido

y de todos aquellos que

colaboraren con la Justicia. Por eso, si prevemos
todas estas. figuras en relación con el narcotrá-
fico, en el entendimiento de que el terrorismo
es aún un hecho criminal sustancialmente más
grave que aquél, ipor qué no prever también
estas figuras con respecto al terrorismo, en vez
de limitarlas del modo en que se lo propone en
el dictamen? Se pretende crear un elemento ais-
lado frente a un delito que tiene un contexto
multidireccional Ymultifacético. Es decir, se tra-

ta de un ilícito que está absolutamente vincu-
lado, interactúa Y en ocasiones tiene denomi-
nadores comunes con otros delitos como el trá-
fico de armas, el soborno internacional Y

todos

aquellos ilícitos que reciben el nombre de no.
convencionales. En rigor ellos deberían estar
contemplados en forma ordinaria en un mis-
mo cuerpo jurídico. En este sentido entiendo
que la figura del arrepentido no se puede redu-
cir a un fenómeno excepcional. Esta afirmación
no se vincula sólo con este asunto en particu-
lar. La creación de institutos penales sin una
política criminal que los referencie explica las
limitaciones y fracasos de los últimos gobier-

nos en la implementacióo de una política cri-
minal eficaz. Nunc~ se previeron objetivos a lar-
go (.\mediano plazo y siempre se optó por solu-
ciones coyuntUrales dp.fmidas por las deman-
das de la gente. En definitiva nunca se conside-
ró la política criminal como una cuestión de
Estado, y hoy estamOS pagando las consecuen-
cias de esa carencia absoluta de respuesta no
sólo por parte del derecho penal sino también
en lo relativo a la seguridad.

32) La creciente relación entre los grupos te-
rroristas y las organizaciones criminales es un
rasgo característico que otorga una compleji-
dad especial a este fenómeno. Así quisiera
mencionar un ejemplo: Una operación de la-
vado de dinero puede tener origen en Colom-
bia, ingresar por medio de diversas operacio-
nes a los Estados Unidos, continuar su cami-
no como dinero legal en Suiza y desde allí ser
utilizado para financiar organizaciones terro-
ristas. De este modo, fondos producidos por
el tráfico de drogas en Colombia se convier-
ten en recursos que terminan fmanciando ac-
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t?S terroristas. Por eso sostengo que el terro-
nsmo no puede ser analizado en forma aisla-
da, como un compartimento estanco sino en
~l conte~to dinámico de la realidad ~n la que
mteractUa, dond~ ~~ge su vinculación perma-
nente con otros ~ICltOSque sin duda también
merecen ser castigados por el Código Penal. De
no proce?~rse de ese modo, nuestra alternati-
va será debil y su eficacia limitada. Por eso cree-
mos que por s~ característica, complejidad y
J?1odus oper~nd~, esta nueva forma de crimina-
h~ad y téc~cas mvestigativas del agente encu-
bierto, testi?o de entidad reservada, arrepenti-
do, denunciante anónimo YOtras figura
1 d 1

s,como
a e agente provocador, deberían estar incor-

p~r~das a una legislación ordinaria, para ser
utilizados en forma sistemática y totalizadora,
a fin de lo~se una persecución penal más efi-
caz. Es decIr que se trata de mantener la figura
dentro de un sistema integrado. Pero no pode-
mos llevar adelante esta política criminal si an-
tes no aceptamos un desafío sumamente im-
por~ante, cual es el de mejorar la calidad y efi-
cacia del P?der Judicial en el marco de un siste-
~a republicano, manteniendo la más absoluta
m~pendencia del poder político. Es decir que
se acen nec~sarias profundas transformacio-
nes q~e erradIquen la corrupción judicial y en

~~~Clal, a l?s jueces corruptos, que en muchos

do
s estuVler~n amparados por la impunidad

_1poder político. De lo contrario estas figuras
no solamente ' .
¡JU d . van a carecer de eficacIa sino que

e en servIr Par~
vi 1

.. que se cometan abusos o se

n~s
en ga:.antías constitucionales. Nosotros no

g
.er.~anamos. La lucha contra el crimen or-

amza o -en este caso contra el terroris mo-
es esencialm t lí . .
detent 1

en e po tica y reqUIerede quienes

nar co
an ~ poder la firme voluntad de termi-

mos . n l?-I~punidad, restablecer los mecanis-

ria
mstituClonales y desarrollar una lucha se-

de l
h~nestaen la confrontacióncon este tipo

ten~~
menos. Sólo quiero decir que si no en-

cual
~os lque se trata de una cuestión política

to a
qUIer egalidad carecerá de eficacia. Aten~

cito
que no he termin~do con mi discurso, soli-

en e(D
u~ e~resto de .ml exposición sea insertado

lana de SesIOnes.

Diputado Jobe

fU~~a~
atención a su pedido seré breve para

entar el voto del bloque del Partido

Unidad ~~naerense en relación con este pro-
~ecto o~lgmado en el Poder Ejecutivo, sobre la

h
enomm~da ley del arrepentido. Tal como lo
anomarufestado diputados que me han pre-

ce?Ido? ,este proyecto se relaciona con la dis-
mmuclOn de penas para los arrepentidos que
colabo~~n en el esclarecimiento de hechos y
detenclOn de los autores de actos de terroris-
mo. Tal como se ha señalado, en la década pa-
sada en nuestro país se cometieron los aten-
tados a la Embajada de Israel y a la sede de la
AMIA,hech?s que aún no han sido esclareci-
dos y que s~n lugar a dudas constituyen una
dolo~os~ aSIgnatura pendiente. Con la firme
conytccIó~ de que la sanción de esta ley brin-
dara la posibilidad de esclarecer estos aberran-
tes hechos y,fundamentalmente, castigar a sus
autores, y teniendo en cuenta que en ella se
con~e.~plan los actos cometidos por asociacio-
~es ilICI~Su organizaciones que ponen en e-
hgro .laVIdae integridad de un número in~e-
terml~ado de personas, este bloque del Parti-
do Urudad Bonaerense votará afirmativamen-
te en. general el proyecto de ley con las refor-
~as mc~rp.oradas al dictamen en considera-
cIón: ASI~lsmo nuestro bloque apoyará las
modificacI.ones a ~osartículos 3°y 4° a las ue
se ha refendo el dIputado Pichetto.

q

Diputada Carrió

d
34) Los diputados Bernardo Quinzio, Alfre-

o Bravo, Hé~tor Polino, Jorge Rivas y quien
habla, anunCIamos nuestro voto negativo al
pr?yect~ de ley del arrepentido y solicitamos
la mse.rclón de nuestros discursos en el di .

~e sesIOnes (*J.Sin ~mbargo me permitiré~~
nalar algunas cuestiones. En primer lugar los
s';lp';lestos ~e hecho que dan lugar a esta'ini-
clatIv~ básicamente son los atentados a la
Emb~Jada de Israel y a la AMIA.Pareciera que
el estigma de la no resolución de estos casos
se debe ~la falta de inclusión de la figura del
arrepentIdo. Esta es la primera falacia alrede-
dor de la cual estamos girando. Tal como se-

(0) La inserción de los diputados Elisa M A ea
rrió: Bernardo R Quinzi~, Alfredo R Bral/o, Hé~tor ~
Palmo y Jorge Rwas esta publicada en página 1420.
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ñalé en 1997, es cierto que tenemos pendien-
te la resolución de esos atentados sobre nues-
tras espaldas. Pero lo que debemos preguntar-
nos es si realmente esos atentados no fueron
investigados debido a la inexistencia de una
ley que estableciera la figura del arrepentido o
si, por el contrario, las complicidades institu-
cionales y parainstitucionales fueron las que
impidieron arribar a la verdad. El Estado debe
mirarse a sí mismo. Es muy fácil, después de
muchos años de no poder investigar los aten-
tados a la Embajada de Israel y a la AMIA,cir-
cunscribir la cuestión al hecho de que nos ha
faltado la figura del arrepentido. Esto es men-
tira; lo saben todos los que han leído los casos
de estos dos atentados. Formulo algunas pre-
guntas que hice en 1997: ¿por qué el juez Ga-
leano no investigó la pista de la Policía Fede-
ral? ¿Porque no existía la figura del arrepenti-
do? ¿Por qué no investigó otras pistas que es-
taban en el expediente? Por otra parte, ¿por qué
el expediente tiene tantas irregularidades?
Muchos, en privado -no en público-, han
dicho que no se sabe si ese expediente podrá
ser sostenido en el juicio oral. Es decir que lo
que se imputa al hecho de la falta de la figura
el arrepentido es una falacia. Con los supues-
tos con los que se dio origen a la norma no se
contribuye a resolver la cuestión. Además, no
todos los familiares de las víctimas requieren
esta figura. JI1emoria Activa se ha expedido
expresamente en el sentido de que la investi-
gación de la verdad no puede suponer la crea-
ción de figuras que ellos estiman contrarias al
Estado de derecho. En segundo lugar quiero
señalar que lo que me impulsó a hablar es el
avance de este debate. Es decir,empezamos
con una intervención acotada, yo diría, del
diputado Cruchaga, incluso del diputado 50-
ria, y pasamos al argumento central que dio el
diputado Pichetto.

35) Eldiputado Pichetto dijo que en la cues-
tión entre la ética que debe tener un Estadoy
la eficacia, él optaba por la eficacia. Creo que
ahí está el nudo de la cuestión de quienes en
definitiva planteamos esto como una cuestión
de principios, aunque podamos ser inmadu-
ros o quizás románticos, o cualquiera de los
calificativos que dio el espléndido diputado ex
presidente de la Comisión de Justicia. Me pre-
gunto desde dónde se coloca el Estado para
perseguir la verdad y la justicia: si desde una
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eventual negociación con el delincuente, o
desde la preservación absoluta de los princi-
pios éticos que dieron lugar al Estado de dere-
cho, entre los cuales se encuentray{los princi-
pios de inocencia y de igualdad. Por eso me da
la impresión de que esta figura tampoco ha lle-
vado, en realidad, en los países invocados a la
correcta indagación de la verdad, pudiendo
causar un enorme daño al principio del Esta-
do de derecho. y básicamente a estos dos prin-
cipios mencionados. Digo esto en primer lu-
gar porque, por un lado tenemos la garantía
del principio de inocencia. Pero. por otro lado,
y en forma contradictoria, decimos que. si al-
guien habla, es liberado de la pena; y el que no
habla. en garantía del principio de inocencia,
va a terminar siendo penado. en lugar del que
habla para lograr impunidad. Respeto la posi-
ción y sé del esfuerzo hecho por el diputado
Cruchaga para sostener que esto no es una
negociación. Pero puedo asegurar que en la
posición del arrepentido no hay arrepenti-
miento sino especulación para liberarse de la
pena.

36) Por eso me parece bien que. aun los que
aceptan la figura. la restrinjan al espacio de la
reducción de la pena y no al de la eximición,
como propone la oposición. porque eso impor-
taría la mayor garantía de impunidad. para que
especulando participe de un delito y después
hable. En materia de experiencia podemos
hablar del caso Sofi, de la Corte italiana, que
fue muy claro. En el caso Sofi, el prillcipal in-
criminado por el mayor número de delitos
habló y terminó condenado a diez años de pri-
sión, y los partícipes secundarios en el cúmu-
lo de delitos, terminaron condenados a trein-
ta años de prisión. Ycomo en materia de pari-
dad y de igualdad de los procesos hubo tanto
escándalo, la Corte de Casación italiana termi-
nó declarando la nulidad del proceso. Por eso
nos oponemos claramente a la figura del arre-
pentido. Y digo algo más en materia de efica-
cia: Elproblema del Estado no es sólo la efica-
cia sino que es la eficacia en la medida en que
sea compatible con los principios del Estado
de derecho, que es un Estado con mínimos e
inquebrantables contenidos éticos. Porque
cuando empezamos a sustituir los principios
y los criterios éticos del Estado de derecho por
los principios de la eficacia del mercado, en-
tonces empezamos a dar muerte lisa y llana-
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mente, pero en forma segura, al Estado de de-
recho. Quizás parezca una posición absoluta-
mente prin~ipi~ta. pero me parece que refleja
no la cuestión mtelectual de algunos juristas
en la Argen~a sino de mucha gente que ha
pensado el sistema penal desde una visión
democrática, integral y ética.

37) Por último, tengo que decir que, dentro
de la figura,d~1arrepentido, me da la impresión
de que el umc~ ~royecto admisible es el que
presenta el oficlallsmo. en el sentido de que al
menos no hay eximición de penas. Una diputa-
da habló de cómo protegemos al arrepentido y
de c?~o protege~os más al especulador y a su
farnilia y I~garan~os mayor impunidad. Y
luego el diputado CaVlglianos dijo que había
que elaborar un sistema integrado donde la
del~ción del especulador sea general para todo
el sistema penal. Creo que con esto termina-
mos con el derecho penal liberal.

Diputado Bussi

38) En virtud de que la Cámara corre el ries-
go ~e qued~~e sin quórum, con lo cual peli-
grana la sanclOn de esta importante herramien-
ta legislativa, he de declinar el derecho que ten-
go de fundamentar la posición de mi bloque y
adelanto el voto afirmativo en general. reser-
v:mdome el.derecho de hacer algunas Gbserva-
ClOnesen la consideración en particular.

Diputado Martinez llano

39) Corresponde destacar el esfuerzo que
hemos hecho todos los diputados para poder
d.~ sanci~n al proyecto de ley en considera-
ClOn.Mediante el respectivo dictamen la Alian-
za ~a modificado el artículo 3° del proyectoenViadopor el Poder Ejecutivo. norma que mi
bloque considera fundamental. Algo similar
acontece con el artículo 4°. Por ello llamamos
a la reflexión a todos los bloques que compo-
nen el cuerpo, y en forma especial a la Alian-
za, para que s~ sancione el proyecto de ley tal
cual fuera enViadopor el Poder Ejecutivo. Digo

:t? porque, si modificamos la redacción del
. t.lculoreferido, se verán menguados los ob-
¡~n,:os que se persiguen, mientras que la ini-
ciativa enviada por el doctor De la Rúa permi-

te alentar una expectativa cierta en relación
con el fin que persigue la nOrma. Quiero des-
tacar el esfuerzo realizado por el bloque del
P~tido Justicialista. que en pleno enero ha tra-
b.a¡ado arduamente no sólo en las comisiones
smo también haciéndose presente en el recin-
t? Ello es así porque su prioridad son las cues-
tl~nes de E~tado que hacen a la seguridad pú-
bhca. También q~ero significar que el proyec-
to de ley fue enViado por el Poder Ejecutivo el
11de enero; el 19la comisión emitió dictamen
y hoy. 27 de enero, la Cámara de Diputados se
apresta a sancionarlo.

40) Lamen~ablemente, nuestro gobierno no
obtuvo el mismo acompañamiento cuando
pretendió lograr del Congreso una ley que ms-
taurara una figura de este tipo. aunque nunca
es tarde. porque después de cuatro años de
h~berse creado la comisión bicameral y de tres
anos de la primera discusión que se dio en este
recinto, el gobierno del doctor De la Rúa va a
contm; ~on un instrumento que le permitirá a
la Justicia llegar a la clarificación de los hechos
que investiga. Reivindico la coherencia del blo-
que Ju.sticialista en el sentido de que antes en
el gobierno y ahora en la oposición mantiene
la misma actitud frente a un problema que es
de la sociedad toda. El hecho de que en este
proyecto de ley ello esté circunscripto a los
anos de terrorismo, hace que nuestra banca-
da -en la que mucho se discutió este tema-
e~t~haci~ndo e3te esfuerzo. sacrificando prin-
CipIOSéticos. Lo hacemos porque considera-
mos que, hoy más que nunca. debemos mcor-
parar a la legislación argentina aquellas figu-
ras que en el derecho comparado han demos-
u;ado ser útiles para avanzar en las investiga-
Ciones. Por l~ ,exp~e.sto, solicito a los diputa-
dos de la Umon CIVlcaRadical y del Frepaso
que acompañen con su voto el artículo 3° del
proyecto tal como fue enviado por el Poder Eje-
cutIvo. Justamente en ese sentido será el voto
de la bancada del Partido Justicialista dado
que esa ha sido su convicción desde si~mpre.

Diputado Quinzio

41) Se.ré breve ya que ésta es la segunda
oportumdad en que me toca intervenir en un
debate sobre la figura del arrepentido. La pri-
mera vez me tocó hacerla en el Senado de la
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Nación, donde fijé mi posición absolutamen-
te contraria a esta figura que atenta contra los
principios del Estado de derecho. De acuerdo
con lo previsto en el artículo 197del reglamen-
to de esta Cámara, solicito que quede constan-
cia de mi voto negativo a es~e¡;>royecto..A su
vez pido la inserción en el DIana de SeSIOnes
de ¡os fundamentos que o~ortunamente he
expresado junto con otros dIputados.

Diputado Castañón

42) En primer lugar quiero referir al aspe~to
ético de la figura del arrepentido. Como bIen
dijera mi amigo y compañero de bancada, el
diputado Franco Caviglia,nuestro bloque apo~
ya la creación de esta figura. Se me ocurre p~n
sar en la figura de la legítima defensa que ID-
corpora nuestro derecho penal, ~n la que ~e
opta por el mal menor, en la medIda en que a
fuerza ejercida en esa legítima defensa s~~pro-
porcional al peligro que significa ~aaCCIOndel
oponente. En este caso, no cabe rnn~a duda
de que hoy los Estados naci?n~es tIenen que
enfrentar organizaciones cnmmal~s de corte
internacional-y algunas veces nacIOnal-:-que
superan en fuerza al propio Estado nacIOnal.
Basta ver lo que está sucediendo en la herma-
na República de Colombia. Hace P?Co un alto
funcionario de ese país me comento que, cuan-
do ellos se dieron cuenta de lo que estabasuc~-
diendo ya era tarde. A raíz de ese comentano
le preg'unté cómo podíamo~ hace~ nosotros
para detectar cuándo el Estaao empieza a des-
componerse. Ese funcionario me contestó:
"Cuando grandes crímenes no son resueltos y
cuando aparecen fortunas de l~noche a .la?la-
ñaná'. Debo decir que acompano el.sentlmlen-
to de repudio a los atentados terronstas. contra
la Embajada de Israel y laAMIA,que ob~amen-
te no se cometieron contra una comurnda.d de
nuestra Nación sino contra hombres y mUJer~s
argentinos que están integrados a la comum~
dad argentina. Es por ello que creo que el pru
rito ético no es válido en este caso y ta,rnpOC?
se soluciona estableciendo una pena slmbóh-
ca de quince o treinta días, porque en todo caso
estaríamos planteando una hipocre~ía. Por 0tr.0
lado, creo que la figura del arrepe~~do ~e~ena
extenderse a cualquier organizacIOn cr.nnmal.
iPor qué digo esto? Porque la punta dellceb~r.g
descubierta por el doctor Galeano ha perrrnti-
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do determinar que detrás del ~te~~ado .a l.a
AMIA hubo también una organIzacIOn cnrrn-
nal dedicada al tráfico de vehículo~ robados. Las
organizaciones criminales, defimdas como el
crimen organizado, son hoy verdaderas empre-
sas de objeto ilícito, pero ~mpres~s al ~n, C?~
una gran capacidad logística y de Intehgencla,
así como las empresas comerciales celebran
jOÍnts ventures, en el atentado a la AMIA tam-
bién hubo proveedores y logística naci?nal. Por
eso creemos que la figura del.arrep~nt.ldo debe
extenderse a toda organizacIón c~al y no

sólo a aquellas con objetivos terronstas.

43) El Parlamento argentino está en de~da con
la modernización del sistema penal. EVld~nte-
mente, nuestro sistema penal no es suficI~~te
para responder a las necesidades de los f~a-
res de las víctimas ni a las del pueblo argentino
de conocer a los culpables y detenerlos. En nues-
tra can1paña electoral propusim?S una alterna-
tiva plasmada en ellibr? Un.delito, u~a con~e-
na, consistente en la rrn¡p-aClón del s.lstema ID-
quisitivo penal a uno de tipo acusato~o, en don-
de el Ministerio Público tenga para cle~os casos
la disposición de la acción ,Penal, habilitándose
la negociación ---€ntre comillas-con el arrepen-
tido. Por supuesto que esto debe ser encarado
como una reforma integral que contemple un
buen programa de protección. a quienes colabo-
ran con la investigación. QUler? rec?rdar. que
aqu( se planteó casi con una cal'ficaclón di~va-
liosa la posibilidad de pr?teg~r al anepenndo.
En nuestro sistema constituClOnaIlos pr~sos Y
hasta los delincuentes más pehgrosos tie~en
derecho a recibir protección, como así.tamblén
lo tienen sus fanliliares. En consecuen~ta, no m.e
parece una exageración proteger a q~en. prop~-
da el desbaratamiento de una organIzacIón cn-
minal Y a sus fanliliares. Por lo tanto, vamos a
apoyar la creación de esta figura, pero oportu-
namente deberíamos debatir profundamente
sobre nuestro sistema procesal penal.

Diputado Busti

44) Más allá de respetar la posición ~ayori-
taria del bloque Justicialista en el sentl~o .de
apoyar la figura del arrepentido, por conVICCIO-
nes profundas de toda la vida vaya votar nega-
tivamente en general el proyecto en debate, ~
acompañaré por escrito los fundamentos de rrn
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voto. De todas formas, formularé unas breves
reflexiones. Entiendo que la figura del arrepen-
tido se halla en colisión con el sistema de ga-
rantías establecido por la Constitución Nacio-
nal, fundamentalmente en su artículo 18, que
determina la garantía de la defensa en juicio y
el derecho del imputado a no declarar en su
contra. Asimismo, colisiona con el artículo 75
de la Constitución, que en su inciso 22 otorga
jerarquía constitücional a la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos. En el caso que
nos ocupa no estamos hablando de un impu-
tado que por cuestiones de conciencia o un
impulso moral desea arrepentirse y en conse-
cuencia declarar, sino que se trata de un impu-
tado que, inducido por un interés o un benefi-
cio, resuelve delatar, lo cual es algo completa-
mente distinto. Es decir que no hay una volun-
tad libre de parte del arrepentido sino una vo-
luntad viciada por ese beneficio. Esto es lo mis-
mo que decir a una persona: no delincas, pero
si cometes delito tienes la posibilidad de arre-
pentirte, y de esa manera podremos atenuar la
pena o eximirte de ella.

\;

I

45) Por otro lado, no está en claro en qué ca-
rácter habrá de declarar el arrepentido. No sa-
bemos si lo va a hacer como imputado, con lo
cual habría una colisión con lo que el artículo
296 del Código Procesal Penal prescribe en
cuanto a la indagatoria. o como testigo. Tam-
poco sabemos qu¿ valor probatorio tendrán sus
declaraciones, que en mi parecer será absolu-
tamente endeble. Yendo al derecho compara-
do, en el caso Letelier-uno de los más conoci-
dos- el arrepentido Townley permitió descu-
brir la naturaleza del crimen del canciller chi-
leno. Si bien se descubrió la verdad del hecho,
luego un jurado federal norteamericano absol-
vió a los culpables. Considero que estos flage-
los mundiales del narcotráfico y del terrorismo
han obligado a la implementación de estas ins-
tituciones de emergencia, y prácticamente,
como un acto reflejo, el Estado democrático
debería reflexionar sobre esos institutos que, a
mi juicio, colisionan con las garantías impues-
tas por la Constitución Nacional.

Diputado Larraburu

46) Trataré de sintetizar mi respuesta res-
pecto de algunas posiciones formuladas des-

de nuestro bloque o en forma individual, pues
considero que merecen aclaración. Como se-
ñalara el diputado Pichetto en el comienzo de
su exposición, celebramos haber trabajado
durante todo el mes de enero en torno del
proyecto enviado a esta Cámara con la firma
del presidente De la Rúa y el ministro de Jus-
ticia, doctor Gil Lavedra. Cuando solicité
amablemente una interrupción a la diputada
Carrió, lo hice en la inteligencia de expresar
que nosotros no sosteníamos la exención de
pena en este articulado, sino que estábamos
acompañando la exención de pena tipificada
en el artículo 30 del proyecto enviado por el
Poder Ejecutivo. Hecha esa aclaración, debo
manifestar que todos los diputados, más allá
de sus ideologías, están haciendo un gran es-
fuerzo para sancionar este proyecto de ley. En
1997 no formaba parte de este cuerpo, pero
desde afuera pude advertir, por los trabajos
realizados, que la comisión bicameral y la de
Legislación Penal efectuaron un trabajo serie
y concreto.

47) Existen magníficos antecedentes sobre
este tema, que es complicado y difícil de di-
gerir para muchos. El debate que hoy estamos
dando, que tiene posiciones de un lado y del
otro -no debemos olvidar que tuvimos lar-
gas discusiones en 1997 hasta llegar a la frus-
trada sanción del Senado-, no sólo se>está
produciendo en nuestro país sino en todo el
mundo. La Europa .;onservadora que alguna
vez se asustó de la figura de la approver que
se conoció durante los siglos XII y XIII en el
derecho inglés, abolió de la mano de los prin-
cipales doctrinarios del derecho penal esta
figura. Luego tuvo que entrar lentamente al
debate al que ingresamos hoy nosotros, de-
jando de lado pruritos ideológicos y posicio-
nes doctrinarias sustentadas durante muchí-
simos años. Alo mejor se trata de los mismos
pruritos que ha dejado de lado el propio mi-
nistro de Justicia del gobierno actual, quien
cuando venía a debatir a las comisiones es-
pecíficas, tenía una posición distinta a la que
ahora sostiene. Hoy, a la hora de gobernar y
de entender la necesidad de que existan figu-
ras que desbaraten organizaciones piramida-
les, cerradas y mafiosas, con gran presencia
territorial y grandes medios, se ha dado cuen-
ta de que esas figuras penales son importan-
tes. La realidad de Europa hizo ceder estas
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posiciones conservadoras. La realidad de las
brigadas rojas y del terrorismo diseminado a
lo largo y ancho de Italia, la cruda realidad del
terrorismo español, los lamentables episodios
de Munich en ocasión de las Olimpíadas de
1972, sembraron de pánico y muerte a la gran
Europa, e hicieron que lentamente las legis-
laciones comenzaran a modificarse. Hoy no
podemos tener posiciones absolutamente
cerradas, como sostienen algunos doctrina-
rios argentinos. Francia, Italia y Alemania re-
ceptaron estas legislaciones y hoy están con-
tenidas en sus normas vigentes.

48) Algunos diputados han señalado que,
a partir de estas figuras, las experiencias no
fueron felices. Evidentemente, los hechos
han sido tantos que seguramente podremos
analizar algunos de carácter positivo y otros
de carácter negativo. El diputado Busti se-
ñalaba el caso Letelier. Pero hay hechos po-
sitivos, como los indicados por el diputado
Pichetto con respecto al accionar contra las
brigadas rojas en Italia. Quiero efectuar al-
gunas reflexiones finales, porque con mucha
exactitud los diputados Pichetto y Soria han
expresado la posición de nuestro bloque. El
justicialismo viene a plantear y reiterar,
como lo ha señalado en el debate de 1997 y
en cuanta oportunidad tuvo de opinar con
respecto a la modificación de la ley de fon-
do, su más enérgica posición eDla lucha con-
tra el delito y la impunidad. No creemos en
la falacia de que con la figura del arrepenti-
do se van a esclarecer mágicamente los he-
chos de terrorismo en la Argentina, y no me
refiero solamente a los atentados contra la
AMIAy la embajada de Israel. Esa expresión
no ha salido de la boca de ningún diputado
de nuestra bancada. Nosotros reafirmamos
la posición del bloque, sustentada y compar-
tida por otros diputados de la Alianza. Hoy
venimos a pronunciarnos sobre una figura
que posibilitará al juez natural de una causa
o a un tribunal ponderar la conducta post
criminis de estas bandas de terrorismo que
han asolado al mundo y que lamentable-
mente han llegado a la Argentina. Compar-
to lo expresado por el diputado Cruchaga en
su interrupción al diputado Caviglia.

49) Es muy importante que quede claro que
el proyecto del Poder Ejecutivo, así como las
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iniciativas que nosotros sustentábamos con
las firmas, en su momento, del presidente Me-
nem, del ministro Arslanian y de los diputa-
dos Pichetto, Soria y Camaño, desde ningún
punto de vista visualizaban la negociación en-
tre el juez y el arrepentido. Coincido con el
diputado Cruchaga en que quizás se está ha-
ciendo un análisis descriptivo de la situación
que existe en los Estados Unidos y no de la
que se va a plantear al momento de tener -
ojalá así sea- esta figura incorporada en
nuestra legislación. Creemos que tampoco es
justo generar excepciones por mala conduc-
ta o por mal desempeño de algunos jueces.
El discurso que socava los cimientos de las
instituciones de la República nunca fue bue-
no ni lo será. Hubo conductas deplorables de
los magistrados en la Argentina y la Cámara
de Diputados, con su Comisión de Juicio Po-
lítico -y ahora con el Consejo de la Magis-
tratura-, estuvo a la altura de las circunstan-
cias al resolver sobre su sanción. Por eso es
que creo que lejos de socavar las institucio-
nes, debemos revitalizarlas. Aunque parezca
paradójico, para que estas figuras que esta-
mos analizando tengan valor debemos re-
crear la confianza en la Justicia argentina,
porque hubo y hay jueces malos, pero tam-
bién tenemos excelentes magistrados. Debe-
mos confiar en ellos, entregándoles esta he-
rramienta de ponderación -no de negocia-
ción- para que al mom~nto de dictar sen-
tencia adviertan cuál ha sido el aporte del
imputado para el esclarecimiento de estos he-
chos terroristas.

50) Quiero agregar un par de conceptos acer-
ca de lo que han señalado algunos diputados
con respecto al artículo 18 de la Constitución
Nacional. Es cierto que allí se establece que
nadie puede ser obligado a declarar contra sí
mismo, pero decir que esto viola el artículo 18
de la Constitución es una falacia. Sifuera cier-
to, la confesión espontánea del reo en una de-
claración indagatoria debería ser nula, o bien
habría que eliminarla de nuestro Código Pro-
cesal Penal como elemento de prueba. Es cier-
to que nadie está obligado a declarar contra sí
mismo, pero cualquiera tiene la posibilidad de
confesar espontáneamente ante un juez todo
dato que conduzca a desbaratar una organi-
zación terrorista. Más allá del respeto que ten-
go por la opinión de los diputados que sostie-
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nen la tesis co~traria, es bueno decir esto para
que 9.uede regIstrado en el Diario de Sesiones
La dipu.t~da Carrió se refirió a la posición d~
los famill8!es de las víctimas. Al respecto de-
seo mencIOnar que'ayer la conducción de
nuestro bloque recibió al presidente de la
D~, el doctor Cichowolsky,y acompañantes,
qUIenes por el contrario se acercaron a alen-
tamos po~ el trabajo que estaban desarrollan-
do.los legIsladores de este cuerpo sin distin-
Clan alguna de color político. Considero que
no es bueno que nos involucremos en este
tema. Hay mucho dolor por las víctimas, pero
no se puede lucrar con él. Algunos creen que
la figura del arrepentido puede ayudar a deve-
lar la verdad, pero esto no sucederá en forma
mágica. Sibien la muerte es dolorosa también
lo es qu~ se piense que no damos todo para
g~nerar mstrumentos que derroten a la impu-
m~ad. Por una cuestión de tiempo solicito que
se Inserte mi discurso en el Diario de Sesio-
nes (*) , pero deseo referirme también al tema
de la eficacia.

.51) El diputado Pichetto habló de la efica-
Cia,pero obviamente en un marco de legali-
d~d, y en el ente.ndimiento de que la legiti-
mIdad de~ocrát~ca y republicana sólo peli-
gra ante la ImpunIdad generalizada, razón por
l~ cual nos pronunciamos a favor de la crea-
c.lón de este tipo de instrumentos. Hoyes la
fIgura del. arrepentido, pero más adelante se
podrán discutl: políticas de Estado vincuia-
das con la modificación de la ley de fondo
Ello nos permitirá superar la actual situació~
respecto de la cual la gente nos está solicit an -
do m d' f '

.
. o I IcaClOnes puntuales y concretas.

QUiero formu!ar asimismo una salvedad que
n.o recuerdo SI se realizó en este debate pero
SI ~n el que tuvo lugar en 1997, y aclaro que
qUizá en este punto no encuentre coinciden-

~~s C?~ !os compañeros de mi bancada. En
. OpllllOn, la figura que hoy se propicia crear

tl~ne .características excepcionales y extraor-
d~nanas, y enf~~ción de ellas su vigencia no
p ede. ser defmItlva en la legislación argenti-
na. PaIses como Alemania, Italia y España re-

es~~)
La jr:serci6n del djputado Dámaso Larraburu

a pub}¡cada en págjna 1415.

ceptan estas figuras en sus legislaciones pero
con límites en el tiempo. Al respecto cabe re-
cordar que en el debate celebrado por este
cuerpo en 1997 un prestigioso jurista, el doc-
tor Cafferata Nores, expresó lo siguiente: "Es-
t~mos otorgando herramientas extraordina-
nas oo.Estamos ante un estado de necesidad
frente a organizaciones delictivas no conoci:
das antes. entre nosotros, pero debemos pen-
sar en salIr de eses estado en algún momento
y pronto...". Esta reflexión del ex diputado
Caff~rata Nores que suscribo en su totalidad
-reItero no con la anuencia total de los com-
p~ñeros de mi. bancada- debe reunir al go-
ble!no, cualqUIera sea su color político, yalos
leglsl~d?res de la República, más allá de que
nos dIVIdan algunas cuestiones ideológicas,
para dotar al Estado de los medios necesarios,
a fi? ?e que nos encontremos con elementos
sufIcIentes para atacar y combatir -sobre
t?~O d~sde el punto de vista de la preven-
clOn-:- ,os hechos tan lamentables que han
sa~udldo muy fuertemente a los argentinos.
ASIesperamos poder derrotar al terrorismo
más allá de la opinión de aquellos que dice~
que ha llegado para quedarse.

52)_Como corolario de mi alocución, quie-
ro senalar -como ya lo anticiparon mis co-
legas~.que vamos a votar en general por la
~rmat.lva. Desde lo institucional, el justicia-
IIsmo llene un fu~rte compromiso cen esta
figu,ra,.que, como dijo al comienzo dei deba-
te el dIputado Carlos Soria, llegó por prime-
ra vez a esta Cámara en 1991. Vamos a apo-
yar el proyecto en general y vamos a hacer
a.lgunas observaciones en el debate en par-
tIcular, sobr~ todo en los artículos 3° y 4°. Así
como estu~lmos trabajando en enero, así
como estuYI~os constituyendo rápidamen-
te la Con:u.slOn d.e Legislación Penal y así
como emmmo.s dIctamen rápidamente, hoy
la gran mayona de nuestros diputados nos
sentam?s e~ el recinto para votar y dotar al
Poder EjecutIvo de este necesario instrumen-
to. El bloque del justicialismo va a estar uni-
do para votar todos aquellos proyectos, tan-
to del gobIerno como propios, que sirvan
para derrotar la impunidad y el delito en la
Argentina.

- La votación del proyecto de ley en gene-
ral resultó afirmativa.
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Diputada Biglieri

53) En el artículo 2° se establece un límite
temporal al uso de la figura del arrepell:tido
dentro del juicio, que debe ser antes del dIcta-
do de la sentencia definitiva. Es cierto que en
el Código se usa en otras situaciones el térmi-
no de sentencia definitiva, pero propongo que
se elimine la expresión "definitiva",porque esta
sentencia puede estar sujeta al recurso de ca-
sación del artículo 456 del Código Procesal
Penal de la Nación o al recurso de inconstitu-
cionalidad del artículo 474, en virtud de lo cual
se podría anular o modificar la ~e.ntencia que,

en consecuencia, no sería defirutlva. En el en-
tendimiento de que se quiere establecer un
tiempo de uso acotado de es~afigura hasta la
sentencia que puede dar el tnbu~al or~: p~,o-
pongo que se elimine la palabra defimtlva.

Diputado Tejerina

54) No se acepta la propuesta formulada.

Secretario parlamentario Aramburu

55) El Artículo 3° dice así: "En los mismos
supuestos podrá aplicarse el mÍ1:imo legal.~e
la especie de pena, cuando la m.formaCl?n
brindada hubiere permitido acreditar la eXlS-
t~ncia de la asociación ilfcita, desbaratar sus
actividades o acreditar la intervención de al-
guno de SilSmiembros en c.1hecho d~li~tivo,
determinando así el respectivo sometumento
a proceso de quienes no hubieran sido impu-
tados hasta entonces."

Diputado Larraburu

56) Por los fundamentos expresados con
anterioridad, especialemente por el diputado
Pichetto, vamos a mantener el criterio e~pue~-
to en el proyecto enviado por el Poder EJ~cutl-
va, cuyo artículo 3° comienza: "En los mismos
supuestos podrá eximirse de pena...".

Diputado Caviglia

57) En el mismo sentido de lo expuesto por
el diputado Larraburu, apoyamos la propues-
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ta enviada por el Poder Ejecutivo en tanto en
ella se prevé la eximición de.la pena. En ~,!-an-
to a lo manifestado por la diputada Carno me
permito señalar que la política crimi.nal ,n?
puede entenderse desde una perspectiva etl-
ca fundamentalista. Debemos interpretar esta
figura como un instituto que permitirá al Es-
tado desbaratar las orgarlizaciones terroristas
e identificar a sus responsables. Me pregunto
qué es más ético, ¿que esta Cámara cola~ore
con el objetivo de desbarat~ .e~tas org~~-
ciones y se establezca la posibilidad de eXlrrur
la pena, o que no lo haga? Sino lo es en térmi-
nos absolutos, desde un punto de vista axioló-
gico la respuesta es altamente cuesti~nab.le.
¿Es más ético permitir que estas organIZaCIo-
nes terroristas sigan accionando criminalmen-
te sin que el Estado pueda perseguirlas e iden-
tificar a los responsables, y con la posibil~da~
de que puedan producir atentados que Slg~ll-
fiquen la mnerte de miles de pe!sonas, des~-
tegrando las familias de las.víct!~as y ocasIO-
nando un daño moral y pSICOIOglCOmepara-
ble, a lo que debemos agregar los perjuicios
patrimoniales y la debilidad institucional que
ello significa? ¿No será que están en juego dis-
tintos bienes jurídicos que se deben proteger
de manera diferente? ¿No es menos disvalioso
que el Estado se valga de la fi~ra ~el arrel?e~-
tido para desbaratar las organl~aclOnes cnrm-
nales y evitar -como decía rru colega Casta-
ñóp-, un peligro o un daño superior? ~sta ~s
una cuesti6n que se vincula con la política cn-
minal. que tiene en cuenta el perjuicio huma-
no, la ética, el contexto social e institucionaly
que en defmitiva prevé la ~gur~ del ~repentl-
do, que es infinitamente mfenor a SIno se la
previera. En ese sentido, en el c.onte~t? cultu-
ral, social y político en que debe mscnbuse una
figura de estas características, entendemos
que se debe permitir al arrepentido que se lo
exima de pena.

Diputado Cruchaga

58) La comisión va a insistir en la redacción
del artículo 3° tal como ha sido leído, reiteran-
do que este capítulo fue objeto de un intenso
debate en 1997 y que para nosotros se man-
tienen las razones éticas, jurídicas, políticas y
de oportunidad para insistir en que esta figu-
ra debe tener, en todo caso, el beneficio para
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quien se acoja como está delineado en el ar-
tículo 3°.

Diputado Tejerina

59) Vamos a mantener el texto del artícu-
lo 4° con la modificación que fue propuesta y
que obra en Secretaría, y en ese sentido solici-
to que se dé lectura.

Secretario parlamentario Áramburu

60) Dice así: "La reducción de pena previs-
ta precedentemente deberá ser decidida por
eltribunal del juicio al dictar la sentencia de-
finitiva. Sin embargo, tan pronto como la re-
ducción de la escala penal prevista por los ar-
tículos 2° y 3° aparezca como probable, po-
drá ser considerada a los fines de la excarce-
lación de acuerdo a las normas procesales
comunes."

Diputado Larraburu

61) En este artículo mantenemos el texto tal
como vino en el mensaje del Poder Ejecutivo.
Creemos que es una redacción mejor, y que
está en consonancia con lo que se acaba de
votar-aunque hayamos perdido la vota-
ción- como artículo 3°.

Diputada Biglieri

. 62) El texto de este artículo resulta de impo-
sible cumplimiento, porque aquí se está ha-
blando de excarcelación de acuerdo con las
normas procesales, como una manera de disi-
mular lo que nosotros decíamos de la eximi-
ción de pena. Será de cumplimiento imposi-
ble porque en los delitos de terrorismo hay que
pensar como mínimo en un homicidio. Por lo
tanto, por más reducciones que se otorguen,
l~pena será mayor a tres años y en consecuen-
cia no será posible otorgar la excarcelación. Por
las r~ones expuestas, y salvo que el bloque de
la Alla~1Zame dé argumentos que hagan va-
nar mi posición, el bloque que represento no
aCompañará con su voto el artículo en consi-
deración.

Diputado Caviglia

63) Afin de evacuar la duda recién manifes-
tada, quiero aclarar que la pena que se esta-
blece es la mínima legal de la especie de la
pena, que está prevista en artículos como el
153 del Código Penal, referido a violación de
secreto, que contempla una condena de quin-
ce días, al igual que la usurpación y daño. De
esta forma quedan demostradas dos situacio-
nes: que el delito mencionado no pone nin-
gún obstáculo para lograr la excarcelación y.
además, en lo relativo a la cuestión ética, no
existe diferencia alguna entre la eximición de
pena y el dictado de una condena de quince
días a una persona que tiene una conducta re-
prochable.

Diputado Torres Molina

64) Las reducciones de pena previstas en el
dictamen permiten la excarcelación. Ello es así
porque la mínima legal de la especie de pena
a la que hace referencia el artículo 3° puede
ser la que contempla el artículo 183 del Códi-
go Penal, que habla de quince días; resulta
obvio que una condena de este tipo permite la
excarcelación.

65) Por otro lado, si bien puede decirse que
la penc. que se fija tiene url carácter simbélico,
no puede dejar de tenerse en cuenta que en
nuestro sistema penal cualquier condena iíe-
ne un sentido sancionatorio. Además, aunque
la pena se reduzca al mínimo posible, existe la
posibilidad de aplicar el artículo 26 del Códi-
go Penal en lo relativo a la condena condicio-
nal. De esta forma, aunque la pena sea míni-
ma, puede tener resultados ante un nuevo he-
cho delictivo cometido por el autor que ahora
resulta arrepentido. Ese es el motivo por el cual
se mantiene la redacción contemplada en el
artículo leído por Secretaría.

Secretario parlamentario Aramburu

66) El artículo 5° dice: "Las declaraciones
de las personas mencionadas en las disposi-
ciones anteriores, carecerán de valor si no se
producen con el contralor del fiscal, la que-
rella y la defensa, del modo establecido en las
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leyes procesales. "Los elementos probatorios
obtenidos mediante la colaboración prevista
en esta ley podrán exclusivamente ser utili-
zados en el mismo proceso o en otros por
hechos relacionados o conexos con el que
motivó aquél."

Diputado Larraburu

67} Coincidimos con el texto que se ha leí-
do.

Diputado Tejerina

68) Dado que el artículo 6° se trata de un ar-
tículo nuevo, solicito que se le dé lectura por
Secretaría.

Secretario parlamentario Aramburu

69} Dice así: "Será reprimida con prisión de
uno (1) a tres (3) años cualquiera de las perso-
nas que se acojan a esta ley y formulen señala-
mientas falsos o proporcionen datos inexac-
tos sobre terceras personas."

Diputado Larraburu

70) Estamos de acuerdo con la propuesta
formulada por el diputado Tejerina.

Diputada Biglieri

71) Creo que la confusión que se plantea
en este artículo -por lo menos la que ten-
go- surge de haberlo tomado del código ~s-
pañol, en el que la figura está dada por algwen
que voluntariamente va a decl~rar. D~ acuer:
do con el Código Penal argentmo, qUIen esta
imputado puede declarar solamente bajo la
figura de la indagatoria. Por lo tanto, y de
acuerdo con los principios constitucionales,
nadie puede ser penado por lo que manifies-
te en una declaración indagatoria. Si bien en
otros sistemas jurídicos -como en el ale-
mán- puede existir otro tipo de figura, en
nuestro país es indagado y, por lo tanto, no le
cabe pena alguna.
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Diputado Tejerina Diputado Torres Molina

75) En primer lugar, respecto de la protec-
ción de la familia, consideramos que es un as-
pecto implícito porque las normas procesales
permiten a los jueces tomar decisiones con el
fin de proteger a los testigos, imputados y fa-
miliares de estos. Por lo tanto, no sería nece-
sario incluirlo porque ya está contenido en la
iniciativa. El órgano que debería aplicar esta
disposición tendría que ser el Ministerio de
Justicia. Siel sistema que se implementara fue-
se más complejo, por ejemplo a través del ar-
tículo 41 del Código Penal en el caso que se
incorporase esta figura al conjunto de delitos,
tendríamos que crear órganos específicos en
el ámbito del Poder Judicial, del Ministerio
Público o de la Procuración General de la Na-
ción. Como lo que estamos legislando es para
casos exclusivos de terrorismo, yse aplicará en
pocas situaciones concretas, bastará un oficio
del juez al Ministerio de Justicia para que ar-
bitre los elementos necesarios que sirvan de
protección al arrepentido y su familia. Por los
motivos expuestos, mantenemos la redacción
propuesta por la comisión.

72}Mantenemos la redacción del artículo 6°
del dictamen que pasa a ser 7°, tal como está
en el dictamen. Solicito que se lea el artículo
por Secretaría.

Secretario parlamentario Aramburu

73}Dice así: "Sifuere presumible que el im-
putado que hubiera colaborado, corri~re rie~-
gas en razón de ello respecto de su mtegn-
dad personal, se adoptarán las medidas de
protección necesarias, incluidas la provisión
de los recursos indispensables para cambiar
de actividades laborales y la situación de su
identidad."

Diputado Funes

74} Quiero hacer dos observaciones que
considero muy importantes. Una de ellas es
que en este artículo no se tiene en cuen~a la
protección de la familia del arrepentido.
Quienes alguna vez hemos transitado los pa-
sillos de los tribunales ejerciendo nuestra pro-
fesión de abogados, sabemos que muchas
veces quienes están detenidos velan no sola-
mente por su persona sino })orsu familia, que
para ellos es un valor muy importante. Creo
que daríamos fuerza a la figura del arrepenti-
do si incorporáramos a su familia dentro de
las personas que deben ser protegidas según
lo previsto en este artículo. Por otro lado,
como este artículo establece la disposición de
fondos, deberíamos especificar de dónde pro-
vienen, porque aquí no está aclarado. Este
tema se trató oportunamente en la comisión
y en un momento hubo un principio de acuer-
do, pero después ~e resolvió aprobarlo. tal
como obra en el dictamen. Creo que es Im-
portante determinar de qué partida presu-
puestaria provendrán estos fondos, si del.Mi-
nisterio de Justicia, de la Jefatura de Gabme-
te o de la Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción. Por lo tanto, solicito que se contemplen
estas dos objeciones que he formulado a este
artículo ya que son muy importantes porque
permitirán mejorar y consolidar la figura que
debatimos.

Diputado Funes

76) Tengo la impresión de que la bancada
de laAlianza está de acuerdo con la protección
de la familia del arrepentido, ya que ha mani-
festado que dicho aspecto está implícito cn la
norma; sin embargo, no advierto que esté in-
cluido en parte alguna. De todas maneras, las
leyes deben ser explícitas y no implícitas. Por
ello insisto en la incorporación de la protec-
ción de la familia del arrepentido, que es un
valor supremo y muy importante para esta fi-
gura. Además, creo que debemos especificar
de dónde saldrán las partidas presupuestarias
para destinar a las situaciones previstas en el
artículo 7'.

Diputado Cruchaga

77}Ratificando lo señalado por el diputado
~orres Molina, una parte de la doctrina sos-
tiene que este artículo es innecesario, y así se
hizo saber en el debate de 1997. A pesar de
ello, colocamos expresamente esta obligación

a cargo del Estado para esta categoría de pro-
cesados que prestan colaboración con la Jus-
ticia. Lo que dice el diputado Torres Molina es
cierto; dicho aspecto está implícito no por lo
que establece la ley sino por la obligación del
Estado de cuidar la vida de un detenido o pro-
cesado y brindarle el respaldo de todas las ga-
rantías constitucionales. Seguramente cuan-
do abordemos la reforma de los institutos de-
finitivos -no faltará ocasión para hacerlo-,
volverán a las bancas de los es diputados los
programas integrales de protección para los
testigos y otras partes en el proceso. Pero hoy,
si bien entendemos la inquietud del diputa-
do Funes, insistimos en la redacción propues-
ta por la comisión a fin de que quede como
interpretación real, al menos de esta Cámara
de Diputados, que es obligación ineludible e
inexcusable del Estado brindar protección, en
primer lugar, a quienes se acojan a los benefi-
cios de esta ley,y en segundo término, a todos
los miembros de su entorno familiar, que co-
rren idéntico peligro. Insistimos en que ésta
es una obligación ineludible e inexcusable del
Estado.

Diputado Jobe

78) Si bien en el artículo 6' del dictamen con-
tenido en el Orden del Día N° 3 dice "sustitu-
ción de Sll identidad", en el texto que corres-
ponde al artículG 7° leído por Secretaría, se dice
"situación de su identidad". En consecuencia,
solicito al diputado Tejerina la correspondiente
aclaración.

Diputado Tejerina

79}En el artículo 7° en discusión se ha desli-
zado un error material de redacción. Por lo tan-
to, debe tenerse como válido el texto del co-
rrespondiente artículo del dictamen original
-coincidente con el del proyecto enviado por
el Poder Ejecutivo-, que cuenta con el con-
senso del bloque Justicialista. Por otro lado,
deseo aclarar que el tema planteado por el di-
putado Funes fue tratado en comisión la se-
mana pasada. En consecuencia, el artículo en
debate debe ser aprobado tal como fue leído,
con el solo reemplazo de la palabra "situación"
por "sustitución".
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Diputado Caviglia

80) Anteriormente manifesté que crear la fi-
gura del arrepentido y no establecer un marco
de protección para él, su familia y sus allega-
dos significaba un pasaporte casi seguro a la
muerte. El Estado debe hallarse en condicio-
nes de garantizar la seguridad de todos aque-
llos que permitan recabar información para
desmantelar organizaciones criminales e iden-
tificar a sus integrantes. Esto no está necesa-
riamente implícito en el dictamen. Debería-
mos analizar por qué en Italia, Gran Bretaña y
los Estados Unidos, entre otros países, se ins-
tauran extensos sistemas de protección no sólo
del arrepentido sino también de todas aque-
llas otras figuras que colaboran en el esclare-
cimiento de hechos ilícitos. Es más, en Italia,
antes de implementarse un efectivo programa
de protección, la mayor parte de los ataques
se dirigió no a los arrepentidos sino a sus fa-
miliares. Tal es el caso de Tommaso Buscetta,
diez de cuyos parientes fueron asesinados, y
de Contorno, que perdió a treinta y cinco fa-
miliares. Araíz de ello, el 15 de marzo de 1991
se sancionó la ley 82 con el objeto de estipular
una reglamentación de esta figura.

81) Por otro lado, existen antecedentes lo-
cales en la materia. Elanteproyecto de ley que
la comisión birameral emitiera el 22 de abril
de 1997 contenía en dos títUlos veintiocho ar-
tículos relacionados con un detallado progra-
ma d~ protección que incluía la protección de
las personas en su identidad, traslado y otras
medidas, así como cuestiones relativas a las
actas de compromiso, la representación judi-
cial de los adscriptos al programa, un fondo
de indemnización de los causahabientes, et-
cétera. Por otro lado, en nuestra ley de estu-
pefacientes se prevé la creación de una ofici-
na para la protección de testigos o imputa-
dos, para que ésta gestione las medidas que
considere necesarias a fin de proteger a los
interesados y a su familia directa, de daños
corporales y asegurar su salud, seguridad, es-
tado psicológico y la adaptación social de las
personas en peligro. Esto es importante des-
tacarlo, porque países que han sufrido este
flagelo y que tienen una legislación consoli-

dada han protegido no sólo al arrepentido
sino también a sus familiares. Por lo tanto, voy
a proponer un nuevo artículo que diga lo si-
guiente: "Las medidas precedentes podrán
ser aplicadas además a los integrantes de su
familia directa, parientes cercanos o quienes
cohabiten con los protegidos y a cualquier
persona que se encuentre expuesta a peligros
o daños a causa de sus relaciones con las per-
sonas mencionadas."

Diputado Cruchaga

82) Entendemos que la propuesta formula-
da por el diputado Funes atiende a una situa-
ción que eventualmente puede llegar a darse.
De ahí que merezca nuestra atención, sin per-
juicio de que consideramos que estaba implí-
cita en las obligaciones que tiene el Estado en
este tema. Hemos mantenido una conversa-
ción rápida con algunos diputados, y enten-
demos que podemos efectuar un agregado a
este artículo 7°para que la protección también
alcance a la familia. Es decir que el artículo 7°
-incorporando la propuesta formulada por el
diputado Funes- quedaría redactado de la
siguiente forma: "Si fuere presumible que el
imputado que hubiera colaborado, corriere
riesgos en razón de ello respecto de su integri-
dad personal o de su familia, se adoptarán las
medidas de pro,eccióP necesarias, incluidas la
provisión de los recursos indispensables para
cambiar de actividades laborales y la sustitu-
ción de su identidad."

Presidente pascual

83) La comisión debería expedirse con res-
pecto a la propuesta formulada por el diputa-
do Caviglia.

Diputado Caviglia

84) Con la nueva redacción propuesta por
la comisión queda satisfecha mi inquietud, por
lo que no considero necesario incluir el artícu-
lo que propuse.
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Inserciones

Diputado Larraburu (*)

DISCURSO SOBRE EL PROYECTO DE
INCORPORACION AL ORDENAMIENTO
PENAL DE lA FIGURA DEL ':.<\RREPENTlDO"

27 de Enero de 2000.

Señor Presidente:

Cuando debatíamos, hace unos ocho meses
en este mismo recinto, sobre la conveniencia ~
no del proyecto que proponía dotar de mayo-
res facult¡;¡des a la policía, se distinguían clara-
me~te .dos posturas diverientes respecto del
crecimiento del fenómeno delictivo. Tras una
de ellas s~ eI?columnaban quienes sostenían que
este creclrruento obedecía casi exclusivamente
a causas de índole económico-social, y que por
lo tanto la solución al delito radicaba en una
distribución más equitativa de la riqueza y en
una mayor contención comunitaria. Quienes
esgnmíamos la otra postura, si bien aceptába-
m.os q~e ~a pobreza y la marginación son ma-
tr~ces md.lscutiblemente criminógenas, soste-
mamas sm embargo la necesidad de adecuar
la legislación penal de fornft¡ y de fondo a la
nueva realidad emergente del desbalanceo
que provocaron las reform8S de 1984, acom-
pañadas. por cierto, en su momento desde los
más diversos sectores, ante la inmediatez del
atroz recuerdo de la noche negra de la dictadu-
ra. ~n el mismo sentido, en la Exposición de
M?t~vos de la Ley Orgánica española 10/95 de
Codlgo Penal, se dice que "El Código Penal ha
de tu~elar l.os valores y principios básicos de la
c?n.VJvencIa social. Cuando esos valores y prin-
CIpIOScambian, debe también cambiar':

Hoy día, acallado el fragor del proceso electo-
ral' vemos con beneplácito cómo los principales
gobeman~es de la Argentina priorizan en su agen-
da de gobierno los temas que también constitu-

~~n .las pre~cupaciones principales de la gente.
I blefoles cierto que una política coherente en

l1?~tena ~e seguridad debe contemplar la situa-
Clan SOCialde la comunidad, también lo es que

(*) Materjal proporcjonado por el despacho a
cargo del djputado Dámaso Larraburu.

con ello solo no alcanza, que es necesario e im-
perativo el complementar las políticas sociales
con una actitud férrea y decidida desde el Esta-
do hacia el ataque frontal y directo contra el
fenómeno del delito. En este sentido, es en el
que debemos destacar las observaciones que
Jo~n Timoney, uno de los padres del Broken
Wmdows, formulara en ocasión de su visita a
nuestro país, acerca de que Nueva York comple-
mentó su política criminal, llamada de "Toleran-
cia Cero", con un gran avance en materia social.

Y así, a q';Üenes sostienen que legislar a favor
de la eficacIa es poner en peligro la legitimidad
del Estado de Derecho, les debemos contestar
sin hesitar que la legitimidad democrática y
republicana sólo peligra ante la impunidad
generaIiza.da. ¿Cómo podemos hablar de Ígual-
dad ante la ley, cuando a una gran cantidad de
aut.ores de hechos aberrantes la ley no se les
aplica?Ylaleynos se les aplica porque la Justicia
dotada~e instrumentos legales obsoletos, deb~
c?mbatI: e~ franca inferioridad con organiza-
clOne~ ~nJ?illales altamente complejas, con gran
coheslOn mtema y capacidad operativa, econó-
mica y territorial, como son los casos del terro-
rismo y la narcocriminalidad. Las investigacio-
nes que se han encarado en los últimos tiempos
~011motivo de deliws de enorme magnitud e
Impacto, que a todos nos han horrorizado, han
topado con puntas de icebergs qu,," se hunden
en el profimdo océano del silencio y la complici-
dad. De tal manera, la capacidad de respuesta
del Estado frente a la sociedad se ha visto fuerte-
me.~te ?esprestig!ad~. Por ello, decimos que la
leg¡tIrrudad de las mstituciones está sin duda en-
lazada al concepto de eficacia.

La eficacia de las instituciones del Estado no
responde al axioma de la razón de Estado como
algunos persisten en sostener, sino que ~onsti-
tu~e: c?mo decíamos, uno de los pilares de la
legItlrrudad del Estado democrático. Esto es así,
y así lo han fundamentado los padres del Esta-
do republi~ano hace más de dos siglos, por el
t(:spet? al Imperativo categórico que precep-
tua la .Igualdad ante la ley. Y esa igualdad, en
matena penal, se traduce en la infalibilidad del
s~stema. De allí, es consecuencia lógica que el
sIstema penal tal cual ahora vigente sólo será
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efectivamente justo si se respeta a rajatabla
el principio de legalidad procesal, es decir, si
el Estado persigue hasta su condena todos los
delitos que se cometen en el territorio de su
soberanía (salvo, claro está, cuando se tratare
de delitos de acción privada).

Evidentemente, los padres fundadores del de-
recho penal continental, desde el idealismo kan-
tiano y elenciclopedismo, concebían al sistema
desde elplatonismo del pensamiento puro. Pero
la aplicación del sistema en la realidad demos-
tró que el Estado no es infalible en la persecu-
ción de los delitos. Como afirma el Dr. Nicolás
Becerra (Rev.Juríd. La Ley, Doctrina, 5/2/99,
pág. 3), "No esposible pensar que el sistema de
justicia puede procesar yjuzgar todo ilfcito co-
metido': Todo Estado que adhirió a este princi-
pio, se encontró ante la evidencia de que una
enorme cantidad de hechos criminosos que-
dan sin esclarecer, que otra enorme cantidad
jamás llega a conocimiento de la justicia. y que
sus autores, sobre todo cuando de organiza-
ciones criminales hablamos, permanecen per-
petuamente en el anonimato, amparados por
la ley del silencio, por la omertá nacida de la
coacción y las amenazas. Por lo tanto, difícil-
mente pueda hablarse de un derecho penal jus-
to cuando el principio de igualdad ante la leyes
sistemáticamente vulnerado por lo que Edwin
Sutherland llamaba cifra negra, es decir, el
número de delitos que resultan impunes.

Por tanto, es a todas luces cierto lo que el
Profesor Julio Maier sostiene, respecto de que
en todo sistema penal, aparentemente imbui-
do del principio de legalidad, rigen criterios de
oportunidad, es decir, formas de selección de
los hechos criminalizables. En igual sentido,
Becerra (op. cit.) manifiesta que "Laopción no
es oportunidad o legalidad, sino oportunidad
reglada o caótica. Todo sistema dejusticia utili-
za alguna variable de selección de casos y es
preciso que se genere la capacidad institucio-
nal como para investigar aquellos casos que
implican un mayor impacto a lacomunidad por
su gravedad". Elprincipio de legalidad absoluto
sería entonces una suerte de utopía, jamás cons-
tatada en la realidad. Elproblema surge ante la
aplicación de criterios de oportunidad no re-
glados, o sea, la selección efectuada caótica-
mente, o con arbitrariedad. Los norteamerica-
nos, que adhieren a un sistema de common

Antecedentes Parlamentarios

law,desconocen elprincipio de legalidad,y apli-
can en cambio criterios de oportunidad regla-
dos, definidos en la ley,y que confieren atribu-
ciones a los fiscales para gestionar el otorga-
miento de ciertos beneficios al imputado que
colabora, con anuencia del tribunal.

Todos debemos hacer un gran esfuerzo
para evitar el descrédito social en la Justicia,
y colaborar, como legisladores, diseñando y
dotando a los jueces de los instrumentos de
política criminal acordes al desempeño que,
justamente, de esos jueces esperamos. Nues-
tra tarea debe estar incardinada en tomo al
fortalecimiento de las instituciones republica-
nas. Esun mal discurso, ahora y desde siempre,
el que conduce a desalentar la credibilidad de
las instituciones. No hagamos de la excepcio-
nalidad de los malos funcionarios un principio
general, en detrimento del conjunto de los jue-
ces; y en consecuencia, no dudemos en dotar al
juez natural de la facultad de ponderar la con-
ducta procesal post criminis del imputado, y de
beneficiario con la reducción o exención de
pena cuando esa conducta ha contribuido fran-
camente a vencerla impunidad o a evitar nue-
vos hechos luctuosos. Sibien nuestro rol impo-
ne la sensatez y debemos tener los pies sobre la
tierra, permitámonos especular por un instan-
te: ,;,Quéhubiera pasado luego de la explosión
en la Embajada de Israel si hubiéramos conta-
do con este instrumento del "arrepentido"? E:
muy probable que hoy no tuviéramos que la-
mentar también los muertos de laAMIA.

La particular situación sociológica y crimi-
nológica que atraviesa nuestro país requiere a
la vez de seriedad y audacia. Audacia para
adoptar soluciones legislativas innovadoras;
seriedad para tomar los recaudas del caso, para
recurrir al derecho comparado, para aprove-
char la experiencia internacional en la preven-
ción y control del terrorismo.

y esa experiencia internacional, que por cier-
to es vasta, nos informa que la figura del arre-
pentido no es nueva en el mundo. Ya era cono-
cida y utilizada con frecuencia por la justicia
penal inglesa de los siglos XII y XIII, bajo el nom-
bre de approvero King's evidence, según nos lo
dice el Profesor Edmundo Hendler (Rev. Jurí-
dica Centro de Estudiantes, Fac. Dcha. UBA,

N° 9, 4/97), Yla aplicación en su forma arcaica

-el approverse jugaba el pellejo a resultas de
la verosimilitud de sus dichos-se extendió en
el Reino Unido hasta 1819. Como ya lo mencio-
n~~os, las caracte~sticas del derecho anglo-
~, tales como el Imperio casi absoluto de
I~s criterios ~e opo~unidad reglados, el princi-
pIOac~satono y la disposición por las partes de

~aaCClOnpenal, aseguraron su continuidad, y
Junto con el plea bargaining, es de uso frecuen-
te también en los Estados Unidos.

En tanto, el derecho penal europeo continen-
1!Jl,luego de haber utilizado la figura del arrepen-
tldo durante parte del siglo XlX, se apartó de su
uso, imbuido del principio de legalidad procesal
a ultr~, tal c?mo lo predicara el imperativo
categónco kantiano, que obligaba al Estado a
perseguir y castigar a todos los delitos y a conde-
n.a; a todos .los.a~tores ~ partícipes, sin excep-
clOn.Este pnnclplo, por cierto encomiable desde
lo te!eológico, se topó -y cada vez en mayor
medida- con los obstáculos de la realidad. Ya a
~rincipios de siglo la Mafia y la Camorra discu-
Han al poder central italiano el monopolio de la
coerción en Sicilia y Nápoles, como luego lo hizo,
desde 1943 hasta 1949, Salvatore Giuliano, y
poco después, el terrorismo "a la nueva uSarIZa"

~e la Brigadas Rojas. Ese mismo tipo de terro-
nsmo, ya con ramificaciones internacionales, fue
el protagonista del sangriento episodio de las
Olimpíadas de Munich en 1972. Los casos de
terrorismo se fueron multiplicando a un ritmo
alarmante, y la -.ieja Europa debió dejar de lado
su natural conse~adurismo en materi.. penal,

p'~a comenzar a mcorporar a su legislación lJO-
Sltiva las figuras que permitieran la penetración
de ~sta.s,complejas organizaciones, de alta jerar-
qwzaclOn y sofisticada capacidad de acción.

D<;mdo,?uestras de evidente realismo y prag-
matlsmo Jurídico, los dirigentes de los princi-
p.ales y más populosos países de la Europa Oc-
cld~ntal respondieron a las demandas sociales
~acIala seguridad y la no violencia. Así, en Ita-
Ita se sa~~ionó en 1982 la famosa Ley 304 de
los PentJtJ (arrepentidos); en Francia en 1986
l~ Ley 86-1020; en España en 19841a Ley Orgá-
rica 9/1984 y, más recientemente, el artícu-
o 579 del nuevo Código Penal; y en Alemania,

en.1988: la llamada "Ley de Artículos" intro-
dUJo la figura del "testigo de la corona" (Kron-
zeuge), ampliando las atribuciones judiciales
r~specto de la concesión de rebajas o exen-
Ción de pena, ya establecidas por ley de 1976.
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Casi todas estas normas, nacidas de lanecesi-
d~d de hacer frente a una situación de emergen-
Cia, reconocen expresamente su naturaleza
excepcional en sus respectivos textos, al fijar
plazos de vigencia temporal. Y en este mismo
espíritu, reconociendo el carácter excepcional
de la medida legislativa que hoy tratamos, es en
el que debemos en esta oportunidad trabajar,
para que la excepcionalidad no se transforme en
regla. Se trata sin dudas el presente de un instru-
mento jurídico de emergencia, motivado en las
circunstancias excepcionales que han turbado
de forma más que significativa la paz social de
l~s argentinos, y que procura derrotar la impu-
llldad. y prevenir otros eventuales estragos del
terronsmo. Debe el Estado sin embargo, asumir
el desafío deimplementar medidas decididamen-
te activas para salir de la emergencia. Para que
esta ley, que hoy sin dudas la sociedad necesita,
en el futuro sea absolutamente prescindible.

Pero no dudemos en enfatizar sobre este as-
pecto. Como dije más arriba, es más que proba-
ble que AMIA sea la lamentable secuela de la
Embajada, yes en este contexto que hoy legisla-
mos sobre el arrepentido. Mas debemos sin duda
encomendar al gobierno nacional la adopción
de las medidas pertinentes que nos permitan sa-
lir de la ~~ergen.cia, y nos devuelvan la tranquili-
dad cotIdiana. Viene al caso citar ahora lo que en
1997 dijo el distinguido jurista Dr. CatIerataNo-
r('s: "Estamos otorgando herramient¡es extraor-
dinarias. De alguna manera estamos admitiendo
p'actar con los delincuentes menores, pero de-
lincuentes al /in, para lograr el castÍgo de los de-
litos más importantes. Pero esto no es gratuito
en una sociedad. Estamos frente a un estado de
necesidad frente a organizaciones delictÍvas no
conocidas antes entre nosotros, pero debemos
pensar en salir de ese estado en algún momento
y pronto... (Esta reflexión) debe servir; para que

desde el Estado se realicen todos los esfuerzos
para dotar de los medios necesarios para que se
pueda abandonar esta legislación extraordina-
ria': (Del Diario de Sesiones deI6/8/97, pág. 2.423).

El pasado 2 de septiembre, en la reunión con-
junta de las Comisiones de Asuntos Penales y
de Asuntos Constitucionales del H. Senado de
la Nación, luego de calificar al "arrepentido"
como una norma de excepción, el Dr. Ricardo
Gil Lav~dra advertía que "ya sabemos en qué
se conVIerten cuando la excepción pasa a ser
regla, es el primer paso hacia el autoritarismo"
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(versión taquigráfica). Coincidiendo conla opi-
nión del actual Ministro de Justicia, nosotros
añadiríamos que, el curioso caso de la "excep-
cionalidad perenne" -lamentablemente tan
frecuente en nuestro país- conduce además
a situaciones in equitativas, injustas y peli-
grosas, como lo constituye patentemente el
ejemplo de la llamada "Ley del Dos por Uno".

En tanto, Latinoamérica no ha sido del todo
indiferente a la recepción de la figura del arre-
pentido. Ya el Código Penal chileno de 1871
transcribía sin alteración de su par belga de esa
época la exención de pena para el desistimien-
to antes del hecho. Hoy día, la Ley 18.314 de
Conductas Terroristas del país trasandino pre-
vé la figura, a la que llama "delación compensa-
da" en su artículo 4°, aunque es de notar, que
sólo contempla la posibilidad de reducción de
pena, y no la de remisión absoluta, como lo
hacen las normas europeas antes citadas.

En la Argentina, el proyecto Tejedor de 1865,
inspirado en el Código Penal de Baviera de 1813
(obra de Feuerbach), enumeraba entre las cau-
sas genéricas de atenuación de penas (art. 5 del
título VI, inc. 5) la hipótesis en la que el culpable
"revela la existencia de nuevos culpables desco-
nocidos a la justicia, o da de'propio motu los
medios y la ocasión de prenderlos". Aunqu~ en
nuestro Código Penal vigente, el arto 217 eXIme
de castigo en el delito de conspiración p2fa la
u-aición a quien "revelala conspiración a la auto-
ridad antes de haber comenzado elprocedJmjen-
to", no se reconoce en nuestro ordenamiento
la posibilidad de valoración discrecional por
el juez de la conducta del imputado luego de
la comisión del delito y durante el proceso. Es
más, como señala Martín Federico, camarista
federal, en el diario Clarín deI23/6/97, "la legis-
lación vigente consagra y estimula la complici-
dad. Porque el que participe en estos delitos no
puede den un ciarlos sin autoincriminarse, y re-

sulta así tan interesado como los autores que
más se benefician con la actividad delictiva, en
que el delito no se esclarezca nunca':

Esto resulta especialmente preocupante cuan-
do observamos que la verdadera naturaleza de
la política criminal debe apuntar hacia la pre-
vención. Y en este sentido, hace ya más de dos
siglos que autores de la talla de Beccaria nos
informaban de la trascendencia que, respecto
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de la cohesión interna de una banda criminal y el
pacto de complicidad, tiene la figura del arre-
pentido: "Pareciérame que una ley general que
prometiese la impunidad al cómplice delator de
algún delito, sería preferible a una simple decla-
ración en un caso particular, pues de este modo
se prevendrían las uniones con el recíproco te-
mor que cada uno de los cómplices tendría a no
exponerse más que él mismo". El mismo criterio
emana de la Exposición de Motivos de la Ley
alemana de 1988, donde se dice: "La reglamen-
tación es adecuada para confundir a los miem-
bros de una asociación terrorista... reduciendo
la confianza mutua de los particulares y así ir
debilitando la unidad organizativa':

Respecto de las objeciones de carácter ético,
frecuentemente se cita a los padres del Dere-
cho penal moderno. Así, Luigi Ferrajoli, en
"Derecho y Razón", menciona los calificativos
que las seducciones al reo merecían para Ca-
rrara, que las tildaba de "inmoralidades" e "in-
famias". Sin embargo, no hay óbice ético cuan-
do la reducción o exención de pena no respon-
den a una negociación previa, sino que consti-
tuyen la aplicación de las facultades discrec~o-
nales legítimas del tribunal al momento de dIc-
tar sentencia. Esa fue la opinión de la Sra. Dipu-
tada Nilda Garré, en oportunidad del debate
del 6/8/97, cuando sostuvo que "La coopera-
ción eficaz en la investigación también es una
forma de reparar zla VÍctima ya sus deudos. La
verdad alivia, tranquiliza, de alguna manera
actúa como reparación, pero no es una trétn-
sacción previa, no hay negociación, nc hay in-
moralidad de un juez midiendo la pena que va
a aplicar a cambio de información. En todo caso
el procesado deberá estar hasta el final a resul-
tas de 10 que el juez podrá -ni siquiera "debe-
rá"- decidir en el momento de la sentencia".
Como se aprecia en el proyecto que hoy nos
convoca, esa fórmula, que otorga al juez la po-
sibilidad de mensurar la conducta procesal post
criminis del reo, es la que en definitiva se ha
receptado: tanto en el artículo 2°, como el 3° y

el 4° de la norma bajo análisis consagran una
facultad y no una obligación. En el mismo sen-
tido, y a diferencia de España e Italia, que aspi-
ran a un arrepentimiento "genuino", confundien-
do al Derecho penal con la teología, la legisla-
ción alemana adopta también esta fórmula,
donde la rebaja o exención de penas es optativa
y discrecional para el juez, pudiendo conce-

derse sólo después de que el imputado hubiere
colaborado con el tribunal.

Otra objeción que se ha planteado a la posi-
bilidad de la recepción del "arrepentido" en nues-
tro derecho, responde al supuesto óbice cons-
titucional del artículo 18 CN, en cuanto se re-
fiere a la prohibición de obligar al imputado a
declarar contra sí mismo. Como vemos, no se
trata aquí de ninguna obligación, sino que el
"arrepentido" obra con libertad y obedeciendo
a los designios de su voluntad, en todo caso en
pos de la obtención de un interés, como lo ha-
ría en cualquier otro acto del proceso. Han di-
cho los detractores de la figura sub examine,
que la coerción está dada por la amenaza de
una pena mayor (p. ej., Patricia Ziffer, en sus
"Uneamientos de la Determinación de la Pena",
Ed. Ad Hoc), cosa que no es cierta: mediante la
figura del arrepentido no se amenaza (lo que
ocurriría si se agravara la pena de quien no con-
fiesa). sino que se promueve, mediante el otor-
gamiento de un beneficio. La promoción de
determinadas conductas, consideradas social-
mente saludables, constituye un atributo legíti-
mo del Estado. El Profesor Julio B. Maier, en su
"Derecho Procesal Penal", T.l, Editores del Puer-
to, manifiesta que la garantía del art.18 CN apun-
ta a asegurar la "Libertad de decisión del impu-
tado durante la declaración que no puede ser
coartada por ningún acto o situación de coac-
ción. física o moral, por la promesa ilegítima de
una ventaja o por el engaño, salvo que la coac-
ción esté prevista especfficamente en la ley y
tal ley sea válida constitucionalmente"
(pág. 666). Y agregamos nosotros que la pro-
n:esa de una ventaja, no es ilegítima si está pre-
VIsta en la ley, y esa ley será constitucionalmen-
te v¡ilida, puesto que no obliga al imputado a
realIzar ningún acto que lo perjudique.

A manera de síntesis, diremos que el proyecto
elevado por el Poder Ejecutivo, y que hoy moti-
va este debate, contiene una buena definición
del "hecho de terrorismo" en su artículo 1°,mien-
tras que el resto de las normas en él contenidas
reproduce casi literalmente el texto de los ar-
tículos 5°, 6° Y 7° del Capítulo Il del proyecto
~erata Nores titulado de "Ley de Persecu-
ClOnPenal Eficaz", expte. 6.419- D-96, HCD. No-
sotros, más allá de pequeñas observaciones pun-
tuales' estamos contestes en mantener la estruc-
tura del proyecto original del PEN, porque con-
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sideramos fundamental otorgar al juez natural
la facultad de ponderar al aporte que el imputa-
do arrepentido haga al esclarecimiento de la cau-
sa, a la detención y procesamiento de otros au-
tores y partícipes, a la satisfacción del imperati-
vo de la verdad, al desmembramiento de una
orgarJización terrorista, etc., y en consecuencia,
de decidir si la actitud de la persona que colabo-
re merece una atenuación o la exención de pena.
Ese es el criterio que se ha aplicado con éxito en
los EE.UU., Francia, España, Italia y Alemania,
como antes señalamos. Lo que se ha soslayado
del proyecto CatIerata Nores inspirador del pre-
sente, es la previsión que contemplaba un nuevo
tipo penal para quien formulare señalarnientos
falsos o proporcionare datos inexactos sobre ter-
ceras personas. A la luz de la experiencia que la
aplicación de la figura del arrepentido ha tenido
respecto de los delitos vinculados al narcotráfi-
co, por aplicación del artículo 29 ter de la Ley
23.737 (según la modificación introducida por la
Ley 24.424), donde se han constatado algunos
casos en los que los imputados han utilizado la
figura para desviar el curso de la investigación o
para complicar en ella a personas que resulta-
ron a la postre inocentes, parecería conveniente
y aconsejable prever esas circunstancias. Es por
ello que, manteniendo nuestra postura de apo-
yo al proyecto original, tal cual el Ejecutivo lo
remitió a esta Cámara, como ampliaremos en
el debate en particular, proponemos el agre-
gado, como artículo 7°, de!a tipiflcación del
abuso de la figura del arrepentido, a través de
señalamientos y declaraciones falsas.

Señor Presidente: Antes de terminar quisiera
resaltar el compromiso que el Justicialismo for-
muló luego del 24 de octubre del año pasado,
de no poner palos en la rueda a las iniciativas
que se encararan en este nuevo ciclo de gobier-
no. Lo dijimos cuando éramos oficialismo y
ahora lo ratificamos: No siempre es fácil man-
tener las posturas y las convicciones, más allá
de que sus legisladores se sienten a uno u otro
lado del recinto. Mantenerse fiel a los princi-
pios sustentados, sin importar que uno esté a
la izquierda o a la derecha (me refiero a la
ubicación de los asientos en esta sala, menester
es aclararlo). Así,desde el respeto alo compro-
metido, y en mérito a la coherencia de la con-
ducta,los legisladores peronistas vamos a apo-
yar siempre toda iniciativa dirigida a derrotar la
impunidad y torpedear el avance del delito.
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Diputados
Bernardo P.Quinzio, Elisa M.A. Carrió,

Alfredo P.Bravo, HéctorT. Polino y
Jorge Rivas

DISIDENCIA TOTAL SOBRE
lA INCORPORACION DE lA MALLIAMADA

FIGURA DEL "ARREPENTIDO"

27 de enero de 2000.

1.- La Comisión de Legislación Penal ha con-
siderado el proyecto de ley del Poder Ejecutivo
presentado con fecha 11 de ene~o de este año
2000 sobre disminución y supresIón de penas o

bien extinción de la acción penal por decisión
del Ministerio Público a imputados que apor-
ten datos para el esclarecimiento de hechos pu-
nibles o la detención de autores de hechos de
terrorismo denominando a tales beneficiarios
como "arr~pentidos", así como también se ~-
plica en ~sta consideración proyectos relatIva-
mente análogos de los diputados Pichetto y So-
ria (5.823- D.-98L por un lado, y por el diputado
de Camaño y demás colegas que acompañaron
su proyecto (6.874-0.-98), por otro,yroyectos
todos que, con diferentes configuracIOnes, ~ro-
ponen un instituto similar (aquel que hub~er.a
participado de la comisión?e un ~echo delIctl-
vo podría obtener una mong~racló~ de la san-
ción pp.nal o incluso su to~al hberaclón a cam-
bio de que colabore con 21Estado p~a el escla-
recimiento del mismo hecho dehctlvo en que
participó o uno distinto).

Todos estos proyectos parten de la base de
que se trata de un instrumento apt? para com-
batir el delito, especialmente el denvado de or-
ganizaciones criminales; justamente en dos de
ellos, y en particular en el Proyecto d~1 Po~er
Ejecutivo (PPE), que con ci.e;tas modl.fica~I?-
nes ha aprobado la Comisl~n ~e Leglsla~lO~
Penal, la figura aparece restnnglda, ~?pnn~l-
pio, al esclarecimiento de hechos de t~rrons-
mo", definido este concepto en el propIO ~ro-
yecto, por lo demás, de manera que r.eqUlera
su propio análisis; en el proyecto del dlputa~o
Camaño se habla de bandas armadas y asocIa-

ciones terroristas.

(') Material proporcionado por el despacho a
cargo de la diputada Elisa M. A. Carrió.
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Dejamos para un momento ulterior.la cu~s-
tión relativa a la vaguedad de estas calIficacIO-
nes: "criminalidad organizada", "bandas arma-
das", "asociaciones terroristas", etc.

Lo esencial es el punto de partida en que se
ubica un Estado que acepta de la legitimidad
moral de esta clase de negociaciones con el
delito, es decir, de un Estado que se asocia al
delincuente, otorgándole un premio, para re-
primir a algún otro delincuente, con lo cual el
beneficiado puede ser mostr~do a todos co~o
el parámetro de lo correcto. Este es el sentIdo
principal de ~odo~ estosyroyect?s: que consa-
grarán una VlafáCIl de dlsmmuclOn de ~a~ena,
de la impunidad, o incluso del sobreselmlento
en un temprano estadio del proceso penal para
aquel criminal que haya planeado tan bIen su
acto de terrorismo, que no sólo tome en cuen-
ta cómo matar o hacer matar a un número in-
determinado de personas, sino también a qué
personaje sindicará después del hecho ~omo
principal responsable para sustraerse el a la
condena merecida. ¿Ésta es la forma en que se
pretende dar respuesta al terrorismo?

Mas allá de las consideraciones en particular
de la iniciativa que hoy estamos tratando, que-
remos destacar que lo negativo no es la confi-
guración particular del proyecto, que tam~ién
tiene mucho de criticable: sino que está en Jue-
go, ante todo, una visión decadente de f~osofía
moral o política que anida en la base .de ~oda
iniciativa de esta índole. Es esto lo que JustIfica
nuestra oposición total; no la traslación de la
idea-base a una concepción normativa concre-
ta, a un articulado en particular, en lo que tam-
bién se puede errar en más o en menos.

2.- En el lenguaje político actual, incluyendo
aquí también al de las organizaciones intermedias
de poder~ decir, también alosmedios depren-
sa, formad ores de opinión, intermediado~es .de
partidos políticos, represent~tes de asoc.laclO-
nes víctimas de delitos, deterrnmados candidatos
enlos procesos eleccionarios, etc.-, se le atribu-
ye al derecho penal una función prácticamente
mágica. Se supone que la pena como. tal,. ~ual-
quiera que sea su legitimidad moral, su JustICIaen
el caso particular y los m~di?s por los cuale~ es
aplicada, se justifica por SImIsma como un bIen.

La pena estatal,sin embargo, no es algo similar
a un renglón del producto bruto interno del Esta-
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do, cuya pérdida de puntos en el % anual, hiciera
dismirIuir las condiciones de bienestar del cuerpo
social, como se lo presupone en esa concepción.
Si se indaga por la justificación moral del castigo
estatal, se verá que no hay nada más "beneficio-
so" que el respeto a las reglas del derecho.

El hombre de la calle I suele abrigar la idea de
que un derecho penal drástico y eficiente podría
augurarle un futuro maravilloso. Las ciencias
criminales enseñan que se trata de una idea erra-
da, que el derecho penal, desde el punto de vista
material, en el mundo físico, puede asegurar
padecimientos, no beneficios (educación, salud,
una vejez digna para todos). Ello no significa que
fuese mejor hacerla desaparecer. Pues toda aso-
ciación de personas necesita rechazar la con-
ducta desviada, estigmatizarla como incorrecta
El quebrantamiento de una norma advíerte a
todos que la expectativa de la conducta debida
que encierra la nOlma está en discusión. La pena
demuestra que, para la sociedad, en cambio,
todo aquel que se atenga a la norma está en lo
correcto; quien la quebrante, en lo erróneo. Se
trata, pues, de un irItercambio de mensaje y res-
puesta. El autor del hecho punible pronuncia el
principio: la norma que quebranto no rige para
mí; la sociedad le responde que sí rige, y se lo
demuestra a todos, también a él, a su costa. El
derecho penal, por tanto, sólo nos deja seguir
confiando en que las normas fundamentales son
parámetro del c(lm[Jortami~nto debido. No es
at:cesario asignarle nirIgunafunción (totalmen-
te irIdemostrable) de asegurar que, en el futuro,
dL;aparecerá el delito; más bien se sabe de ante-
mano que el delito no puede desaparecer; pero
tampoco puede desaparecer la pena que él me-
rece, la cual sólo está, en fin, expresado en tér-
mirlos clásicos: para que cada uno sepa lo que
sus hechos valen. (Kant) para negar con ella que
la negación del derecho (el delito) pueda ser te-
nida por válida (Hegel).

1 En este PUnlO, sigo reflexiones vertidas por el
Prof. Sancinetti en su exposición dada ante el H.
Senado de la Nación, en tiempos en que era consi-
derado el anterior proyecto votado por esta cáma-
ra: luego rechazado por el Senado. Dicha exposi-
Clon fue publicada posteriormente en "Cuadernos
de Doctrina y Jurisprudencia Penal", año III [1997],
N° 7, pp. 791

Y ss.: Observaciones crílÍcas sobre el
proyecto de ley de tratamiento pri0legjado a! "tes-
tIgo de la corona" [¿arrepentido?].

Pero, para que la pena estatal pueda cumplir
su función de marcar el parámetro de lo co-
rrecto, estabilizar lavigencia de las normas fun-
damentales (por ejemplo: que la vida del hom-
brevale, que el homicidio no vale, etc.), pueda
ser impuesta por el Estado sólo si, a su vez, el
propio Estado no se aparta de la senda del de-
recho, de lo correcto, de lo moralmente legíti-
mo. Buscar una pena a cualquier precio y por
cualquier medio contra el comportamiento
desviado, como si el "sufrimiento" del irIfractor
fueraensÍun "beneficio"para lasociedad,sólo
crearía la secuencia irracional de dos males
(Hegel, modernamente: Jakobs)2. Lapena sólo
es la anulación del delito, si ella misma no se
funda en un acto delictivo, indecente o ilegíti-
mo, porque, en cualquiera de estos casos, con
su imposición sólo se añadiría al primer mal, en
secuencia irracional, otro mal, ya incapaz de
mostrarles a todos que nosotros (la sociedad)
estamos en lo correcto, yel delincuente, en lo
erróneo, sirIo que se le dirá a todos que todos
estamos en lo incorrecto.

Si aquí hay un componente de "utilidad" es el
que consiste en que la sociedad necesita reafIr-
mar su sentimiento de justicia, que el "principio
de retribución" sigue siendo un parámetro,
como mera "autoconstatación" del grupo, de
que él se conduce con justicia3.

--
2 Hegel. Grundlinlen der Phl1osophie des Rechts,

§ 99; Jakobs, Strafrecht -Allgemelner Tel1 - Die Grun-
dlagen und die Zurechnungslehre - Lehrbuch (De-
recho pena! - Parte genera! - Los fundamentos y la
teoría de la imputación - Tratado), 2a ed., 1991, l/ID:
"Con ello ya se vislumbra también cómo se debe en-
tender la pena como reacción al conflicto: ella -
como quebrantamiento de la norma- no puede ser
juzgada como un suceso solamente exterior (porque
entonces vendría a ser sólo la secuencia irracional
de dos males), sino que la pena también significa
algo, o sea, que la significación de la conducta que
quebranta la norma no es determinante, y que la
norma sigue siendo determinante. Es demostrado
que el autor no se ha organizado correctamente: se
le sustrae el medio de organización. Esta contradic-
ción, ejecutada a costa del autor, contra el quebran-
tamiento de la norma, es la pena" (bastardilla en el
original; versión castellana propia).

3 Sobre "la pena absolutamente justa como so-
cialmente útil", d. Jakobs, ídem, 1/17 ss., esp. 18/
nota 19a.
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Esto significa también que el derecho penal
que puede producir el "beneficio social" de la
estabilidad de las normas (ningún otro) es aquel
que se mantiene dentro de los límites del Esta-
do de Derecho, pues sólo eso permite un co-
municado contradictor del comunicado delic-
tivo inicial. Una vía no legítima "disminuiría aun
más el producto bruto interno" (para quien sólo
pueda entenderlo asD, medido esto en cuotas
del valor" justicia".

3.- Ciertamente. la impunidad de un hecho
culpable es igualmente un costo, una pérdida de
vigencia del valor de la norma quebrantada. En
este sentido, es verdad que se produce una "pér-
dida" y un "conflicto" cada vez que la responsa-
bilidad por un hecho punible no es esclarecida. y

su autor. condenado. Pero esto es producto de
que partimos de un Estado de Derecho, que pone
a las garantías individuales en el patrimonio de
lo justo, de lo debido. Si aceptamos llegar a la
pena (al máximo de producto bruto punitivo)
por cúalquier medio, llegaremos muy pronto a
la lesión a los derechos humanos. patrimonio
fundamental del Estado democrático. sometido
al derecho. No tiene nada de sorprendente que
el Estado, cuando no encuentra las pruebas ne-
cesarias, tenga que juzgar a un sujeto posible-
mente culpable, como si él no hubiera quebran-
tado la ley, porque ese es el fundamento del prin-
cipio de inocencia. que no sólo es pilar del Dere-
cho Pcual, sino de todo el ordenamiento j\~rídi-
co: el que alega debe probar. ¿Qué quedaría del
Estado de Derecho si él recurriera a cualquier
medio para quebrar el estado de inocencia que
le asiste a todo ciudadano yno ciudadano habi-
do en su territorio?

Es. en efecto, un valor entendido del Estado
de Derecho que el respeto a las garantías cons-
titucionales, a los derechos fundamentales del
hombre, es su credencial de eticidad. Cuando
sienta sus garantías: el principio de legalidad es
el patrón del comportamiento del Estado; na-
die está obligado a declarar contra sí mismo, ni
a colaborar con su persecución; toda persona
será tratada como inocen te mientras no se de-
muestre su culpabilidad en un proceso justo y
adecuado al derecho; y otras tantas. sienta tam-
bién la medida y el modo en que considerará
un valorla reflrmación de normas de conducta
a través de la pena estatal. Asume, pues, ab ini-
tia, que no le será posible identificar todos los
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hechos punibles que pongan en cuestión la vi-
gencia de una norma y rechaza la idea de casti-
gar sin el conocimiento debido de los hechos
(aunque ello presupone, precisamente, la im-
punidad de culpables). Se decide. pues. a esta-
blecer reglaspara poder identificar un quebran-
tamiento y tratar a su eventual responsable con
respeto a ellas. no sólo por la delicada posibili-
dad de que el candidato del caso sea inocente.
tal como debe presumirlo (el derecho penal
como "Carta Magna" del ciudadano [Naucke)),
sino también para el caso de que sea culpable.
porque sus reglas son también la "Carta Mag-
na" del delincuente (v.Liszt).la barrerainfran-
queable de la política criminal4.

Sólo asílos actos del Estado se distinguen del
comportamiento criminal y sólo así él logra
decirse a sí mismo que sigue en lo COITecto.y el
delincuente. en lo erróneo. Ello distingue tam-
bién a un Estado de Derecho de una tribu de
salvajes.

Laexpresión "arrepentido" quiere maquillar
con una expresión propia de las virtudes mora-
les cristianas, la actuación por pura negocia-
ción especulativa. En ninguno de los proyectos
que giran hoya nuestra consideración se exige
ningún arrepentimiento interior. por más que
se lo quiera presentar así en los fundamentos
de los proyectos; ni tampoco se lo ha regulado
de ese modo en las anteriores iniciativas que
también he criticado en su momento. El que
negocia bien queda impune. así publique al otro
día en el diario que está feliz de haber partici-
pado en todos los hechos punibles en que haya
actuado. Ytampoco se crea que estoy pidiendo
la incorporación de un elemento subjetivo es-
pecíflco en el texto de la ley para darle exequá-
tura la institución. Pues el Estado de Derecho
justamente no tiene derecho a exigir actos de
contrición interior. Puede exigir conductas ex-
ternamente correctas, no "arrepentimientos
morales".

Estoy diciendo. pues, algo mucho más tajan-
te: que un instituto de esta especie debe ser
rechazado. así se le estén atribuyendo -en la
fantasía de los estadistas o grupos de presión-
impresionantes cualidades de esclarecimiento
de los hechos, tal como lo quiere presentar aho-
ra -con total desconocimiento de los valores
en juego- el PPE, en cuyo favor ha dictaminado
la Comisión competente.

4.- En ese contexto se enmarca la flgura. muy
malllé'mada así, de "arrepentido". Esta es la de-
nominación propia de los pueblos latinos, que
son más proclives a denominar a las cosas fal-
samente. En lengua germana se la llama, sin
hipocresías. "testigo de la corona", queriendo
decir con esto que se trata de un testigo en fa-
vor del Estado. pero acaso también se evoque
así que se está en presencia ce un E~tado no
democrático. en el que la base de su actuación
deja de ser la etiClddad, la legitimidad. el respe-
to a las garantías individuales.

y mucho menos se puede ver en ese in3tituto
"algo novedoso", a lo que haya que recurnr so-
bre la base del argumento -deslizado en la fun-
damentación del proyecto del diputado Cama-
ño, por ejemplo- de que sería "necesario dotar
a nuestras instituciones jurídicas de los recur-
sos legales adecuados para afrontar situacio-
nes que no pudieron ser previstas en el mo-
mento en que nuestra legislación fue sanciona-
da" (p. 7960, la bastardilla es nuestra). Es difícil
creer que esto pueda ser dicho en serio, por-
que no hay prácticamente ningún delito que en
su forma básica esencial no sea conocido des-
de muy antiguo: violencia y fraude, esto es lo
Propio de la actuación criminal. que no se ha
~odiflcado en absoluto a este respecto. Yda la
Impresión de que a esta desacertada creencia
de que estaríamos ante un instituto "moderno",
sUcumbe también la fundamentación del PPE,
cuando afirma que "la legislación penal mo-
derna prevé la disminución de la penalidad y

4 Es la conocida idea de Franz v. Liszt, Der Zwec-
kgedanke im Strafrecht ("Maburger Programm")
[La idea de fin en el derecho penal ("Programa de
Marburgo")]. , en "ZStW" (1893), t. 3, pp. 1 SS.; v.

también Strafrechdiche Aufsatze und Vortrage (Ar-
ticulas y conferencias de derecho penal). t. 2. 1905
(reimpr., 1970); d. la versión castellana de Gibson,
La idea de fin en el derecho penal, Edeval, Valpa-
raíso, Chile, 1984. Sobre los riesgos de que con la
expresión "Carta Magna del delincuente", que tuvo
un origen garantista, se presente al ciudadano
(malo) frente al Estado (bueno), en lugar de, como
sería preferible, al ciudadano (bueno) frente al
Estado (malo. por poderoso), cL Naucke, Strafre-
cht. Eine Einführung (Derecho Penal. Introduc-
ción). 5' ed., Alfred Metzner Verlag, 1987, pp. 81 s.

aún su total eximición ante situaciones análo-
gas a las contempladas en el proyecto". ¿Qué
tiene esto de "moderno"?

Quien quiera creer que la institución innoble
y mendazmente llamada "arrepentido", es un
instrumento moderno. no tiene más que leer
algo sobre instituciones penales medievales.
especialmente el Manual de Inquisidores, del
Tribunaldel "SantoOficio",que aconsejaba abor-
dar al reo de la siguiente manera (se respeta la
ortografía original):

"Mira, hijo mío, te tengo mucha lástima;
han engañado tu candor. y te pierdes mise-
rablemente. Sin duda has errado; pero mas
culpa tiene que tú el que te engañó: no te
cargues de pecados ajenos. ni quieras ha-
cer de maestro siendo discípulo: conflésa-
me la verdad. pues ves que todo lo se. para
conservar tu buena fama, y que te pueda
yo poner cuanto antes en libertad, perdo-
narte y que te vuelvas en paz a tu casa;
dime quien fue el que te engañó, cuando
vivíasinocente"s.

5.- En la obra Derecho y razón. del jurista
italiano Luigi Ferrajoli, que ha tenido una honda
repercusión en los juristas penales libertario s e
ilustrados, están claramente explicados los peli-
gros que derivan de aceptar en el proceso penal
tanto las formas abreviadas c:.eljuicio -un error
que los legisladores ya hemos cometido al Sa.¡1-
donar eljuicio abreviado, que ha sigr¡ificado más
bien la supresión del juicio previo: una pena sin
juicio (art. 18, CN)-)-, como también las ate-

5 Yesid Reyes Alvarado, ':Arrepentidos" y "testi-
gos secretos": remembranzas de la Santa Inquisi-
ción, ponencia presentada al congreso celebrado
en la Universidad de Buenos Aires con motivo del
75° Aniversario del Código Penal Argentino; d. su
publicación en Teorías actuales en el Derecho Pe-
nal, Ad-Hoc, Buenos Aires, 1998, pp. 375 ss. Acoto
aquí que en esta publicación, la ortografía de la cita
del Manual de Inquisidores (Mompelier, Impren-
ta de Feliz Aviñon, 1821, pp. 21 Y ss., esp. p. 36) fue
adecuada a las reglas actuales, mientras que en el
manuscrito de Reyes Alvarado se respetaba la or-
tografía original usada también aquí. Cf. la refe-
rencia respectiva en Sancinetti (como en natal).
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nuaciones de pena basadas en la conducta pro-
cesal del imputado, sea contra sí mismo, sea con-
tra otros. Ambos institutos están relacionados. Y
Ferrajoli resume muy bien de qué modo los clá-
sicos se emolaron en contra de la delación como
medio de obtener beneficios, en una discusión
doctrinal que, sin embargo, también tuvo expo-
nentes de la orientación contraria.

Bentham, por ejemplo, siguiendo criterios uti-
litaristas, consideraba que el premio de la impu-
nidad para los cómplices delatores, que "siem-
pre es malo", podía justificarse si no había "otro
medio" para conocer la participación de los de-
más, porque, sostenía él. "la impunidad de uno
solo es un mal menor que la de muchos"6.

Mas la mayor parte del pensamiento clásico
de la Ilustración y de autores más recientes está
completamente en contra de este comercio. El
propio Ferrajoli lo explica de modo admirable
en el marco del acento puesto por él en el valor
de un modelo garantista de justicia penal, que,
entre muchas otras cosas, proscribe "cualquier
promesa o presión directa o indirecta sobre los
imputados para inducirlos al arrepentimiento
o a la colaboración con la acusación"7. Elprin-
cipio de legalidad, el nexo entre retribución y
delito, el principio de igualdad, todo se echa
por la borda con una figura como ésta. Contra
tales prácticas -recuerda Ferrajoli- alzaron sus
voces, entre otros, Diderot, Rumagncsi, Paga-
no, Filangieri8. Se podrá decir cualquier cosa,
menos que estamos en presencia de institutos
que no pudieron ser previstos hace 80 años,
pues eran conocidos desde antiguo y fueron
criticados por la Ilustración con todo rigor.

De Filangieri hemos de transcribir aquí un
párrafo significativo: "Mucho menos se debe-
ría admitir como motivo razonable de impuni-
dad el perdón que se suele prometer al cómpli-
ce por el descubrimiento de los demás. Aun
cuando la santidad de las leyes no fuese incom-
patible con un remedio que llevaconsigo la más

6 Ferrajolí, lug. cit., esp. p. 680, n. 299.

7 Ferrajolí, lug. cit., p. 608.

8 Ferrajolí, lug. cit., p. 609.
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vil traición; aun cuando no fuese un indicio de
debilidad e impotencia elver que la ley implora
el auxilio del mismo que la ofende; aun cuando
no hubiese mostrado la experiencia que en es-
tos casos suele ser el más perverso el que se
libra del rigor de la pena, la razón sola debería
bastar para disuadir al legislador de echar mano
a este remedio, que no sólo es insuficiente para
producir el efecto que se desea, sino que puede
ser causal del efecto contrario. En vez de reti-
rar al hombre perverso y astuto la esperanza o
la seguridad de la impunidad concedida a la
delación del cómplice, le dará más aliento para
emprender un delito en que se necesite el con-
curso de muchas personas... Todos verán en la
delación un asilo seguro 9.

y más brevemente lo decía Diderot en una
línea: "Conceder la vida a aquel que ejecutará a
sus compañeros es un medio muy seguro de
hacrr morir a los menos culpables y de salvar al
más malvado"lO.

6.- El argumento de que el Estado no debe
apoyarse en la deslealtad de los delincuentes
entre sí es el menos acertado. En realidad, el
Estado no tiene por qué respetar o solventar
los pactos de silencio entre criminales; claro
que no. En este sentido, el rompimiento de un
pacto de silencio puede ser bienvenido, si el
medio empleado es legitimo. Lacuestión capi-
tal consiste en si es legítimo que la iealtad cri-
minal se rompa a cambio de un beneficio. Es
esto lo que no tiene legitimación moral, porque
el hecho a juzgar sigue siendo el mismo, y la
colaboración con la justicia en la propia perse-
cución no es ni ética ni jurídicamente exigible.

y así entramos al núcleo de la cuestión pro-
piamente juridica.

a) En primer lugar, la pena pierde así su sen-
tido de señalarle a cada uno lo que sus hechos
valen, y de señalarles a todos que la sociedad
está en lo correcto, y el delincuente, en lo erró-
neo; que la expectativa sigue vigente como pa-
rámetro de comportamiento.

9 Ferrajoli,lug. cit., p. 681, n. 301.

10 Ferrajolí, lug. cit., p. 680 Y s., n. 300.

Porque la rebaja o eximición de pena será más
bien un aliciente a la formación de asociaciones
criminales. Si mi odio racial es muy grande más
me vale matar al que aborrezco y luego salir co-
rriendo a sindicar a alguno de los demás partici-
pantes. En ese caso, me saldrá todo bien: hasta la
sociedad le dirá a todos -con el comunicado de
declararme "impune"- que he obrado correcta-
mente. Esto lo veía hasta el mismo Bentham,
quien, por ello, prefería hacer le trampas al im.
putada, no decir nunca de antemano en la letra
de la ley, que aquél podía ganarse la impunidad.
Éldecía que "nunca deben señalarse semejantes
recompensas por una ley general", que "sería una
invitación para toda especie de delitos, pues sería
lo mismo que si dijese el legislador: entre mu-
chos críminales el más maligno no sólo quedará
sin castigo, sino que será recompensado '11.

b) Pero todo esto, con ser grave, no es lo peor.
La cuestión capital es que este sistema, al igual
que el juicio abreviado, lesiona de modo irre-
parable un principio básico del derecho penal:
la garantía de que nadie está obligado a decla-
rarcontra sí mismo, que elart. 18 de la Consti-
tución Nacional consagra de modo claro, al igual
que los pactos de derechos humanos, que, ade-
más de tener rango constitucional, nos vincu-
I~ con la comunidad internacional. El prínci-
p~o es formulado generalmente en latín, bajo
diferentes configuraciones: nema tenetur seip-
fum prodere (nadie está obligado a traicionar-
se), nema tenetur seipsum accusare (nadie eSTá
obligado a acusarse), nema ter¡etur annare ad-
versarium contra se (nadie está obligado a dar-
le armas a su adversario). Las fuentes remon-
tan el fundamento moral de este principio a
una derivación de enseñanzas de San Juan Cri-
sÓstomo de la doctrina cristiana12. A pesar de
ello, la historia de nuestra cultura conoce los
ejemplos más alarmantes de violación a esta

11L .a ya menclOnada cita en Ferrajolí, lug. cit.,
p. 680, n. 299.

12 Cf. por ejemplo la referencia de Detlef Liebs
en su manual de aforismos latinos: Latejnjsche
fechtsregeln und .Rechtssprjchw6rter, München,

982, p. 134 s., segun el cual el decreto de Graciano
sobre el principio nemo tenetur sejpsum prodere
se fundaba en San Juan Crisóstomo.
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garantía, patentizada del modo más claro en la
aplicación de la tortura.

Ciertamente con la aplicación de tormentos
se podría ganar una cuota de eficiencia en la
persecución penal, si uno viera a la pena, a ul-
tranza, como un "bien" que eleve el producto
bruto de bienestar social, pero no si uno ve a la
eticidad del Estado como el bien propio del sis-
tema penal.

De la tortura a la coacción para obtener una
declaración autoincriminatoria hay sólo un
paso, si esquela hay: pues según cómo se defi-
na "tormento", se puede ver en la incertidum-
bre del final del proceso y en la oferta tentado-
ra del Estado de un "precio punitivo de oca-
sión"a cambio de información, un padecimiento
horrible, en todo caso menor que unas horas
en el cepo o una sesión de latigazos. En este
sentido sí es de peso el argumento del disvalor
moral de que el Estado provoque la delación
entre los criminales; no porque sea inmoral la
delación en sí, sino porque lo es que el Estado
atormente a quien quizá cree en el valor de la
lealtad entre criminales con dejar de lado ese
valor propio por un precio de ocasión.

Sólo el Estado no negociante asegura un de-
recho penal respetuoso de las garantías de to-
dos. Un Estado que basa su sistema de esclare-
cimiento penal en la información aportada por
el imputado no es un Estado de Derecho.

Acaso quepa aclarar algo más esta problemá-
tica, porque al observador poco avezado puede
resultarle oscura la relación entre el principio
nema tenetury la proscripción de ofrecerreba-
jas o premios al delator del copartícipe o del
autor de otro hecho punible. Pero la relación es
clara para el que conoce medianamente la cues-
tión. La oferta de un premio o rebaja presupone,
naturalmente, que esa oferta puede motivar al
coimputado a decir algo; pero este "decir algo"
ha de llevarlo al que delata, justamente, a reco-
nocer también su participación en el hecho. Pero
esta participación en el hecho mediante una con-
ducta también punible, terminará llevando al
delator a no poder volver sobre sus propios ac-
tos. Eljuez podrá darle una rebaja, o no; pero, en
todo caso, el reo habrá declarado ante el riesgo
de que, en caso contrario, pudiera tener una san-
ción más grave.
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De este modo, se obtiene por vía oblicua una
confesión coactiva. Todo mecanismo que tien-
da a alentar la autoincriminación está proscripto
por el arto18de la Constitución, porque sinadie
está obligado a declarar contra sí mismo, tam-
poco puede tener nadie un peor trato por que-
darse callado, mientras otro lleva premio por
hablar "a tiempo". Yeste premio "por hablar".
sin embargo, será pagado caro -con frecuen-
cia, con el precio de una condena que el reo
habría podido evitar completamente si se hu-
biera quedado callado-o Esto muestra de nue-
vo lo vilde la promesa de excarcelación. Aligual
que el Inquisidor, se le dice al coimputado de
nuevo:

-"Mira, hijo mío, te tengo mucha lásti-
ma... etc.. etc.. que pueda yo ponerte cuan-
to antes en libertad y que vuelvas en paz
a tu casa".

e) Ciertamente quedaría un camino para evi-
tar la violación alprincipio nema tenetur. Yes el
siguiente. Una regla que imponga que todo
aquel que aporte el dato más insignificante ten-
drá asegurada de pleno derecho yanticipada-
mente la impunidad por su propia participa-
ción. Así, desde luego, sí se le aseguraría al reo
que su autoincriminación no podrá perjudicarlo
en nada, a excepción del menoscabo a su pres-
tigio social. Pero este camino -está a la ~sta-
llevaría a una promesa alocada de impunidad
"a cambio (a veces) de nada". Es decir, que, cu-
riosamente, la garantía constitucional sólo es-
taría respetada si se asegurara de antemano la
total impunidad. no la rebajal3 -porque esto
igualmente implica una pena que el imputado
podría no haber recibido si se hubiera quedado
callado-, y a cambio de un dato que, quizá, ni
siquiera sea eficiente para la investigación -por
tanto. no llevará "premio"-, medida de nuevo la
eficiencia en valores de condena.

d) Hay, además, otra objeción decisiva para
el Estado de Derecho. Yes el principio de igual-
dad. Si quien llega primero a delatar al otro

13 Un problema distinto, por cierto, reside en
que, desde otro punto de vista, desde el principio
de igualdad, la lesión sea más grave con la "impu-
nidad" que con la "rebaja".
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queda impune u obtiene rebajas. ocurrirá que,
a igualdad de culpabilidad, haya diferente me-
dida de la pena, pero esto desvincula la reac-
ción penal del Estado, de la culpabilidad perso-
nal del autor. y un sistema desigualitario, que

no ve en el ilfcito culpable el punto de referen-
cia no sólo de la pena en si, sino también de su
estricta medida, no puede cumplir el imperati-
vo constitucional de afianzar la justicia. Por ello,
desde este punto de vista sfhay una mayor vio-
lación con la "impunidad", que con la "rebaja".

7.- Lo anterior muestra los argumentos prin-
cipales en contra de la validez de la figura pre-
tendida, también en contra de su legitimidad
constitucional.

Pero hacemos un llamado especial, pues es-
tamos en una época en que, muy erradamente.
se asimila a acto noble todo acto que produzca
condenación, y acto corrupto a todo acto que
implique absolución. Se trata de un concepto
miope. pero que domina el pensar de los pue-
blos desde los albores de nuestra civilización.
En los grandes procesos de la historia se ha
podido ver una y otra vez a las muchedumbres
pidiendo una condena; muchas menos veces
clamando por la inocencia de quien era ajusti-
ciado sin razón. De modo que pesa en nosotros
la respons<,bilidad de no dar cauce a institutos
ilegítimos; no podemos confiar en que, si cede-
mos a gn.:pos de presión. otras inst?ncias del
Estado de Derecho puedan poner freno a lo
ilegítimo. Tenemos el profundo temor de que,
desde elpunto de vista del derecho penal escri-
to, estemos peor que hace 16 años, cuando
dejamos atrás los años de la dictadura. Porque
con toda la ilegitimidad que reinó en aquellos
años. los juristas de entonces no se atrevieron a
insertar en los textos institutos cuya tradición
antilibertaria era conocida desde muchísimo
tiempo atrás. Sisancionáramos la pena de muer-
te, como hizo el régimen militar, podríamos
confiar aún en que nuestra debilidad sea supe-
rada por la fortaleza de los jueces, que se nega-
rían a aplicarla; pero si aceptamos institutos de
esta clase, que pongan en manos de los jueces
la facultad de penar en más o en menos según
la colaboración que el imputado demuestra con
su propia tarea, podemos estar seguros desde
ahora mismo que se recurrirá a este medio con
toda la arbitrariedad imaginable; que los me-
dios de prensa, o cualquier otra instancia in-

controlable de los estratos sociales decidirán
quién. cuándo y en qué medida deba ser favo-
recido. y quién, cuándo y en qué medida, con-
denado.

Este riesgo es mucho mayor cuando se ad-
vierte por ejemplo que el PPE deja en manos
del Ministerio Público el llegar a un pacto de
indulgencia con el "testigo de la corona" y dejar
"suspendida" la acción penal a su respecto. En
épocas en que el Ministerio Público se regía
entre nosotros por el principio de legalidad,
como una institución más dentro del Poder Ju-
dicial. este riesgo habría sido también grave,
pero no tanto como en el tiempo presente, no
porque por imperativo constitucional el Minis-
terio Público esté separado del Poder Judicial
(pues su función material es, de todos modos,
una función judicial). sino porque la práctica
desarrollada desde el restablecimiento del sis-
tema democrático ha ido impulsando al Minis-
terio Público (de hecho. no de derecho) a de
~ependencia cada vez mayor del Poder Ejecu-
tiVO,a ser el mero brazo ejecutor de poiíticas
de persecución penal. Y,entonces, qué podría
pasar cuando los gestores de un acto terrorista
sean allegados al partido político gobernante.
que se pactará con ellos la incriminación de
cualquier otro. asegurando así la impunidad en
el peor caso: en el caso de que el terrorismo
vaya de la mano del partido gobernante. No
hemos tenido pocos cas'Js, en nuestra historia
de terrorismo de Estado dentro de gobierno~
formalmente democráticos. ¿Qué va a pasar
entonces?, que será muy fácil lograr la impuni-
d~d de facciones violentas vinculadas a los go-
bler~os o bien no vinculadas a ellos, pero sí
prOVistasde la capacidad para extorsionarlos.

8.- Pero quedan otras consideraciones de
carácter utilitarista, aunque ciertamente no son.
en nuestro pensamiento, las determinantes.

~os referimos ahora a la pregunta de si al-
gUienconsidera en serio que remedios de esta
clase puedan servir para el esclarecimiento de
~echos punibles. Me aboco pues aliado empí-
nco, del instituto, aunque no es para nada la
r
h
azon por la cual estoy en su contra (de esto ya
ablanlos párrafos anteriores).

Si uno de los medios de esclarecimiento de
un hecho punible, que los jueces pueden tener
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portal. es la declaración de un coimputado (en
realidad, también en contra de la tradición li-
bertaria, que exige una corroboración objetiva
seria de laveracidad de los dichos, normalmente
satisfecha para los jueces con cualquier coinci-
dencia circunstancial). entonces. estos institu-
tos no servirán para esclarecer el hecho, sino
para que se pueda mostrar a la sociedad algún
responsable.

En los años recientes. posiblemente como
consecuencia de las leyes de Punto Final y de
Obediencia Debida que doblegaron el senti-
miento jurídico de la población. se llegó a la
convicción de que la "ejecución del culpable" es
un bien de supremo orden en la escala de valo-
res de la sociedad. Erradamente así, un juez
que condena "porque sí" es puesto igualmente
como modelo de lo debido; un juez garantista,
como extraviado. Esto da por resultado que en
consonancia con los grandes procesos de la his-
toria, cada vez que un hecho conmovedor cas-
tiga el sentimiento jurídico de la sociedad. el
pueblo se presente en las plazas a pedir a los
gobiernos de provincia o federal el "esclareci-
miento del hecho punible". Con esto se parte de
la base de que carecemos de división de pode-
res. y los gobiernos ejercen (en ocasiones al
menos, no en otras) la presión rogada para la
obteT1dónde medidas políticamente plausibles.
Este es el final del proceso penal del Estado de
Derecho. y el equivalente democrático del Es-
tado totalitario.

Mas. bajo estas presiones. ¿qué pasará cuan-
do un hecho conmovedor deba ser esclarecido
para salvar la paz del gobierno local o federal
de turno?: que los jueces serán presionados para
que cualquier informante de dudosos antece-
dentes pueda generar la base de una imputa-
ción contra persona determinada, con la espe-
ranza de "combatir" el delito. Este será el men-
saje transmitido a la sociedad, que posiblemente
lo aceptará gustosa; entretanto pagarán con
moneda de prisión aquellos a los que les toque
servir de expiación de estas culpas colectivas.

Preguntamos, pues: ¿qué credibilidad puede
tener quien incrimina a otro a cambio de una
bonificación?

Nuestra jurisprudencia nacida en vigencia del
anterior Código de Procedimientos en Materia
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Penal para la Nación había hecho grandes es-
fuerzos por delimitar en qué casos era siquiera
admisible tomar en cuenta la declaración de un
co-partícipe, implicado en el mismo procedi-
miento (la llamada "declaración del co-reo").

y,

aunque con muchas oscuridades e insegurida-
des conceptuales, se había llegado a asentar la
tesis de que la declaración del correo podía ser
tomada en cuenta como medio de prueba, en
la medida en que estuviera claro que de su de-
claración no pudiera obtener élninguna venta-
ja. Pues, ahora, de aceptarse elinstituto del "tes-
tigo de la corona" no sólo se aceptaría la decla-
ración interesada, sino que justamente se lo in-
citaría al correo a incriminar a los demás, a cam-
bio de un precio cierto en unidades de pena.
¿Cómo podemos habernos corrompido tanto,
en el tratamiento de cuestiones fundamentales
del derecho penal?

¿Quién podría creer en la palabra de X cuan-
do X dice que fue Y el que organizó la "banda
armada", el "dueño de ella", el "mafioso", etc.,
cuando X recibe una rebaja o la exención de
pena por decirlo justamente que fue Y? Enton-
ces, ¿por qué no condenar a Y directamente sin
preguntarle nada a X? Porque no se dirá que la
declaración de X es una "prueba" de la culpabi-
1idad de y: es sólo la palabra de quien dice lo
que qui~ran con tal de pasar a mejor situación.
Sería menos hipócrita, pues, condenar a Y sin
ningu.la prueba, porqup. "hace falta".

Pero es evidente que institutos de esta clase
implican riesgos de esa naturaleza, es decir, de
la incriminación de inocentes y de la impuni-
dad de culpables. El que esto implicará la im-
punidad de culpables es un dato asumido como
presupuesto explícito en el propio articulado
del proyecto. El que además llevará a la puni-
ción de inocentes, no se lo quiere decir, pero es
tan cierto como lo otro. Basta con ver que nin-
guno de los proyectos que circulan sobre esta
materia prevé una rebaja de la sanción penal
para aquel que demuestra que algún otro im-
putado en cierta causa es en realidad inocente.
Desde luego que esto también es un esclareci-
miento del hecho: al menos se sabe que Fulano
no es el culpable. Pero esto no puede ser ofre-
cido a la población como una "ganancia"; antes
que esto, se prefiere el "oscurecimiento del he-
cho" con el encierro de un inocente ("antes de
soltarte a ti debería tener otros dos a cambio").
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También esto se corresponde al procedi-
miento de la Inquisición. Para asegurar la efec-
tividad del delicado encargo conferido al San-
to Oficio de la Inquisición -explica Yesid Re-
yes- se determinó como "peculiar y novilísi-
mo privilegio del tribunal de Inquisición que
no estén los jueces obligados a seguir las re-
glas forenses, de suerte que la omisión de los
requisitos que en derecho se requieren no hace
nulo el proceso..." y también que, en "las cau-
sas de herejía, por respeto a la fe, son admiti-
dos los testimonios de escomulgados, los
cómplices del acusado, los infames y los reos
de un delito cualquiera", así como las declara-
ciones de los herejes, con la advertencia de
que estos últimos "valen contra el acusado y

nunca en su favor", pues "cuando un hereje
depone en favor del acusado, es de presumir
que le mueve el odio de la iglesia, y el deseo de
que no se dé el castigo merecido a los delitos
cometidos contra la fe", con tal suerte, seguía
diciendo el Manual de Inquisidores, "que si un
testigo falso retrata su primera declaración
favorable al acusado, se atendrán los jueces a
la segunda". Pero la segunda declaración "vale
solo cuando es en perjuicio del acusado, que
si le fuere favorable se ha de atener el juez á la
primera"14.

También por esto, como se vio, los clásicos
vieron que pactos viles de esta índole entre Es-
tado y delincuente, sólo podrían servir al má~
p€:rverso,al calculador, al malvado.

Li ley penal del Estado de Derecho, en suma,
sólo debe medir la gravedad de la reacción pe-
nal con arreglo a parárnetros que no se puedan
alterar por confusas consideraciones de con-
veniencia. Nunca debe ser fuente de bonifica-
ción la conducta dentro del proceso penal, en
el cual el autor es soberano para el comporta-
miento más adecuado a su defensa. Élno sólo
no tiene obligación de colaborar, sino que al
Estado le está prohibido coaccionarlo a que
colabore.

Si el Estado de Derecho abandona ese mode-
lo, y se vuelca hacia un cálculo de intereses, el
parárnetro lo fijará el mercado, no la justicia.

14 Reyes Alvarado, como en nota 5.

9.- En la fundamentación del PPE se argu-
menta sobre esta base:

"Loshechos criminales del terrorismo -dice-
constituyenevide~teme.nte una preocupació~
d~ to.da la comumdad mternacional. La Re-
publica Argentina ha sufrido los efectos de
sucesos de esa naturaleza con los atentados a
la Embajada de Israel y a la sede de la AMIA
los que marcaron unos de los hitos más tris~
tes de la historia de la criminalidad de nues-
tro país.

. :El gobierno nacional tiene la firme convic-
clOn d~ que d~be .sumarse a los esfuerzos que
se re~l~an a m.vel Illternacional para prevenir y
repnm~r es~e.npo de hechos delictivos, a través
de una JustIcia eficiente y respetuosa de las ga-
rantías individuales",

Como lo demuestran las consideraciones
precedentes, este es el peor homenaje que se
puede h~cer a las víctimas de aquellos actos
de terr?nsmo. y que ello es así lo demuestra
del mejor modo el hecho de que las víctimas
del atentado contra la AMIAse oponen al pro-
greso de este proyecto. Verdad es que no se le
puede dar a las víctimas de un delito el dere-
c?o supremo de decidir qué hacer con la ac-
clO.npenal y mucho menos se puede castigar a
qUienes ellas determinen como culpables del
hech~, Pero lo que el Estado, cnmG contn.-
¡artlUa: t'impocc puede hacer, es imponerle a
~s víctimas un modo de resolución del con-

flictoq~e no se fu"da en darlea cada uno lo
~uyo, SIlla en una política de intercambio de

l
lllteres,es que el Estado decide de espaldas a
as VÍctimas.

10.- Menos atinadas son aun - si cabe- estas
otras palabras de la fundamentación:

"N
"

o se trata, por cierto, de caer en la tenta-
c~onde crear mecanismos de emergencia que
:le~ten los principios de nuestro sistema pe-

na '
SI~Opor el contrario de adecuar determi-

lar?~S~nstrurnentos que atiendan a las particu-
t.

I a es de estos hechos y de sus intervinien-
des-en gen~ral, grupos armados con sofistica-

Ci~sm~camsmos de organización y ramifica-
nes mternacionales-, con la finalidad de lo-

grar una may f'
,

r . , or e IClencla en la prevención yepresiOn de sus actividades".
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. Como he~os demostrado, se trata, sí, por
c~erto, de Violentar los principios de nuestro
sistema penal. En pasajes posteriores de la fun-
d~e~~ación se quiere disimular o exculpar esta
Violacl?n,. con la referencia a que habría insti-
tutos similares en "las hipótesis que contem-
plan el artículo 217 del Código Penal y el artícu-
lo 29 ter de la Ley N° 23.737".

.
a) El primer caso citado, del arto 217, CP. no

tiene la menor relación con la figura del "testi-
g? de la corona". Justamente es todo 10 contra-
no a esto; y la fundamentación errada del pro-
yecto demues~ra,que ha sido preparado con
total desconoClmlento de la materia.

La estructura del arto 217 CP es la de una
C~?sal de impunidad posterior ala consuma-
CiOnf~rma~del delito, pero anterioral primer
a~to ejecutivo desde el punto de vista mate-
nal. Se trata de una excusa absolutoria del
delito de "tomar parte en una conspiración
de dos o más personas, para cometer el delito
de traición", reprimido en el arto 216, CP. Se
trata de un hecho que, materialmente, es un
"acto preparatorio" (del delito de traición,
arto 215, .C~). Es fr~cuente que el legislador
d.e,baanticIpar, en clertos delitos, la conmina-
ClOnpenal, a un momento previo al de la ver-
dadera afectación del bien jurídico; a esto se
le su~le llamar':delitos de emprendimiento",
quenendo decir COilesto que se sanciona
co~o delito ya el "emprendimiento" hacia un
delIto.

En el arto 216 CP. pues, se reprime una con-
ducta anterior. a la de la "traición a la patria", y
es la de conspirar para esa traición. Se trata de
un~ ~structura, pues, más alejada aún de la afec-
t~clOn del bien jurídico (seguridad de la Na-
ción), de lo que está un acto de tentativa inaca-
b~da de cualquier delito, al momento del co-
rruenzo de ejecución. Pero así como el comien-
zo de ejecución de un delito es un hecho puni-
ble del que el autor puede quedar impune si
de!iste v~luntaT!am,7nte d~lhecho (art. 43, CP),
aSI también qUien conspira para traicionar"
puede quedar impune de este hecho (formal-
ment~ ya punible) si revela la conspiración a la
autondad (art. 217, CP): a esto sí se le llama
técni~ar;;ente, desde antiguo, "arrepentimien-
to activo, como paralelo del desistimiento de la
tentativa.
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Desde luego que a la revelación a la autori-
dad del art. 217, CP,debe seguirle también el
abandono de la empresa criminal; de otro
modo, la excusa absolutoria no opera. Por el
mismo hecho de ser un paralelo con el desisti-
miento de una tentativa, en el art. 217 CP se
prevé como condición de la causal de impuni-
dad, que el acto revelador se realice "antes de
haberse comenzado el procedimiento". Este
requisito es un paralelo de la "voluntariedad"
como condición para la impunidad por desis-
timiento de la tentativa (art. 43, CP). Siel autor
de una tentativa de robo desiste porque acaba
de advertir que se acerca un policía que po-
dría aprehenderlo,no quedaimpune "por de-
sistimiento", porque lo que en elejemplomo-
tiva al autor a no seguir adelante no es su pro-
pia decisión voluntaria; del mismo modo, si el
conspirador de traición revela la conspiración
porque se entera de que ya hay un procedi-
miento contra el grupo y quiere sustraerse a la
condena, no merece ni un día deremisión de.
pena según el arto217, que en la fundamenta-
ción del PPE que estamos considerando es ci-
tado, con total error, como figura análoga a la
que se quiere sancionar en el proyecto. Pero
tan falso es que haya alguna analogía entre
ambas cosas, que aquí estamos discutiendo la
impunidad de quien revelaun datodentro del
proceso ("testigode la corona").no antes de
que exista un proceso contra él (impunidad
por revelar la conspiración aúil no ejecutada).
De modo que la primera comparación es com-
pletamente errada.

b) El segundo caso se refiere a la Leyde Estu-
pefacientes, que efectivamente contiene una
consagración del "testigo de la corona", con que
el sistema penal se ha corrompido en años pa-
sados, aún recientes. De este precepto sólo se
puede rogar por su derogación, mas no tomar-
lo como ejemplo, para contaminar más aun el
sistema penal. Ese es siempre el precio de la
claudicación: cuando uno admite la corrupción
penal para un determinado caso, ¿por qué no
admitida para todos los casos?

El ejemplo de la Ley de Estupefacientes sólo
demuestra lo mal que ha hecho el Congreso
Nacional al ceder a las imposiciones extranje-
ras en esa materia. Porque es enteramente cier-
to que esa figura sí es -en contra de lo que dice
la fundamentación del PPE que ahora está en
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consideración- "enteramente extraña a nues-
tra legislación en la materia". Mientras que la
impunidad por abandonar los delitos de em-
prendimiento antes de que hayan producido
un daño (como el caso del art. 217 CP) tienen
una honda tradición cultural en la filosofía pe-
nallibertaria e ilustrada -que es muy anterior a
la sanción de nuestro Código Penal de 192h la
impunidad por la denuncia de un coimputado
es producto de la contaminación del sistema
penal argentino con institutos propios del Esta-
do mercader. Este ejemplo no debe cundir. Si
nos falta el poder para derogar esta figura en la
escasa medida en que, lamentablemente, ya ha
sido recogida, al menos no debemos extender-
la más allá de eso.

En forma somera, pero clara, uno de nues-
tros principales juristas penales de la actuali-
dad, el Prof. Eugenio Raúl Zaffaroni, ha puesto
de manifiesto los riesgos de La creciente legis-
lación penal y los discursos de emergencia, con
palabras que encierran una crítica a la iegisla-
ción en materia de estupefacientes, también en
punto al premio a los delatores, entre otros ins-
titutos impuestos por lo que él denomina "di-
rectivas transnacionales":

"Por otro lado -dice Zaffaroni-, se observan
directivas transnacionales temporalmente pro-
longadas, que imponen prácticamente a todos
los paí&es legislaciones penaíes especiales dife-
renciadas de la legisladón penal ordinaria: el
caso más claro es toda la legislación en materia
de tóxicos prohibidos. Las presiones provocan
en algunos países legislaciones aberrantes que
violan todas las garantías de cualquier Derecho
Penal civilizado; leyes penales retroactivas, pro-
cesos penales secretos, comisiones especiales,
limitaciones al derecho de defensa, instruccio-
nes a jueces, premios a delatores, autorizacio-
nes judiciales para cometer delitos, etc. Resuci-
tan de este modo las viejas instituciones inqui-
sitoriales y se legitiman por su pretendida prac-
ticidad"15.

15 Zaffaroni, La creciente legislación penal y los
discursos de emergencia, en Teorías actuales en el
Derecho Penal, Ad-Hoc. Buenos Aires, 199B.

pp.

613 ss. (615).

.11.- Justamente e~~echo de que el PPE y el
dictamen de la Comisión de Legislación Penal
(Orden del Día Nro. 3) restrinja la operatividad
de esta figura. de atenuación e impunidad a ca-
sos de terrorIsmo-de modo similar a como lo
prop.one el proyecto del diputado Camaño-
lI?ph~a la confesión de la consciencia de su ile-
gltlrnld.ad. Porque si realmente se tratara de un
mecanismo acorde al Estado de Derecho, res-
petuoso d~ las .g~antías individuales, adecua-
do al valor J~StlCta y, además, eficiente desde el

punto de Vista de l~ persecución penal, pues,
entonces, ¿por que razón no incorporar la fi-
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gur.a de modo general, cualquiera que sea el
delito que se investigue? Respuesta obvia: por-
que se ~abe que es inmoral; y uno se siente
~enos i~oral, si admite lo que es incorrecto
solo en Ciertoámbito.

En definitiva, el tema pone en el primer plano
la pregunta por el fundamento del castigo esta-
tal y los lí~ites en que este castigo es moral-
mente legitimo. NueStra exigencia con el Esta-
do de Derecho nos impone oponemos total-
me~te a esta.iniciativa que incorpora la figura
del arrepentido".
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Sanción de la
Cámara de Diputados

Buenos Aires, 27 de enero de 2000.

PROYECTO DE LEY

Artículo 1° - A los efectos de la presente ley,
se consideran hechos de terrorismo las accio-
nes delictivas cometidas por integrantes de aso-
ciaciones ilícitas u organizaciones constituidas
con el fin de causar alarma o temor, y que se
realicen empleando sustancias explosivas, in-
flamables, armas o en general elementos de ele-
vado poder ofensivo, siempre que sean idóneos
para poner en peligro la vida o integridad de un
número indeterminado de personas.

Art. 20- En los supuestos establecidos en el
artículo anterior, podrá excepcionalmente re-
ducirse la escala penal aplicando la de la tenta-
tiva o limitándola a la mitad al imputado que,
antes del dictado de la sentencia definitiva, co-
labore eficazmente con la investigación. Para
obtener el beneficio se deberá brindar infor-
mación esencial para evitar la consumación o
continuación del delito o la perpetración de
otro, o que ayude a esclarecer el hecho objeto
de investigación u otros conexos, o suministre
datos cte manifiesta utilidad para acreditar la
intervención de otras personas, siempre que el
delito en que se encuentre involucrado el be-
neficiario sea más leve que aquél respecto del
cual hubiere brindado o aportado su colabora-
ción.

Art. 3D- En los mismos supuestos podrá
aplicarse el minimo legal de la especie de pena,
cuando la información brindada hubiere per-
mitido acreditar la existencia de la asociación
ilícita, desbaratar sus actividades o acreditar la
intervención de alguno de sus miembros en el
hecho delictivo, determinando así el respectivo
sometimiento a proceso de quienes no hubie-
ran sido imputados hasta entonces.

Art. 40 - La reducción de pena prevista pre-
cedentemente deberá ser decidida por el tribu-
nal del juicio al dictar la sentencia definitiva.

Sin embargo tan pronto como la reducción
de la escala penal prevista por los artículos 20y
30 aparezca como probable, podrá ser consi-
derada a los fines de la excarcelación de acuer-
do a las normas procesales comunes.

Art. 50- Las declaraciones de las personas
mencionadas en las disposiciones anteriores,
carecerán de valor si no se producen con el
contralor del fiscal, la querella y la defensa, del
modo establecido en las leyes procesales.

Los elementos probatorios obtenidos me-
diante la colaboración prevista en esta ley po-
drán exclusivamente ser utilizados en el mismo
proceso o en otros por hechos relacionados o
conexos con el que motivó aquél.

Art. 60- Será reprimida con prisión de uno
(1) a tres (3) años cualquiera de ¡as personas
qt.e se acojan a cstaleyy formulen señalarnien-
tos falsos o proporcionen datos inexactos so-
bre terceras personas.

Art. 70- Sifuere presumible que el imputa-
do que hubiera colaborado, corriere riesgos en
razón de ello respecto de su integridad perso-
nal o de su familia, se adoptarán las medidas de
protección necesarias, incluidas la provisión de
los recursos indispensables para cambiar de
actividades laborales y la sustitución de su iden-
tidad.

Art. 80- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Rafael M. Pascual.
Gumermo P.Aramburu.
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TRATAMIENTO EN EL
SENADO

Dictamen de la comisión
Cámararevisora

ORDEN DEL DIA 1359/2000

Honorable Senado:

Vuestra Comisión de Asuntos Penales y Regí-
menes Carcelarios, ha considerado los proyec-
tos d~ ley C.D.-174/99, S.-343/99 del senador
Galvan, S.-2.198/99 del senadorVillaverdey S.-
2.230/99 del senador Alasino, por los cuales se
crea la figura del arrepentido, y pcr las razones
que da:~ el miembro informante, os aconseja
la sanClOn del proyecto vp.nido en revisión.

d
De acuerdo con las disposiciones pertinentes

el ~~glamento del Honorable Senado de la
NaclOn, este dictamen pasa directamente al
orden del día.

Sala de la comisión, 15 de febrero de 2000.

SENADORES FIRMANTES DEL DICTAMEN

Angel F Pardo.
- Enresto H. Oudin. - Al-

bert? R. Maglietti. - José Genoud. - Pedro
G. ~¡JJarroeI.

- Jorge F Mjkkelsen-Loth -Jose F CarbonelI.
.

En disidencia parcial:

Augusto Alasmo.

En disidencia:

CarlosJ.A. Sergnese.

Fundamentos de la disidencia
del senador Sergnese

Impreso el día 17 de febrero de 2000

SUMARIO

Señor presidente:

l. Esta Honorable Cámara se presta a consi-
der~r el proyecto de ley venido en revisión (ex-
pedIente C.D.-174/99, ingresado con fecha 27
d~ e~ero ~~ este año 2000) sobre reducción o
dlsmmuclOn de penas a imputados que apor-
ten ~atos para el esclarecimiento de hechos
pumbles. o la detención de autores de hechos
de terronsmo, denominándose vulgarmente a
tales beneficiarios como "arrepentidos".
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Se trata de una iniciativa similar a la que ya
ha sido considerada y que recibió incluso la
respectiva sanción de la Cámara baja en 1997,
y que rechazó el Senado, tras un intenso estu-
dio y discusión amplia con la participación de
destacados juristas, en tiempos en que hubo
de presidir la Comisión de Asuntos Penales y
Regímenes Carcelarios del Honorable Senado
de la Nación el doctor Bernardo Pascual Quin-
zio.

Este proyecto parte de la base de que se trata
de un instrumento apto para combatir el deli-
to, especialmente el derivado de organizacio-
nes criminales.

Dejo para un momento ulterior la cuestión
relativa a la vaguedad de las calificaciones: "Te-
rrorismo", " asociaciones ilícitas", etcétera.

Lo esencial es el punto de partida en que se
ubica un Estado que acepta de la legitimidad
moral de esta clase de negociaciones con el
delito, es decir, de un Estado que se asocia al
delincuente, otorgándole un premio, para re-
primir a algún otro delincuente, con lo cual el
beneficiado puede ser mostrado a todos como
el parámetro de lo correcto. Este es el sentido
principal del proyecto: Que consagrará una vía
fácil de disminución de la pena, áe la punibili-
d¡¡d, en 1mtemprano estadio del proceso pe-
nal para aquel criminal que haya planeado tan
bien su acto de terrorismo, que no sólo tome
en cuenta cómo matar o hacer matar a un
número indeterminado de personas, sino tam-
bién a qué personaje sindicará después del
hecho como principal responsable para sus-
traerse él a la condena merecida. ¿Esta es la
forma en que se pretende dar respuesta al te-
rrorismo?

Aun cuando más adelante habré de aplicar-
me a consideraciones referidas al articulado
en particular del proyecto que en definitiva
aprobará, lamentablemente, la Comisión de
Asuntos Penales y Regímenes Carcelario s, y
presumiblemente también, más penosamente
aún, todo el cuerpo, destaco ante todo que lo
negativo no es la configuración particular del
proyecto, que también tiene mucho de criti-
cable: Está en juego, ante todo, una visión de-
cadente de filosofía moral o política que anida
en la base de toda iniciativa de esta índole. Es
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esto lo que justifica mi oposición total; no la
traslación de la idea-base a una concepción
normativa concreta, a un articulado en par-
ticular, en lo que también se puede errar en
más o en menos.

2. En el lenguaje político actual, incluyendo
aquí también al de las organizaciones interme-
dias de poder -es decir, también a los medios
de prensa, formado res de opinión, intermedia-
dores de partidos políticos, representantes de
asociaciones víctimas de delitos, determinados
candidatos en los procesos eleccionarios, etcé-
tera-, se le atribuye al derecho penal una fun-
ción prácticamente mágica. Se supone que la
pena como tal, cualquiera que sea su legitimi-
dad moral, su justicia en el caso particular y los
medios por los cuales es aplicada, se justifica
por sí misma como un bien.

Lapena estatal, sin embargo, no es algo simi-
lar a un renglón del producto bruto interno del
Estado, cuya pérdida de puntos en el % anual,
hiciera disminuir las condiciones de bienestar
del cuerpo social, como se lo presupone en esa
concepción. Si se indaga por la justificación
moral del castigo estatal, se verá que no hay
nada más "beneficioso" que el respeto a las re-
gias del derecho.

Elhombre de la r:alleI suele abrigar la idea de
que un derecho penal drástico y eficiente po-
dría augurarle un futuro maravilloso. Las cien-
das criminales enseñan que se trata de una idea
errada, que el derecho penal, desde el punto de
vista material, en el mundo físico,puede asegu-
rar padecimientos, no beneficios (educación,
salud, una vejez digna para todos). Ello no sig-
nifica que fuese mejor hacerlo desaparecer.
Pues toda asociación de personas necesita re-

1 En este punto, sigo reflexiones vertidas por el
profesor Sancinetti en su exposición dada ante el
Honorable Senado de la Nación, en tiempos en que
era considerado el anterior proyecto votado por esta
Cámara, luego rechazado por el Senado. Dicha ex-
posición fue publicada posteriormente en "Cua-
dernos de Doctrina y Jurisprudencia Penal", año

III (1997), N° 7, pp. 791 Y ss.: Observaciones críticas

sobre el proyecto de ley de tratamiento privilegia-
do al "testigo de la corona" (¿arrepentido?).

chaza~ la conducta desviada, estigmatizarla
como mcorrecta. El quebrantamiento de una
norma advierte a todos que la expectativa de la
conducta debida que encierra la norma está en
discusión. La pena demuestra que, para la so-
ciedad, en cambio, todo aquel que se atenga a
la norma está en lo correcto, quien la quebran-
te, en lo erróneo. Se trata, pues, de un inter-
cambio de mensaje y respuesta. El autor del
hecho punible pronuncia el principio: Lanor-
ma que quebranto no rige para mí; la sociedad
le responde que sí rige, y se lo demuestra a to-
dos, tambié~ a él, a su costa. Elderecho penal,
por tanto, solo nos deja seguir confiando en
que las normas fundamentales son parámetro
del comportamiento debido. No es necesario
asignarleninguna función (totalmente indemos-
tra~le) de ~segurar q~e, en el futuro, desapare-
cera el dehto; más bien se sabe de antemano
que el delito no puede desaparecer; pero tam-
poco puede desaparecer la pena que él mere-
ce, la cual sólo está en fin, expresado en térmi-
nos clásicos: Para que cada uno sepa lo que sus
hechos ,,:a}en(Kant) para negar con ella la que
la negaclOn del derecho (el delito) pueda ser
tenida por válida (Hegel).

Pero, p,araque la pena estatal pueda cumplir
su funclOn de marcar el parámetro de lo co-
rrecto, estabilizar la vigencia de lasnormas fun-
damentales (por ejemplo: Que la y;da del hom-
bre vale, que el homicidio no vale, etcétera),
pueda ser impuesta por el Estado sólo si a su
vez, el propio E~tado no se aparta de la s'enda
del,~erecho, de lo correcto, de lo moralmente
legitimo. Buscar una pena a cualquier precio y
por cu~quier medio contra el comportamien-
to desviado, como si el "sufrimiento" del infrac-
t~r fuera en sí un "beneficio" para la sociedad,
solo crearía la secuencia irracional de dos ma-
le,s(Hegel, modernamente: Jakobs)2. La pena
solo es la anulación del delito, si ella misma no

99~
Hegel, Grundlinien, der Philosophie des Rechts,

dl'
Jakobs, Strafrecht

- Allgemeiner Teil - Die Grun-
a~en und die Zurechnungslehre-Lehrbuch (De-

~ec o penal - Parte general - Los fundamentos y la
1~~~,íade la imputación -Tratado), 2' ed., 1991, 11

e t Con ello ya se vislumbra también cómo se debe
n ender la pena como reacción al conflicto' Ella-

Como qu b'
.

e rantamlento de la norma- no puede ser

1435

se funda en un acto delictivo, indecente o ilegí-
timo, porque, en cualquiera de estos casos, con
su imposición sólo se afiadiría alprimer mal, en
secuencia irracional, otro mal, ya incapaz de
mostrarles a todos que nosotros (la sociedad)
estamos en lo correcto, y el delincuente, en lo
erróneo, sino que se le dirá a todos que todos
estamos en lo incorrecto.

Siaquí hay un componente de "utilidad" es el
que consiste en que la sociedad necesita refir-
mar su sentimiento de justicia, que el "principio
de retribución" sigue siendo un parámetro,
como mera "autoconstatación" del grupo, de
que él se conduce con justicia 3.

Esto'significa también que el derecho penal
que puede producir el "beneficio social" de la
estabilidad d.elas normas (ningún otro) es aquel
que se mantIene dentro de los límites del esta-
do de derecho, pues sólo eso permite un co-
municado contradictor del comunicado delic-
tivoirlicial.Una vía no legítima "disminuiría aun
más elproducto bruto interno" (para quien sólo
pueda entenderlo asO, medido esto en cuotas
del valor "justicia".

3. Ciertamente, la impunidad de un hecho
culpable es igualmente un costo, una pérdida
de vigencia del valor de la norma quebrantada.
En este sentido, es verdad que se produce una
"pérdida" y un "conflicto" cada vez que la res-
ponsabilidad por un hecho punible no es esc!a-
recida, y su autor, condenado. Pero esto es pro-
ducto de que partimos de un estado de dere-
cho, que pone alas garantías individuales en el

juzgada como un suceso solamente exterior (por-
que entonces vendría a ser sólo la secuencia irra-
cional de dos males), sino que la pena también sig-
mfica algo, o sea, que la significación de la conduc-
ta que quebranta la norma no es determinante, y
que la norma sigue siendo determinante. Es de-
mostrado que el autor no se ha organizado correc-
tamente; se le sustrae el medio de organización.
Esta contradicción, ejecutada a costa del autor, con-
tra el quebrantamiento de la norma, es la pena"
(bastardilla en el original; versión castellana pro-
pia).

3 Sobre "la pena absolutamente justa como so-
cialmente útil", d. Jakobs, idem, 1/17 ss., esp. lB/
nota 19'.
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patrimonio de lo justo, de lo debido. Si acepta-
mos llegar a la pena (al máximo de producto
bruto punitivo) por cualquier medio, llegare-
mos muy pronto a la lesión a los derechos hu-
manos, patrimonio fundamental del Estado
democrático, sometido al derecho. No tiene
nada de sorprendente que el Estado, cuando
no encuentra las pruebas necesarias, tenga que
juzgar a un sujeto posiblemente culpable, como
si él no hubiera quebrantado la ley, porque ése
es el fundamento del principio de inocencia que
no sólo es pilar del derecho penal, sino de todo
el ordenamiento jurídico: El que alega debe pro-
bar ¿Qué quedaría del Estado de derecho si él
recurriera a cualquier medio para quebrar el
estado de inocencia que le asiste a todo ciuda-
dano y no ciudadano habido en su territorio?

Es, en efecto, un valor entendido del Estado de
derecho que el respeto a las garantías constitu-
cionales, a los derechos fundamentales del hom-

bre' es su credencial de eticidad. Cuando sienta
sus garantías: El principio de legalidad es el pa-
trón del comportamiento del Estado; nadie está
obligado a declarar contra sí mismo, ni a cola-
borar con su persecución; toda persona será tra-
tada como inocente mientras no se demuestre
su culpabilidad en un proceso justo y adecuado
al derecho; y otras tantas, sienta también la me-
dida y el modo en que considerará un valor la
refirmación de normas de conducta a través de
;a pena estatal. Asume, pues, ab initio, que no le
será posible identificar todos los hechos puni-
bles que pongan en cuestión la vigencia de una
norma y rechaza la idea de castigar sin el cono-
cimiento debido de los hechos (aunque ello pre-
supone precisamente, la impunidad de culpa-
bles). Se decide, pues, a establecer reglas para
poder identificar un quebrantamiento y tratar a
un eventual responsable con respeto a ellas, no
sólo por la delicada posibilidad de que el candi-
dato del caso sea inocente, tal como debe presu-
mirlo (el derecho penal como "Carta Magna" del
ciudadano [Naucke]), sino también para el caso
de que sea culpable, porque sus reglas son tam-
biénla "Carta Magna" del delincuente (v.Liszt),
la barrera infranqueable de la polftica criminal 4.

4 Es la conocida idea de Franz v. Liszt, Der Zwec-
kgedanke im Strafrecht ("Maburger programm")
[La idea de fin en el derecho penal ("Programa de
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Sólo así los actos del Estado se distinguen del
comportamiento criminal y sólo así él logra
decirse a sí mismo que sigue en lo correcto, y el
delincuente, en lo erróneo. Ello distingue tam-
bién a un Estado de derecho de una tribu de
salvajes.

4. En ese contexto se enmarca la figura, muy
mal llamada así, de "arrepentido". Esta es la de-
nominación propia de los pueblos latinos, que
son más proclives a denominar a las cosas fal-
samente. En lengua germana se la llama, sin
hiprocesías "testigo de la corona", queriendo
decir con esto que se trata de un testigo en fa-
vor del Estado, pero acaso también se evoque
así que se está en presencia de un Estado no
democrático, en el que la base de su actuación
deja de ser la eticidad, la legitimidad, el respeto
a las garantías individuales.

La expresión "arrepentido" quiere maquillar
con una expresión propia de las virtudes mora-
les cristianas, la actuación por pura negocia-
ción especulativa. En el proyecto que tenemos
hoya nuestra consideración no se exigeningún
arrepentimiento interior, por más que se lo
quiera presentar así; ni tampoco se lo haregu-
lado de ese modo en las anteriores iniciativas
que también he criticado en su momento. El
que negocia bien queda impune, así publique al
otro día en el diario que ~stá feliz de haber par-
ticipado en todos los hechos punibles en que
haya actuado.

y tampoco se crea que estoy pidiendo la in-
corporación de un elemento subjetivo específi-
co en el texto de la ley para darle exequatur a la

Marburgo) ], en "ZStW" (1983), t. 3, pp. 1 ss.; v. tam-

bién Strafrechtliche Aufsatze un Vortrage (Artícu-
los y conferencias de derecho penal), t. 2, 1905 (re-
imp., 1970; d. la versión castellana de Gibson, La
idea de fin en el derecho penal, Edeval. Valparaíso,
Chile, 1984. Sobre los riesgos de que con la expre-
sión "Carta Magna del delicuente", que tuvo un
origen garantista, se presente al ciudadano (malo)
frente al Estado (bueno). en lugar de, como sería
preferible, al ciudadano (bueno) frente al Estado
(malo, por poderoso), d. Naucke, Strafrecht, Eine
Einführung (Derecho Penal, Introducción), 5' de.

Afred Metzner Verlag, 1987, pp. 81 s.

ins~tución, Pues el Estado de derecho justamente
no tiene derecho a exigir actos de contrición in-
terior. Puede exigir conductas ext.ernamente
correctas, no "arrepentimiento morales".

Estoy dici~nd?, pues, algo mucho más tajan-
te: Que un Instituto de esta especie debe ser
rechazado, así se le estén atribuyendo -en la
rantasí~ de los estadistas o grupos de presión-
lffipreslOnantes cualidades de esclarecimiento
de los hechos, tal como lo quiere presentar aho-
ra -:-con total desconocimiento de los valores
en jU~go- ~I proyecto, en cuyo favor se apres-
ta a dlctarrunar la Cámara, sin haber discutido
la cuestión en una medida mínimamente seria.

y mucho menos se puede ver en ese instituto
"algo novedoso", a lo que haya que recurrir so-
bre la base del argumento -deslizado en la fun-
~amenta~ión de proyecto del diputado Cama-
no, por ejemplo- de que sería "necesario do-
tar a nuestras instituciones jurídicas de los re-
c~rsos legales adecuados para afrontar situa-
cIOnes que no pudieron ser previstas en el mo-
mento en que nuestra legislación f1lesanciona-
da" (página 7960, la bastardilla es mía). Es dificil
creer que esto p.ueda ser dicho en serio, por-
que no hay p~ácticame.nte ningún delito que en
su forma baslca esencial no sea conocido des-
de m.uy antiguo: Violencia y fraude, esto es lo
proI?~o de la actuación criminal, que no se ha
~oalfi~~do en absoluto a este respecto. Y da la
ImpreslOn de que a esta desacertada creencia
de que estaríamos ante un instituto "moderno"
sucumbe también la magra fundamentación:
cuando se afirma que "la legislación penal mo-
derna prevé la. di~~~ución ?e la penalidad y
aun su total eXlmlClOn ante situaciones análo-
~as a las contempladas en el proyecto". ¿Qué
tiene esto de "moderno"?

Quien quiera creer que la institución innoble
ymendazmente llamada "arrepentido", es un
Instrumento moderno, no tiene más que leer
~gO s.obre instituciones penales medievales,
nreclalmente el Manual de lnquisidores, del

d
bunal del "SantoOficio",que aconsejaba abor-

ar al reo de la siguiente manera (se respeta la
ortografía original):

e~'M..irá,hijo mío, ten tengo mucha lástima; han
s~anado tu candor,y tepierdesmiserablemente.

duda has errado; pero más culpa tiene que tú
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el que.te e.ngañó: No te cargues de pecados age-
nos, IDqweras hacer de maestro siendo discípu-
lo: Confiesame la verdad, pues ves que todo lo
se, para conservar tu buena fama, y que te pue-
da yo poner cuanto antes en libertad, perdonar-
te y que te vuelvas en paz a tu casa; dime quien
fue el que te engaño, cuando vivías inocente"5.

. 5. En I~ ,?bra D~r~cho y razón, del jurista ita-
liano LUlg¡ Ferrajoli, que ha tenido una honda
:epercusión enlos juristas penales libertarios e
~ustrados, están claramente explicados los pe-
ligros que derivan de aceptar en el proceso pe-
nal tanto las formas abreviadas del juicio -un
error que los legisladores ya hemos cometido
al sanciona: el juicio abreviado, que ha signifi-
c~d.o ~ás ble? la supresión del juicio: Una pena
SInJUICIO(~culo 18, Constitución Nacional)-
,como también las atenuaciones de pena basa-
das en la c~ndu¡;ta procesal del imputado, sea
contra sr mismo, sea contra otros. Ambos insti-
~tos están relacionados. YFerrajoli resume muy
bien de qué modo los clásicos se enrolaron en
contra de la delación como medio de obtener
beneficios, en una discusión doctrinal que sin
embargo, también tuvo exponentes dela orien-
tación contraria.

~~n~am, por ejemplo, siguiendo criterios
~tilitar:stas, consideraba que el premio de la
~,~¡mmdad para los cómplices delatores, que
siempre es mayor", podía justificarse si no ha-

bía "otro medio" para conocer la participación
de los demás, porque, sostenía él, "la impuni-
dad de uno solo es un mal menor que la de
muchos"6.

5 Yesid Reyes Alvarado, ''Arrepentidos'' y "testi-
g?S secretos":. Remembranzas de la Santa Inquisi-
Ción, pOJ:enc~a presentada al congreso celebrado
en la Umversldad de Buenos Aires con motivo del

75° ~niv~rsario del Código Penal Argentino; cf. su
publicacIón en Teorías actuales en el derecho pe-
nal, ,Ad-Hoc, Buenos Aires, 1998, pp. 375 ss. ACOlo
aqUl que en esta publicación, la ortografía de la cita
del M?TIua! _de Inquisidores (Mompeler, Imprenta
de Fehz Avmon, 1821, pp. 21 Y ss.; es. P. 36) fue in-
adecuad~ a las reglas actuales, mientras que en el
manuscnt~ de Reyes Alvarado se respetaba la or-
togr~fía ongmal usada también aquí. Cf. la refe-
rencIa respectiva en Sancinetti (como en nota 1).

6 Ferrajoli, lug. Cit., esp. P. 680, n. 299.
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Mas la mayor parte del pensamiento clásico
de la ilustración y de autores mas recientes
está completamente en contra de este comer-
cio. Elpropio Ferrajoli lo explica de modo ad-
mirable en el marco del acento puesto por él
en el valor de un modelo garantista de justicia
penal, que, entre muchas otras cosas, proscri-
be "cualquier promesa o presión directa o in-
directa sobre los imputados para inducirlos al
arrepentimiento o a la colaboración con la
acusación"7. Elprincipio de legalidad, el nexo
entre retribución y delito, el principio de igual-
dad, todo se echa por la borda con una figura
como ésta. Contra tales prácticas -recuerda
Ferrajoli- alzaron sus voces, entre otros, Di-
derot, Romagnosi, Pagano, Filangieri 8.Se po-
drá decir cualquier cosa, menos que estamos
en presencia de institutos que no pudieron ser
previstos hace 80 años, pues eran conocidos
desde antiguo y fueron criticados por la Ilus-
tración con todo rigor.

De Filangieri he de transcribir aquí un párra-
fo significativo "Mucho menos se debería ad-
mitir como motivo razonable de impunidad el
perdón que se suele prometer al cómplice por
el descubrimiento de los demás. Aun cuando la
santidad de las leyes no fuese incompatible con
un remedio que lleva consigo la más vil trai-
ción; aun cuando no fuese un indicio de debili-
dad e impotencia el ver que la ley implora el
auxilia del mismo que la ofende; aun cuando
no hubiese mostrado la experiencia que en es-
tos casos suele ser el más perverso el que se
libra del rigor de la pena, la razón sola debería
bastar para disuadir al legislador de echar mano
a este remedio, que no sólo es insuficiente para
producir el efecto que se desea, sino que puede
ser causal del efecto contrario. En vez de reti-
rar al hombre perverso y astuto la esperanza o
la seguridad de la impunidad concedida a la
delación del cómplice, le dará más aliento para
emprender un delito en que se necesite el con-
curso de muchos personas... Todos verán en la
delación un asilo seguro..." 9.

7 Ferrajoli, lug, cit., p. 608.

a Ferrajoli, lug. Cit., p. 609.

9 Ferrajoli, lug. Cit., p. 681, n. 301.
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y más brevemente lo decía Diderot en una
línea: "Conceder la vida a aquel que ejecutará a
sus compañeros es un medio muy seguro de
hacer morir a los menos culpables y de salvar al
más malvado" 10.

6. El argumento de que el Estado no debe
apoyarse en la deslealtad de los delincuentes
entre sí es el menos acertado. En realidad, el
Estado no tiene por qué respetar o solventar
los pactos de silencio entre criminales; claro
que no. En este sentido. el rompimiento de un
pacto de silencio puede ser bienvenido, si el
medio empleado es legítimo. La cuestión ca-
pital consiste en si es legítimo que la lealtad
criminal se rompa a cambio de un beneficio.
Esto es lo que no tiene legitimación moral,
porque el hecho a juzgar sigue siendo el mis-
mo, y la colaboración con la justicia en la pro-
pia persecución no es ética ni jurídicamente
exigible.

y así entramos al núcleo de la cuestión pro-
piamente jurídica.

a) En primer lugar, la pena pierde así su sen-
tido de señalarle a cada uno lo que sus hechos
valen, y de señalarles a todos que la sociedad
está en lo correcto, y el delincuente, en lo erró-
neo; que la expectativa sigue vigente como pa-
rámetro de comportamiento.

Porque la rebaja o eximición de pena será
más bien un aliciente a la formación de asocia-
ciones criminales. Simi odio racial es muy gran-
de más me vale matar al que aborrezco y luego
salir corriendo a sindicar a alguno de los demás
participantes. En ese caso, me saldrá todo bien:
Hasta la sociedad le dirá a todos -con el co-
municado de declararme "impune"- que he
obrado correctamente. Esto lo veía hasta el
mismo Bentham, quien, por ello, prefería ha-
cerle trampas al imputado, no decir nunca de
antemano en la letra de la ley, que aquél podía
ganarse la impunidad. Eldecía que "nunca de-
ben señalarse semejantes recompensas por una
ley general", que "sería una invitación para toda
especie de delitos, pues sería lo mismo que si
dijese el legislador; entre muchos criminales el

10 Ferrajoli, lug. Cit., p. 680 Y s., n. 300.

más maligno no sólo quedará sin castigo, sino
que será recompensado" 11.

b) Pero todo esto, con ser grave, no es lo peor.
La cue~ti?~ capital.es que este sistema, al igual
que el JUICIOabreVIado, lesiona de modo irre-
parable un principio básico del derecho penal:
La garantía de que nadie está obligado a decla-
rar contra sí mismo, que el arto 18 de la Consti-
tución Nacional consagra de modo claro, al igual
que los pactos de derechos humanos, que, ade-
más de tener rango constitucional, nos vincu-
lan con la comunidad internacional. El princi-
pio es formulado generalmente en latín, bajo
diferentes configuraciones: Nemo teneturseip-
sum prodere (nadie está obligado a traicionar-
se), nemo tenetur seipsum accusare (nadie está
obligado a acusarse), nemo tenetur armare ad-
versarium contra se (nadie está obligado a dar-
le armas a su adversario). Las fuentes remon-
tan el ~nd~mento moral de este principio a
una denvac1ón de enseñanzas de San Juan Cri-
sóstomo de la doctrina cristiana 12.A pesar de
ello, la historia de nuestra cultura conoce los
ejemplos más alarmantes de violación a esta
garantía, patentizada del modo más claro en la
aplicación de la tortura.

Ciertamente con la aplicación de tormentos
se podría ganar una cuota de eficiencia en la
persecución penal, sin uno viera a la pena, a
ultüoJlz",como:m "bien" que eleve el producto
bruto de bienestar social, pero no si uno ve a la
eticidad del Estado como el bien propio del sis-
tema penal.

De la tortura a la coacción para obtener una
declar~ción autoincriminatoria hay sólo un
paso, SIes que lo hay; pues según cómo se defi-
na "tormento", se puede ver en la incertidum-
bre del final del proceso y en la oferta ten tado-
ra del Estado de un "precio punitivo de oca-

1l La ya mencionada cita en Ferrajoli, lug. Cit.,
p. 680, n. 299.

12Cf. por ejemplo la referencia del Detief Liebs

~n s~ manual de aforismos latinos: Lateinische
I:chlsregeln und Rechtssprichworter, München ,

~2, p. 134 s., según el cual el decreto de Graciano
so

~e el principio nemo tenetur seipsum prodere
se ndaba en San Juan Crisóstomo.
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sión" a cambio de información, un padecimiento
horrible, en todo caso menor que unas horas
en e! cepo o una sesión de latigazos. En este
senndo sí es de peso el argumento del disvalor
moral de que el Estado provoque la declara-
ción entre los criminales; no porque sea inmo-
ralla declaración en sí, sino porque lo es que el
Estado atormente a quien quizá cree en el valor
de la lealtad entre criminales con dejar de lado
ese valor propio por un precio de ocasión.

Sólo el Estado no negociante asegura un de-
recho penal respetuoso de las garantías de to-
dos. Un estado que basa su sistema de esclare-
cimiento penal en la información aportada por
el imputado no es un Estado de derecho.

Acaso quepa aclarar algo más esta proble-
mática, porque al observador poco avezado
p~~de resultarle oscura la relación entre el prin-
c1p1onemo tenetury la prescripción de ofrecer
rebajas o premios al delator del copartícipe o
del autor de otro hecho punible. Pero la rela-
ción es clara para el que conoce medianamen-
te la cuestión. La oferta de un premio o rebaja
presup<:me,natw:almente, que esa oferta pue-
de motIvar al cOlmputado a decir algo; pero
~ste "decir algo" ha de llevarlo al que delata,
J~~tamente, a reconocer también su participa-
ClOnen el hecho. Pero esta participación en el
hecho mediante una conducta también puni-
ble, terminará llevando al delator a no poder
volver sobre sus propios actos. El juez podrá
darle una rebaja, o no; pero, en todo caso, el
reo habrá declarado ante el riesgo de que, en
caso contrario, pudiera tener una sanción más
grave.

De este modo, se obtiene por vía oblicua una
confesión coactiva. Todo mecanismo que tien-
da a alent?I la autoincriminación está proscripto
por ~l ar~culo. 18 de la Constitución, porque si
nadIe esta obl1gado a declarar contra sí mismo,
tampoco puede tener nadie un peor trato por
quedarse callado, mientras otro lleva premio
por hablar "a tiempo". Y este premio "por ha-
blar", sin embargo, será pagado caro -con fre-
cuencia, con el precio de una condena que el
reo habría podido evitar completamente si se
hubiera quedado callado-o Esto muestra de
nuevo lo vil de la promesa de excarcelación. Al
igual que el Inquisidor, se le dice al coimputado
de nuevo;
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-"Mira hijo mío, te tengo mucha lástima...,
etcétera, etcétera, que pueda yo ponerte cuan-
to antes en libertad..., y que vuelvas en paz a tu
casa".

c) Ciertamente quedaría un camino para evi-
tar laviolación al principio nemo tenetur. Yes el
siguiente. Una reglaque imponga que todo aquel
que aporte el dato más insignificante tendrá
asegurada de pleno derecho yanticipadamen-
te la impunidad por su propia participación.
Así,desde luego, sí se le aseguraría al reo que su
autoincriminación no podrá perjudicado en
nada, a excepción del menoscabo a su prestigio
social. Pero este camino -está a la vista-lle-
varía a una promesa alocada de impunidad "a
cambio, a veces, de nada". Es decir, que, curio-
samente, la garantía constitucional sólo respe-
tada si se asegurara de antemano la total impu-
nidad' no la rebaja 13-porque esto igualmente
implica una pena que el imputado podría no
haber recibido si se hubiera quedado callado-
, ya cambio de un dato que, quizá, ni siquiera
sea eficiente para la investigación -por tanto,
no llevará "premio"-, medida de nuevo la efi-
ciencia en valores de condena.

d) Hay, además, otra objeción decisiva para
el estado de derecho. Y es el principio de igual-
dad. Si quien llega primero a delatar al otro
queda impune ti obtiene rebajas, ocurrirá que,
a igualdad de culpabilidad, haya diferente me-
dida de la pena, pero esto desvincula la reac-
ción penal del Estado, de la culpabilidad perso-
nal del autor, y un sistema desigualitario, que
no ve en el ilícito culpable el punto de referen-
cia no sólo de la pena en sí. sino también de su
estricta medida, no puede cumplir el imperati-
vo constitucional de afianzar la justicia. Por ello,
desde este punto de vista sí hay una mayor vio-
lación con la "impunidad", que con la "rebaja".

7. Lo anterior muestra los argumentos prin-
cipales en contra de la validez de la figura pre-
tendida, también en contra de su legitimidad
constitucional para el caso de que este proyec-
to fuera sancionado favorablemente.

13Un problema distinto, por cierto, reside en que,
desde otro punto de vista, desde el principio de
igualdad, la lesión sea más grave con la "impugni-
dad" que con la "rebaja".
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Pero hago un llamado especial a los señores
legisladores, pues estamos en una época en
que, muy erradamente se asimila a acto noble
todo acto que produzca condenación, y acto
corrupto a todo acto que implique absolución.
Se trata de un concepto miope, pero que do-
mina el pensar de los pueblos desde los albo-
res de nuestra civilización. En los grandes pro-
cesos de la historia se ha podido ver una y otra
vez alas muchedumbres pidiendo una conde-
na; muchas menos veces clamando por la ino-
cencia de quien era ajusticiado sin razón. De
modo que pesa en nosotros la responsabili-
dad de no dar cauce a institutos ilegítimos: No
podemos confiar en que, si cedemos a grupos
de presión, otras instancias del estado de de-
recho puedan poner freno a lo ilegítimo. Ten-
go el profundo temor de que, desde el punto
de vista del derecho penal escrito, estemos
peor que hace 16años, cuando dejamos atrás
los años de la dictadura. Porque con toda la
ilegitimidad que reinó con aquellos años, los
juristas de entonces no se atrevieron a inser-
tar en los textos institutos cuya tradición anti-
libertaria era conocida desde muchísimo tiem-
po atrás. Si sancionáramos la pena de muerte,
como hizo el régimen militar, podríamos con-
fiar aún en que nuestra debilidad sea superada
por la fortaleza de los jueces, que se negarían
a aplicarlas; pero si aceptamos institutos de
esta clase, que pongan en manos de los jueces
la facultad de penar er, más o en menos según
la colaboración que el imputado demuestra
con Sll propia tarea, podemos estar seguros
desde ahora mismo que se recurrirá a este
medio con toda la arbitrariedad imaginable;
que los medios de prensa, o cualquier otra ins-
tancia incontrolable de los estratos sociales
decidirán quién, cuándo y en qué medida,
deba ser favorecido, y quién, cuándo y en qué
medida, condenado.

No sé si los legisladores que darán apoyo a
esta iniciativa sin habeda discutido ni consulta-
do con nadie, son conscientes de estos graves
peligros para la paz social.

8. Pero quedan otras consideraciones de ca-
rácter utilitarista, aunque ciertamente no son,
en mi pensamiento, las determinantes.

Me refiero ahora a la pregunta de si alguien
considera en serio qué remedios de esta clase
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puedan servir para el esclarecimiento de he-
chos punibles. Me aboco pues, aliado empúico
del instituto, aunque no es para nada la razón
por la cual estoy en su contra (de esto ya hablan
lospárrafos anteriores).

Si uno de los medios de esclarecimiento de
un hecho punible, que los jueces pueden tener
por tal, es la declaración de un coimputado (en
realidad, también en contra de la tradición li-
bertaria, que exige una corroboración objetiva
seriade laveracidad de los dichos, normalmente
satisfecha para los jueces con cualquier coinci-
dencia circunstancial), entonces, estos institu-
tos no servirán para esclarecer el hecho, sino
para que se pueda mostrar a la sociedad algún
responsable.

En los años recientes, posiblemente como
consecuencia de las leyes de Punto Final y de
Obediencia Debida que doblegaron el senti-
miento jurídico de la población, se llegó a la
convicción de que la "ejecución del culpable" es
un bien de supremo orden enla escala de valo-
res de la sociedad. Erradamente así, un juez
que condena "porque sí" es puesto igualmente
como modelo de lo debido; un juez garantista,
como extraviado. Esto da por resultado que en
consonancia con los grandes procesos de la his-
toria, cada vez que un hecho conmovedor cas-
tiga el sentimiento jurídico de la sociedad, el
pueblo se presente en las plazas a pedir a los
gobiernos de provincia o federal el "escJareci-
miento del hecho punible". Con esto se parte
de la base de que carecemos de división de po-
deres, y los gobiernos ejercen en ocasiones al
menos, no en otras) la presión rogada para la
obtención de medidas políticamente plausibles.
Este es el final del proceso penal del estado de
derecho, y el equivalente democrático del Es-
tado totalitario.

Mas, bajo estas presiones, ¿qué pasará cuan-
do un hecho conmovedor deba ser esclarecido
para salvar la paz del gobierno local o federal
de turno?: Que los jueces serán presionados
para que cualquier informante de dudosos an-
tec~?entes pueda generar la base de una impu-
taclOncontra persona determinada, con la es-
peranza de "combatir" el delito. Este será el
mensaje transmitido a la sociedad, que posi-
blemente lo aceptará gustosa; entre tanto pa-
garán con moneda de prisión aquellos a los que

les toque servir de expiación de estas culpas
colectivas.

Pregunté, pues: ¿Qué credibilidad puede te-
ner quien incrimina a otro a cambio de una
bonificación?

Nuestra jurisprudencia nacida en vigencia del
anterior Código de Procedimientos en Materia
Penal de la Nación había hecho grandes esfuer-
zos por delimitar en qué casos era siquiera ad-
misible tomar en cuenta la declaración de un
copartícipe, implicado en el mismo procedi-
miento (la llamada "declaración del co- reo"). y.
aunque con muchas oscuridades e insegurida-
des conceptuales, se había llegado a asentar la
tesis de que la declaración del co-reo podía ser
tomada en cuenta como medio de prueba, en
la medida en que estuviera claro que de su de-
claración no pudiera obtener él ninguna venta-
ja. Pues, ahora, de aceptarse el instituto del "tes-
tigo de la corona" no sólo se aceptaría la decla-
ración interesada, sino que justamente se lo in-
citaría al co- reo a incriminar a los demás, a cam-
bio de un precio cierto en unidades de pena.
¿Cómo podemos habernos corrompido tanto,
en el tratamiento de cuestiones fundamentales
del derecho penal?

¿Quién podría creer en la palabra de X cuan-
do X dice que fue Y el que organizó la "banda
armada", el "dueño de ..lla", el "mafioso", etcéte-
ra. cuando X recibe una rebaja o la exención de
pena por decido justamente que fue Y? Enton-
ces, ¿por qué no condenar a Y directamente sin
preguntade nada a X? Porque no se dirá que la
declaración de X es una "prueba" de la culpabi-
lidad de Y: Es sólo la palabra de quien dice lo
que quieran con tal de pasar a mejor situación.
Sería menos hipócrita, pues, condenar a Y sin
ninguna prueba, porque "hace falta".

Pero es evidente que institutos de esta clase
implican riesgos de esa naturaleza, es decir, de
la incriminación de inocentes y de la impuni-
dad de culpables. El que esto implicará la im-
punidad de culpables es un dato asumido como
presupuesto explícito en el propio articulado
del proyecto. El que además llevará a la puni-
ción de inocentes, no se lo quiere decir, pero es
tan cierto como lo otro. Basta con ver que nin-
guno de los proyectos que circulan sobre esta
materia prevé una rebaja de la sanción penal
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para aquel que demuestra que algún otro im-
putado en cierta causa es en realidad inocente.
Desde luego que esto también es un esclareci-
miento del hecho: Almenos se sabe que Fulano
no es el culpable. Pero esto no puede ser ofre-
cido a la población como una "ganancia"; antes
que esto, se prefiere el "oscurecimiento del he-
cho" con el encierro de un inocente ("antes de
soltarte a ti debería tener otros dos a cambio").

También esto se corresponde al procedimien-
to de la Inquisición. Para asegurar la efectivi-
dad del delicado encargo conferido al Santo
Oficiode la Inquisición -explica YesidReyes-
se determinó como "peculiar y novilisimo pri-
vi�egio del tribunal de Inquisición que no estén
los jueces obligados a seguir las reglas forenses,
de suerte que la omisión de los requisitos que
en derecho se requieren no hace nulo el proce-
so ... "y también que, en "las causas de herejía,
por respeto a la fe, son admitidos los testimo-
nios de escomulgados, los cómplices del acu-
sado, los infames y los reos de un delito cual-
quiera", así como las declaraciones de los here-
jes, con la advertencia de que estos últimos "va-
len contra el acusado y nunca en su favor",pues
"cuando un hereje depone en favor del acusa-
do, es de presumir que le mueve el odio de la
iglesia, y el deseo de que no se dé el castigo
merecido a los delitos cometidos contra la fe",
con tal suerte, seguía diciendo el Manual de In-
quisidores, "que si un ::estigo falso retr(lta su
primera declaración favorable al acusado, se
atendrán los jueces a la segunda". Pero la se-
gunda declaración "vale sólo cuando es un per-
juicio del acusado, que si le fuere favorable se
ha de atener el juez ala primera" 14.

También por esto, como se vio, los clásicos
vieron que pactos viles de esta índole entre Es-
tado y delincuente. sólo podrían servir al más
perverso, al calculador. al malvado.

La ley penal del estado de derecho, en suma,
sólo debe medir la gravedad de la reacción pe-
nal con arreglo a parámetros que no se puedan
alterar por confusas consideraciones de con-
veniencia. Nunca debe ser fuente de bonifica-
ción la conducta dentro del proceso penal, en

14 Reyes Alvarado, como en nota 5.

Antecedentes Parlamentarios

el cual el autor es soberano para el comporta-
miento más adecuado a su defensa. Elno sólo
no tiene obligación de colaborar, sino que al
Estado le está prohibido coaccionarlo a que
colabore.

Siel estado de derecho abandona ese mode-
lo, y se vuelca hacia un cálculo de intereses, el
parámetro lo fijará el mercado, no la justicia.

9. En la fundamentación del proyecto del
Poder Ejecutivo se argumenta sobre esta base:

"Los hechos criminales del terrorismo -
dice--, constituyen evidentemente una preocu-
pación de toda la comunidad internacional. La
República Argentina ha sufrido los efectos de
sucesos de esa naturaleza con los atentados a la
Embajada de Israel y a la sede de la AMIA,los
que marcaron unos de los hitos más tristes de
la historia de la criminalidad de nuestro país".

"El gobierno nacional tiene la firrne convic-
ción de que debe sumarse a los esfuerzos que
se realizan a nivel internacional para preveniry
reprimir este tipo de hechos delictivos. a través
de una justicia eficiente y respetuosa de las ga-
rantias individuales".

Como lo demuestran las consideraciones pre-
cedentes, éste es el peor homenaje que se puede
hacer a las víctimas de aquellos actos de terro-
rismo. Y que ello es así lo demuestra del mejor
modo el hecho de que las víctimas (*)un modo
de resolución del coru1icto que no progreso de
este proyecto. Verdad es que no se le puede dar
a las víctimas de un delito el derecho supremo
de decidir qué hacer con la acción penal y mu-
cho menos se puede castigar a quienes ellas de-
terminen como culpables del hecho. Pero lo que
el Estado, como contrapartida. tampoco puede
hacer, es imponerle a las víctimas un modo de
resolución del conflicto que no se funda en darle
a cada uno lo suyo, sino en una política de inter-
cambio de intereses que el Estado decide de es-
paldas a las víctimas.

10.Menos atinadas son aún -si cabe-- estas
otras palabras de la fundamentación:

(*) Conforme original.

"No se trata, por cierto, de caer en la tenta-
ción de crear mecanismos de emergencia que
violenten los principios de nuestro sistema pe-
nal, sino por el contrario de adecuar determi-
nados instrumentos que atiendan a las particu-
1aridades de estos hechos y de sus intervinien-
tes -en general, grupos armados con sofisti-
cados mecanismos de organización y ramifica-
ciones internacionales-, con la fmalidad de
lograr una mayor eficiencia en la prevención y
represión de sus actividades".

Como he demostrado, se trata. sí. por cierto.
de violentar los principios de nuestro sistema
penal. En pasajes posteriores de la fundamen-
tación se quiere disimular o exculpar esta vio-
lación, con la referencia a que habría institutos
similares en "las hipótesis que contemplan el
articulo 217 del Código Penal y el artículo 29 ter
de la ley 23.737".

a) El primer caso citado, del artículo 217. Cp,
no tiene la menor relación con la figura del "tes-
tigo de la corona". Justamente es todo lo con-
trario a esto; y la fundamentación errada del
proyecto demuestra que ha sido preparado con
total desconocimiento de la materia.

La estructura del articulo 217 CP es la de una
causal de impunidad posterior a la consuma-
ción formal del delito, pero anterior al primer
acto ejecutivo de.;de el uunto de vista material
Se trata de una excusa ~bsolutoria del delito d~
"turnar parte de Wla conspiración de dos o más
personas, para cometer el delito de traición",
reprimido en el artículo 216. CP.Se trata de un
hecho que, materialmente, es un "acto prepa-
ratorio" (del delito de traición. artículo 215. CP).
F:"frecuente que el legislador deba anticipar, en
ciertos delitos. la conminación penal, a un mo-
mento previo al de la verdadera afectación del
bien jurídico; a esto se le suele llamar "delitos
de emprendimiento", queriendo decir con esto
q~e se sanciona como delito ya el "emprendi-
nuento" hacia una delito.

En el artículo 216 CP, pues, se reprime una
conducta anterior a la de la "traición a la patria".
y es la de conspirar para esa traición. Se trata de
un~ ~tructwa, pues, más alejada aún de la afec-
t~~lOn del bien jurídico (seguridad de la Na-
~lon), de lo que está un acto de tentativa inaca-

ada de cualquier delito, al momento del co-
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mienzo de ejecución. Pero así como el comien-
zo de ejecución de un delito es un hecho puni-
ble del que el autor puede quedar impune si
desiste voluntariamente del hecho (artículo 43,
CP), así también quien "conspira para traicio-
nar" puede quedar impune de este hecho (for-
malmente ya punible) si revela la conspiración
a la autoridad (artículo 217. CP): A esto sí se le
llama técnicamente, desde antiguo, "arrepenti-
miento'activo", como paralelo del desistimien-
to de la tentativa.

Desde luego que a la revelación a la autori-
dad del articulo 217. CP,debe seguirle también
el abandono de la empresa criminal; de otro
modo, la excusa absolutoria no opera. Por el
mismo hecho de ser un paralelo con el desisti-
miento de una tentativa, en elartículo 217 CPse
prevé como condición de la causal de impuni-
dad, que el acto revelador se realice "antes de
haberse comenzado el procedimiento". Este
requisito es un paralelo de la "voluntariedad"
como condición para la impunidad por desisti-
miento de la tentativa (artículo 43, CP). Si el
autor de una tentativa de robo desiste porque
acaba de advertir que se acerca un policía que
podría aprehenderlo. no queda impune "por
desistimiento", porque lo que en el ejemplo
motiva al autor a no seguir adelante no en su
propia decisión voluntaria; del mismo modo, si
el conspirador de traición revela la conspira-
ción porque se enrera de que ya hay un proce-
dimiento contra el grupo y quiere sustraerse a
la condena, no merece ni un día de remisión de
pena según el articulo 217. que en la funda-
mentación del proyecto del Poder Ejecutivo que
sirvió de base al que hoy considerando es cita-
do, con total error. como figura análoga a la
que se quiere sancionar en el proyecto. Pero
tan falso es que haya alguna analogía enrre
ambas cosas, que aquí estamos discutiendo la
impunidad de quien revela un dato dentro del
proceso ("testigo de la corona"). No antes de
que exista un proceso contra él (impunidad por
revelar la conspiración aún no ejecutada). De
modo que la primera comparación es comple-
tamente errada. De modo que la primera com-
paración es completamente errada.

b) El segundo caso se refiere a la Ley de Estu-
pefacientes' que efectivamente contiene una
consagración del "testigo de la corona", con que
el sistema penal se ha corrortipido en años pa-
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sados, aún recientes. De este precepto sólo se
puede rogar por su derogación,. mas no tOI?ar-
lo como ejemplo, para contammar más aun el
sistema penal. Ese es siempre el precio de la
claudicación: Cuando uno admite la corrup-
ción penal para un determinado caso, ¿por qué
no admitido para todos los casos?

Elejemplo de la Ley de Estupefacientes sólo
demuestra lo mal que ha hecho el Congreso
Nacional al ceder a las imposiciones extranje-
ras en esa materia. Porque es enteramente cier-
to que esa figura sí es -en contra de lo que ~ce
la fundamentación del proyecto del Poder EJe-
cutivo- "enteramente extraña a nuestra legis-
lación en la materia". Mientras que la impuni-
dad por abandonar los delitos de emprendi-
miento antes de que hayan producido un daño
(como el caso del artículo 217, CP) tiene una
honda tradición cultural en la fIlosofía penal
libertaria e ilustrada -que es muy anterior a la
sanción de nuestro Código Penal de 1921-, la
impunidad por la denuncia de un coimputado
es producto de la contaminación del sistema
penal argentino con institutos propios del ~ta ~
do mercader. Este ejemplo no debe cundir. SI
nos falta el poder para derogar esta figura en la
escasa medida en que, lamentablemente, ya ha
sido recogida, al menos no debemos extender-
la más allá de eso.

En forma somera, pero clara, uno de Lues-
tros principales juristas penales de la actuali-
dad, el profesor Eugenio Raúl Zaffaroni, ha
puesto de manitlesto los riesgos de la crecie~te
legislación penal y los discursos de emergencia,
con palabras que encierran una crítica a la le-
gislación en materia de estupefacientes, tam-
bién en punto al premio a los delatores, entre
otros institutos impuestos por lo que él deno-
mina "directivas transnacionales":

"Por otro lado -dice Zaffaroni-, se obser-
van directivas transnacionales temporalmente
prolongadas, que imponen prácticament~ a
todos los países legislaciones penales especia-
les diferenciadas de la legislación penal ordina-
ria: El caso más claro es toda la legislación en
materia de tóxicos prohibidos. Las presiones
provocan en algunos países legislaciones abe-
rrantes que violan todas las garantías de cual-
quier derecho penal civilizado; leyes penal~s
retroactivas, procesos penales secretos, COmI-
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siones especiales, limitaciones al derecho de
defensa, instrucciones a jueces, premios a de-
latores, autorizaciones judiciales para cometer
delitos, etcétera. Resucitan de este modo las
viejas instituciones inquisitoriales y se legitiman
por su pretendida practicidad" 15.

11. Justamente el hecho de que el proyecto
del Poder Ejecutivo restrinja la operatividad de
esta figura de atenuación e impunidad a casos
de terrorismo -de modo similar a como lo
propone el proyecto del diputado Camaño-
implica la confesión de la consciencia de su ile-
gitimidad. Porque si realmente se tratara de un
mecanismo acorde al estado de derecho, res-
petuoso de las garantías individuales, adecua-
do alvalor justicia y,además, eficiente desde el
punto de vista de la persecusión penal, pues,
entonces ¿por qué razón no incorporar la figu-
ra de modo general, cualquiera que sea el deli-
to que se investigue? Respuesta obvia: Porque
se sabe aue es inmoral; y uno se siente menos
inmoral:si admite lo que es incorrecto sólo en
cierto ámbito.

12.Apropósito de la restricción del proyecto
en estudio a casos de terrorismo, corresponde
entrar ahora en las particularidades del articu-
lado.

¿A qué conclusión se llega con el texto del
artículo 1°?Aque cualquier manifestación con
fines políticos en los que algu..'1asper80nas lle-
ven arma, o empleen armas (por ejemplo: "pa-
los"), o sustancias inflamables (por ej~mplo:
neumáticos incinerados sobre una ruta), etcé-
tera, bastará para la calificación de "acción te-
rrorista". Ciertamente se exige un elemento de
"organización",pero una "organización" es cual-
quier grupo con ideas afines en que se distribu-
yen funciones. Uno lleva el bombo, por ejem-
plo, otros los neumáticos, y otro el alcohol de
quemar. Estoya es una "organización". T~?O-
co puede servir como elemento de restriCCión
la exigencia de que la organización esté consti-
tuida "con el fin de causar alarma o temor",

15Zaffaroni, La creciente legislación penal y los

discursos de emergencia, en Teorías actuales en el
Derecho Penal, Ad-Hoc, Buenos Aires, 1998, pági-
nas 613 y siguientes (615).
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porque esta calificación no provendrá de la pro-
pia organización, sino del funcionario (juez o
fiscal) que quiera aplicar la disposición. Ytoda
manifestación, salvo las completamente paci-
fistasy silenciosas (un grupo de personas cami-
na por una plaza, tomadas ellas de la mano, sin
hablar) pretende "causar alarma". Sino se causa
alarma, ¿para qué hacer una manifestación?
Quedaría sólo la posibilidad de que el requisito
de poner en peligro a un número indetermina-
do de personas pueda servir para identificar lo
que se quiere definir. Pero desde luego que no
es así; pues en toda manifestación de más de
tres personas se puede generar un riesgo de
que "la integridad" de un número indetermina-
do de personas no esté asegurada completa-
mente.

Con esto no quiero decir que las manifesta-
ciones más o menos ruidosas o violentas sean
ejemplares en el intercambio social, ni que me
parezca legítimo hacer peticiones políticas por
medio de, por ejemplo, bloquear una vía de
tránsito de una provincia a otra, etcétera. Lo
que quiero decir es que la definición de "terro-
rismo" propuesta abarca cualquier comporta-
'miento. Incluso quienes, hace poco tiempo,
cortaron el tránsito en el puente que une las
ciudades. de Corrientes y Resistencia -que lo
hicieron, sin duda, para provocar alarma polí-
tica, con algunos elementos al menos inflama-
bles y Jin descartar el riesgo para las perso-
nas-, realizaron, conforme ala definición com-
pletamente vaga del proyecto en consideración,
"actos de terrorismo" (?).Aquí también opera-
ría, pues, la -inadmisible para todos los ca-
sos- prescripción que se quiere incorporar
supuestamente "sólo para los casos de terroris-
mo".Apartir de este texto, toda concentración
de personas, mientras alguna emplee un palo o
prenda un fuego para causar alarma implicará
un acto terrorista, porque "riesgo para integri-
dad de las personas" habrá casi siempre. Quie-
:open.sar que los legisladores que apoyan esta
IlUclatlvano son conscientes de esta deficiencia
particular.

b) A partir de aquí. quisiera referirme direc-
tamente al texto del PCAL, que se inspira en el
PPE, con variaciones de detalle.

Lo~artículos 2° y
3° PCAL determinan en qué

consiste el beneficio propuesto:

'~culo 2°:En los supuestos establecidos en
el artículo anterior, podrá excepcionalmente
reducirse la escala penal aplicando la de la ten-
tativa o limitándola a la mitad al imputado que,
antes del dictado de la sentencia definitiva, co-
labora eficazmente con la investigación. Para
obtener el beneficio se deberá brindar infor-
mación esencial para evitar la consumación o
continuación del delito o la perpetración de
otro, o que ayude a esclarecer el hecho objeto
de investigación u otros conexos, o suministre
datos de manifiesta utilidad para acreditar la
intervención de otras personas, siempre que el
delito en que se encuentre involucrado el be-
neficiario sea más leve que aquél respecto del
cual hubiere brindado o aportado su colabora-
ción.

"Artículo 3°: En los mismos supuestos podrá
aplicarse el mínimo legal de la especie depena,
cuando la información brindada hubiere per-
mitido acreditar la existencia de la asociación
ilícita desbaratar sus actividades o acreditar la
intervención de alguno de sus miembros en el
hecho delictivo, determinando así el respectivo
sometimiento a proceso de quienes no hubie-
ran sido imputados hasta entonces".

La regulación es completamente extraña. La
última parte del artículo 2° prevé una condi-
ción que si fuera tomada estrictamente anula-
ría a la disposición en buena medida. Por otro
lado, en cambio, el artículo 3° pone de mani-
fiesto que esa condición no cumple ningún pa-
pel. Me refiero al requisito de que "el delito en
que se encuentre involucrado el beneficiario
sea más leve que aquel respecto del cual hubie-
re brindado o aportado su colaboración" 16.
Pues, según el artículo 3°, el beneficio parece
regir con sólo lograr acreditar la intervención,
"en el hecho delictivo", de un miembro no im-
plica do en el proceso hasta el momento del
aporte del beneficiario. La expresión "en el he-
cho delictivo", en singular, hace pensar que pue-
de tratarse de un solo hecho en el que hayan
intervenido varios y que el sujeto que está pro-
cesado -porque, por ejemplo, fue el único

16 No es correcto el tilde que se desliza en los pro-
yectos, en la voz "aquél", tanto en la redacción del
PCAL,como en la del PPE.

'
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aprehendido por la autoridad-, recibe el be.
neficio si consigue identificar a otro de los res-
ponsables del mismo hecho, no habidos hasta
el momento, y además da su paradero. ¿Qué
función cumple, entonces, la condición de que
el beneficiario haya participado en un hecho
menos grave si en verdad los participaron en el
mismo hecho?

c) Las cosas no mejoran para nada en el ar-
tículo 4° PCAL.Primeramente se dice que "la
reducción de pena prevista precedentemente
deberá ser decidida por el tribunal del juicio al
dictar la sentencia definitiva".En este sentido, al
igual que lo que ocurre en los artículos 2° y 3°
PCAL,ha habido un cambio respecto del PPE,
que preveía no sólo la atenuación de la pena,
sino también la exención de ella. Pero esta res-
tricción es aparente.

Aclarado ante todo que no por el hecho de
limitarse elbeneficio a una atenuación, el texto
del PCALsería más aceptable que el del PPE.
Pues, tal como ha dicho, el incitar a la confe-
sión de un hecho a cambio de un beneficio es
violatorio a la garantía del artículo 18 CN, por
más que los tribunales reduzcan con frecuen-
cia la pena del confesante. Todo beneficio para
elque confiesa esuna amenaza para quien guar-
da silencio. ¿Pero qué dice la Constitución? Que
nadie f?stáobligado a declarar contra sí mismo.
Por ello, como ya he explicado, este instituto es
más atacable constitucionalmente comosiste-
ma de reducción d",pena, que como mecanis-
mo de exención.

Pero, de todos modos, la restricción es apa-
rente, porque el segundo párrafo del artículo
40 PCAL, siguiendo en esto al PPE, prevé lo si-
guiente:

"Sin embargo, cuando resulte conveniente,
en cualquier estado del proceso podrá previo
dictamen del representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal, suspenderse el ejercicio de la ac-
ción penal en relación con el imputado que
hubiere prestado la colaboración. Sise estima-
re que la colaboración no es esencial o de utili-
dad, se dispondrá la continuación del proceso
hasta el dictado de la sentencia definitiva".

Con esta otra regla, se abrirá la puerta, por
un lado, para las extorsiones más aberrantes
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del Ministerio Público al imputado, sino es que,
incluso, se llega también a la corrupción eco-
nómica. ¿Cuánto vale que yo diga que "colaba.
raste con la investigación"? Con corrupción di-
neraria o sin ella, el imputado incriminará a
quien fuese con tal de obtener a cambio un
beneficio, el cual, como se ve, puede llegar a la
total impunidad por prescripción de la acción
penal. La acción primero se suspenderá y al
cabo de un tiempo, prescribirá, pues el Estado
no tendrá ningún derecho a reiniciar el proce-
so contra el imputado cuya acción penal hu-
biera quedado suspendida.

No es fácil tomar en serio que se diga que con
esta leyse prevendrán acciones terroristas, Más
bien se está propiciando el entrar en organiza-
ciones terroristas. No sé si he sido lo suficiente-
mente claro a este respecto.

d) Después de lo dicho, apenas valdría la pena
tratar los dos últimos artículos El artículo 5°
impone que las declaraciones de los beneficia-
rios deben tener control procesal de parte, lo
que significa muy poco. Porque el Ministerio
Público primeramente averiguará en secreto
con el imputado qué es lo que sabe y está dis-
puesto a decir; una vez arreglado el pacto hasta
en los detalles, se hará la farsa de una declara-
ción con control de parte. Pero, además, en
muchos casos no habrá ninguna "contraparte",
pues Lscal y ddensor serán partes contrapup.s-
tas de un mismo arreglo que convalidarán ante
sí mismos. Son más bien las terceros perjudi-
cados por la delación, supuestamente veraz,los
que tendrán un agravio por una declaración
que, a su llegada al expediente, ya habrá sido
prestada sin ningún control de ellos mismos,
que son la verdadera "contraparte del negocio".

El artículo 6° establece un régimen de pro-
tección estatal para el "imputado que hubiera
colaborado". Sisu integridad personal "corriere
riesgos", dice el proyecto, "se adoptarán las
medidas de protección necesarias, incluidas la
provisión de los recursos indispensables para
cambiar de actividades laborales y la sustitu-
ción de su identidad".

Por si la ley le hubiera dado hasta aquí poco
aliciente al ciudadano violento para entregarse
al terrorismo, ahora le promete que si participa
en el delito, y luego sabe "delatar bien" tendrá
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recursos económicos interesantes, nuevas po-
sibilidades de trabajo y nueva identidad perso-
nal. De todos modos, la posibilidad real de que
un Estado que no puede prevenir atentados con
cientos de muertos pueda darle protección fí-
sica a una persona individual, con un pasado
supuestamente terrorista, es todo menos que
una pretensión realizable.

Pero más allá de eso, si pudiéramos organi-
zar un sistema serio de protección de ciudada-
nos que aportan datos esenciales para el escla-
recimiento de hechos punibles, deberíamos
pensar, antes bien, en destinar recursos econó-
micos para diseñar un sistema de "protección
de testigo" -quiero decir, de verdaderos testi-
gos, es decir, personas ajenas al hecho (no "tes-
tigos de la corona", "arrepentidos")-. Y si no
tenemos dinero para esto, ¿cómo podríamos
destinar los impuestos a darle una protección

especial a sujetos con pasado terrorista? ¿No
tenemos suficiente desprotección en personas
con un pasado intachable?

13. Las consideraciones anteriores, cierta.
mente, podrían ser ampliadas en varias direc-
ciones. Más la parquedad de los fundamentos
del proyecto del Poder Ejecutivo, de escasos
párrafos -no bien formulados- y la nulidad
de los fundamentos con que la Comisión de
Legislación Penal quiere darle apoyo a la inicia-
tiva, eximen de un desarrollo mayor. En todo
caso, el tema pone en el primer plano la pre-
gunta por el fundamento del castigo estatal y
los límites en que este castigo es moralmente
legítimo. Quien sea exigente con el estado de
derecho no podrá permitir ni una línea de este
proyecto.

Carlos/.A. Sergnese.

Antecedentes Parlamentarios



1448

Antecedentes del proyecto

1

PROYECTO DE LEY

LEY SOBRE CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES
PARA LA FIJACION DE LA PENA POR HECHOS
SOBREVINIENTES, EXCARCELACION DE LOS

BENEFICIADOS POR LAS MISMAS Y RESGUARDO
DE LA INTEGRIDAD PERSONAL DE TESTIGOS

Artículo 1° -
Agrégase como párrafo final

del artículo 41 del Código Penal, el siguiente
texto:

Artículo 41 ....- Cuando el sujeto se
hubiese esforzado seriamente por evitar el
resultado, reducir el daño o satisfacer a la
víctima o hubiere cooperado decisivamente
en la investigación, a criterio del tribunal
de sentencia, la escala penal aplicable se
podrá disminuir del modo previsto para la
tentativa. En caso de colaboración la re-
ducción no s.e aplicará sobre la pena de
inhabilitación.

Art. 2° - Incorpórase como último párrafo
del artículo 275 del Código Penal el siguiente
text¡¡:

La misma pena se aplicará al cola-
borador del articulo 41 quien en el curso
de una investigación penal, formule
imputaciones o proporcione datos fal-
sos sobre terceras personas o simule
pruebas.

Art. 3° - Agrégase como último párrafo al
artículo 223 del Código Procesal Penal de la
Nación (ley 23.894) el siguiente texto:

Artículo 223. - Los dichos de testi-
gas que, por fundado temor respecto
de su vida, integridad personal, obtu-
vieren decisión judicial para que se re-
serve su identidad, en ningún caso cons-
tituirán medio de prueba. Sólo podrán
ser utilizados por el juez o tribunal a
efectos de posibilitar la disposición de
medidas procesales encaminadas a ob-
tener pruebas respecto únicamente al
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delito investigado. Regirán las restric-
ciones de los artículos 242 a 244 de este
Código.

Art. 4° - Agrégase como inciso 6° del artícu-
lo 317 del Código Procesal Penal de la Nación
(ley 23.894) el siguiente texto:

Artículo 317:

Inc. 6: Cuando a primera vista resulte
de aplicación lo dispuesto por el artícu-
lo 41, último párrafo del Código Penal, y
presumiblemente sea procedente el ar-
tículo 26 del Código Penal.

Art. 5°- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Raúl A. Galván.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

En reiteradas oportunidades se ha expresado
que diversos hechos tales como los atentados
terroristas contra la embajada de Israel y a la
sede de la AMlA, y el horrendo asesinato del
fotógrafo José Luis Cabezas, han abiert? y pro-

fundizado el debate en tomo a la necesidad de
colocar a disposición de la Justicia, henarnien-
tas legales útiles para investigar aquellos deli-
tos de compleja dilucidación. Más allá de las
consideraciones que puedan hacerse sobre el
estado actual de la Justicia en laArgentina, tema
que trasciende el objeto de estos fundamentos,
resulta para todos evidente que hay hechos,
como los nombrados para los cuales los me-
dios tradicionales de investigación resultan in-
suficientes.

En oportunidad de tratamiento de esta figura
en el recinto de esta Honorable Cámara, du-
rante el anterior período de sesiones ordina-
rias, decíamos que"... respaldándonos serena-
mente en antecedentes que vienen de lejos,
nosotros queremos efectuar la reforI?a ~el
Código Penal con los resguardos constitucIO-
nales debidos, para que ello sirva no sólo para
el futuro, sino también para el pasado, a fin de
que éste no sea una amenaza permanente, por
la impunidad que dan estos espantosos críme-

nes, cuyos autores materiales e intelectuales
deseamos sean descubiertos" (sesión del 6 de
mayo de 1998).

Renovamos estas palabras reiterando, con la
presentación de este proyecto, nuestra predis-
posición para que determinadas figuras esen-
cialmente aquella conocida como "arrepenti-
do",sean incorporadas a nuestro acervo nor-
mativo.

Hace pocos días, la Comisión Bicameral Es-
pecial de Seguimiento de la Investigación de
los atentados a la embajada de Israel y al edifi-
cio de la AMlA,recibió a los doctores Ferdi-
nando Imposimato y Giovanni Salvi, de visita
por el país para disertar sobre la legislación
penal de Italia. Los citados juristas italianos
cuentan con amplia experiencia judicial en
causas relativas a terrorismo, criminalidad or-
ganizada,corrupción y a la aplicación del ré-
gimen del arrepentido y del testigo protegido.
Enla oportunidad sepudo conocer de boca
de sus protagonistas sus opiniones respecto
de las ventajas y desventajas de la figura del
arrepentido, la cual con modalidades diver-
sas, resulta de aplicación casi universal en Oc-
cidente, según interpretan. Cabe mencionar
que ambos coincidieron en que la misma no
afecta de ninguna manera los derechos y ga-
rantías constitucionales.

Reiteramos aquí los fundamentos que for-
mulásemos en la anterior presentación de este
proyecto de ley,pues entendemos que los mis-
m.0~siguen reflejando acabadamente los pro-
pasitos de esta iniciativa.

Entonces decíamos que tal como afirmaran
los diputados GuillermoAramburu,José Ca-
fferata Nores, Me1chorCruchaga,.Francisco
Fra~oso y JoséZavalía en su disidencia parcial
a!dictamen de la Comisión de Legislación Pe-
nal (orden del día No 1.790 de la Cámara de
Diputados,diciembrede 1997):

" ...Sibien se
coin~ide en la necesidad de ponderar circuns-
~clas de la conducta del delincuente poste-
nores a! delito en la graduación de la pena, y
estab!ecer modos de protección del testigo, se
mantienen discrepancias sobre su instrumen-
tación..."

El debate sobre la inserción de nuevos insti-
tutos a nUestra legislación penal abre un capí-
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tulo de suma importancia: el de evitar que estas
figuras configuren, al momento de su aplica-
ción, restricciones ala libertad de una persona
en virtud de la existencia de evidencias secretas
que afecten, por ende, el debido proceso. Nos
referimos en este caso al llamado "testigo de
identidad reservada".

El matutino "Clarín", en su segunda sección
del domingo29de junio de 1997,publica una
nota de opinión del doctor Ricardo Gil Lave-
dra, ex camarista federal, profesor de derecho
penal (UBA),titulada "La ética del Estado y la
delación como moneda de cambio", en la que
resume la fundamentación y el espíritu de la
norma mediante la cual se propone la inser-
ción del instituto del "arrepentido" a nuestra
legislación, y que al compartir plenamente, ci-
tamos algunas de sus partes esenciales:

"...entiendo que la cuestión puede ser abor-
dada desde un ángulo absolutamente distinto.
Elartículo 41 de nuestro Código Pena! contem-
pla los parámetros que debe tener en cuenta el
juez para fijar la pena. En cada caso la enume-
ración apunta a las características del hecho y
las circunstancias personales del autor anterio-
res a él. Elcomportamiento posterior del suje-
to no se encuentra mencionado expresamente
por la ley,pese a que la práctica de los tribuna-
les lo ha considerado'.

"El centro de discusión político-criminal de
hoy estáocupadopor el redescubrimiento del
rol de la víctima y de la reparación del daño
causado. Incluso se discute si la reparación no
podría ser,junto a la pena y a las medidas de
seguridad, una 'tercera vía' del derecho penal".

"En consecuencia, sería atendible facultar a!
juez para que considere la posibilidad de dis-
minuir el marco de punibilidad en función de
ciertas circunstancias sobrevinientes, que se
compadecen con las finalidades preventivas de
la pena. El esfuerzo por evitar el resultado, la
reducción del daña.Dla satisfacción a la víctima
son circunstancias relevantes a tener en cuenta
a la hora de penar, pues tienen efectos resocia-
lizadores (prevención especial) y contribuyen a
la recuperación de la paz jurídica (prevención
general positiva). Lacolaboración en la investi-
gación no sólo puede ayudar en la resocializa-
ción, sino que restablece la confianza en el de-
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recho, pues interesa a la comunidad que se apli-
que la consecuencia de haberse violado una
norma y que se conozca lo sucedido. Pero, cla-
ro está, manteniendo un mínimo de retribu-
ción, la pena merecida por el hecho cometido
por quien ahora colabora".

"Una modificación semejante se ajusta clara-
mente a los principios del derecho penallibe-
ral, excluye radicalmente toda posibilidad de
negociación entre investigadores y acusados,
mantiene una base retributiva y cumple con
una característica preciada de toda ley, que sea
general e igualitaria".

En junio de 1997, la Comisión Bicameral Es-
pecial de Seguimiento de la Investigación de los
atentados a la embajada de Israel y al edificio
de la AMIA recibe un anteproyecto de ley de
reformas a los Códigos Penal y Procesal Penal
propuestas por el grupo de juristas, los docto-
res León Arslanián, Ricardo Gil Lavedra, Pedro
David, Raúl Zaffaroni y Andrés D'Alessio. Estos
juristas en dos reuniones de comisión anterio-
res habían debatido las alternativas al texto bajo
estudio sobre la llamada ley antiterrorista. Di-
cha alternativa se refería esencialmente a la in-
corporación del instituto del "arrepentido", de-
jando así de lado el proyecto de ley menciona-
do. El texto de los expertos convocado,; es el
que se transcribe a continuación.

Propuesta de los doctores Ricardo Gil Lave-
dra, León Arslanián, Raúl Zaffarroni, Pedro
David y Andrés D'Alessio.

Reformas al Código Procesal Penal de la Na-
ción

Reserva de identidad

Artículo 204 bis. - Una vez iniciada la ins-
trucción, sólo el juez podrá reservar la identi-
dad de aquellas personas que, por fundado te-
mor respecto de su vida, integridad personal o
la de sus familiares, así lo requiriesen y cuyos
dichos sean útiles para orientar la investigación.
En ningún caso estas manifestaciones podrán
ser utilizadas por sí mismas, como prueba en
contra del imputado.

A dichos declarantes les son aplicables las
restricciones contempladas en los artículos 242
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a 244. En dicho caso bastará que se inserte en el
expediente una atestación del actuario enla que
se deje constancia de su eXistencia y de la con-
servación por el juez o el agente fiscal, en su
caso, de actuaciones complementarias donde
se individualice al deponente y se registren sus
dichos.

Excarcelación. Procedencia

Art.317 -

Inciso 6: Cuando a primera vista resulte de
aplicación lo dispuesto por el artículo 41, últi-
mo párrafo del Código Penal, y la pena even-
tual admita la condenación condicional.

Reforma al Código Penal

Art. 40. - En las penas divisibles por razón
de tiempo o de cantidad, y aun en cualquier
otra c!ase de pena, los tribunales fijarán la con-
denación de acuerdo con las circunstancias ate-
nuantes o agravantes particulares a cada caso y
de conformidad a las reglas del artículo siguien-
te.

Art. 41. - oO,

Inc. 1. 'oO

Inc.2....

Cuando el sujeto se hubiese esforzado seria-
mente por evitar el resultado, reducir el daño,
satisfacer la víctima o hubiera cooperado efi-
cazmente en la investigación, se podrá aplicar
la escala de tentativa, reducida a la mitad, al
mínimo legal de la especie de pena de que se
trate o eXimirsede ella.

.

Antecedente de la propuesta antes transcrita
es aquella que durante el segundo semestre de
1996se debatiera en el seno de la Comisión Bi-
cameral mencionada -la llamada LeyAntite-
rrorista-y que motivara un proyecto alterna-
tivo de ley redactado por los doctores GilLave-
dra y Arslanián (noviembre de 1996)que en su
capítulo "Colaboradores en la investigación"
preveía, aunque en otro contexto, la figura del
arrepentido. (El texto puede consultarse en el
primer informe de la citada Comisión Bicame-
ral, 1997).
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Cabe recordar que el artículo 217 del Código
Penal (título IX "Delitos contra la seguridad de
la Nación, capítulo 1,"Traición") dice: "Quedará
eximido de pena el que revelare la conspira-
ción a la autoridad, antes de haberse comenza-
do el procedimiento".

En cuanto al alcance de la norma propuesta
por la presente, ella abarca todos los delitos,
incluyendo los previstos en el capítulo referido
aaquellos contra laadministración pública. Esto
es así atento que compartimos en un todo los
conceptos vertidos por el doctor Gil Lavedra
en el sentido de que toda ley debe ser general e
igualitaria.

En el mismo sentido, en la reunión celebrada
el 22 de mayo de 1997 en la Comisión Bicameral
que efectúa el seguimiento de las investigacio-
nes de los atentados a la embajada de Israel y
AMIA, uno de los juristas que asistieron, el doc-
tor Pedro David, miembro de la Cámara de Ca-
sación, en base a:su extensa experiencia en el
tema de terrorismo internacional en la órbita de
sus funciones en las Naciones Unidas, afirmó-
conforme versión taquigráfica- que países
como Italia, España o Alemania han ido saliendo
de legislaciones especiales sobre el tema para ir
incorporándolas a sus códigos de fondo.

Súbre el particular el doctor Zaffaron¡ mani-
festó conforme la misma versión taquigráfica,
que efectuar disclirninaciones en cuanto ala gra-
vedad del delito en el cual se aplica el "arrepenti-
miento", nos iba llevando a un "derecho penal de
autor". Explicó en esa reunión que Amadei, ex
presidente de la Corte Constitucional Italiana, se
preguntaba por qué beneficiar al arrepentido de
estos delitos gravísimos yno beneficiar al de otros
delitos menos graves. Ferraioli por su parte ob-
servó, conforme Zaffaroni, que toda ley sobre
arrepentidos, marchaba hacia un derecho penal
de a.utor, clasificándolos, y que conforme a esa
clasificación se gradúa la pena dejando de lado
la ma~!tud del injusto cometido y el grado de
culpabilidad respectivo.

En el mismo orden de ideas, agregó el profe-
Sor Zaff~oni, que introducir exenciones de pena
para qUienes han cometido delitos de máxima
grave~ad -un homicidio, por ejemplo--Iesio-
na senamente el principio de igualdad, pues au-

tores de delitos menores podrían cuestionar por
qué no reciben el mismo beneficio.

Es por eso que consideramos que el proyec-
to que tiene media sanción en la Cámara de
Diputados, proyecto en el cual en la mayor parte
de su articulados se había llegado a un consen-
so generalizado entre las fuerzas políticas y en
el que a último momento se le agregó un párra-
fa que poco tiene que ver con lo acordado y
cuya técnica legislativa es de dudosa calidad,
conlleva señor presidente, un vicio de desigual-
dad ante la ley que no podemos tolerar.

Legislar la exención de pena sobre delitos
execrables como es el homicidio, por más que
las intenciones sean las mejores, lleva a la ciu-
dadanía a plantearse qué delitos menos graves
pero muy dañosos para el tejido social como la
corrupción no pretenden ser totalmente escla-
recidos. Y entonces se proyecta la duda que se
reforma la ley para encontrar soluciones jurí-
dicas a problemas políticos coyunturales de los
actuales gobernantes.

Poniendo las cosas en blanco sobre negro,
señor presidente, consideramos tan importan-
te la igualdad ante la ley en estos casos, que no
podríamos explicade a la sociedad por qué le-
gislamos para beneficiar a un Prellezo o a un
Ribelli,y no talvez a l'n ladrón de gallinas, quien
~eguramente actuando al borde de la justifica-
ción exculpante, habiendo confesado plena-
mente su responsabilidad, habiendo incluso
devuelto lo robado, demostrando haber cam-
biado su conducta luego de cometido el injus-
to, se dé cuenta que -sin embargo--Ia retri-
bución a su proceder será menor porque segu.
ramente su arrepentimiento no soluciona el
problema del gobernante de turno.

o cómo explicar-en síntesis- que a mayor
gravedad del delito, mayor será el beneficio.

En lo relativo a la reducción de pena, en el
presente proyecto la misma sólo podrá llegar al
modo previsto en nuestro ordenamiento legal
para la tentativa.

Consideramos que si bien cualquier conduc-
ta plausible en punto a la satisfacción de la vícti-

ma' de quien comete un delito luego de llevarse
éste a cabo, por un principio retributivo puede
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ser tenida en cuenta para la ponderación de la
pena, la eximición es un elemento que no se
condice con una polftica criminal adecuada a
los tiempos que vive nuestro pafsdonde la im-
punidad es moneda corriente.

Sibien nuestro ordenamiento positivo fijarf-
gidas escalas penales en lo concerniente al mí-
nimo de la pena a imponer, consideramos que
el establecimiento de una reducción al grado
de tentativa en un juego armónico con el siste-
ma de excarcelación propuesto es suficiente
retribución para el delincuente que colabore
con la investigación, o intente evitar el daño, o
satisfaga a la víctima.

En cuanto a la especificación que sea el tribu-
nal de sentencia el que determine en definitiva
la reducción de pena a aplicarse, consideramos
que ello constituye una garantía. La pondera-
ción de la conducta del delincuente luego de
llevada a cabo el injusto penal, es un proceso
decisorio de quien luego de llevado a cabo el
debate respectivo, ha corroborado fácticamen-
te que el encartado se ha esforzado en evitar el
efecto dañoso de su proceder, o que ha inten-
tado reducido, o que ha satisfecho ala víctima,
o que decisivamente ha colaborado con la jus-
ticia para el esclarecimiento del hecho.

Esta obligación de merituar el prot::eder del
delincuente la llevar" a cabo el tribunal quien
tiene en sus manos todos los elementos t::on-
\>iccionales, que le permitirán corroborar sin
hesitación alguna que, quien en definitiva reci-
birá sentencia, ha llevado a cabo los procede-
res enunciados en el párrafo anterior.

Esto aleja, señor presidente, cualquier sospe-
cha sobre la preocupación de la relación par-
ticular que por imperio de esta norma se esta-
ría dando entre el magistrado y el procesado.
Cabe aclarar que ella no se concibe ni como
"negociación",mucho menos como "pacto".So-
bre el particular huelga afirmar que la garantía
constitucional de la doble instancia, debe aven-
tar cualquier suspicacia en relación con un pro-
ceder que debe ser a todas luces trasparente.

Por otra parte, señor presidente, con la re-
forma propuesta se garantiza que el mérito de
todas estas conductas posteriores al delito es
de orden exclusivamente jurisdiccional, alejan-
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do la participación en temas de índole eminen-
temente judicial a las fuerzas policiales o de se-
guridad y a organismos de inteligencia.

Elestado de derecho nos impone, señor pre-
sidente, que cada poder de la República cum-
pla acabadamente con su misión.

Pretendemos facultar a los jueces de la Na-
ción para que meritúen la factibilidad de dismi-
nuir la punibilidad en función de hechos sobre-
VÍllÍentes.

La importancia de la satisfacción de la vícti-
ma cobra auge en el mundo entero. No quere-
mos señor presidente promover una reforma
de estas características para suplir la ineficacia
de nuestro sistema de seguridad, ni paraimpo-
ner el sistema de la delación.

Asimismo se prevé la penalización de aquel
que buscando hacerse beneficiario de estas
cláusulas, formule imputaciones o proporcio-
ne datos falsos sobre terceras personas o simu-
le pruebas. Con esta nueva tipificación se cierra
el círculo para impedir que esta herramienta
legal sea utilizada inescrupulosamente.

Quien para beneficiarse de la manera previs-
ta en la reforma del artículo 41 del Código Pe-
nal, efectúe imputaciones, proporcione datos
falsos o sÍlT"ulepruebas ya sea para intentar
configurar una posición ventajosa, o para des-
viar la investigación so pretexto de coli!bora-
ción, será reprimido con la pena establecida en
el artículo 275 del código delictual.

Por otra parte, en el proyecto no se le conce-
de la categoría de prueba a los dichos de testi-
gos cuya identidad no sea conocida por la de-
fensa. Esta prescripción tiene como fm aventar
toda sospecha de vulneración del debido pro-
ceso. La defensa en juicio es uno de los presu-
puestos de un proceso penal. Consideramos que
no se debe permitir que so pretexto de peligro-
sos criterios de amplitud de prueba, se vulne-
ren principios constitucionales.

Creemos que la declaración de un testigo sin
el contralor de la defensa, ni siquiera debe ser
tomada como indiciaria. Actuar de otra mane-
ra significaría tomar con cierto valor de verdad
a testimonios de personas a las que ni siquiera
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se les podría comprobar si les comprenden las
generales de la ley. Al respecto decía el diputa-
do Cafferata Nores durante el debate en el re-
cinto: "De la única forma que el testigo de iden-
tidad reservada puede constituir prueba es si
deja de tener ese carácter y declara... Esta no es
una ocurrencia sino una exigencia expresa de
la Convención Americana de Derechos Huma-
nos y del pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Polfticos, que han sido incorporados a la
Constitución Nacional con su mismo nivel por
el artículo 75, inciso 22, de la Ley Suprema".

Lafórmula lograda en nuestra redacción per-
mite al juez tomar medidas a partir de dichas
declaraciones en cuanto las mismas servirán
de basamento lógico para producir pruebas.

El juez entonces será el verdadero director
del proceso, obviando la participación de orga-
nismos extraños al mismo v.g. policiales o de
inteligencia, participación que como hemos vis-
to últimamente ha llegado incluso a desviar el
curso investigativo.

Así también, dichas declaraciones y las medi-
das que en su consecuencia se dicten sólo se-
rán utilizables en el proceso en curso.

Compartimos las preocupaciones del desta-
cado constitucionalista, doctor Rafael BielGa,
quien en su nota titulada" ¿Habrá que arrepen-
!irse dp los arrepentidos?" (Clarín, lunes 19de
mayo de 1997)concluía diciendo. "En un país
como el nuestro, donde un espasmódico reloj
biológico regula los humores de la democracia,
pareciera a veces que el atajo es el camino a
seguir, habida cuenta de que el objetivo es lle-
gar rápido, aunque sea por ellugar menos pen-
sado. No es manera de tratar lo que tanto ha
Costado conseguir. Estas figuras, que son el
merchandising de la impotencia judicial y su
necesidad de resultados, no deben ocultar que
lo q~e está en juego es la calidad de vida en una
sociedad y las mortificaciones a sus miembros
que ciertas prácticas podrían causar" .

Por ello es que estamos convencidos de que
una norma de la naturaleza de la que estamos
debatiendo requiere ineludiblemente de un
amplio consenso parlamentario, cuidando al
detalle e~texto, y además una clara exposición
del espíntu del legislador de modo que sirva de

sustento teórico e interpretativo para la aplica-
ción de la figura.

A los fundamentos ya presentados deseamos
en esta oportunidad agregar algunos párrafos
más que ilustran nuestra posición.

Se han alzado voces que afirmaban que el
"arrepentido" supone la vulneración del princi-
pio según el cual todos los habitantes son igua-
les ante la ley-artículo 16 C.N.-ampliamente
reconocido también en la Declaración Ameri-
cana de los Derechos y Deberes del Hombre, la
Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos y el Pacto de San José de Costa Rica.

En tal sentido debemos citar la refutación a
este argumento que el Poder Ejecutivo Nacional
(respuesta del jefe de Gabinete de Ministros al
Senado, Informe 21,29-10-97) expresara: "Basta
citar, para enervar esta críticas, las excusas ab-
solutorias ex post facto previstas en los artícu-
los 117 Y 132 del Código Penal (retractación en
los delitos de calumnias o injurias; casanúento
con la ofendida en los casos de violación, estu-
pro, rapto o abuso deshonesto de mujer solte-
ra). Se trata de acciones posteriores que, o bien
intentan volver las cosas, en la medida de los
posible, al statu qua ante, o procuran compen-
sar, de algún modo, el daño sufrido por la vícti-
ma. Pata ci supuesto en e:;tudio, por el contra-
rio, el i,nterés de la víctima confluye con el supe-
rior del Estado en la persecución penal".

Asimismo, con el fin de asegurar transparen-
cia y mesura, consideramos que para la utiliza-
ción del instituto previsto en esta iniciativa de-
berán cumplirse una serie de extremos. En efec-
to, al determinar la pertinencia de aplicar la
norma referida al llamado arrepentido, a acep-
tar la colaboración de un procesado, el magis-
trado deberá evaluar los siguientes aspectos:

a) La idoneidad o credibilidad del sujeto y la
disponibilidad de medios para verificar la in-
formación prevista;

b) La gravedad de la actividad delictual en el
pasado y contemporánea de la que el sujeto
pueda ser sospechoso;

c) La naturaleza del asunto bajo investiga-
ción y la importancia de la información o asis-
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tencia que se provea;

d) La factibilidad de que las informaciones
del caso no pudieran lograrse recurriendo a la
realización de otra conducta;

e) Los riesgos que la utilización de la figura
pudieran suponer para la investigación o para
la afectación de derechos y garantías constitu-
cionales.

Iniciado ya un nuevo período de sesiones or-
dinarias, y sin que el tratamiento legislativo aza-
roso que tuviera el citado instituto en los perío-
dos anteriores mellen nuestra disposición sos-
tener la conveniencia del mismo, y por las ra-
zones expuestas ya con anterioridad, es que
presentamos el presente proyecto de ley.

RaúlA. Galván.

2

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°- Incorpórase el siguiente apar-
tado al artículo 41 del Código Penal;

3°- Sin perjuicio de lo dispuesto en el ar-
tículo 41 bis, se estimarán índices de menor
peligrosidad del inculpado:

a) Admitir la propia intervención en el
delito motivo de juzgamiento;

b) Aportar datos, que permitan progre-
sar en la individualización de los res-
tantes partícipes o identificar a las víc-
timas, así como también incautar los
instrumentos del delito o recuperar los
efectos obtenidos por el ilícito.

Art. 2° - Incorpórase como artículo 41 bis
del Código Penal, el siguiente:

Artículo 41 bis: Tendrá la pena que co-
rresponde al rango de participación dismi-
nuida, de conformidad con las pautas del
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artículo 44 de este Código, el coimputado
que durante el curso de un proceso:

a) Revelare o aportare información que
conduzca a establecer la identidad de
autores partícipes o encubridores de
los hechos investigados o de otros co-
nexos, proporcionado datos suficien-
tes que permitan el procesamiento de
los sindicados o un significativo pro-
greso de la investigación;

b) Aportare información que permita in-
dividualizar o incautar los instrumen-
tos, objeto o cuerpo del delito, como
asimismo los bines y efectos que fue-
ren producto de la acción delictiva y a
que hace referencia el arto23;

e) La opinión fiscal vertida en el dicta-
men acusatorio señalativa de que la
aportación del imputado informante
es veraz y ha sido decisiva para la pre-
tensión de condena de los copartíci-
pes, será fundamento suficiente para
que el tribunal aplique las escalas ate-
nuadas o exima de pena en el caso so-
metido a proceso. El tribunal podrá
apartarse de la apreciación fiscal dan-
do razones expresas debidamente fun-
dadas.

Para el supuesto que la aportación
del imputado fuese el resultado de un
acuerdo entre éste, su defensa y el fis-
cal será obligatorio, para el último, la
aplicación de las modalidades previs-
tas en los artículos anteriores.

Art. 3° - Incorpórase como artículo 41 ter
del Código Penal, el siguiente.

Artículo 41 ter: Sin perjuicio de lo dis-
puesto en el artículo anterior, podrá redu-
cirse la pena por debajo del mínimo resul-
tante de su aplicación y aun eximirse de
ella, cuando la información brindada hu-
biera permitido desbaratar una asociación
o banda de tres o más personas que, con
ramificaciones interjurisdiccionales o inter-
nacionales tenga por objetivo el tráfico ilí-
cito de bienes o cosas o la comisión de los
delitos previstos en el Título X.
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Art. 4° - Incorpórase como artículo 41 qua-
ter del Código Penal, el siguiente:

Artículo 41 qua ter: La reducción o
exención de pena a que aluden los artícu-
los 41 bis Y41 ter, no podrá beneficiar al
imputado informante por más de una vez.

Art. 5° - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Jorge A. Villaverde.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Elamplio ámbito operativo de las organiza-
ciones delictivas, su compleja estructura, la
multiplicidad de medios materiales y técnicos
de que disponen, la corrupción en los organis-
mos policiales y judiciales y la dificultad de pe-
netrar en asociaciones cada vez más cercana al
tipo mafioso, donde el pacto de silencio torna
hermético el accionar antijurídico, hacen que
el arsenal de medios probatorios articulados
por los códigos vigentes revele patente insufi-
ciencia (Fransesco Palazzo, Perfiles generales
de la reciente legislación "antjmafla" eI~Italia;
Franceso Carlora, Salvatore Romano y Giuse-
ppe Loschiavo, artículos en el Digesto, Nuevo
Digesto y Novíssimo Digl'sto italianos, respec-
tivamente, en punto al tema "Mafia"),

Estas circunstancias llevan a creer que no
puede esperarse que los delincuentes asocia-
dos para la comisión de los delitos más graves
confiesen o se arrepientan. Tampoco que ten-
gan remordimientos de conciencia, situación
que presupone una educación en los principios
religiosos o éticos, que el laicismo y el pragma-
tismo imperantes se han encargado de desva-
necer.

Debilitadas las nociones de patriotismo, de
carga pública y de ejercicio responsable de la
función ciudadana, los testigos mismos se re-
velan cada vez con mayores reticencias, tra-
tando de soslayar más que de cumplir con su
~eb~~ de arrimar pruebas a los tribunales de
JUsticIa;esto con mayor razón todavía cundo

se hallan atemorizados por las consecuencias
que pueden desencadenarse sobre su persona
en la muy corriente hipótesis de que miembros
de la banda continúen en libertad. Aello se adi-
ta que el mayor protagonismo del sujeto pro-
cesado o acusado a través de las declaraciones
de derechos humanos y la intangibilidad de al-
gunas de sus prerrogativas, vuelven muy difícil
obtener evidencias en su contra, salvo en el ex-
cepcional caso de ilícito en flagrancia.

Tal como lo ha dicho recientemente un ex fis-
cal de la cámara Federal de la Capital: "'D'adicio-
nalmente, el sistema penal estaba pensando para
casos cometidos por individuos y ahora se en-
frenta con casos de crimen organizado, donde
los jefes siempre están lejos del lugar del hecho.
Es decir que las personas aprehendidas tentanto
o consumando un delito (expendio de estupefa-
ci<Jnte, tráfico de automotores robados) nunca
son sus inspiradores o mayores beneficiarios".

La lucha contra la delincuencia organizada
presenta problemas que suscitan universal alar-
ma y que son permanentemente puestos de
relieve por la ONU a través de sus organismos
especializados (vgr.: Comisión de Prevención
del Delito y Justicia Penal) y las conferencias
especializadas de nivel diplomático y ministe-
rial (José D'bur, "El tratarillento internacional
de la delincuencia transnacional organizada";
Carlos Mahiques, "Respuestas de política cri-
minal a las manifestaciones de la delincuencia
organizada ).

En este orden, cabe también citar documen-
tos editados por el Consejo Económico y Social
con motivo de la "Conferencia Ministerial Mun-
dial sobre la Delincuencia Transnacional Orga-
nizada y Nápoles, noviembre de 1994, etcétera.

Atento a lascircunstancias brevemente enun-
ciadas, es nuestra preocupación y nuestra res-
ponsabilidad dar respuesta legal a las mismas,
mediante una reforma del Código Penal con
vigencia para toda la Nación (artículo 75, inciso
12 de la Constitución Nacional), ante un evi-
dente estado de necesidad.

11

Las respuestas más conocidas en el derecho
extranjero para alentar al descubrimiento de
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los partícipes en las manifestaciones del cri-
men organizado, son las figuras del plea bar-
gaining del derecho anglosajón, del testigo de la
corona del derecho alemán y la del arrepentido
del derecho italiano (entre muchos: Winfried
Hassemer, "Crítica del derecho penal de hoy",
Steven Silverblat, "Plea Bargaining",Senado del
Canadá, exposición de motivos al BillS3/1996;
Washington State Office of the Administrator
ofthe Courts, "PleaBargaining"; Luis Desimo-
ni, "oo.La figura del arrepentido oo.", Carlos Ed-
wards. "El arrepentido, en agente encubierto y
la entrega vigilada'; Justo Laje Anaya, "Narco-
tráfico y Derecho Penal Argentino (agente en-
cubierto, confabulación, arrepentidos, protec-
ción de testigos y reducciones y excepciones de
pena)"; Luis Losada, "El artículo 29 ter de la
ley23.737", ClaudiaNeira, "El arrepentido", yPa-
tricia Ziffer, "Lineamientos de la determinación
de la pena". La primera de tales respuestas pro-
cura aligerar el proceso a través de una nego-
ciación donde se intercambia la admisión de la
culpabilidad por parte del inculpado del encua-
dramiento de una figura atenuada o de un deli-
to sancionado con pena menor efectuada por
el Ministerio Público Fiscal, evitando así tanto
el farragoso trámite de un juicio por jurados
como la incertidumbre de una sanción que en
el derecho anglonorteamericano contiene to-
pes máximos muy elevados. La segunda persi-
gue otorgar inmunidad penal a quien conoce
de lo investigado en el proceso sin llegar a ser
su protagonista. La tercera y última consiste en
rebajar la penalidad a quien ponga de maPifies-
to el accionar de los coautores o cómplices. El
presente proyecto se refiere a la última moda-
lidad, ya incorporada al derecho argentino con
relación a los delitos vinculados al tráfico ilícito
de estupefacientes (artículo 29 ter de la ley
23.737, texto según ley 24.424.

III

Lo que aquí se propone es la función misma
que desempeñan la sanción y el premio en el
derecho, esto es, el ser los medios típicos para
lograr el cumplimiento de la normativa y llegar
así al estado social deseado (Mari o Alberto Co-
pella, La sanción y el premio en el derecho,
Editorial Losada, Buenos Aires, 1945, passim).
Antecedentes inmediatos son las legislaciones
penales de Alemania, Austria, Francia, Italia y
Portugal en el Viejo Mundo, Costa Rica y Chile
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en tierra americana, así como los proyectos
parlamentarios introducidos por los legislado-
res Antonio Alasino, Miguel Balestrini, Daniel
Baum, Carlos O.Menem, Miguel Pichetto yJor-
ge Solana. También lo son las disposiciones del
derecho patrio que estatuyen o estatuyeron
regímenes semejantes, puesto que el temama-
teria de esta actualización legislativa que im-
pulso es tan antiguo como el Código Penal mis-
mo, si se tiene en cuenta que el texto originario
del arto 217, hoy restituido en su vigencia por
ley 23.077,'establece que "quedará eximido de
pena el que revelare la conspiración a la autori-
dad, antes de haberse comenzado el procedi-
miento". Asu vez, el artículo 14de la ley 13.985,
dispone la exención de sanción penal respecto
de aquel que habiendo incurrido en los delitos
definidos por esa ley, los denunciaba ante la
autoridad antes de haberlos consumado, como
también respecto de aquel que luego de consu-
mado el delito lo denunciare a las autoridades
procurando el arresto de sus copartícipes.

Esta iniciativa, al igual que las que le prece-
dieron, tiende a facilitar la acción de la justicia y
de sus cuerpos auxiliares, creando una nueva
causal de punibilidad minorada o de excepcio-
nal ausencia de ella, cuyo objetivo es quebrar la
cadena de silencio y ocultamiento que generan
las complicidades. Frente alas principales cri-
terios que desde 1990a la fecha viene adoptan-
do la activiáad parlamentaria sobr~ esta rues-
tión, ubicar la figura en relación COI1delitos
determinadC>8,o darle un carácter general com-
prensivo de todos los ilícitos del Código Penal
el presente proyecto se inclina por esta última
postura, aun cuando su principal campo de
actuación sea en los ilícitos generados por la
delincuencia organizada.

IV

Pese a ser equitativo que quien permite el des-
cubrimiento de un delito reciba alguna clase de
recompensa toda vez que contribuye positiva-
mente a la paz social, se han impugnado iniciati-
vas como las que hoy someto a consideración
de esta Cámara, estimándoselas contrarias a la
ética, argumentándose que el Estado se conver-
tiría en una especie de socio de los delincuentes
premiando a los delatores o favoreciendo la si-
tuación de quienes se mueven por mero interés
y no por escrúpulos de orden moral.
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Estimo que la objeción debe ser rechazada y
la respuesta se halla en la doctrina jusfIlosófica
de la jerarquía y supremacía de los valores. Cier-
tamente' ante la casi segura impunidad de los
jefes y jerarcas de organizaciones criminales, lo
cual genera pública sensación de incredulidad,
desconfianza y escepticismo sobre la eficacia de
las instituciones, amén de quebrar la garantía de
seguridad que el Estado debe ahora imperativa-
mente ofrecer a la comunidad (Constitución
Nacional, artículo 75, inciso 22, por remisión a
los artículos 9° del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos y 7° de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos), el Con-
greso no tiene otra alternativa que disponer prio-
ritariamente el aseguramiento del valor de más
jerarquía (la justicia), lo que exige la represión de
los mayores responsables aun cuando haya que
morigerar o postergar la de los simples auxilia-
res o copartícipes de rango menor. Las más mo-
dernas doctrinas dikelógicas que tienen al hom-
bre como centro y a la proporcionalidad como
meta, así lo avalan (primordialmente: Wemer
Goldschmidt, La ciencia de la justicia, Editorial
Aguilar, Madrid, passim; fdem Introducción fi-
losófica al derecho, Depalma, Buenos Aires)
como también lo respalda la necesidad de ase-
gurar el fin último del derecho, esto es la conse-
cución de la paz social (Karl Larenz), Derecho
justo. Fundamentos de ética juildica; Adalicio
Nogueira, "Derecho y moral".

Atodo esto se añade que la subsistencia del
sistema democrático requiere indefectiblemen-
te fomentar, la credibilidad de la justicia y que
lainmunidad no asiste a quienes acumulan po-
der o forman un contrapoder dentro del mis-
mo Estado. La relación de quienes atacan los
principios básicos en los que se sustenta la con-
vivencia ordenada de la comunidad, no es des-
lealtad moralmente reprochable, sino sujeción
debida a un orden superior que permitirá el
mantenimiento de la libertad. Loen verdad in-
moral sería, de modo indudable, que el Estado
tutelara la fidelidad alas pactos de silencio de la
organización delictiva. Téngase también pre-
sente que si bien notitia críminis emergerá de
una persona comprometida, incumbirá a un
poder no político evaluar el beneficio que des-
de elpunto de vista de la justicia arrojó su apor-
tación. De ser positiva, en cuanto permita des-
b~atar una organización o descartar la impu-
l11dadde los principales protagonistas del he-

cho, crea un beneficio social que, equitativa-
mente estimado, se proyecta tanto respecto del
pasado como del próximo devenir.

V

El proyecto que se presenta, tiene serios fun-
damentos doctrinarios y tiene vigencia en la le-
gislación extranjera citada. Entre nosotros, se
encuentra el artículo 217 del Código Penal y está
incorporado por el artículo 4° de la ley 24.424, al
artículo 29 bis de la Ley de Estupefacientes 23.737.
De igual manera, el artículo 86 del nuevo Código
Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires,
contempla el caso presupuesto.

Por último, cabe señalar que el 21 de mayo
de 1997, esta Honorable Cámara de Senadores
sancionó un proyecto de juicio abreviado que
acoge la doctlina que proponemos en esta re-
forma al Código Penal.

Jorge A. Villaverde.

3

PROYECTO DE LEY

LEY PENAL CONTRA LAS ACTMDADES

TERRORISTAS

Articulo 10 - Agrégase como último párra-
fo del artículo 77 del libro primero del Código
Penal de la Nación el siguiente:

Laexpresión actos de terrorismo significa to-
das aquellas conductas que atentan contra la
seguridad del Estado, su orden institucional o
contra el orden público; que persiguen la fmali-
dad de atemorizar a los habitantes de una po-
blación o a sectores de la misma o efectuara
represalias de cualquier índole contra ellos; y
que están enderezadas a lograr objetivos políti-
cos, fIlosóficos,ideológicos, étnico s o religiosos.

Art. 20 - Incorpórase como capítulo V del
título VII del libro segundo del Código Penal de
la N ación el siguiente:

CAPITULOV- Disposición común a los
capítulos anteriores

Artículo 208 bis: El máximum y el míni-
mum de las penas establecidas en los delitos
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de este titulo, serán aumentadas en lIDtercio
cuando constituyan actos de terrorismo.

Art. 3° - Incorpórase como segundo párra-
fo del artículo 209 del Código Penal de la Na-
ción el siguiente:

Elmáximum y el mínimum de la pena serán
aumentados en un tercio cuando la instigación
fuere a cometer actos de terrorismo.

Art. 4° - Incorpórese como articulo 210 ter
del Código Penal de la Nación el siguiente:

Artículo 210 ter: El máximum y el míni-
mum de las penas establecidas en ambos
articulas precedentes serán aumentados en
lID tercio cuando la asociación ilícita fue re
destinada a cometer actos de terrorismo.

Art. 5° - Agrégase como seglIDdo párrafo
del artículo 213 del Código Penal de la Nación el
siguiente:

Si la apología fuere de lIDacto de terrorismo
o de un condenado por actos de terrorismo el
máximum y el mínimum de la pena serán au-
mentados en un tercio.

Art. 6° - Sustitúyese el articulo 10 de la ley
24.390 por el siguiente:

Artículo 10: Quedan expresamente ex-
cluidos de los alcances de la presente ley:

a) Los imputados a quienes resulta-
ren aplicables las agravantes de los
artículos 208 bis y 210 ter del Có-
digo Penal de la Nación;

b) Losimputados por eldelito previs-
to en el artículo 7"de la ley 23.737;
y

e) Los imputados a quienes resul-
taren aplicables las agravantes
previstas en el artículo 11 de la
ley23.737.

Art. 7° - En los delitos a que se refieren las
agravantes de los artículos 2°,3° Y4° de la pre-
sente ley, serán circlIDstancias atenuantes para
la graduación individual de las penas:
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a) Que el sujeto haya abandonado
vollIDtariamente sus actividades
delictivas;

b) Que el abandono por el culpable
de su vinculación criminal hubie-
re evitado o disminuido sustancial-
mente lIDa situación de peligro,
impidiendo la producción del re-
sultado dañoso o coadyuvado efi-
cazmente a la obtención de prue-
bas decisivas para la identificación
o captura de otros responsables.

Art. 8° - En los supuestos del artículo ante-
rior, el juez o el tribunal competente podrá re-
ducir la pena en un tercio o la mitad del míni-
mo y del máximo, según corresponda y res-
pectivamente. Asimismo, podrá eximirse de la
pena al sujeto cuya colaboración activa sea idó-
nea para identificar a los delincuentes, evitar el
delito o impedir la actuacién o el desarrollo de
asociaciones ilícitas destinadas a cometer actos
de terrorismo, siempre que no se imputen al
mismo en concepto de autor acciones que hu-
bieren ocasionado la muerte de alguna perso-
na o lesiones de las previstas en los articulas 90
y 91 del Código Penal de la N ación. Esta exen-
ción quedará condicionada a que el reo no vuel-
va a comet~r cualquiera de los delitos a que se
refiere la presente ley.

Art. 9° - El sujeto que se encuentre conde-
nado por alguna de las agravantes de los delitos
previstos en los artículos 2°, 3° Y4° de esta ley y
que su causa tuviera sentencia firme podrá ob-
tener la libertad condicional si concurre alglIDa
de las circunstancias a que se refiere el artículo
6° inciso b), también de la presente ley, y hubie-
se cumplido, al menos, un tercio de la pena
impuesta.

Art. 10.-Cuando las circunstancias del caso
hicieran presumir fundadamente un peligro
cierto para la vida o la integridad física de un
testigo, un imputado o un condenado que hu-
biera colaborado con la investigación de actos
de terrorismo, el juez competente deberá dis-
poner lasmedidas especiales de protección que
resulten adecuadas. Estas podrán incluso con-
sistir en la sustitución de la identidad del testi-
go, imputado o condenado, y enla provisión de
los recursos económicos indispensables para
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el cambio de domicilio y de ocupación, si fue-
ren necesarias. La gestión que corresponda
quedará a cargo del Ministerio del Interior de la
Nación.

Art. 11. - La identidad de las personas que
denlIDcien cualquier delito de los previstos en
los artículos 2°, 3° Y4° de la presente ley, se
mantendrá en reserva.

Art. 12.- Durante el curso de una investiga-
ción y a los efectos de comprobar la comisión
de algún delito previsto en esta ley, de impedir
su consumación, de lograr la individualización
o detención de los autores, partícipes o encu-
bridores o para obtener y asegurar los medios
de prueba necesarios, siempre y cuando las fi-
nalidades de la investigación no pudieran se lo-
gradas de otro modo, agentes de las fuerzas de
seguridad y Policía Federal en actividad cum-
pliendo un acto de función ordenado por su
superior jerárquico, previa autorización del juez
interviniente, actuando en forma encubierta
podrán:

a) Introducirse como integrantes de or-
ganizaciones que tengan entre sus fi-
nes la comisión de los delitos previstos
en esta ley,y

b) Participar en la realización de alglIDa
de las conductas previstas en esta ley.

Art. 13. - Será aplicable el articule 34, inci-
sos4°Y5°del Código Penal, al agente encubier-
to que como consecuencia necesaria del desa-
rrollo de la actuación encomendada en los tér-
minos del artículo anterior, se hubiese visto
compelido a incurrir en un delito, siempre que
éste no implique poner en peligro cierto la vida
o.l~integridad física de una persona o la impo-
SICiónde un grave sufrimiento físico o moral a
otro.

Cuando el agente encubierto hubiese resul-
tado imputado en un proceso, hará saber con-
fidencialmente su carácter al juez intervinien-
te, quien en forma reservada recabará la perti-
nente información a las autoridades que co-
rrespondan.

d
Siel.caso correspondiente a las previsiones

el pnmer párrafo de este artículo, el juez lo

resolverá sin develar la verdadera identidad del
imputado.

Art. 14. - Quienes resistieran en calidad de
agentes encubiertos tendrán derecho a la pre-
servación de su identidad. Atal fin, el director
nacional de Gendarmería, el prefecto nacio-
nal Naval y el jefe de la Policía Federal, eleva-
rán por cada agente encubierto dos sobres
sellados y lacrados, conteniendo cada uno la
identidad real y la identidad supuesta con que
éste actuare, que será remitido uno al presi-
dente de la Corte Suprema de Justicia de la
Nación y otro al presidente del Consejo Na-
cional de Seguridad.

Art. 15. - Cuando peligre la seguridad de la
persona que haya actuado como agente encu-
bierto por haberse develado su verdadera iden-
tidad, tendrá derecho a optar entre permane-
cer activo o pasar a retiro, cualquiera fuese la
cantidad de años de servicio que tuviera. En
este último caso se le reconocerá un haber de
retiro igual al que le corresponda a quien tenga
dos grados más del que él tiene.

En cuanto fuere compatible, tanto para el
agente encubierto como a su familia, se aplica-
rán las disposiciones del articulo 10 de la pre-
sente ley.

Art. 16. - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Augusto Alasino.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

"El arma del terror general es la violencia.
Con el fin de alcanzar el fin que se pretende por
medio de la violencia, y de obtener los resulta-
dos planeados, la violencia se debe aplicar en el
tiempo adecuado, con la fuerza adecuada y en
la forma adecuada. Eltiempo adecuado será el
momento en que la ola de terror sea una sor-
presa tanto para el objeto como para el mundo
exterior. La fuerza adecuada será la que desor-
ganice hasta el grupo más resistente y más fuer-
te entre los que forman el objeto del terror. La
forma adecuada será la que tenga el efecto psi-
cológico más perjudicial sobre el objeto ..."
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Elpárrafo transcrito pertenece al denomina-
do "Documento sobre el terror", cuyo texto se
difundió en 1948 a través de un exiliado de la
Europa comunista de aquel entonces. Su con-
tenido fue emitido por Radio Europa Libre en
News From The Iron Curtain (Noticias de la
Cortina de Hierro), 1,3 de marzo de 1952. Su
enunciado demuestra la tendencia del pensa-
miento típico del materialismo dialéctico que
caracteriza al terrorismo. Se podría decir sin
temor a equivocarse que este doucumento es
para los estudiosos del fenómeno del terroris-
mo, como lo es la obra de Maquiavelo para los
cientistas políticos. Toda la extensión de su tex-
to incompleto y con deficiencias en su traduc-
ción constituyen un verdadero "manual del te-
rrorista".

Terrorismo y criminalidad

Es precisamente porque !os terroristas, por
definición, siguen una política sistemática del
terror, por lo que sus actos son análogos a crí-
menes. Lamisma noción del crimen, incluso en
los sistemas legales más primitivos, implica la
responsabilidad moral de los individuos por sus
acciones, y consiguientemente, por cualquier
violación del código legal. No podemos hacer
una norma general según la cual los terroristas
tengan que estar exentos de responsabilidad cri-
minal, a no ser que, o bien I!stemos preparados
para abogar por su irresponsabilidad alegando
locura, o estemos dispuestos a permitir que se
desmorone todo elorden moral y legalal claudi-
car ante el terrorista. En la mayoría de los siste-
mas legales los actos típicos de los grupos terro-
ristas (como la colocación de bombas, los asesi-
natos, secuestros, heridas y chantajes) constitu-
yen infracciones criminales graves y punibles
según los códigos imperantes. Sin ninguna ex-
cepción el crimen es castigado por todos los Es-
tados. Como el terrorismo implica el asesinato
sistemático y a sangre fría, resulta particular-
mente repugnante para las sociedades profun-
damente influidas por losvalores humanistas.

El precepto divino contra el homicidio (el
quinto mandamiento) sigue siendo un impera-
tivo absoluto que sólo permite cuatro excep-
ciones especiales: 1) homicidio necesario co-
metido en el curso de una guerra legítima (des-
de luego, un pacifista pondría objeciones a esta
excepción y a la excepción tercera); 2) ejecu-
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ción como castigo del crimen de asesinato o de
traición (un oponente ala pena capital denega-
ría este motivo); 3) homicidio necesario en el
curso de una rebelión justa contra un gobierno
tiránico o contra una conquista extranjera; y 4)
homicidio de defensa propia contra un ataque
violento. Es evidente que hay una diferencia
abismal entre la justificación para algunos ac-
tos específicos y la justificación para una políti-
ca sistemática del asesinato indiscriminado
como medio para alcanzar un fin político. In-
cluso si los terroristas sostienen, como gene-
ralmente lo hacen, que están librando una gue-
rra o una rebelión justa según los criterios clá-
sicos establecidos por teólogos y filósofos mo-
rales, no conseguirán proporcionar así una jus-
tificación ética para su acción deliberada de usar
el homicidio sistemático e indiscriminado como
único o principal medio de lucha.

Sería un absurdo lógico intentar justificar el
terrorismo en función de una ética fundada en
la santidad de la vida humana individual. Por
esto los terroristas sostienen que actúan de
acuerdo con una "moralidad revolucionaria"
más elevada que lo valora todo en función de la
lucha revolucionaria. Esta moralidad revolucio-
naria terrorista toma muchas formas diferen-
tes y está informada por una confusa yfrecuen-
temente contradictoria colección dI! creencias
autojustificatorias, de mitos y de propaganda,
cuando no de venganza y represal:as.

Sin embargo, el punto que me gustaría esta-
blecer aquí es que si nosotros atribuimos algún
significado y valor a nuestros valores judeocris-
tianos occidentales, liberales y humanistas y a
los sistemas éticos y legales formados por esta
tradición, entonces tenemos que reconocer,ló-
gicamente la naturaleza criminal del terrorismo.

El terrorismo es más que una manifestación
de la psicopatología o que un síntoma del des-
contento social, de la opresión y la injusticia,
aunque puede ser también ambas cosas; es tam-
bién un crimen moral, un crimen contra la hu-
manidad y un ataque no sólo a nuestra seguri-
dad, a nuestra concepción de la leyy a la segu-
ridad del Estado, sino también a la propia so-
ciedad civilizada.

Los terroristas, para justificarse, emplean un
lenguaje diferente; para ellos los argumentos
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basados en los principios éticos y humanitarios
son desechables como prejuicios sentimenta-
les y burgueses. De una manera desafiante y
orgullosa se colocan a sí mismos fuera de, y
"por encima" de la ley. Son consecuencia de esto,
como observaremos más tarde, los vínculos,
aparentemente estrechos, entre terroristas y
bandidos. Son consecuencia de esto las íntimas
vinculaciones de organización, fmancieras y
logísticas, que existen entre los movimientos
terroristas y las sub culturas criminales.

No obstante, sigue habiendo entre ellos una
diferencia significativa: la de que el terrorista, a
diferencia del criminal, insiste en la legitimidad
revolucionaria y en la necesidad y significación
histórica de sus actos. Si es capturado y llevado
a los tribunales el terrorista se niega típicamen-
te a reconocer legitimidad y legalidad de los
tribunales. A sus ojos, la judicatura no es otra
cosa que la despreciable creación de un orden
irremisiblemente podrido. Por tanto, no puede
haber entre ellos ningún diálogo que tenga sen-
tido. Los terroristas declaran que sus propios
actos administran la justicia y el castigo de
acuerdo con una ley superior de la revolución;
pretenden extirpar los crímenes del Estado.

Los terroristas revolucionarios hacen la gue-
rraalalegalidad ysu "criminalidad" es, por tan-
to, parte esencial de su propia definición. Mi-
ra:1 a la ley y sus agentes como símbGlo y en-
carnación de las "opresiones" e "injusticias" que
desean eliminar. Repitiendo a Kropotkin decla-
rarían que "para nosotros es bueno todo lo que
se encuentra fuera de la legalidad". Pero la te-
rrible consecuencia de este rechazo nihilista de
todas las limitaciones éticas y legales es que los
terroristas profesionales se vuelven completa-
~ente corruptos y criminalizados por su obse-
SIva concentración en el asesinato, las matan-
~as y la destrucción. (Lo expuesto conforme a
Las leyes de la guerra y el terrorismo", por Paul

Wilkinson en La moral del terrorismo, pági-
na 123 y siguientes, compilado por David C. Ra-
poport, Editorial Ariel. Barcelona, 1985.

El concepto de terrorismo

Todos los autores que han intentado brindar
una definición jurídica al terrorismo han esta-
do Contestes en la dificultad de llevar a cabo
esta tarea, toda vez que se trata de un fenóme-

no de diferentes aristas, además de su comple-
jidad para lograr una comprensión desde lo teó-
rico. En defmitiva, su dificultad de defmición
también deriva de lo controvertido que es el
tema. P.Richard, autor de un importante ar-
tículo sobre terrorismo ha descubierto en la
literatura jurídica de los años 1933al 1986, 109
definiciones diferentes de terrorismo.

Como advierte Prevoust en Les aspect
nouveaux du terrorism international, página
589,se puede pensar en tres tipos de definición
del delito de terrorismo: Elprimero, compren-
de a las de carácter general, abstracto, según él
muy difíciles de lograr; el segundo a las enume-
rativas o casuística, que reconoce que tienen el
peligro de ser incompletas; el tercero, del que
se muestra partidario, a las mixtas.

En el marco del Informe General para el XIV
Congreso de Derecho comparado, celebrado
en Grecia, entre el31 de julio y el6 de agosto de
1994,cada uno de los tipos de definiciones alu-
didas tuvieron sus exponentes. Basiouni opinó
que la definición de terrorismo debería de ser
descriptiva y propuso definido como "una es-
trategia motivada por la ideología de la violen-
cia que está proscrita a nivel internacional, y
destinada a infundir terror en un segmento es-
pecífico de la sociedad, con el fin de lograr el
poder, o de difundir un reclamo o queja. Es
indistinto que sus autores actúen en su propio
nombre o en nombre de un Estado".

Elrepresentante de Grecia, Papadatos, tam-
bién esbozó una descripción general: "Elterro-
rismo significa infundir terror en individuos o
grupos o en la comunidad, mediante la perpe-
tración de delitos graves yviolentos contra ciu-
dadanos inocentes, con objetivos específicos,
en particular, objetivos ideológicos, fIlosóficos
o sociopolíticos".

Por ptro lado, Nanda, profesor de la Univer-
sidad de Denver, Estados Unidos, propició la
definición proporcionada en una ley de los Es-
tados U nidos sobre la vigilancia de la inteligen-
cia exterior de 1978: "El terrorismo internacio-
nal comprende las actividades (1) que implican
actos de violencia o que ponen en peligro la
vida humana y que son violatorios de las leyes
penales de los Estados U nidos, o cualquiera de
los estados, o que, de (2) cometerse dentro de
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la jurisdicción de los Estados U nidos o de cual-
quiera de los Estados, constituirían violaciones
penales; que parecen llevarse a cabo con la in-
tención de a) intimidar o coaccionar a la pobla-
ción civil, b) influir en la política de un gobierno
mediante la intimidación o la coacción, o c) afec-
tar la conducta de un gobierno mediante asesi-
nato o secuestro, y (3) que suceden completa-
mente fuera de los Estados Unidos o que tras-
cienden las fronteras nacionales debido a los
métodos que utilizan, las personas que pare-
cen tener la intención de coaccionar o intimi-
dar, o el lugar en que sus actores operan o bus-
can asilo".

Pero la más acertada a nuestro criterio fue la
suministrada por el representante belga, de la
Universidad de Lieja,profesor Masset, que aso-
cia la descripción general del terrorismo con la
enumeración de actos delictivos que puedan
considerarse terroristas, siempre que corres-
ponda a la descripción general. La parte gene-
ral de la definición incluye tres características
de los actos terroristas: a) el autor opera en el
marco de una organización que pretende lo-
grar objetivos políticos, sociales, filosóficos,
ideológicos, étnicos o religiosos; b) el acto de-
lictivo se comete indistintamente, o contra una
persona que representa a las autoridades o a la
organización contra las cuales se lleva a cabo la
lucha, y e) el acto se comete a fin de infundir
temor en toda la población, para obligar a las
autoridades:::. hacer concesiones que favorez-
can los objetivos de la organización.

No sería completo cualquier análisis que in-
volucre al terrorismo si no se tuviese en cuenta
al terrorismo de Estado, al cual Spinellis defme
como "una política o práctica de cierta dura-
ción, elegidas por las fuerzas que controlan el
poder del Estado, y dirigida contra sus adversa-
rios, con la intención de exterminarlos moral.
política y físicamente". No obstante que esta
definición se refiere principalmente a regíme-
nes totalitarios o dictaduras que se mantienen
en el poder gracias a actos terroristas cometi-
dos por sus representantes, la idea de terroris-
mo estatal también puede asociarse con políti-
cas reñidas con el derecho internacional, habi-
da cuenta que existen muchos países que cuan-
do no apoyan a organizaciones terroristas in-
ternacionales, financian y sostienen su lucha
terrorista.
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La respuesta de los Estados al terrorismo

¿Cuáles han sido las respuestas de los Esta-
dos al fenómeno del terrorismo? Es bien sabi-
do que la actividad terrorista puede constituir
ofensa a diferentes bienes jurídicos: Lavida, la
salud, la libertad, la seguridad del estado, etcé-
tera. Es por ello que países occidentales han
preferido el método de calificar las violaciones
a estos bienes jurídicos cuando son el resultado
o provienen de una organización terrorista.
Otros fundamentan la sanción de leyes espe-
ciales porque, además de anhelar un castigo
más severo, creen que se deben limitar algunos
principios inconcusos de responsabilidad cri-
minal, desconocidos o no practicados para de-
lincuentes comunes. Ejemplo acabado de la
mengua de la responsabilidad delictual es elcaso
de la figura del terrorista arrepentido con que
cuentan Francia, Italia, España, Alemania, Cm-
leylos Estados Unidos, entre otros. Apesar de
algunas resistencias que han tenido estas nor-
mas en medios jurídicos de esos países se ha
preferido, en aras al bienestar y seguridad ge-
neral, primar el objetivo de eficiencia en favor
de criterios de moralidad. Se cree que la lucha
contra el terrorismo no puede llevarse a cabo
efectivamente si no se hace una concesión por
parte de la dogmática más ortodoxa del dere-
cho penal.

También eyjst€n un grupo de países que no
tienen ninguna previsión acerca del terroris-
mo, por lo que se rigen por las disposiciones
penales vigentes para delitos comunes. Este es
el criterio de los Estados Unidos. que aplica
normas federales o estatales, para homicidios,
colocación de bombas, el secuestro y la violen-
cia contra personas para combatir el terroris-
mo. Sólo sancionan en forma separada algunos
delitos que surgen del derecho internacional.
Idéntico principio es seguido por Bélgica que
tampoco tiene normas que mencionen al te-
rrorismo.

De todas maneras, para responder acerca de
qué sistema es el aconsejable para un Estado,la
solución provendrá de la entidad y calidad del
flagelo del terrorismo en cada uno de ellos. Es
bien sabido que en cada país, cuando son afec-
tados, el terrorismo asume diferentes modali-
dades que en otros no se presentan. Así en al-
gunos el terrorismo se encuentra ligado a orga-
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nizaciones mafiosas, en otros tiene una vincu-
1ación estrecha con carteles de narcotrafican-
tes; con el tráfico de armas; con reivindicacio-
nes étnicas; con movimientos separatistas lo-
cales, etcétera. Por lo tanto la inquietud de si
mayores sanciones penales son razonables y
justificadas puede responderse, por supuesto,
sólo en el marco de lajusticia penal y la realidad
de cada Estado.

En este sentido han devenido dos grandes
corrientes jurídicas: Una que sustenta el crite-
rio que las disposiciones ya existentes en mate-
ria penal cubren con solvencia la actividad te-
rrorista, y que sólo avalan la normativización
del fenómeno terrorista allí donde se descubra
un resquicio en la legislación que deje impune
esta actividad delictual. Afirman que la inter-
vención legislativa no es relevante en la lucha
contra el terrorismo.

Por otro lado también están aquellos que
concienzudamente han estudiado el compor-
tamiento del ciudadano común ante el drama-
tismo y repulsión que significa palpar los efec-
tos del terrorismo, creyendo que las normas
especiales o agravadas sobre terrorismo tran-
quilizan y convencen a la opinión pública, te-
niendo como una consecuencia secundaria el
efecto estigmatizador sobre el terrorismo.

Con respecto a las sanciones que las legisla-
ciones prevén, se puede decir que en la mayo-
ría ds los casos son muy severas, tales como
largas privaciones de libertad, prisión perpetua
y hasta incluso la pena de muerte. Pero más allá
de la gravedad de las penas, tema no poco im-
portante, es imperativo reconocer que el obje-
tivo principal de las penas para estos delitos
debe tener siempre en cuenta las característi-
cas especiales de quienes cometen estos deli-
tos, por lo general motivados por ideologías y
seguidos por fanatismo. En efecto, en estos ca-
sos sería difícil esperar que las penas operen

~o~ un sentido resocializador, ni menos para
Intimidar a terroristas con sanciones, por seve-
ras que sean, ya que no se puede tener éxito en
la rehabilitación de personas cuyos valores fun-
damentales se oponen a la conservación del sis-
tema contra el cual están luchando.

. ~ opinión prevaleciente es que el único ob-
JeTIVOrealista del castigo es privar a los terroris-

tas de capacidad operativa, donde es funda-
mental figuras que prevean el apoyo en la in-
vestigación de terroristas "arrepentidos", o bien
miembros de organizaciones que desisten de
cometer delitos. Es por ello que los países con
experiencia por haber sufrido desde hace mu-
chos años el terrorismo afirman que las autori-
dades estatales deben brindar al público en ge-
neral una sensación de seguridad mediante el
establecimiento de sanciones severas a estas
actividades y demostrarles que el Estado no
permanece impasible ni indiferente frente al
peligroso fenómeno.

La ley propuesta

Elmétodo seguido por el presente proyecto
para aportar su contribución a la represión del
terrorismo responde al sistema del Código Pe-
nal francés, utilizando \In método mixto res-
pecto alterrorismo. Así como el código de Fran-
cia contiene un capítulo especial titulado "Del
terrorismo" que comienza por una definición,
no define a los actos terroristas en su parte es-
pecial (libro segundo) sino donde correspon-
de, a nuestro entender, ubicar cualquier defini-
ción de algún concepto empleado por el códi-
go: En el artículo 77, que habla de la "Significa-
ción de conceptos empleados en este código".
Allí es donde el proyecto de marras define a
"los actos de terrorismo" y hacia dónde es en-
viado el intérprete cuando pretende dilucidar
el concepto mencionado a que hacen referen-
cia varias normas propuestas como agravantes
de los "delitos contra la seguridad pública".

Volviendo al sistema francés, este proyecto no
adopta el criterio de prever cada una de las for-
mas que constituyen actos de terrorismo, como
sucede en las legislaciones de Grecia y España,
sino que al final del título que sustenta el bien
jurídico "seguridad pública", el cual sostenemos
es el principal valor jurídico afectado por el te-
rrorismo, introducimos un capítulo con dispo-
siciones comunes que califican todos los tipos
previstos en el título cuando son producto de la
actividad terrorista. Por lo tanto, el principal
objetivo de la legislación propuesta, al igual que
el Código Penal de Francia, es la mayor severi-
dad de las sanciones por actos de terrorismo.

En el mismo orden de ideas se innova en la
agravación de varios delitos del título "Delitos
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contra el orden público", como la instigación (a
cometer actos de terrorismo), la asociación ilí-
cita con fines terroristas, tanto por el simple
hecho de pertenecer a ella, cuanto la asocia-
ción está enderezada -y participa- de actos
de terrorismo (artículo 210 ter propuesto, res-
pectivamente). También hemos comprendido
que debe agravarse la apología de actos terro-
ristas en el objetivo de dar señales a la sociedad
de que cualquier ponderación o elogio de lo
que con fuerza de cosa juzgada ha sido decla-
rado actos de terrorismo no será tolerado.

Otra figura de relevancia en el presente pro-
yecto de leyes la del "terrorista arrepentido",
también reconocido como "testigo de la Coro-
na" traducción del alemán kronzeuge, o pentiti
en Italia. En Chile se suele emplear el término
"delación compensada" para referirse a lamen-
cionada figura. similar a la práctica procesal de
los Estados Unidos denominada plea bargai-
ning, además de la figura del "testigo fiscal" (Sta-
te evidence), en que el fiscal y el acusado nego-
cian información con respecto a cargos y pe-
nas rebajadas. Incluso las diferencias entre al-
gunas legislaciones estriban en que unas no to-
man en cuenta el arrepentimiento del terroris-
ta, como en Francia y Alemania, a diferencia de
la propuesta aquí que sigue a la española en
este terna. También es central el arrepentimiento
de la normativa italiana.

El sistema sugerido por la presente iniciativa
legal es muy diferente al de Estados Unidos, ya
que éste requiere que todos los casos sean lle-
vados ante un jurado, en virtud de una imposi-
ción de la sexta enmienda de su Constitución.
Pero como en la práctica es imposible llevar a
todos los casos ante el jurado, por engorroso y
costoso, surge en la práctica de entrar al juicio
con una "declaración negociada". El acusado se
declara culpable, termina el juicio y se suspen-
de la defensa, evitándose un juicio largo y una
condena más grave. En cuanto al "testigo fis-
cal" los que se le da al delincuente es una inmu-
nidad procesal a cambio de información que
revele la culpabilidad propia y la de los demás
participantes del crimen.

Muy distinta es la concepción europea, con
raíces conceptuales opuestas a la práctica del
derecho consuetudinario del common law. En
efecto, esta noción implica un arrepentimiento
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o repudio del delito cometido; se limita su im-
plementación a figuras ligadas a la actividad te-
rrorista (en nuestro país ya existe para delito
sobre estupefacientes); las rebajas de las penas
están explícitamente reguladas en la ley; en Es-
paña, la rebaja está condicionada a que el in-
culpado no reincida; algunos países le han dado
vigencia temporal a estas normas, a manera de
legislación de emergencia.

El modelo de figura propuesta como "arre-
pentido" deriva del derecho español, más espe-
cíficamente del artículo 57bis del Código Penal
de ese país. En este sentido, el terrorista que sea
simplemente, miembro de una organización,
el dejar la organización y confesar la afiliación
son motivos suficientes para que se atenúe la
sanción. Los miembros activos de las asocia-
ciones ilícitas terroristas que no hayan cometi-
do homicidios ni graves daños a la integridad
física de otras personas pueden lograr que se
les exima de sanción sólo si su cooperación
permite identificar a otros terroristas y poner
fin a las actividades de una organización ni re-
incide en delitos que constituyan actos de te-
rrorismo.

Somos conscientes que el proceso de investi-
gación de delitos vinculados al terrorismo es
muy complejo, parla tanto hemos contempla-
do algunas figuras que ya tienen sanción legis-
lativa para la investigación de oiras conductas
relativasa la ley23.737 sobre estupefacientes.
Se trata de la figura del agente encubierto que
ha tenido un intenso debate legislativo en am-
bas Cámaras durante el año 1994.Como su con-
cepción y su finalidad apunta a la misma idea
de penetrar mediante una "investigación inteli-
gente" al propio seno de la organización delicti-
va, creemos que su procedencia no debe ser
menospreciada porque estamos enfrente de
modalidades de delito rigurosamente nuevas
en nuestro medio yque exigen, en estos casos,
flexibilizar la dogmática penal para atender a
situaciones no pensadas por el codificador.

También introducimos el instituto del "testi-
go protegido", que contempla de ser necesario,
el cambio de identidad de aquellas personas
que están dispuestas a colaborar con la Justicia
y que su vida corra riesgo dada la información
de la que son portadores. Por otra parte cabe
destacar que se prevé, la posibilidad de conser-

var el anonimato de todas aquellas personas
que puedan denunciar hechos o suministrar
informes sobre actividades terroristas.

En el convencimiento que tanto el narcotráfi-
co y el terrorismo son modalidades criminales
modernas en nuestro ámbito, es que propicia-
mos en su momento una excepción al delito de
narcotráfico de la ley 23.737, en el cómputo de la
prisión preventiva, para evitar que este tipo de
delincuentes -que no son comunes-- puedan
favorecerse prolongando sus procesos con arti-
culaciones dilatorias. Es conocido por todos que
los medios económicos puestos en la defensa de
estos delincuentes son altamente desproprocio-
nadas con respecto al común de los delincuen-
tes ordinarios. Ya fue reconocido por la Corte
Suprema recientemente que alas narcotrafican-
tes no se les puede aplicar el principio de igual-
dad ante la ley porque el origen de su delito no
contiene tma ofensa a bien jurídico en particular
sino general de los "actos terroristas".

En esta inteligencia debemos continuar ade-
lante en la modificación de la ley 24.390 (ley de-
nominada del "dos por uno") para que también
se exceptúe de los beneficios de esa ley a quienes
han sido procesados por delitos del Código Pe-
nal que significan actos de terrorismo, en la se-
guridad de que el narcotráfico y el terrorismo
son los grandes males que ponen en conflicto y
en tensión la comivencia y la paz social.

Finalmente quisiera transcribir un párrafo de
Lawrence Durrel, de su obra Bitter Lemons, y
que es también mencionada en la introducción
del libro La moral del terrorismo, de David C.
Rapoport, que define con sencillez pero con
elocuencia el accionar terrorista.

"El horror del asesinato deliberado, de la
em?o~cada o de la granada, es por lo menos
c~t.artlco;en ellos hay piedad y terror, y la con-
clslón de las acciones a las que uno se puede
enfrentar. Pero el genio perverso del terroris-
mo ~sla sospecha: Elhombre que se detiene a
pe~lr fuego, un carro con un eje roto que hace
senales de ayuda. Oo.El repique súbito del tim-
bre de la puerta, en la noche. La tenue cadena
de confianza sobre la cual se basan todas las
relaciones humanas se rompe; yeso el terroris-
ta lo sabe, y precisamente ahí afila sus garras,
porque su objetivo principal no es la batalla: Es
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conseguir que la represalia contra sus propios
agravios, los del terrorista, se abata sobre la
comunidad en general, en la esperanza de que
la furia y el resentimiento generados en el cas-
tigoimpuesto a inocentes hagan aumentar poco
a poco el número de aquellos entre quienes él
ha de reclutar nuevos adeptos".

Augusto Alasino.

4 (*)

PROYECTO DE LEY

Artículo 10- Incorpórase como inciso 3 del
artículo 41 del Código Penal, el siguiente:

3. La presencia de las siguientes circuns-
tancias como atenuantes:

a) La admisión plena y completa de
la propia responsabilidad en la co-
misión de los hechos investigados;

b) La contribución efectiva al progre-
so de la investigación mediante el
aporte de información veraz y de-
cisiva que permitan la identificación
de autores, partícipes o encubrido-
res, víctimas, elementos de prueba
y la recuperación de los efectos
obtenidos merced ala comisión de
los hechos sujetos a investigación.

En los supuestos del inciso b), las
penas a aplicarse se regirán por lo
dispuesto en el artículo 44 de este
Código y bastará como fundamen-
to la opinión fiscal que indique que
la contribución ha sido eficaz para
el desarrollo de las investigaciones.

Art. 20 - Incorpórase como artículo 41 bis
del Código Penal el siguiente:

Artículo 41 bis: la pena podrá ser reduci-
da por debajo del mínimo legal hasta la

(*) Material proporcionado por el despacho a
cargo del senador Antonio E Cafiero.
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mitad del mismo, cuando la contribución a
que hace referencia el párrafo b) del inciso
3 del artículo 41 hubiese permitido desba-
ratar una asociación ilicita que encuadrare
en las previsiones del artículo 210 ter de
este Código.Atal efecto, bastará como fun-
damento la opinión fiscal que indique que
la contribución ha sido eficazydecisivapara
el desarrollo de las investigaciones.

Art. 3° - Incorpórase como artículo 210 ter
del Código Penal el siguiente:

Artículo 210 ter: Será reprimido con pri-
sión o reclusión de ocho a quince años al
que tomare parte, cooperare o ayudare a
la formación o al mantenimiento de una
asociación ilícita destinada a cometer deli-
tos, siempre que ella reúna por lo menos
dos de las siguientes características:

a) Estar integrada por diez o más indi-
viduos;

b) Tener organización pirarnidal o je-
rárquica;

e) Operar en más de una jurisdicción
del país;

d) Contar con ramificaciones o co-
nexiones con organizaciones simi-
lares en el exterior del país;

e) Contar con dos o más integrantes
que sean funcionarios públicos;

fJ Poseer armas de guerra o de gran
poder ofensivo.

Art. 4° - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Antonio P.Callera,

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

La aparición de nuevas modalidades de ac-
ción y organización delictiva, más que de nue-
vos delitos, constituye uno de los desafíos deci-
sivos a la acción preventiva, investigativa y re-
presiva del estado de derecho. El problema es
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universal y ha concitado la alarma de la Organi-
zación de las Naciones Unidas por medio de
sus organismos especializados.

En este estado de cosas, es imperativo que la
legislación de fondo en materia penal adopte
los cambios necesarios para acercar a los pro-
cedimientos investigativos las herramientas que
permitan obtener información de estructuras
cerradas dedicadas a la delincuencia. Con una
salvedad: Que los procedimientos se desenvuel-
van en un marco de respeto a la ética pública.

Esprecisamente en función de la eficacia y a
la eticidad de tal accionar como ha de juzgarse
la legitimidad del estado de derecho, y como de
hecho se lo ha juzgado a lo largo de la historia.
Sifalta la eficacia, el Estado se debilita víctima
de organizaciones delictivas, se produce una
profunda pérdida de la credibilidad en las insti-
tuciones y se generaliza un sentimiento de frus-
tración social devastador cuyo motivo cer.tral
es la temible impunidad.

Pero también si falla la ética y la justicia en la
aplicación de los medios represivos, el estado
de derecho fracasa. YaSan Agustín, recordan-
do a Cicerón, planteaba la problemática de un
Estado privado de sustancia ética: "¿Quitada la
justicia, qué son los Estados sino grandes latro-
cinios?, podríamos parafrasearlo hoy: "i,Sb jus-
ticia y sin garantías, qué sun las instituciones sin
o mafias?" Laexperiencia institucional de siglos
-y sobre todo del que está fir.alizando- de-
muestra que cuando el Estado deja de lado los
medios lícitos para incursionar en accionares
afines a las organizaciones que combaten con-
tra la sociedad, se pervierte y pierde justamen-
te esa legitimidad en la cual reside la esencial
diferencia entre una célula terrorista o niafiosa
y el Estado. Parece innecesario traer como tes-
tigo la historia reciente de nuestra República.

Es por ello que el proyecto aquí presentado
no quiere naufragar contra ninguno de ambos
escollos. Se trate de dotar al juez de todos los
medios eficaces para incentivar el desbarata-
miento del ilícito, dando al imputado la posibi-
lidad de comenzar la ardua tarea de su rehabi-
litación.

En el contexto del pensamiento personalista,
no puede dejarse de lado la consideración de la
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disposición del delincuente respecto de los bie-
nes jurídicos vulnerados. Sostenemos, trascen-
diendo la noción válida pero insuficiente de "pe-
ligrosidad" (llevada a su ápice, por la escuela
positivista) que la contrición es un elemento
decisivo para la atenuación de la pena.

Esta aserción no puede dejar de relacionarse
con los fines del ordenamiento represivo, que
en defmitiva debe confluir en el bien común de
la sociedad. Dentro de éste, adquiere relevan-
cia tanto la ejemplaridad de la pena como la
rehabilitación del delincuente, la "reconstruc-
ción ética" del ciudadano. Aeste último objeti-
volosjusticialistas no podemos renunciar, por-
que conllevaría desistir de la confianza en la
naturaleza humana y la imperecedera redimi-
bilidad de la persona, concepción equidistante
tanto de optimismos ingenuos como de antro-
pologías puramente negativiste.s y determinis-
taso

No concordamos pues, con aquellas doctri-
nas que negligen la existencia de arrepentimien-
to para la atenuación de la pena y se concen-
tran exclusivamente en la disminución de la
peligrosidad que implica el reconocimiento del
delito. Alcontrario, la valoración positiva y ju-
rídica de la contrición efectiva ya sea para pro-
gresar en la investigación de un ilícito, ya para
desbaratar una asociación delictiva es uno de
losfelices lugares donde confluye la ética social
y el derecho. De estf: modo, y sólo desde este
punto de vista ético resulta admisible la cola-
boración con las fuerzas del orden, desde que
se parte del reconocimiento de la responsabili-
dad en forma voluntaria. Tampoco entonces
puede alegarse que dicha colaboración impli-
que la consagración de la delación o la viola-
ción del principio constitucional de que nadie
puede declarar contra sí mismo.

Elproyecto aquí presentado recoge los ele-
mentos fundamentales del instituto del "arre-
pentido", bien que adaptado a las líneas recto-
ras enunciadas precedentemente. Así:

a) Se generaliza el principio de incorporar
como circunstancia atenuante la admisión "ple-
na Ycompleta" de la responsabilidad y se asimi-
lanlas penas alas correspondientes ala tentati-
Vaen los casos de contribución efectiva al pro-
greso de la investigación;

b) Se posibilita la reducción al mínimo legal e
incluso hasta la mitad del mínimo, a quien co-
labore en el desbaratamiento de un tipo espe-
cífico de asociación ilicita, que se crea en el pre-
sente proyecto;

c) Se tipifica y penaliza una figura específica
de asociación ilícita. Hemos considerado con-
veniente no recurrir a términos de uso corrien-
te pero impreciso y cambiante -como v. gr.
hoy lo es el concepto de "mafia"-, y adoptar
una definición explícita de este tipo de asocia-
ciones que cuentan con particularidades liga-
das a generar un impacto en el cuerpo social de
una magnitud mayor a la de la asociación ilícita
del artículo 210 del Código Penal. En concreto,
los fraudes al Estado en cualquiera de los pode-
res o jurisdicciones o la obtención de benefi-
cios indebidos, la posesión de ramificaciones
nacionales o internacionales, la participación
de funcionarios públicos y el tipo de organiza-
ción piramidal son percibidos con razón por la
ciudadanía como un flagelo que obliga a los
legisladores a adoptar una clara decisión en
materia de política criminal: La represión par-
ticularizada de este tipo de delitos sin posibili-
dades de elusiones al rigor de la ley, pero con
un mecanismo específico de desbaratamiento;

c) No admitimos la eximición total de pena
para G~1iencontribuye a desbaratar cierto tipo
de asociación ilícita. Sila disminuci6n, incluso a
la mitad del mínimo legal, pero manteniendo
siempre elprincipie de la responsabilidad como
corolario ineludible de la existencia de la liber-
tad. Lasociedad requiere seguridad, ciertamen-
te, pero no al precio de la aniquilación de la
responsabilidad y de la ejemplaridad. En todos
los casos debe quedar claro que el llamado
"arrepentido" no es un "héroe", sino un delin-
cuente que ha comenzado la ardua tarea de su
rehabilitación y de su reconciliación con la ver-
dad de la sociedad;

d) No hemos incluido, como lo hacen otros
proyectos, la posibilidad de negociaciones en-
tre la defensa y la fiscalía -las que no registran
antecedentes en nuestro derecho-, mante-
niendo los actuales criterios jurídicos de indis-
ponibilidad de la acción pública y de imposibi-
lidad de pactos exculpatorios, los que deben
ser objeto, en nuestra opinión, de un debate y
consideración más amplia.
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Seno
Pardo Seno Seno Seno

miembro Maglietti Romero Yoma
informante Feris

Acreditación de la existencia 98 -100 115-120de asociaciones Uícitas

Admlsibllidad de la declaración 100-139
del imputado

Antecedentes 85 -89 96 112 -113
114-122

Colaboración con ia investigación BB 99 - 116 110 -119de un delito

85-86-87 96-97-98
108 - 109 -110

Consideraciones generales 88-89-90 99-100-101 111- 112 -113

91-92-93 102 -103 -104
105 - 106 - 107 114-115 -117

94-95 116 -139
118 - 119 - 120
122 - 127 - 129

Datos estadísticos 92 I 111

Delito de falsedClde Inexactitud 100de datos

Derecho comparado 89 - 94 96-99 114
100 - 104

Hechos de terrorismo 90 102 106 - 107 113 - 118

Principios y garantías 87 97 113 - 114
constitucionales 120

Procedimiento pariamentario 109

Protección del imputado 90 - 94 - 95 102

Reducción de la pena 91 -92 -93 98 - 99 - 116
110-119
120-122

Técnica legislativa 91 - 92 - 95 102 - 104 109-111
113 - 119
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Es nuestra firme convicción que la adop-
ción de los institutos aquí propuestos consti-
tuirá un paso adelante en la lucha eficaz con-
tra el crimen organizado, lucha que no puede
ser óbice para que la actuación de las fuerzas
del orden y del derecho se desarrolle con un
tenaz respeto por las garantías individuales y
los principios de nuestro ordenamiento insti-
tucional. Del mismo modo que los medios an-
tiéticos en definitiva terminan por ser inefica-
ces para garantizar la paz y la seguridad de la

sociedad, un ordenamiento jurídico inerme e
impotente ha dejado. por ese mismo hecho,
de ser justicia.

Por los motivos expuestos es que se solicita la
aprobación del presente proyecto de ley.

Antonio P.Cafiero.

- Ala comisión de Asuntos Penales y Regí-
menes Carcelarios.
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Parágrafo 85 1471

N. de R.: En la sesión del 23 de febrero de 2000, fue considerado el dictamen de la
Comisión de Asuntos Penales y Regímenes Carcelarios en el proyecto de ley en reVÍsión
yen los proyectos de ley de los senadores Galván, Villa verde y Alasino de creación de la
figura del arrepentido. (Orden del Día N° 1359)

Debate que el tema ya fue analizado con antelación
por este cuerpo, oportunidad en la cual nues-
tra bancada adoptó una postura de rechazo,
a pesar de que el proyecto emanaba del go-
bierno oficialista de ese entonces, es decir de
nuestro partido. nos vemos obligados a hacer
sobre esta cuestión una serie de considera-
ciones que yo denominaría como los funda-
mentos, que no van a tener eficacia, por ha-
berse acordado el voto del proyecto tal como
fue aprobado por la Cámara de Diputados.
Pero en su análisis quiero dejar expresamente
sentada cuál ha sido la opinión mayoritaria de
nuestro sector sobre este proyecto denomi-

Senador Pardo

85) Comenzamos a tratar este proyecto de
leyvenido en revisión de la Cámara de Dipu-
tados y los presentados por los senadores Gal-
ván, Villaverde y Alasino (*). Quiero destacar

(0) Los proyectos de ley de los senadores Raúl A.
GaJv~n, Jorge A. Villaverde y Augusto Alasino están
PUbl1cados en páginas 1448, 1454 Y 1457 respecti-
vamente.
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nado comúnmente del arrepentido. Primero
quiero señalar con énfasis especial y remar-
car que no se pretende obstaculizar ni mucho
menos impedir la decisión política guberna-
mental de introducir este instituto. Elgobier-
no elegido democráticamente tiene derecho,
por razones de legitimidad constitucional, a
crear las leyes que entiende son necesarias
para su gestión. Yla oposición tiene el dere-
cho y la obligación de generar un marco de
discusión razonable que, sin convertir su fun-
ción en un impedimento de la tarea guberna-
mental, enriquezca el diálogo. Con ese espíri-
tu de colaboración me voy a permitir hacer
algunas reflexiones acerca del proyecto en tra-
tamiento.

86) Entiendo que existe un punto central y
decisivo, que debe ser inevitablemente el pri-
mer tema de la discusión: Si el poder punitivo
estatal es negociable o no. Elinstituto proyec-
tado en el proyecto de ley en estudio nos lleva
a tan importante punto de discusión y esa pre-
gunta debe resolverse en términos político cri-
minales como cuestión previa a cualquier de-
cisión legislativa. Nuestra tradición legislativa
en la materia nos muestra un derecho penal
no negociable, más allá de ciertas formas le-
gislativas de no punición como, por ejemplo,
los casos de excusas absolutorias, para que se
diferencien del instituto proyectado porque
aquí, frente a situaciones punibles, el Estado
detiene o disminuye su propio poder punitivo.
El instituto proyectado significa una fuerte
ruptura de la regla tradicional de no negocia-
bilidad o, para emplear términos técnico-ju-
rídicos,legalidad; en especial en lo que hace al
principio de indisponibilidad. Alrespecto,léa-
se a Alfredo Marisconde, en Derecho Procesal
Penal, Tomo n. Precisamente, acerca del tema
de la legalidad en cuanto a la negociabilidad
del poder punitivo, el actual ministro de justi-
cia, doctor Gil Lavedra, en ocasión de la re-
unión plenaria de las comisiones de Asuntos
Penales y Regímenes Carcelarios y de Asuntos
Constitucionales celebrada el2 de setiembre
de 1997, manifestó su posición contraria al
proyecto remitido por el oficialismo de aquel
entonces, expresándose de la siguiente mane-
ra: "Quiero señalar que no hay relación entre
la posibilidad de sanción de una norma de esta
característica y la prevención de un atentado,
por las mismas razones que el atentado no se
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va a prevenir con normas de este tipo. Todos
estamos exigiendo mayor eficacia en la perse-
cución penal con relación a los atentados te-
rroristas. En lo que tenemos que centrar la
cuestión es en los órganos encargados de per-
seguir e investigar -en esto, tiene que ver la
Policía, el Ministerio Público-; o sea, procu-
rar eficacia por parte del Estado."

87) Como podemos apreciar, el propio mi-
nistro de justicia opinaba en el sentido que ex-
presé recién; pero días pasados concurrió a
este Senado a efectos de sustentar el proyecto
de ley sobre la figura del arrepentido. Real-
mente, hemos considerado su opinión y he-
mos arribado a conclusiones parecidas en
cuanto al sentido de la oportunidad. Realmen-
te, debo destacar que esto no significa ningu-
na mengua para el ministro de justicia, puesto
que en la misma situación en que él se en-
cuentra ahora -de avalar esto cuando antes
se opuso-- estábamos nosotros cuando recha-
zamos la iniciativa enviada por el ex presiden-
te Menem, no obstante lo cual hoy debemos
aprobar la creación de esta figura. El actual
ministro de justicia continuaba expresando que
estas normas penales, que deben garantizar
un juicio justo a los ulteriormente imputados,
no tienen nada que ver con la prevención. Al
contrario, me parece que la proliferación eL:
normas de premio a la delación 1"tastapueden
favorecer los atentados. Hay una falsa aten-
ción de garantías, por un lado, y la seguridad
del Estado, por el otro. Hay determinados prin-
cipios que no son renunciables porque, de lo
contrario, no serían principios; no son flexi-
bles ni disponibles. Tienen valor absoluto. To-
das estas garantías destinadas a asegurar las
normas del debido proceso y del estado de
derecho no son disponibles por el Estado ni
pueden tener cierta flexibilidad: Son garantías.
En consecuencia, la responsabilidad que tene-
mos todos es tratar de cumplidas a rajatabla.
Esto se refiere indudablemente, como princi-
pio absoluto de valor absoluto, al poder puni-
tivo del Estado: A tal acción tal punición. Por
ende, fundamenta la opinión que tuvimos en
un comienzo. Muchos juristas, junto con el
doctor Marisconde, son partidarios de la regla
de legalidad: Elderecho penal es la herramienta
jurídica más fuerte que posee el Estado para
custodiar los bienes jurídicos fundamentales
de la sociedad. Es por ello que la infracción de
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la norma penal significa un ilícito de fuerte in-
tensidad que no admite impunibilidad. En otras
palabras es negociable el ilícito civil, el ilícito
comercial, pero no lo es el ilícito penal. Debe
quedar en claro que tomamos como base el
dictamen de los juristas o de quienes dijeron
que en el Derecho Penal argentino se conside-
ran atenuantes o eximentes de la pena todas
aquellas circunstancias que son anteriores a la
comisión del delito.

88) Pero deben incorporarse también como
atenuantes o eximentes de pena, en elcaso con-
creto, situaciones posteriores a la comisión del
delito que importen una colaboración con las
víctimas o sus deudos. Esta colaboración que
presta un coautor de un delito para dar mayor
posibilidad de acceso a la verdad y a la justicia a
lasvíctimas y a sus deudos puede ser conside-
rada como una circunstancia atenuante o exi-
mente de pena. El doctor Zaffaroni expresó:
Aquí no se considera la utilidad que pueda ob-
tener el Estado en la punición. Aquí lo que se
beneficia es la información que arrima a la ver-
dad a-lasvíctimas y a sus deudos. Tenemos cier-
tas dudas sobre esta forma indirecta de intro-
ducir en la regla de oportunidad, en última ins-
tancia, a la figura del arrepentido. No corres-
ponde discutir acá otra forma posible del prin-
cipio de oportunidad en el cual sustenta la in-
clusión de la figura de! arr~pentido. En el deba-
te de 1997 fue muy importante la exposición
efectuada por el diputado Soria. Voya recordar
una parte de su intervención porque es una
manera de fundamentar la posición que vamos
a adoptar. Decía Soria: Sé que es difícil. No es
fácilvenir a este recinto a decir que el Estado
renuncia a una parte de la pena a cambio de
una colaboración para el avance de la justicia
en la investigación de un delito. Y no es fácil
porque hay un trasfondo ético. Pero pido a mis
~olegas que pensemos en esta tarde si no es
unportante correr definitivamente el manto de
impunidad que está rodeando a muchos de los
delitos que nos preocupan.

. 89) Como antecedente de la ley del arrepen-
tido, quiero mencionar que el objetivo y el fin.
d~este instrumento es la lucha contra la orga-
IUzación armada, denominada comúnmente
terrorismo. En materia de legislación compa-
rada, vale señalar que como se establece en el
proyecto del Poder Ejecutivo esta institución

nace en Italia para combatir a las "brigadas ro-
jas" y posteriormente a la mafia. En ese país,los
resultados han sido extraordinarios, ya que se
permite la protección de la persona y se le da
una semi libertad a quienes se acogen a la figu-
ra del arrepentido. En España, manifestada la
voluntad individual de reinserción de parte del
imputado, es autorizado por la Justicia y se le
da también un estado de semi libertad e, inclu-
so, puede haber eximición total de la pena. En
los Estados Unidos, como también se ha pun-
tualizado, existen tres alternativas para el im-
putado: Puede declararse no culpable, culpa-
ble o, con el consentimiento de la Corte, puede
llegar a un acuerdo para reducir la pena según
la información que proporcione en ese momen-
to. En la Argentina, la ley 24.424 introduce la
figura del arrepentido modificando la ley 23.737
de estupefacientes en lo que se define en el ar-
tículo 29 ter de dicha norma. Formuladas las
presentes aclaraciones y pasando así de las ob-
jeciones que nos merece la figura, la crítica de
la doctrina y los antecedentes mencionados,
tomando como base el proyecto venido de la
Cámara de Diputados, queremos dejar senta-
das las observaciones que hemos encontrado
en esa sanción, que prácticamente hacen a la
norma no operativa.

90) Se limita exclusivamente a hechos de te-
rrorismo. Son esto, aceptado que fuera el crite-
rio político criminal que inspira a la ley, queda-
rán excluidos hechos que pueden presentar in-
tensa gravedad en cuanto a su ilícito, como pue-
de ser el cometido por asociaciones ilicitas que
no llevan a cabo actos de terrorismo. Conside-
ramos necesario extender la figura del arrepen-
tido. Esta figura puede tentar al delincuente a
delatar a una asociación ilicita. Pero si pensamos
que a un imputado por algún delito le pedimos
que hable de una asociación que cometió un
acto de terrorismo y lo dejamos aunque sea un
mes en la cárcel, verá dañada no sólo su seguri-
dad sino también la de sus familiares, con lo cual
probablemente no quiera hablar. Por lo tanto,
hay que darle la seguridad al delator de que tan-
to él como su familia estarán protegidos para
que se permita la confesión de datos referidos a
la asociación ilícita. Puede llegarse a la eximición
de pena, basándonos en lo que establece el ar-
tículo 217 del Código Penal referido a los dere-
chos contra la seguridad de la Nación y, específi-
camente, en los delitos de traición donde se le-
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gisla sobre eximición de penas. Asimismo, en el
artículo 23ter de la ley de estupefacientes se per-
mite eximir de la pena al delator. Sibien es graví-
simo el delito del narcotráfico no menos graves
son los delitos de terrorismo. Aquellos que han
sufrido la pérdida de un ser querido a raíz de
atentados como los de la AMIAo a la Embajada
de Israel exigen que estos atroces hechos no
queden en la impunidad. Por tal motivo, sugeri-
mos agregar como último del artículo 1de la ley
el siguiente párrafo: "Lasdisposiciones de la pre-
sente ley serán aplicables a hechos cometidos
por asociaciones ilicitas que no están compren-
didos en el párrafo anterior."

91) La segunda objeción que merece el pro-
yecto es que la escala penal consagrada, dada la
gravedad de los delitos, hará que la persona
beneficiada con el instituto no pueda obtener
su libertad por medio de la reducción de la ten-
tativa. En este punto es importante señalar por
qué hacemos mención a que la ley se va a tor-
nar no operativa. La disposición del proyecto
venido en revisión establece la disminución al
grado de tentativa o a la mitad de la misma, lo
que va a entorpecer la excarcelación en razón
de que los hechos de terrorismo -mencione-
mos nuevamente los casos de la AMIAy de la
Embajada de Israel- tienen como pena la re-
clusión o prisión perpetua en lo que hace a la
pena de tentativa. El artículo 24 no permitirá
conced.er el beneficio de la excarcelación. Fíje-
se, que el artículo 24 del Cómgo Penal al hablar
de la tentativa estabiece que la pena que co-
rrespondería a quien hubiera consumado el
delito se disminuirá de un tercio a la mitad. Sila
pena fuera reclusión perpetua, la pena de la
tentativa será reclusión de 15 a 20 años. Si la
pena fuere de prisión perpetua, la tentativa será
prisión de lOa 15años. Reducida esta pena ala
mitad, como lo dice la ley,se supera la posibili-
dad de los márgenes establecidos para conce-
der la excarcelación. Observe, la importancia
de la objeción que formulamos a este proyecto
en revisión que el propio premio que se pro-
mete al delator resulta de cumplimiento irrea-
lizable. En efecto, la reclusión perpetua, que es
la pena que corresponde imponer a quien ha
volado un edificio y matado a ochenta perso-
nas, se reduce a una pena de siete a diez años,
mientras que las excarcelaciones más benignas
son de seis, de ocho y la máxima -que sería la
mitad de la tentativa- de diez años.
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92) Formulamos todas estas objeciones por-
que nuestra intención es lograr una ley que
funcione. ¿Qué arrepentido va a hacer un arre-
glo si no le aseguran la excarcelación y lo dejan
de siete a diez años detenido en una cárcel a
disposición de quienes quieran matarlo? De
esa forma le estamos extendiendo práctica-
mente un certificado de defunción. Alos fines
de evitar que se nos atribuya la creación de
obstáculos e inconvenientes en las decisiones
de política criminal que toma la nueva admi-
nistración -me refiero concretamente al Po-
der Ejecutivo nacional-, frente al delicado y
difícil tema de la seguridad, estamos dispues-
tos a suministrar las herramientas normativas
que el Poder Ejecutivo afirma necesitar para
combatir ciertas formas de delincuencia como
el terrorismo. No queremos que luego se nos
acuse de poner obstáculos a la gestión del go-
bierno, que se nos impute impedir que el go-
bierno cuente con las herramientas legales para
combatir estos hechos ni que ocurran nuevos
atentados en la Argentina. Debemos conside-
rar que nuestro país está incluido entre los die-
cisiete países que corren riesgos de atentados
contra entidades de origen israelita. Se consi-
dera importante la inclusión de la eximición
de pena al arrepentido a fin de que el instituto
pueda brindar el máximo de beneficios. Esti-
mamos que es necesario incluir la posibilidad
de que el triblUlalpueda eximir de pena a quien
colabora con la Justicia, independientemente
de la posibilidad de imposición de penas míni-
mas.

93) Si bien en el articulado se establece que
quien contribuye al esclarecimiento y descu-
brimiento total de asociaciones ilícitas puede
ser beneficiado con el mínimo de la pena de
que se trate, consideramos que el entusiasmo
en el cumplimiento del objetivo está dado por
la exención de la pena. Por otra parte, en vir-
tud de una mínima coordinación de las reglas
penales, sugerimos como segundo argumen-
to para la exención de pena esta modalidad
alternativa del poder penal, que ya está consa-
grada en el artículo 29 ter de la ley 23.737, de
tenencia y tráfico de estupefacientes. De no
equipararse tales reglas, tendremos tratamien-
tos punitivos diferentes con respecto a una
misma figura. En consecuencia, si hablamos
de cumplimiento de objetivos, debemos coin-
cidir en que es más favorable el instituto del
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arrepentido en delitos gravísimos como tráfi-
co de drogas que en hechos de terrorismo
como los acontecidos en nuestro país que ter-
minaron con la muerte de una gran cantidad
de personas. Por estas razones proponíamos
que el primer párrafo del artículo 2 quedara
redactado de la siguiente manera: "En los su-
puestos establecidos en el artículo anterior, el
tribunal podrá reducir las penas hasta la mitad
del mínimo y del máximo, o eximir de ellas al
imputado que, antes del dictado de la senten-
cia definitiva, colabore eficazmente con la in-
vestigación..."

94) Otra cuestión que es importante no dejar
de lado es determinar qué organismo del Esta-
do será el encargado de instrumentar las espe-
cificaciones del artículo 7 del proyecto enviado
por la Cámara de Diputados. Esta es otra de las
razones por las que sostenemos que esta ley na
será operativa. ¿Cuál es el riesgo que se corre?
¿Cuál es el temor? Ubiquémonos en la figura de
un arrepentido de un acto de terrorismo. De-
bemos pensar que los coautores de ese delito
van a pretender vengarse de la delación efec-
tuada. Entonces, además de la reducción o la
exención de pena, ¿qué otra cosa le interesa al
arrepentido? El sistema de protección que ins-
trumenta el Estado, que al igual que lo que ocu-
rre en Estados Unidos con los testigos, consiste
en el cambio de identidad, manutención mien-
tras encuentra trabajo, etcétl'ra. Quiero desta-
car otra ohjeción importante en cuanto a la
operatividad de la ley. No se est'\blece cuál es el
instituto que dispensará la protección al arre-
pentido, así como tampoco ningún criterio de
unputación de partidas, aunque esto último no
sería necesario, ya que se podrían afectar los
fondos de algún ministerio. Entonces, en este
sentido, fíjense los senadores que nuevamente
la ley 23. 737, de estupefacientes, es más perfec-
ta que esta iniciativa, ya que aquella prevé que
la protección del arrepentido estará a cargo del
Ministerio de Justicia.

95) En cambio, si nosotros aplicamos lo nor-
mado en este proyecto, es indudable que el
arrepentido tendrá que recorrer y tocar el tim-
bre en Presidencia, el Banco Central, el Minis-
t~rio de Justicia, para saber quién le dispensa-
ra los fondos y medios de protección. Esta es
una seria objeción que, incluso, fue aceptada
por el propio doctor Gil Lavedra cuando le

hicimos saber que desde este punto de vista la
ley no sería openitiva. Muchos se preguntarán
por qué el bloque justicialista aprueba algo que
asegura que no será operativo y que adolece
de imperfecciones, pero quiero destacar que
hemos conversado con el ministro de justicia,
así como también con el senador Genoud y
otros senadores de la Alianza, a efectos de
sancionar posteriormente una ley correctiva,
porque de lo contrario la presente norma no
tendrá ningún valor, por cuanto no cumplirá
con su objetivo. Como conclusión, por los ar-
gumentos antes señalados, y a fm de no gene-
rar obstáculo alguno a decisiones guberna-
mentales en torno a la forma de lucha contra
ciertas modalidades de criminalidad, sugiero
que las modificaciones que propuse anterior-
mente se hagan a través de una ley correctiva,
que contribuya a crear una norma eficaz en
materia de política criminal. Reitero que asu-
mo esta postura sobre la base de la decisión
política de mi bloque, que resolvió -dada la
urgencia existente en contar con esta norma
que es requerida por amplios sectores de la
sociedad- aprobar el presente proyecto de
ley tal como vino de la Cámara de Diputados,
aunque con la esperanza de que en el futuro
se concrete lo convenido, que es la sanción de
una ley correctiva.

Senador Maglletti

96) La exposición del miembro informante
fue muy bien fundada y yo comparto casi to-
dos los puntos de vista señalados. Es indudable
que la figura del arrepentido en esta iniciativa
se circunscribe a los casos de terrorismo, por-
que el objetivo de este instrumento es luchar
contra las organizaciones terroristas armadas,
que han producido en nuestro país dos hechos
gravísimos y que son de público conocimiento,
como ser los atentados contra la embajada de
Israel y laAMIA. Es obvio que esta figura es una
reedición de la ya existente en el derecho ro-
mano y que también fue aplicada por el Santo
Oficio durante la Inquisición. Pero luego este
instituto nace nuevamente en Italia, con la apa-
rición de las "brigadas rojas" y las organizacio-
nes mafiosas existentes en ese país. Los resulta-
dos fueron buenos y muchos integrantes de las
"brigadas rojas" y de la mafia hoy están encar-
celados gracias a la vigencia de esta figura, que
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tiene cuestionamientosjurídicos y principistas
pero que la necesidad hizo que existiera para
poder reprimir a los autores principales de he-
chos gravísimos que atentan contra los intere-
ses sociales. Esta figura del arrepentido permi-
te la protección de esa persona y otorga una
semilibertad a quien se acoja a dicha figura.
También la necesidad ha hecho que esta figura
se extienda a países como España, como con-
secuencia del terrorismo. Bien describió el se-
nador por Corrientes cómo se aplica esta figu-
ra en Estados Unidos. También se ha extendido
a Alemania, en donde tuvo su origen a raíz del
atentado terrorista producido en las Olimpía-
das del año 72. En nuestra legislación, bien lo
dijo el senador miembro informante, ya se en-
cuentraperfectamente legislada en el artículo
29 de la ley de estupefacientes, que fuera im-
plementado a través del artículo 5 de la ley
24.424. También él ha hecho mención de los
antecedentes que existen en el Senado. EIGde
agosto de 1997la Cámara de Diputados sancio-
nó un proyecto que pasó al Senado, emitiéndo-
se dictamen en mayoría el29 de abril de 1998,el
que no fue aprobado ya que en la sesión delG y
7 de mayo de 1998 fue rechazada la figura del
arrepentido en la forma en que había sido le-
gislada. Estaba prevista en un inciso agregado
al artículo 41 del Código Penal, en el que se
extendía la figura del arrepentido como ur. prin-
cipio general dentro de todas las figuras delicti-
vas del derecho penal argentino.

97) Es cierto también que aquellos juristas
que cuestionan severamente la figura del arre-
pentido consideran que se violan principios
constitucionales y que nuestro derecho penal
no la acepta. Se trata de argumentos serios y
respetables que, analizados fríamente desde un
punto de vista ético, incluso se podría decir que
son inobjetables. Hay un libro que tengo en mi
poderen este momento, que se llama Lajusti-
cia penal y los denominados "arrepentidos" , de
Mariuel Quintanar Diez, en cuya página 182se
puede leer lo siguiente: "La doctrina italiana,
con escasas excepciones, no deja de ser crítica
con este conjunto normativo. Las críticas más
comunes son la instrumentalización de la Justi-
cia Penal, la creación de nuevos tipos de autor,
impenitentes y arrepentidos para los cuales las
previsiones legales van de la impunidad a la su-
peragravación de la responsabilidad criminal,
el amplio margen de discrecionalidad abando-
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nado en manos del juez por una normativa de
dudosa compatibilidad con elprincipio de taxa-
tividad penal, el premio a un comportamiento
eminentemente ya no tanto procesal, sino de-
lativo y colaboracionista, la implícita concesión
de una suerte de legal valor probatorio a las
declaraciones del coprocesado por las mismas
previsiones sustantivas, etcétera." Esindudable
que existen argumentos muy sólidos en ese sen-
tido, como así también podemos decir que las
necesidades surgidas como consecuencia de
gravísimos delitos ha hecho que esta figura re-
naciera. No se puede decir que el Estado, que
resigna la aplicación de la pena al que ha delin-
quido gravemente, atente contra principios éti-
cos' porque así como la generalidad de los ju-
ristas en nuestro país, incluso de países euro-
peos, no concuerdan con esta figura, también
podemos decir que hay otros que interpretan
que esta figura es imprescindible y necesaria
para el esclarecimientos de estos delitos graví-
simos. ElEstado, indudablemente en este caso,
renuncia a una parte de la pena, a cambio de
una colaboración para que avance la Justicia en
la investigación de un delito.

98) Lasanción de la Cámara de Diputados no
otorga la eximición de prisión y,en ese sentido,
el reclamo que hace el miembro informante
del dictamen de la mayoría se acerca induda-
blemente a la realidad. El proyecto aprobado
en Diputados en su artículo 3 aplica el mínimo
legal de la especie de la pena cuando la infor-
mación brindad2. hubiere permitido acreditar
la existencia de la asociación ilícita, etcétera. Es
decir que el mínimo legal de la especie de la
pena, de acuerdo al artículo 104del Código Pe-
nal, segundo párrafo, aplicable para el abuso
de armas por ejemplo, es de quince días. En
consecuencia, es evidente que una sanción de
quince días escasi similar a la exirniciónde pena
De manera tal creo que esa preocupación se
encuentra contestada perfectamente. Y lo ha
aclarado el ministro de justicia cuando estuvo
reunido en la comisión, motivo por el cual ava-
la la sanción de la Cámara de Diputados que se
reproduce a través del dictamen de la mayoría.
La ley del arrepentido la consideramos com.o
una herramienta excepcional para combatIr
asociaciones criminales dentro del marco de la
ley. Se trata de una fuerte disminución de la
pena y de una excarcelación de quienes cola-
boran eficazmente con la Justicia.
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99) Diría que esta fuerte disminución de la
pena alcanza casi a la eximición porque, como
hemos visto, no se le puede aplicar al autor prin-
cipal, el cual no se puede acoger a esta ley,sino
a quien ha delinquido en forma secundaria-
como partícipe secundario-; al ser arrepenti-
do se le puede aplicar una pena que, en algún
caso, puede llegar solamente a los quince días
de prisión. Ycuando hablo del autor principal,
también este proyecto ha sido sabio porque no
permite que el autor principal se acoja. Yno lo
permite porque, si no, tendríamos casos graví-
simas, como ha ocurrido en Italia, en donde se
llegó a un hecho sumamente criticable: Alau-
tor principal -que fue el arrepentido- se le
aplicaron diez años de prisión mientras que a
los autores secundarios se le aplicaron treinta
años. Eso se ha subsanado en nuestra legisla-
ción porque en el artículo 2 se dice claramente
que la figura del arrepentido se puede aplicar
siempre que el delito en que se encuentre invo-
lucrado el beneficiario sea más leve que aquel
respecto del cual hubiere brindado o aportado
su colaboración. Con esta salvedad, vemos que
el autor principal no puede acogerse a esta fi-
gura ni a sus beneficios y, en consecuencia, no
puede ocurrir un hecho aberrante como que el
autor principal pueda recibir una pena menos
grave que la de los autores secundarios. Ade-
más, debemos agregar que son medidas transi-
torias y excepcionales, porque ta.:nbién los de-
litosson excepcionales. De manera que esta ley
puede tener un pel íodo determinado de vigen..
ciay luego habrá que derogar estas figuras cuan-
do la situación lo indique. Se trata de un aporte
útil para la Justicia.Yel objetivo fundamental es
detectar a las cabezas de las organizaciones
delictivas.

100) El propósito de la ley tiende a que la
colaboración del arrepentido cuente con el
control de las partes, con lo cual hay una ga-
rantía dentro del procedimiento. Debe tratarse
además de información fehaciente que permi-
ta desbaratar a las organizaciones criminales y
avanzar en la investigación del delito. Asimis-
mo, eldictamen de la mayoría previene yaplica
sanciones penales para aquellos que aporten
datos falsos que perturben la investigación y
perjudiquen a terceros. Es indudable que el te-
rrorismo internacional requiere para la consu-
mación de delitos del concurso organizado de
Partícipes y cómplices y que, evidentemente, el

partícipe secundario no puede declarar sobre
la verdad de la cuestión si es que no existe una
figura como esta; porque si lo hace, se autoin-
crimina y, en consecuencia, si no existiera la
figura del arrepentido, aquel que quiera escla-
recer los hechos -siendo autor secundario,
reitero- no podría hacerla. Si lo hiciera, prác-
ticamente se estaría condenando a sí mismo.
Por ello, constituye una necesidad que se debe
dotar alaJusticia de esta nueva forma de inves-
tigación. Además, las experiencias de Italia, Es-
paña yAlemania han dado buenos resultados,
si bien es cierto -y reconozco lo que ha dicho
al respecto el miembro informante- que en
nuestro país esta figura ya establecida en la ley
de estupefacientes, en la práctica, hasta ahora,
no ha dado -no lo hemos visto- ningún re-
sultado concreto.

101) Pero ello es consecuencia, evidentemen..
te, de las graves falencias que tienen nuestras
instituciones, cuyo funcionamiento debemos
mejorar, como así también debemos mejorar
nuestra Justicia, que tiene que ser independien-
te. Debemos mejorar nuestra policía para que
la investigación sea más eficiente y también
debemos perfeccionar nuestras instituciones en
su conjunto para estar a la altura de los países
desarrollados, a efectos de que, de esa manera,
figuras como la que estamos legislando puedan
surtir el efecto legal '-lue qu~remos. Mientras
tdl:ltO,esta legislación podrá ser útil porque, si
bien es cierto que hay jueces que tienen graves
falt::ncias, no podemos hacer una generaliza-
ción pues debemos reconocer que existen otros
magistrados capaces y dispuestos a aplicar la
ley como corresponde, en cuyo caso, esta figu-
ra del arrepentido puede funcionar y dar resul-
tados favorables. Existe algo fundamental: Hay
que terminar con la impunidad que se suscita
en casos gravísimos como en nuestro país fue-
ron los de la AMIAy de la embajada israelí. No
digo que con esta figura habremos de descu-
brir a los responsables pero, por lo menos, le
daremos a la Justicia una figura más que brinda
una mejor posibilidad de llegara descubrir quié-
nes son los autores principales de estos hechos
tan graves que han conmocionado a la opinión
pública. Todavía creo que lo propuesto por el
miembro informante de la mayoría, de exten-
der esta figura a otros hechos, puede ser pre-
maturo, pero considero también que sus fun-
damentos son serios.
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102) Creo que se puede extender esta figura
para aquellos delitos en donde intervienen or-
ganizaciones internacionales que son difíciles
de combatir. Por eso dije al iniciar esta exposi-
ción que tenía coincidencias con el miembro
informante. También creo que esto no consti-
tuye una solución mágica. No pretendemos
decir que al incorporar esta figura vamos a so-
lucionar esos casos tan graves ni vamos a des-
cubrir a los autores principales. Nuestras pre-
tensiones son modestas: Queremos arrimar
nuevos elementos para que la Justicia tenga más
posibilidades de llegar a descubrir a los autores
principales de tan aberrantes delitos cometi-
dos en el país. Es cierto que aquel que se acoge
a esta figura corre serios riesgos. Porque, evi-
dentemente, no solamente corre riesgo de re-
cibir represalias quien se acoge a esta figura
sino también toda su familia. Es conocido el
famoso caso Buzetta en Italia, en el que la ma-
fia prácticamente asesinó a toda la familia del
arrepentido. Entonces, el Estado debe tomar
medidas para proteger al arrepentido y a su
familia. Es cierto que en el dictamen de la ma-
yoría no se contempla con claridad cuál será la
institución que actuará en el caso. Propone, con
mucha razonabilidad, que sea el Ministerio de
Justicia. Por otra parte, al efecto de que este
proyecto sea sancionado ala brevedad posible,
plantea que no se introduzcan de inmediato
estas modificaciones sino que sean objeto de
una ley correctiva. Creo que la posición del se-
nador es la correcta y la compartimos amplia-
mente en ese sentido. Debemos aprebar esta
iniciativa en la sesión de hoy, pero también de-
bemos perfeccionarla y mejorarla a través de
una ley correctiva, tal como fue propuesto por
el miembro informante de la mayoría.

103) Por otra parte, debemos agregar un he-
cho importante: Esta institución funcionará
mejor en la medida en que mejoremos la cali-
dad de nuestra justicia, de nuestras fuerzas de
seguridad y de nuestros sistemas de investiga-
ción. El país necesita mejorar sus instituciones
en este sentido. Confío en que, con el transcur-
so del tiempo, lograremos este objetivo. No hay
motivo para no tener confianza en su recupe-
ración. Creo que vamos a recuperar a dichas
instituciones y que la Argentina volverá a tener
una justicia respetable, una policía alabada por
el pueblo y las instituciones necesarias para que
esta figura sea realmente eficiente y aplicable.
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En honor a la brevedad, vaya reducir al míni-
mo indispensable mi exposición. Simplemente,
quiero agregar una palabras que creo impor-
tantes. También las cito del libro que mencioné
anteriormente. Indudablemente, esta figura se
presta a muchos cuestionamientos. En laobra
citada se transcriben palabras de un tratadista
de apellido Beccaria, que afirmaba: ''Algunos
Tribunales ofrecen la impunidad al cómplice
de grave delito que delata a sus compañeros.
Dicho exp.edientetiene sus inconvenientes y sus
ventajas. Losinconvenientes son que la Nación
autoriza la traición, detestable incluso entre
delincuentes, puesto que son menos nefastos
para una nación los delitos de valentía que los
de vileza: Porque la primera (la valentía) no es
frecuente, porque no espera que una fuerza
benéfica y directriz haga conspirar contra el
bien público, y la segunda (lavileza) es más co-
mú.ny contagiosa y siempre se concentra en sí
misma".

104) Es decir que hay argumentos muy sóli-
dos para estar en contra de esta figura y que
también hay argumentos sólidos para estar a
favor de ella. Depende de las circunstancias y
del momento que vive cada Nación. Segura-
mente, en Italia,Alemania o España no hubiera
surgido la figura del arrepentido si no hubieran
aparecido las "brigadas rojás" o la mafia, si Ha
hubiera ocurrido el desgraciado hecho de las
Olimpíadas del 72, o si no hubiera surgido el
terrorismo español. Seguramente, en nuestro
país no habría surgido esta figura del arrepenti-
do si no se hubieran producido los atentados a
la AMIAy a la embajada israelí. Entonces, es
evidente que esta figura aparece cuando las cir-
cunstancias hacen necesaria su creación. Por
eso digo que es una figura excepcional, que ten-
drá vigencia durante un período determinado.
Asimismo, señalamos que los argumentos que
hoy esgrimimos para sostenerla son comparti-
dos por un gran sector de la sociedad, preocu-
pado por el esclarecimiento hechos tan graves.
Hay un gran sector de la sociedad que quiere
que demos nuevas herramientas a la Justicia
para que logre su objetivo, que es el esclareci-
miento, de modo de terminar con la impuni-
dad. Señalando desde ya que adherimos a la
propuesta formulada por el miembro infor-
mante en cuanto a que en su momento vamos
a tratar una ley correctiva, ratificamos nuestra
posición afumada en el dictamen de la mayo-
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ría. Creemos que este proyecto debe ser san-
donado y convertido en ley hoy mismo, ya que
evidentemente la sociedad argentina está espe-
rando una ley de esta naturaleza, que interesa
no sólo al Poder Ejecutivo sino también a los
otros poderes del Estado. Por los motivos ex-
puestos, vamos a votar en forma afumativa.

Senador Romero Feris

105) En homenaje a la brevedad, vaya tratar
de fijar sintéticamente mi posición favorable a
este proyecto, pero quiero hacer algunas con-
sideraciones a efectos de establecer también
mis discrepancias sobre algunos aspectos.
Como ya lo he señalado en anteriores oportu-
nidades, nunca he sido partidario de aquellos
proyectos que consagran normas penales cuyo
origen reconoce o responde a una situación
puntual o coyuntural. Este método no sólo con-
duce a desarticular los sistemas de los códigos,
sino que en muchos casos genera situaciones
de desigualdad. En este sentido, cabe citar opi-
niones coincidentes. Así, por ejemplo, se ha di-
cho que los regímenes de excepción a los que
se recurre en procura de una mayor eficacia
implican siempre la concesión de mayores po-
deres a los órganos de persecución penal esta-
tal, un quiebre del principio de igualdad, una
atenuación -cuando no suuresión- de las
garcmtías constitucionales que' gobiernan el pro-
ceso penal, un abandono del principio de pro-
porcionalidad. Una reacción estatal del tipo de
la descripta puede y suele producir un efecto
contrario: El Estado con sus procedimientos
legitima la acción terrorista, las garantías con-
sagradas en el estado de derecho ceden, los re-
gímenes de excepción se expanden hacia el or-
~enarniento común. Por reacción simpática se
mstaIa una cultura de emergencia y mientras el
terrorismo se hiberna, el ciudadano común
padece las consecuencias de un sistema endu-
re<;ido, irracional e injusto. A esta altura debo
deJar sentado que adhiero al pensamiento del
nuembro de la Cámara Nacional de Casación
Penal doctor Pedro Parías, quien al referirse al
tem~ ha expuesto que el derecho penal antite-
rrOnsta deberá seguir siendo un derecho pro-
te~tor de bienes jurídicos fundamentales que

re~e l?s clásicos requisitos irrenunciables de
egItimidad democrática, validez constitucional

y eficacia social.

106) Luego de estas precisiones, me habré
de referir al caso puntual que nos ocupa, esto
es el denominado proyecto de ley del arrepen-
tido. En primer lugar, advierto la dificultad que
se presenta para poder definir cuáles hechos
constituyen los denominados hechos de terro-
rismo. La definición que contiene el proyecto
de ley que se somete a tratamiento resulta un
tanto difusa, no por insuficiencia del legislador
sino por la complejidad misma que tiene el he-
cho de contener en una definición actos de ta-
maña diversidad y variedad. Sin embargo, voy
a coincidir con quienes encuentran en el con-
cepto de terrorismo ciertos rasgos básicos, ta-
les como que se trata de actos de violencia -
incluyendo su planificación, ejecución, promo-
ción y también encubrimiento-, organizada
con tal grado de desmesura que provoque mie-
do generalizado, con móviles políticos. De tal
manera, creo que debe tenerse un concepto
definido al respecto, el que debería quedar plas-
mado en la exposición de motivos de la ley.Ello
facilitará la comprensión del espíritu de la ley,
precisando el concepto básico en torno del cual
habrán de girar sus disposiciones. Esdecir, esti-
mo que debemos ofrecer un concepto deter-
minado sobre hechos de terrorismo que sirva a
los fines de su aplicación ulterior. Yese concep-
to, si no puede quedar suficiente y claramente
atrapado en la definición, deberá ser explícita-
do a través de la exposición de motivos. Val~
señalar que en el artículo ¡o del proyecto que
viene en revisión de la Cámara de Diputados de
la Nación se aprecia una ciei1a tendencia a cir-
cunscribir o sujetar los hechos de terrorismo a
aquellos" ...que se realicen empleando sustan-
cias explosivas, inflamables, armas o, en gene-
ral, elementos de elevado poder ofensivo...",
olvidando que podría ocurrir algún hecho que
sin el empleo de tales sustancias ni armas resul-
taría igualmente calificable de terrorista, como
por ejemplo el encierro de personas en un as-
censor operando a distancia su eventual caída.
Es decir, entonces, que pueden formularse re-
paros técnicos y prácticos al texto que se so-
mete a nuestra consideración.

107) Sin embargo, entiendo que nos desen-
volvemos en un marco que no confiere mucho
margen de maniobra. Me refiero, concretamen-
te, a que el estado actual de los medios y es-
tructuras judiciales de nuestro país ha dado
sobradas muestras de que los caminos tradi-

Antecedentes Parlamentarios



1480 Parágrafos 108-109

cionales de investigación resultan insuficientes.
En ese sentido. bien se señalan en la exposición
de motivos los casos de la AMIAy de la Emba-
jada de Israel.aun sin esclarecimiento. Yse omite
consignar otros que también se encuentran en
la misma situación incierta. Sobre todo. frente
a delitos de estas características, es obvio que
debamos incursionar a través de otros instru-
mentos legales. Por eso, no considero tan im-
portante en este caso desmenuzar los detalles
procesales y de fondo. No son esos detalles los
que importan. sino si la filosofía que la ley con-
tiene es la adecuada o si habrá de ser tergiver-
sada en su aplicación y rechazada. tomándose
ficticia su vigencia. Me inclino por dar una res-
puesta favorable a esta iniciativa. confiando en
que una aplicación prudente y concienzuda de
ella por parte de los jueces puede. sin ningún
lugar a dudas, llegar a constituir la respuesta
expedita y actualmente necesaria a tan graves
cuestiones. Es evidente que frente al flagelo te-
rrorista algo hay que hacer y así como he desa-
rrollado las objeciones que me merece, como
dije al comienzo. no descarto las bondades del
proyecto sometido a consideración. En virtud
de todo lo expuesto, vaya votar a favor de la
sanción del proyecto en consideración.

Senador Yoma

108)Vaya tratar de ser breve. Habida cuenta
de que no me fue girado el dictamen para que,
como miembro de la Comisión de Legislación
Penal pudiera emitir mi opinión por escrito, voy
a pedir comprensión de los miembros de la
Cámara dado que tendré que extenderme un
poco en mi alocución. Creo que estamos frente
a un hecho fundamentalmente mediático, que
carece absolutamente de efectividad y que va a
degradar la acción de la Justicia. Creo que esta-
mas frente a una degradación de la ética y de la
moral de parte del Estado en el ejercicio de la
sanción penal. Creo que estamos obligando a
los jueces a sentarse a negociar con delincuen-
tes que van a gestionar su impunidad a cambio
del aporte de datos que, supuestamente, con-
tribuirían a esclarecer los delitos.Ydigo supues-
tamente porque el que mató o robó por dinero
o por un interés determinado por qué no va a
mentir para obtener impunidad. Creo que la
concesión ética y del estado de derecho que
hacemos con esta iniciativa es realmente sor-
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prenden te. Es lamentable que un Parlamento
democrático esté haciendo esto. Este tema.
quizá, también presenta una gran incoheren-
cia: Elpresidente de la República. doctor de la
Rúa, en su discurso inaugural ante la Asamblea
Legislativa y en la visita que nos hizo al bloque
justicialista, habló sobre los temas que habilitó
para tratamiento en este período de sesiones
extraordinarias. Entre esos temas, tendientes a
que se termine la ola de impunidad en la comi-
sión de delitos, hay uno que planteó como ex-
cluyente: La no excarcelabilidad de los delitos
que se cometan con armas de fuego, que es lo
que genera la ola de inseguridad en la sociedad.

109) Esun tema cuyo tratamiento está habi-
litado en el presente período de sesiones ex-
traordinarias. sobre el que hay varios proyec-
tos presentados por distintos senadores -uno
de mi auto ría- y que fue planteado excluyen-
temente por el presidente de la República. No
obstante, las comisiones, las conducciones de
los bloques y este Cuerpo en sí mismo no con-
sideraron esa cuestión con la misma celeridad
-hasta violando principios elementales del
Reglamento- con la que se trata esta iniciati-
va. Quizá ello se deba a que el estudio en serio
de otorgar al Estado democrático las herra-
mientas y las normas necesarias para terminar
con la impunidad en laArgentina no produce el
mismo efecto mediático. Entonces, creo que
en estas se&iones extraordinarias deberíamos
estar debatiendo esos proyectos y no iniciati-
vas como e~ta que degradan la acción de laJus-
ticia y que, en lugar de impulsar sanciones pe-
nales para los que delinquen, generan herra-
mientas para que logren una mayor impuni-
dad; inclusive en causas famosas como las que
justifican esto -según el discurso oficial y de
miembros de mi partido que apoyan esta ini-
ciativa-: Los atentados a la AMIAya la Emba-
jada de Israel.Temo que, por ejemplo, los miem-
bros de fuerzas de seguridad que están involu-
crados directamente en la comisión de estos
crímenes encuentren impunidad con supues-
tos arrepentimientos. merced al aporte de da-
tos que contribuirían al esclarecimiento de los
delitos. Pero lo que es más grave, y que después
vaya demostrar en el análisis pormenorizado
del proyecto. es que tampoco sirve ni siquiera
para cumplir con elobjetivo que, supuestamen-
te, persiguen esta Cámara y los bloques parla-
mentarios al tratarlo.
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110) Porque un artículo específico establece
que únicamente podrá ser acreedor al benefi-
cio de la reducción o exención de la pena ...
Porque también por esta vía y por este proyec-
to se va a llegar a la exención de la pena. A pesar
de que dice lo contrario el ministro de justicia y
algunos senadores que opinaron antes, a través
de este mecanismo se logra la exención de la
pena. Pero es falaz la argumentación de quie-
nes se refieren a los miembros de las fuerzas de
seguridad, aunque no hayan sido partícipes de
la organizacióndelictiva. de la organización te-
rrorista que cometió los atentados. porque sólo
aquellos que están acusados de un delito me-
nor pueden ser beneficiarios de este régimen.
Es decir que los miembros de una organización
terrorista no pueden ser beneficiarios porque
están acusados entre sí por delitos iguales ni
mucho menos pueden ser beneficiarios dela-
tando a sus jefes; tampoco los jefes pueden ser
beneficiarios porque no podrían delatar a los
miembros de la organización porque estarían
acusados por un delito menor. Tal como dice el
proyecto. sólo aquel que está acusado por un
delito menor al que él imputa puede ser bene-
ficiario, es decir, los "perejiles" y no los miem-
bros de organizaciones terroristas; esto es para
los "perejiles". Esta es la falacia. Ni siquiera con
este proyecto se logrará el efecto que supues-
tamente se busca. que es desarticular a organi-
zacionp,s terroristas que funcionan en células.
Sabemos que los que no sen miembros plenos
de ellas no tienen la información necesaria ¿Por
qué? POI'el carácter compartimentado del fun-
cionamiento de esas organizaciones. Entonces
esta leyes para los "perejiles". para que logren
impunidad aquellos que tienen vinculación
como partícipes, no necesarios quizás. pero de
ninguna manera se podrá obtener un dato que
involucre o desarticule a organizaciones terro-
ristas. Es insólito el trámite de este proyecto.
Realmente se presta a situaciones insólitas.

111) Dividiría a esta Cámara en tres posicio-
nes respecto de la visión que se tiene sobre el
tema del arrepentido. Ahí podríamos contener
al conjunto de los senadores en esta Cámara.
Están los que dicen'que no sirve para nada, que
es un mamarracho pero. para no quedar mal
con la comunidad judía que lo pide, hay que
Votado afirmativamente. Obviamente, es una
~alaciaporque hay sectores de la comunidad
Judía,familiares yvíctimas de los atentados con-

tra laAMIAy contra la Embajada de Israel, que
todos los lunes se juntan en la Plaza Lavalle,
como "Memoria Activa". que están rechazan-
do esta ley y dicen lo mismo que yo: Con esta
ley lograrán impunidad los pocos que están en
las causas y de ninguna manera se logrará la
sanción penal para quienes cometieron estos
crímenes aberrantes. Además, sostiene "Memo-
riaActiva" -reitero que es una agrupación que
está formada por familiares y víctimas de esos
atentados- que la norma puede servir para
persecución ideológica. Esto sí está confirma-
do por notas enviadas por todas las organiza-
ciones de derechos humanos de la Argentina.
que fueron remitidas a cada legislador y que
paso a nombrar: "Abuelas de Plaza de Mayo" .
"Asamblea Permanente por los Derechos Hu-
manos", "Centro de Estudios Legales y Socia-
les", "Familiares de Desaparecidos y Detenidos
por Razones Políticas", "liga Argentina por los
Derechos del Hombre". "Madres de Plaza de
Mayo". "Movimiento Ecuménico por los Dere-
chos Humanos". "Servicio de Paz y Justicia" y.
reitero, la agrupación "Memoria Activa". que
también rechaza esta norma porque considera
que se va a llegar a la impunidad de los pocos
que hoy están imputados y no se va a esclare-
cer para nada el origen de esos atentados. De-
cía que están los que sostienen que es un ma-
marracho, pero hay que votarlo para no que-
dar mal con la comunidad judí~..Después están
los que sostienen que es un mamarracho, pero
como lo pide el doctor de la Rúa -que en las
encuestas obtiene el 70 por ciento de imagen
positiva-, hay que votarlo favorablemente. Fi-
nalmente, estamos los que sostenemos que es
un mamarracho y, en consecuencia, hay que
rechazarlo. Enun punto coincidimos todos: Este
proyecto es un mamarracho. Eso es lo insólito
de esta norma. No encontré. a nivel doctrina-
rio, a tratadista alguno del Derecho, a nivel na-
cional o internacional, que lo apruebe; no en-
contré a una organización representativa en la
Argentina que pida la sanción de este proyecto
de ley.

112) Escucho sorprendido algunos discur-
sos en los que se sostiene que la opinión públi-
ca está pidiendo la sanción de este proyecto de
ley.Reitero la legitimidad de todas estas organi-
zaciones de derechos humanos y la de los tra-
tadistas y estudiosos del Derecho, nacionales e
internacionales, que en reiteradas oportunida-
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des nos visitaron en el seno de la comisión.ln-
cluso, yesto es lo más insólito-, el propio Mi-
nistro de justicia de la Nación días atrás concu-
rrió a la Comisión de Asuntos Penales y Regi-
menes Carcelarios, informó y solicitó la san-
ción de este proyecto de ley. Lástima que no
llegó antes a mi poder -recién ahora la ten-
go- copia del texto con las palabras pronun-
ciadas por el doctor GilLavedra en un reporta-
je publicado por el diario La Prensa el 28 de
abril de 1998, cuando la Alianza no era gobier-
no. Allímanifiesta: "Yasabemos en qué se con-
vierte cuando la emergencia -que de esto se
trata- pasa a ser la regla. Es el primer paso al
autoritarismo." Y continúa diciendo el actual
Ministro de justicia: "Sería preferible que no se
sancionara ninguna ley.Soyabsolutamente con-
trario a toda legislación que suponga la posibi-
lidad de acordar o negociar la renuncia de la
Constitución en pos de la promesa de impuni-
dad". Fíjense, la dureza y la firmeza en las con-
vicciones propias que demostraba en aquel
entonces el actual ministro de justicia; sin em-
bargo, ahora nos vino a pedir la sanción de este
proyecto de ley. Repito lo que dijo en su mo-
mento: "...Soyabsolutamente contrario a toda
legislación que suponga la posibilidad de acor-
dar o negociar la renuncia de la Constitución
en pos de la promesa de impunidad ".Por eso
digo -para ser condescendiente- que es poco
menos que insólita la situación que se da con
esta norma. Creo, que es un acto innecesario. Y
lo digo con todas las letras, porque asílo sostn-
ve en anteriores oportunidades cuando mi par-
tido' siendo gobierno -el gobierno anterior-
enviaba al Parlamento algún proyecto desati-
nado. Creo que esto es un acto innecesario de
obsecuencia con el Poder Ejecutivo. Está bien
que del besamanos presidencial de la semana
pasada los senadores han vuelto bastante con-
movidos por el nuevo estilo de hacer política;
pero eso no autoriza ni siquiera a violar los re-
glamentos de la Cámara para tratar estas cues-
tiones. Tampoco autoriza para ser tan indeco-
rosamente incoherentes con posiciones soste-
nidas hasta hace poco; no autoriza para nada
de ello. Además, solicité a Información Parla-
mentaria una copia de la llamada "ley antite-
rrorista", remitida al Parlamento argentino en
1994por el entonces ministro de justicia, doc-
tor Barra. Recuerdo que me opuse a su apro-
bación porque claramente se trataba de una
herramienta de persecución ideológica. ¡Yfíje-
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se qué paradoja! Lapropuesta que hoy se pone
a consideración del Cuerpo es una mala copia
de ese proyecto. Que el oficialismo tome los
principios de quien prácticamente paralaAlian-
za es el Anticristo -me refiero al doctor Ba-
rra-, los respete a raja tabla y envíe ahora al
Parlamento constituye una contradicción muy
seria. Digoesto, porque el artículo 10 del pro-
yecto de leyes tan impreciso que, al hablar de
actos terroristas, los tipifica y equipara con los
actos cometidos por organizaciones que utili-
cen elementos inflamables y no sé qué otras
características difusas. Entonces, es obvio que
una protesta estudiantil, o del "Perro" Santillán,
con quema de neumáticos encuadraría en la
definición de acto terrorista que hace esta ini-
ciativa.

113) Creo que esto es de extrema peligrosi-
dad y no en vano esta figura reconoce como
antccedente en la legislación nacional la re-
forfi1a al Código Penal efectuada por la dicta-
dura militar a través del decreto ley 21.338, en
el que, para desbaratar a las organizaciones
subversivas, se premiaba a sus integrantes con
la reducción de la pena de muerte a la de re-
clusión perpetua, si es que brindaban infor-
mación. Entonces, este Parlamento democrá-
tico viene ahora a confirmar la letra y el espí-
ritu de ese decreto ley dictado en la década
más oscura -que a su vez tenía su anteceden-
te ell otra norma de la dictadura de Onganía--
,y que constituyó una de las herramientas que
utilizó la dict&dura genocida en la Argentina
para perseguir ideológica y políticamente a los
ciudadanos. Espor estos motivos que rechazo
tan profundamente la presente iniciativa; y lo
hago con la misma convicción que tuviera
durante la gestión del anterior gobierno. Por
otro lado, además de considerar que esta figu-
ra es moral y éticamente inaceptable desde el
punto de vista democrático y republicano, creo
que puede prestarse gravemente a violaciones
de las garantías constitucionales y de los dere-
chos de las personas. Asimismo, entiendo que
esta iniciativa es absolutamente inconstitucio-
nal, porque afecta un principio elemental del
Derecho Penal como es el de la legalidad en la
persecución de los delitos por parte del Esta-
do. En efecto, una vez que se presenta en sede
judicial una denuncia acerca de la comisión de
un delito, el Estado no puede renunciar a su
persecución y punición.
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114) Distinto ocurre en otros países en don-
de si bien se aplica esta figura, se valen de prin-
cipios de oportunidad y pragmatismo y rige el
sistema acusatorio; entonces, los fiscales son
losdueños de la acción penal y pueden desistir
de la persecución en base a una negociación.
Pero en nuestro sistema jurídico rige el princi-
pio de legalidad y, en consecuencia, el Estado
no puede renunciar a la persecución penal y a
la sanción punitiva. Por eso digo que la norma
proyectada es inconstitucional. Pero también
lo es porque viola severamente el principio de
igualdad ante la ley.En efecto, aquel imputado
que delató antes es beneficiado con la impuni-
dad, mientras que los compañeros que no lle-
garon a tiempo obtendrán una pena mayor. Así,
reitero, se viola el principio de igualdad ante la
ley.Por otro lado, esta figura contrapone la ra-
zón de Estado con el Estado de derecho,lo cual
espatdmonio de lasdictadurasmilitares. Yvuel-
vo a decir que esta iniciativa reconoce filosófi-
camente la inspiración de las doctrinas de las
dictaduras militares que asolaron a nuestro país.
En este sentido, Voltaire definía a la razón de
Estado diciendo que ella no es más que una
palabra inventada para servir de excusa a los
tiranos. Yesto es lo que se está invocando acá.
En efecto, se trata de un proyecto de dudosa
constitucionalidad, discutible, conflictivo, pero
existe una razón de Estado para votarlo. Esta es
la excusa de los tir,illos. Estamos tomando he-
rramientas de las dictaduras militares en el Es-
tado de derecho. También nos hablan de la efi-
cacia de otros sistemas jurídicos, como por
ejemplo los de Italia o Alemania. Quiero decir
que en esos países hay inmumerables proyec-
tos y posiciones de tratadistas que son maes-
tros del Derecho, como por ejemplo el doctor
Luigi Ferrajoli, quizás una de las más eximias
figuras del Derecho Penal italiano. La nefasta
aplicación de una ley de este tipo en la llamada
mani pulite sirvió para que desde la mafia se
condujera una verdadera industria de arrepen-
tidos que luego volvieron a delinquir. Loúnico
que hacían era aportar datos falsos no sólo a
cambio de impunidad sino también de preben-
das. Existeel caso famoso de un supuesto arre-
pentido al que luego se encarceló por venta de
droga, quien dijo que tuvo que volver a delin-
quir porque el Estado no le había dado la se-
gunda cuota de lo que tenía que pagarle por su
aporte en el caso mani pulite. También pode-
mos recordar la impunidad que lograron los

asesinos del juez Falcone en Italia, que fue el
que más luchó contra la mafia. Muchos de los
miembros de la organización que lo asesinó
estuvieron presos solamente dos años. Obvia-
mente, luego construyeron toda una organiza-
ción criminal. Reitero: Quienes asesinaron al
juez Falcone estuvieron presos solamente dos'
años en virtud de gozar del beneficio de la figu-
ra del arrepentido. ¿Es eso lo que la opinión
pública está pidiendo?

115) Talcomo lo dije en la reunión de comi-
sión, seguí el desarrollo de la causa Cabezas y
pude escuchar las declaraciones del doctor
Burlando, abogado de la "banda de Los Hor-
nos". Dijo algo que me aterró: "Sihubiese esta-
do vigente la ley del arrepentido, hoy mis de-
fendidos estarían en libertad porque gracias a
ellos se logró el esclarecimiento del crimen".
¿Esto es lo que hubiese esperado la sociedad en
la causa Cabezas, es decir que, a cambio de dar
alguna información, logren impunidad quienes
participaron directamente en el crimen? Eso es
lo que hubiéramos logrado en caso de haber
sancionado en su momento la ley del arrepen-
tido. Me aterra el solo hecho de pensar cuál
sería hoy la credibilidad de los ciudadanos en
las instituciones, en la Justicia si en virtud de
esta ley algunos de los asesinos de Cabezas hu-
biese obtenido impunidad. No voy a abundar
demasiado en citas doctrinarias. Tengo 1mrele-
vamiento que hicimos en su oportunidad acer-
ca de la utilización de la figura del arrepentido
"n las causas vinculadas con el narcotráfico.
Realmente es bochornoso. Es muy poca la uti-
lidad que se le da. Sólo en dos o tres causas de
drogas por año, aparece la acción de supuestos
arrepentidos. En la mayoría de los casos logran
impunidad quienes cometieron delitos mayo-
res que los que acusan. Esdecir que en la lucha
contra el narcotráfico esto a veces tiene efecto
porque los jefes de las bandas trasladan su res-
ponsabilidad a los "pichis". Seguramente se ha
conformado una industria del arrepentido. Esto
lo dijeron los propios magistrados federales que
están a cargo de los juzgados, como por ejem-
p�o el doctor Gordo, que vino a exponer a la
comisión, quien dice que en las causas vincula-
das con el narcotráfico hay listas de arrepenti-
dos que, a cambio de unos pesos, se hacen car-
go de un delito de tenencia con fines de co-
mercialización. De esta forma, logran que sus
jefes tengan impunidad. Este proyecto es qui-
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zás mejor en ese sentido, porque no sirve abso-
lutamente para nada en lo que se refiere al des-
baratamiento de organizaciones. No obstante,
sí puede servir para que "pichis", "perejiles" y
los pocos imputados en causas de resonancia
pública logren la libertad y la impunidad. Yqui-
zás también para que a algún juez se le ocurra
aplicar el criterio de terrorismo que emana de
esta ley para reprimir una manifestación estu-
diantil, un corte de ruta o alguna otra protesta
social. Reitero, existen causas que hablan de lo
degradantes que son los procesos judiciales en
la lucha contra el narcotráfico.

Senador Maglietti

116) Quería señalar al senador, quien afirma
que los autores principales de delitos gravísimos,
como el de terrorismo, podrían ser beneficiados
con este proyecto, que ello resulta totalmente
imposible. En efecto, en la parte final del artículo
2°del texto aprobado por la Cámara de Diputa-
dos y contenido en el dictamen de mayoría se
establece claramente que el arrepentido puede
beneficiarse con esta ley cuando se trate de un
autor secundario del delito, pero no cuando se
trate de uno de los autores principales. De no
existir esta disposición, podría darse el caso que
señalaba el senador por La Rioja, en donde los
autores principales de un delito podrían verse
beneficiados por ~ste instituto, como ocurrió en
Italia cuando elautor principal recibió una pena
de diez años de prisión mientras que los partíci-
pes secundarios fueron condenados a treinta
años. Para evitar esas situaciones, el proyecto
establece sabiamente esa limitación, con la cual
no se puede dar en la realidad el caso planteado,
en donde los autores principales se beneficia-
rían con esta figura; sólo podrán beneficiarse-
reitero- quienes han tenido una participación
secundaria.

Senador Yoma

117) Los argumentos expuestos por el sena-
dar por Formosa constituyen precisamente una
de las causas por las cuales considero que este
proyecto es un mamarracho. Ni siquiera sirve a
los fmes ilegítimos para los cuales ha sido con-
cebido. Únicamente los "pichis" o partícipes
innecesarios de los delitos podrían, en algunos
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casos, lograr aportar datos que nunca tienen
porque no forman parte de organizaciones te-
rroristas. Es decir que, aun cumpliéndose el
objetivo, no se podrán desarticular de esta for-
ma a organizaciones terroristas, porque el pro-
yecto no es aplicable a los miembros de tales
asociaciones. Quiero mencionar solamente una
causa, que realmente mueve a risa, pero que
representa lo que está sucediendo y lo que va a
suceder con la aplicación de este instituto. Aca-
bamos de destituir, en una causa por drogas, a
un juez que ha sido víctima, precisamente, de
ese tipo de procedimientos que rozan la incons-
titucionalidad y la ilegalidad. En la causa núme-
ro 17, "Muro, María Luisa s/lnfracciones a la
ley de estupefacientes", se ha detenido a una
persona que tenía en su poder doscientos vein-
te gramos de cocaína de máxima pureza, con
los cuales se podrían preparar dos mil doscien-
tas dosis, fraccionadas en noventa envoltorios,
es decir un cargamento de droga importante.
Por otra parte, esa persona fue reconocida por
distintos compr senadores y presuntos consu-
midores en rueda de testigos. Esta persona fue
procesada y solicitó que se le aplicaran los be-
neficios de la ley que establece esta figura del
arrepentido. Aportó datos. ¿Cuál fue el resulta-
do del aporte que hizo esa persona? Hubo dos
allanamientos en los que se detuvieron a dos
personas, aquellas que Muro sindicaba c:Jmo
los implicados en el tráfico de estupefacientes,
secuestrándose a una de ella cinco gramos y a
la otra seis El arrepentido habfa sido encarcela-
do por tener 200 gramos de cocaína y fue libe-
rado porque aportó datos que permitieron im-
putar a dos personas con una cantidad mucho
menor. Esta persona que aportó datos obtuvo
su libertad y quedaron presas las otras dos. En
todas las causas enlas que aparecen arrepenti-
dos se da este tipo de aberraciones.

118) Analizando el proyecto en sí, reitero el
cuestionamiento severo al artículo 1° de este
proyecto de ley. Es tan impreciso como aquel
proyecto Barra, que tanto cuestionó la Alianza
pero que ahora lo asume como propio, en el
que podía configurarse acciones terroristas los
cortes de ruta o las manifestaciones estudianti-
les en las que se queman cubiertas o se utilizan
elementos inflamables.

119) El artículo 2° es inconsistente. Es llamati-
vo que se permita el beneficio a quien aporte
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información para otro delito que no es el que
está siendo investigado. Esto afecta severamen-
te los más elementales principios y garantías de
las personas. Se premia con la impunidad no
sólo a quien cometió un delito independiente
sino también al que conociendo la comisión de

. otros delitos que no tienen nada que ver con la
causa, los informa. Tampoco es feliz la expre-
sión que dice "siempre que el delito en que se
encuentre involucrado el beneficiario sea más
leve que aquel respecto del cual hubiere brinda-
do o aportado su colaboración'. Yamanifesté que
eso es lo que hace absolutamente ridícula esta
ley; además de inconstitucional, ridícula. El doc-
tor Gil Lavedra hizo especial hincapié en dos
cuestiones -los que defienden el proyecto lo
manifiestan y creo que constituye también otra
falacia- diciendo que al final el tribunal del jui-
cio es quien va a determinar si es posible o no la
concesión de ese beneficio f'n base a que los
datos que aportó el arrepentido supuestamente
sirvieron para esclarecer el crimen. Pero hay otro
artículo -no recuerdo si el4 ó 5 del proyecto-
que dice que a los efectos de la excarcelación en
cualquier instancia del proceso, si el juez ya sea
en el sumario o en el juicio entiende que se le
podrían aplicar los beneficios de la excarcela-
ción con motivo de la reducción de penas, in-
mediatamente podría concederlo. Es decir que
recién comenzado el proceso un imputado po-
dría obtener el beneficio de la excarcelación si el
juez de instrucción considera que los datos que
aporta lo hacen beneficiario de la reducción de
penas previstas en este proyecto de ley. Dice que
a través de esto no se logra la exención de penas
y la impunidad. Es falso. Podemos llegar ala exen-
ción de penas.

120) El artículo 3° de este proyecto dice que
se va a aplicar el mínimo legal de la especie de
pena. Creo que en la pena privativa de la liber-
tad el mínimo como especie es de quince días.
Es decir, a través de este articulo se puede lo-
grar la exención de la pena; una total impuni-
dad. Luego hay violaciones flagrantes de los
principios elementales del Derecho Penal. Por
ejemplo, para la sanción punitiva del Estado se
tienen en cuenta elementos como la culpabili-
dad en nuestro régimen penal. De ninguna
manera el comportamiento posterior al crimen
e~un elemento para la sanción penal. Estamos
VIolentando, reitero, principios elementales de
nUestro derecho.

Senador Villarroel

121) Respecto de la última afirmación, agre-
garía lo siguiente: En elCódigo Penal desde muy
antiguo, hay una excusa absolutoria, que es el
casamiento del violador con la ofendida. Es
decir que se tiene en cuenta un hecho posterior
al,delito para eximir de pena. Pero además de
eso, es una tradición de la aplicación del Códi-
go Penal, en orden al artículo 41, que los jueces
al momento de graduar la pena tengan en cuen-
ta la conducta del imputado posterior a la co-
misión del delito. Yse pueden dar centenares
de ejemplos en los repertorios de jurispruden-
cia. Aesto se suman dos cosas. En estos últimos
años se han sancionando reformas del Código
Penal que por ejemplo extinguen la acción pe-
nal -no la aplicación de la pena- cuando el
imputado de un delito que es reprimido con
multa paga "oluntariamente la multa. Osea que
se extingue la acción, no se aplica la pena por-
que el señor fue y obló. Ylo propio pasa con los
delitos tributarios, según la reforma aprobada
oportunamente por este Congreso. O sea que
no es algo insólito ni extra-sistemático que se
tenga en cuenta la conducta del imputado pos-
terior a la ejecución o a la comisión del delito
para graduar la pena.

Senador Yoma

122) De ninguna manera estamos hablando
de excusa absolutoria cuando se plantea esta
figura. Enningún momento se fundamentó eso.
Esmás, en la introducción de la misma en nues-
tro régimen penal no está planteada como ex-
cusa absolutoria, porque la motivan otros ele-
mentos que no tienen nada que ver con otras
cuestiones que tendría que tener en cuenta el
juez al momento del otorgamiento de este be-
neficio. Creo que no cabe para nada equiparar
la excusa absolutoria con el instituto del arre-
pentido. Para terminar, decía que este proyec-
to que hoy estamos considerando es tan de-
fectuoso que uno de los elementos más im-
portantes que se tienen en cuenta, en la opi-
nión de los tratadistas, para rechazarlo de pIa-
no -además de la claudicación ética del Esta-
do en la represión de los delitos- es que viola
garantías expresas de la Constitución. Por
ejemplo, la coacción a una persona para de-
clarar contra sí mismo, algo expresamente
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contenido como garantía constitucional. Yse
la está coaccionando. ¿Por qué? Y esto rela-
cionado con otro principio que es la igualdad
ante la ley. Porque se le dice: "Vosconfesás y te
reduzco la pena. Vos no confesás y tenés la
misma pena". Sinosotros leemos el Manual del
Inquisidor, por ejemplo, se hace referencia
específicamente a este principio. Fíjense de
dónde surge esta figura, de la Inquisición. El
Manual del Inquisidor dice: "Si se empeña el
reo en negar el delito le dirá el inquisidor que
se va a hacer un viaje muy largo y no sabe
cuándo será la vuelta, que siente infinito verse
obligado a dejarle preso siendo su mayor de-
seo saber de su boca la verdad para despa-
charle y concluir su causa, pero que estando
empeñado en no delatar a sus cómplices ten-
drá que quedarse en la cárcel hasta que él vuel-
va, lo cual le da mucha compasión." Esto es
textual del Manual del Inquisidor.

Senador Cafiero

123) Pocas veces se nos da en nuestra vida
parlamentaria la oportunidad de una remake,
como ocurre a veces en el cine o en el teatro,
porque esta discusión que estamos teniendo
alrededor de esta figura, llamada malamente
ley del arrepzntido -yo preferiría llamarla "del
colaborador interesado de la Justicia", que es
una expresión más amigable-, la tuvimcs con
el senador Yoma no hace más de un año y me-
dio. En aquel entonces, presenté un proyecto
sobre el colaborador interesado de la Justicia,
que propiciaba la reforma del Código Penal y
disminuía la pena, llevada al grado de tentativa,
en caso de existir una contribución efectiva del
condenado al progreso de la investigación; y
disminuía la pena por debajo del mínimo legal
cuando la contribución hubiere permitido el
desbaratamiento de una asociación ilícita (*).
También defmía lo que es una asociación ilícita,
lo que en ningún momento figura legislado en
nuestro Código Penal. Como es sabido, ese pro-
yecto de ley fue rechazado por este cuerpo, no
sólo por el voto unánime de los que entonces

C') El proyecta de ley del senador Antonio E Cafiera,
proporcionada par su despacha, fue publicada en
página 1465.
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integraban la bancada de la Alianza sino tam-
bién por los compañeros de mi bloque. Volve-
mos sobre este tema un año y medio después.
Por lo menos, tengo una satisfacción.

Senador VlIlarroel

124) En aquella oportunidad sostuve la orto-
doxia constitucional de la mal llamada ley del
arrepentido, es decir que estuve a favor del pro-
yecto.

Senador Cafiero

125) Así es.

126) Un año y medio después, como decía,
tengo una satisfacción: La entonces bancada
opositora había rechazado este proyecto de ley.
Claro que no tengo la misma satisfacción con
relación a mi querido colega y compañero Jorge
Yoma, a quien respeto enormemente. Pero no
obstante eso, confio en que en el próximo debate
-si es que no votamos ahora estainiciativa-, tal
vez él encuentre el camino a Damasco y pueda
venir quizás a auxiliamos con su saber jurídico
en la inclusión de esta figura. En realidad, no me
explico cómo una figura que ya está instalada en
el Código Penal, que ya forma parte de leyes del
derecho penal tributario, óe la ley de represión
del narcotráfi~o y de la ley de espionaje, sabotaje
y traición número 13.985 (*), que en su artículo
14 dice: "Quedará exento de sanción penal el
que habiendo incurrido en los actos calificados
como delito por esta ley, los denuncie ante las
autoridades civiles o militares antes de haberlos
consumado."; y agrega: "Podrá ser declarado
exento de sanción penal todo aquel que luego de
haber consumado el delito lo denuncie a las au-
toridades civiles o militares y procure el arresto
de los coautores o cómplices. "...

Senador Yoma

127) Me dice que la figura está en nuestro
ordenamiento jurídico, en la ley penal tributa-

(*) Publicada en Adla X-A,lBS.
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ria. ¿Eso quiere decir que quien denuncie a un
evasor tiene derecho a no pagar los impues-
tos?

Senador Cafiero

128) No dice eso la ley penal tributaria, sino
que permite a quien se declara culpable ante
los tribunales ser remitido en la pena de la que
pudo haber sido objeto. De manera que la figu-
ra del colaborador interesado de la Justicia ya
existe en nuestra legislación.

Senador Yoma

129) Siendo diputado, participé de la sanción
de la ley penal tributaria y puedo decir que este
instituto tiene un fundamento. En ese momen-
to se cuestionó la constitucionalidad de la refe-
rida ley por el tema de la prisión por deudas,
que es inconstitucional. Entonces, se estableció
este mecanismo, porque en alguna medida lo
que se estaba penando era una deuda. Para
zanjar el problema de la virtual inconstitucio-
nalidad de esta norma se estableció este artícu-
lo, pero reconoce -reitero- otro origen.

Senador Cafiero

130) De cualquier manera. está en nuestra
legiE!ación. No quiero extenderme demasia-
do.Vuelvo a decir que en aquel momento con-
tamos con la valiosísima colaboración del se-
nador por Catamarca, que votó en favor de
esa ley y expuso argumentos muy consisten-
tes. Además de estar en nuestra legislación,
ésta es una figura avalada por las Naciones
Unidas. En un congreso sobre la delincuencia
internacional organizado en Nápoles en 1994,
146países votaron por unanimidad una decla-
ración que dice que los Estados deberán ven-
cer la ley del silencio y las prácticas de intimi-
dación de la delincuencia organizada para po-
der luchar eficazmente contra ella. Que debe-
rá considerarse el recurso eventual de ciertas
técnicas para la obtención de pruebas fidedig-
nas: Lavigilancia electrónica, las operaciones
encubiertas y la entrega vigilada, con tal de
que estén previstas en el derecho interno y de
que su aplicación se haga con autorización ju-

dicial y con pleno respeto a los derechos indi-
viduales' en particular, el derecho a la intimi-
dad. Agrega a continuación que deberá consi-
derarse la introducción de medidas para alen-
tar a los miembros de las organizaciones de-
lictivas a cooperar y prestar testimonio, así
como programas de protección para víctimas
y testigos y, dentro de los límites del derecho
interno, la concesión de un trato por el que se
reconozca de algún modo la colaboración que
hayan prestado ala acusación. Me aterra cuan-
do escucho decir que esta figura está vincula-
da con las hogueras de la Inquisición, con la
lascivia de los emper senadores romanos, con
las persecuciones ideológicas y políticas del
nazifacismo, con la Checa soviética, con los
asesinatos y los crímenes de nuestra dictadura
militar. Si esto fuera así, ¡Dios me libre y guar-
de! ¡Nada tengo que ver con estafigurajurídi-
ca! Pero sostengo que es otra cosa. Esta es una
necesidad, inclusive, reclamada por los jueces
y fiscales que están investigando algunos de
los episodios terroristas que más han conmo-
vido a nuestra sociedad. Esuna necesidad fren-
te al crecimiento de la megadelincuencia. El
delito de este siglo no es el mismo que la orga-
nización delictual del siglo XIX,cuando se san-
cionaron las normas del actual Código Proce-
sal y del Código Penal. Es otro tipo de delin-
cuencia. Por lo tanto, tenemos que dotar al
Estado de las herramientas y de los elementos
que permitan combatir con eficacia estas nue-
vas formas de la delincuencia. Gracias a estos
organismos, más de 1240m:illosos están dete-
nidos hoy en las cárceles italianas. Así pudo
desbaratarse la "cosanostra". Es cierto: En ese
trámite doloroso muchos familiares de arre-
pentidos perdieron la vida, porque la mafia no
se privó en ese sentido. No quiero abundar en
un debate que ya insumió muchas horas a la
Cámara. Respeto los argumentos del senador
Yoma, que me parecen versados y consisten-
tes, pero creo que no son superiores a los de
quienes queremos actualizar, modernizar y re-
forzar la capacidad de crear seguridad y ter-
minar con la impunidad. Através de este pro-
yecto, estamos en condiciones de colaborar.
No me detengo en la casuística, no me declaro
partidario del subjetivismo, tampoco me gus-
ta el deporte de descular hormigas. Esta es una
iniciativa que en su contexto, en su vertebra-
ción, responde a una sentida necesidad de la
seguridad en la sociedad moderna.
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Senador Del Piero

131) Pido disculpas al senador Sergnese, pero
en realidad quiero hacer una aclaración o una
precisión respecto de algunos dichos del sena-
dor Cafiero con relación al tratamiento que tuvo
el tema del arrepentido en mayo de 1998, al cual
hiciera referencia. En esa oportunidad, las dos
bancadas mayoritarias -es decir, el EJ.y laAlian-
za- votaron divididas. Predominantemente, la
Alianza votó a favor de la instalación de esta fi-
gura. En esa oportunidad intervenimos más o
menos unos quince o dieciséis senadores y se
dio una paradoja que sorprendió en forma muy
poco grata a la madre de José Luis Cabezas, que
estaba presenciando el debate. Al terminar la
sesión, a la madrugada, nos dijo que no entendía
qué había pasado, porque a pesar de que en este
recinto había habido dieciséis intervenciones,14
a favor de la instalación de esta figura y 2 en
contra, la iniciativa había sido votada en forma
negativa. Recuerdo este hecho porque hoy. que
vamos a sancionar este figura, vale que hagamos
una reflexión muy simple. Por condiciones polí-
tiCáS, las circunstancias muchas veces nos em-
pujan al tratamiento de determinados temas.
Entonces corresponde que con toda madurez
asumamos esta situación y que digamos: Que la
próxima vez no nos vuelva a suceder.

Senador Sergnese

132) Como tuve oDortunidad de leer el dic-
tamen de la comisiÓn y de publicar un dicta-
men de oposición total (*), no vaya reiterar
todo lo que allí expreso. Estoy seguro que la
mayoría de los senadores ha tenido la ocasión
de leedo. Por ello vaya pedir que, en general,
sea tenido por expuesto lo allí manifestado. Sí
me vaya permitir hacer unas pequeñas obser-
vaciones sobre el tema, con una aclaración pre-
via. En mi dictamen estoy planteando la misma
posición que en la Cámara de Diputados asumie-
ron algunos diputados nacionales, tal el caso de
Bernardo Quinzio -también por San Luis-, Al-
fredo Bravo, Héctor Polino, Jorge Rivas y Elisa

(O) Los fundamentos de la disidencia parcial del
senador Carlos]. A. Sergnese están publicados en
página 1433.
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Carrió, pertenecientes a distintas bancadas.
Asimismo, en el dictamen hemos receptado la
opinión de importantes juristas. Muchos de ellos
estuvieron en el bloque y en la comisión expo-
niendo del mismo modo que hace pocos días
estuvo en la comisión el ministro de justicia de
la Nación, tratando de defender este proyecto.
Como el senador Yoma ha hecho un análisis
exhaustivo al respecto, no vaya repetir cada
uno de los temas. En cambio, sí me vaya per-
mitir tomar la opinión de algunos juristas, pero
no la vaya extraer de los libros, sino de publi-
caciones de algunos medios. A veces pareciera
que esto es lo que nos motiva en el análisis de
este tema y en la posibilidad de su aprobación.
En el diario "Página/12" del 22 de junio de 1997,
un jurista reconocido, de una posición política
distinta a la de quien habla, el doctor Eugenio
Raúl Zaffaroni,dice lo siguiente: "Ley del arre-
pentido, para arrepentirse. Debate. La discu-
sión sobre el 'arrepentido' tiene una historia
confusa. Comenzó en la ley de drogas en 1995,
con una figura que fomenta la delación pura y
simple, pone precio por la magnitud al aporte
del delator (incluso si se obtiene secuestro de
dinero), llega a la impunidad y fomenta la ne-
gociación. Busca objetivos policiales: Es Fouché
comprando delincuentes que, cuanto más de-
licuentes sean, obtienen mejores premios, por-
que tienen más para ofrecer. Reafirma la de-
gradación del Estado con otras inconstitucio-
nalidades, como permitir que los espías come-
tan delitos con una amplitud que no conoce
ninguna ley del mundo: Todos nuestros bienes
jurídicos se subordinan al interés policial." Por
último hay un pequeño parrafito que dice: "No
se deben hacer leyes penales para la coyuntura,
y menos aún caer en un derecho penal de emer-
gencia: Siempre es autoritario."

133) Cuando el ministro de justicia, doctor
Gil Lavedra, vino a la reunión de comisión, lue-
go de sus palabras me permití hacerle notar
que en su exposición no advertía un gran énfa-
sis en defensa de este proyecto. Por el contra-
rio, notaba que él mismo tenía algunas dudas,
que no estaba muy convencido, o que por lo
menos reconocía -asílo dijo expresamente-
que este proyecto es difícil, dudoso en algunos
aspectos y cuestionable en su interpretación y
aplicación constitucional. Entonces, me permití
preguntarle quiénes eran, a su entender, los ju-
ristas que avalaban o defendían este proyecto.
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y vale la pena señalar que al final, luego de con-
testar las diversas preguntas formuladas, sólo
dejó ésa sin responder. Laverdad es que es di-
fícil que los juristas defiendan esta postura.
Siempre los argumentos son finalistas: ElEsta-
do tiene la necesidad de encontrar un culpable,
especialmente cuando el delito es grave, abe-
rrante o produce conmoción. Pareciera que
como necesitamos encontrar un culpable, si
nuestra eficiencia investigadora fracasa, debe-
mos encontrar a cualquiera. Ysi debemos re-
currir para ello a cualquier medio, bienvenido
sea si sirve a tal objetivo; la sociedad necesita
tener un culpable. Sin embargo, cuando noso-
tros empezamos nuestra carrera jurídica, uno
de los primeros conceptos que escuchamos ha
sido exactamente el inverso. Es decir, que es
preferible que muchos culpables están libres,
antes que un inocente preso. Es un principio.
Entonces, frente a ello, se ha empezado a bus-
car una nueva jusdficación, que no digo que no
se pueda encontrar. Pero me vaya permitir leer
de nuevo un artículo que, por archisabido,
muchas veces dejamos de leer. No lo vaya leer
entero, sino sólo un párrafo. Me refiero al ar-
tículo 18de nuestra Constitución Nacional, que
dice lo siguiente: "Ningún habitante de la Na-
ción puede ser penado sin juicio previo funda-
do en ley anterior al hecho del proceso, ni juz-
gado por comisiones especiales, o sacado de
losjueces designados por la ley antes del hecho
de]a causa. Nadie puede ser obligado a decla-
rar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud
de orden escrita de autoridad competente..."

134) Creo que si el fin último que espera la
sociedad es una norma como la que estamos
analizando en este momento, como mínimo
deberíamos estar pensando, quizás, en llamar
a una convención constituyente que reforme
nuestra Constitución. Es algo factible, ya que
hace pocos años lo hemos hecho. No digo que
no se pueda realizar. Pero en definitiva, la Cons-
titución es el pacto social que garantiza al ciu-
dadano que el Estado no abuse de su superiori-
dad como tal; es la que garantiza a todos los
principios básicos y esenciales que ella estable-
ce. y se trata de principios que, como ése, por
tan repetidos parece que debemos dejar de lado:
El principio de inocencia, el principio según el
cual el Estado debe probar, aquel por el cual
nadie está obligado a declarar contra sí mismo,
los principios de igualdad, del debido proceso,

o del juez natural. Creo que esos principios,
que podríamos decir quizá de derecho clásico,
han pasado de moda. Últimamente, esas nor-
mas están cuestionadas por el fin, por el objeti-
vo que buscamos. Enesa misma reunión con el
Ministro de justicia de la Nación se me ocurrió
hacer una comparación -lo ha sostenido tam-
bién el senador Yoma recién- entre la Santa
Inquisición y algunas normas de este tipo. Y
concluí la exposición diciendo que siel objetivo
es obtener una confesión -porque realmente
estamos planteando a través del arrepentido
un testigo de la corona o un arrepentido que
conoce algo. En realidad lo que estamos ha-
ciendo es forzándolo, de alguna forma, a de-
clarar. Pero, entonces, si lo que queremos lo-
grar es eso, ¿por qué no autorizamos el uso de
la fuerza? En vez de hablar de apremios ilega-
les, quizá, podríamos hablar de apremios lega-
les. Silo forzamos, seguramente vamos a obte-
ner mucha más información de la que nos po-
dría dar en otras condiciones.

135) Pero el ministro Gil Lavedrame comentó
en esa oportunidad que, en realidad, esta nor-
ma no implica en modo alguno la posibilidad
de una negociación entre el juez o el funciona-
rio del Ministerio Público, fiscales, para tratar
de inducir, sugerir, condicionar al imputado a
confesar un hecho, pensando que en el futuro
va a obtener un beneficio y que, por p.lcontra-
rio, para no violar la norma constitucional lo
qu~ debe ser es una declaración espontánea y
vohmt:o.ria.Además, señaló que quien va a re-
solver es eljuez de sentencia o de juicio -como
dijo en esa ocasión-, que no fue quien previa-
mente formuló algún acuerdo o arreglo y que,
por lo tanto, podrá resolver en tranquilidad y
con total independencia de lo que pensó elarre-
pentido, graduando la pena de acuerdo, a su
entender, con el aporte que pudo haber reali-
zado. He tenido poca actuación en la policía y
en los juzgados en temas penales, pero lasufi-
ciente para observar en muchísimos expedien-
tes un formulario que empieza diciendo "En el
día de la fecha, el (Fulano de Tal),espontánea y
voluntariamente declara...". Es decir, las famo-
sas declaraciones policiales que, por supuesto,
ningún juez quiere tomar después como ele-
mento de prueba. En nuestro ordenamiento
procesal se sostiene que ningún juez puede
creer o tener la ingenuidad de creer que ha exis-
tido esa declaración voluntaria y espontánea.
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De cualquier manera, pueden existir algunos
casos en que esa declaración se haga de esa
forma, pero creo que no es la regla. General-
mente, esa declaración no es espontánea ni
voluntaria y hay distintas formas de modificar
o generar esa voluntad. Cuando planteé este
tema en ocasión de la visita a este Senado del
ministro de justicia. doctor GilLavedra, obser-
vé la cara que ponían algunos senadores -si-
milar a la que ponen hoy-, quienes me mira-
ban como diciendo "¿Cómo se le ocurre plan-
tear esto?" Inclusive, hoy ha manifestado pú-
blicamente el doctor Antonio Cafiero: ¿Cómo
se le ocurre a este senador introducir este tema
y compararlo con la Inquisición? "Yono puedo
aceptar..." -acaba de decir hace escasos minu-
tos el doctor Antonio Cafiero-" ...que puedan
pensar que opino de esa forma o que pueda
estar ligado a esa institución esto que estamos
estudiando, que es tan beneficioso para encon-
trar la resolución a un hecho ilícito. Bueno, pa-
reciera fruto de una gran imaginación del sena-
dor a quien se le ocurrió plantear eso."

136} Pero como además de tener imagina-
ciónsuelo leer los diarios, especialmente cuan-
do se refieren a legislación o jurisprudencia ex-
tranjera. pude apreciar en la página 3 del diario
La Nación del viernes 18 de febrero de 2000.
tres días después de haber asistido a este Cuer-
po el ministro de justicia a fin de exponer y
defender este proyecto, un artículo que me voy
a permitir leer porque está relacionado con este
tema porque el fundamento, para el caso con-
creto, es la petición de la AMIA.Dice así: "Re-
chazarían en Israel una ley que permite la tor-
tura. Métodos: Barak optaría por dotar de otros
medios al servicio de seguridad para la lucha
contra el terrorismo". ¡Qué casualidad: Elmis-
mo caso!Sigue diciendo el artículo: "Jesuralem.
Presionado por la opinión pública local e inter-
nacional. el servicio de seguridad israelí, Shin
Bet, desistiría de reclamar una nueva ley que
permita la aplicación de torturas en los interro-
gatorios a sospechosos de haber actuado en
actos de terrorismo. informaron ayer fuentes
gubernamentales. Sin embargo. un parlamen-
tario de la oposición presentó un proyecto para
que se apruebe esa ley, que contradice los de-
seos del primer ministro, Ehud Barak. Como
concesión al Shin Bet, un comité del gobierno
estudiará la situación durante dos años para
determinar si la prohibición del empleo de la
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tortura ha reducido la capacidad del servicio
para prevenir ataques terroristas. Eljefe del Shin
Bet, Ami Ayalon, pidió la ley después de que la
Suprema Corte falló en septiembre que la ley
israelí no autorizaba el uso de la tortura, aun
cuando hubiera vidas en juego. Cientos de is-
raelíes han muerto en ataques perpetrados por
terroristas palestinos suicidas que se oponen al
proceso de paz. Por otra parte, los defensores
de los derechos humanos dicen que los inte-
rrog senadores del Shin Bet han maltratado a
cientos de detenidos.

137}Antes del fallo de la Corte Suprema, el
Shin Bet podía aplicar presión física y psicoló-
gica moderada. según la definición de un comi-
té estatal encabezado por el juez Moshe Lan-
dau, de la Suprema Corte. Lasprácticas incluían
estos tratos a los detenidos: Privarlos del sue-
ño, atarlos en posiciones dolorosas, someter-
los a música estruendosa y colocarles capuchas
impregnadas con olores repugnantes. La co-
misión Landau determinó que sólo se podía
emplear la tortura para prevenir un ataque te-
rrorista, pero los grupos de derechos humanos
dicen que muchos detenidos palestinos, desde
sospechosos de arrojar piedras hasta presun-
tos terroristas, fueron sometidos al tratamien-
to. Elcomité de vigilancia es encabezádo por el
ministro d~ justicia, Yossi Beilin, y el viceminis-
tro de Defensa, Ephrairn Sneh. Beilin-o sea, el
ministro de justicia- se opone a que se autori-
ce por ley el uso de la tortura. Sneh -vicemi-
nistro de Defer.sa- sostiene que si el Shin Bet
cree que un detenido tiene información sobre
planes para un atentado, no se puede atar las
manos de los investig senadores. Ellegislador
Reuven Rivlin, del partido derechista Lijud, ha
presentado un proyecto para autorizar el uso
de la tortura en casos de emergencia. Elperió-
dico Haaretz aseguró en su edición de ayer que
el jefe del Shin Bet, Ami Ayalon. renunció a di-
cho plan luego de que el primer ministro Barak
le prometió otorgar dinero para la ampliación
y el perfeccionamiento del servicio. Además, el
fiscal general de Israel. Eliakim Rubistein, se
habría comprometido ante Ayalon a ofrecer
protección jurídica a los agentes del servicio
secreto que en casos aislados practicaran lavio-
lencia durante los interrogatorios...", y conti-
núan algunos otros comentarios. Quiero reafir-
mar que ningún fin puede justificar laviolación
de un principio, de una norma constitucional y
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de ningún modo puede resultar admisible la
negociación inmoral del Estado con un delin-
cuente. Y no estoy diciendo que el Estado no
puede utilizar la declaración de quien traiciona
a otro delincuente. Nada de esto se encuentra
en discusión. Siun delincuente quiere denun-
ciar a otro, bienvenido sea, sirve para la investi-
gación y para la condena, en definitiva. Pero
forzarlo a que declare contra sí mismo significa
cometer un delito por quien realiza esa gestión.

Senador Sergnese

138}Sime permite, quiero terminar la idea. Y
para ello, vaya decir algo relacionado con lo
que el senador mencionó hace un rato: Eltema
de la impunidad. No podemos conceder impu-
nidad a quien comete un delito. pero tampoco
tenemos que concederla a quienes deben con-
trolarlo o investigarlo. Facultar a alguien Gfor-
zar una negociación es también hacerlo para
cometer un ilícito. Pero como ni siquiera tene-
mos la honestidad de plantearlo directamente
en el proyecto de ley y decirlo así, lo que va a
suceder es que cuando a un juez o a un fiscal de
alguna forma se le ocurra sugerir a ese imputa-
do o acusado la conveniencia de declarar, qui-
zá algunos otros magistrados terminen anali-
zando si no se está cometiendo un delito al ha-
cer lo que la ley no autoriza por lo menos en su
redacción acmal: Me reI1ero, precisamente, a
cuando sugieran y obtengan ese tipo de decla-
raciones. Por lo menos en la Santa Inquisición,
que fue provisona y extraordinaria -duró sólo
quinientos años- tenían más definido el tema
y lo asumían en definitiva claramente. Vaya
permitirme leer un párrafo distinto de los ya
mencionados. con lo cual voy también a con-
cluir con la Santa Inquisición al igual que lo ha
hecho el senador Yoma -¡Qué coincidencia:
Concluir con el mismo tema!: Arrepentidos y
testigos secretos, remembranza de la Santa In-
quisición...

Senador Maglietti

I39} Pienso que en función del proyecto de
ley que estamos considerando resulta absolu-
tamente imposible que eljuez de alguna mane-
ra pueda forzar a quien cometió un delito a
realizar algún tipo de confesión. Digo esto por

cuanto su artículo 5° establece claramente que
las declaraciones de las personas mencionadas
en las disposiciones anteriores carecerán de
valor si no se producen con el contralor del
fiscal, la querella y la defensa, del modo esta-
blecido en las leyes procesales. De modo tal
que hay una imposibilidad absoluta de que el
delincuente sea forzado. Al contrario; yo creo
que quien puede aconsejar al procesado a aco-
gerse a los beneficios de esta norma será su
abogado defensor, pero bajo ningún punto de
vista lo podrán hacer ni el juez ni el fiscal.

Senador Sergnese

140}Considero que no se ha utilizado el ver-
bo correcto. No creo que sea imposible que lo
puedan obligar a declarar contra sí mismo. En
todo caso, lo que habría que decir es que no se
debería obligar a declarar contra sí mismo por-
que eso viola un artículo expreso de la Constitu-
ción nacional. Pero la posibilidad de que ello
ocurra, ante presiones de los distintos poderes,
frente a un caso concreto en el que se pueda
hallar una solución y encontrar un culpable, se-
guramente va a existir. Va a ocurrir, como ha
ocurrido. También dice la ley que no puede ha-
ber apremios ilegales, pero ptocesamos a algu-
nos policías y,en ciertos casos, también a algu-
nos fiscales y jueces por aplicarlos. Esto quiere
decir que es posible. aunque no deberí& serlo.
No se deben a hacer lo que la ley prohibe; sin
embargo, la ley también dice "No deberías ro-
bar". "No deberías matar", pero tenemos todo
un Derecho Penal porque hay homicidios, por-
que hay robos, porque hay fraudes. Esa es nues-
trarealidad. Por eso decimos que ante "tal" con-
ducta se producirá "tal" pena. Esta es la base de
nuestro sistema penal. Creo que de total y abso-
luta buena fese espera de los hombres que inte-
gran uno de los poderes del Estado -de los
jueces y de los miembros del Ministerio Públi-
co- una actuación tal que realmente en ningún
caso dé motivo a esa posibilidad que he plan-
teado. Pero bastaría un caso para que la norma
fuese irracional e ilegítima. Con la misma ho-
nestidad que estamos exhibiendo hoy -consi-
dero que los argumentos están siendo plantea-
dos con total honestidad y convencimiento-,
si se llegase a dar el supuesto de un juez que
sugiera, no que fuerce, la conveniencia de de-
clarar -además está en la misma ley-, espero
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que podamos analizar también el caso de ese
juez.

141) Decía la Santa Inquisición -vaya ser
textual-: "Mira, hijo mío, te tengo muchalásti-
ma; han engañado tu candor, y te pierdes mise-
rablemente. Sinduda has errado. Pero más culpa
tiene que tú el que te engañó: No te cargues de
pecados ajenos, ni quieras hacer de maestro
siendo discípulo: Confiésame la verdad, pues
ves que todo lo sé, para conservar tu buena
fama, y que te pueda yo poner cuanto antes en
libertad, perdonarte y que te vuelvas en paz a
tu casa; dirne quién fue el que te engañó, cuan-
do vivías inocente". Nia mí ni creo que a ningún
juez ni fiscal se nos podría ocurrir utilizar una
terminología en forma directa o indirecta como
la que acabamos de escuchar. Quiera Dios que
eso no sea así porque, si no, tendríamos que
debatir, como planteaba el senador Maglietti, la
derogación de estas normas de emergencia que
llevan bastante tiempo en vigencia. No es un
buen ejemplo que porque haya algunas nor-
mas que están en nuestro derecha positivo ten-
gamos que dictar otras similares que afectan
derechos constitucionalmente protegidos.

Senador Maya

142) La verdad es que d~spués de escuchar
las exposiciones sólidas de mis compañeros de
bancada, tanto de La Rioja como de San Luis,
resulta dificil expresar valoraciones o cuestiQ-
nes de mayor peso. De cualquier manera, in-
tentaré hacer algunas consideraciones que sir-
van de base a la reiteración y ratificación de mi
posición contraria a la ley del arrepentido. Re-
cuerdo cuando durante laúltima campaña elec-
toral, conforme a la petición de algunos candi-
datos de nuestro partido, se planteaba la nece-
sidad de disponer de este texto legal que se de-
cía iba a servir para avanzar en el esclareci-
miento de hechos que mortificaban y que mor-
tifican hoya la sociedad. Se creía que a través
de la figura del arrepentido se iba a encontrar
una solución judicial y que, a partir de allí, se
lograría recomponer una posición adversa que
se estaba registrando en materia electoral. Yo,
que estaba comprometido con la misma suerte
de los candidatos, no compartía ese criterio.
Así, nosotros mismos, aun a costa de avanzar
sobre la posición de nuestros candidatos, nos
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opusimos a la ley del arrepentido. Yme acuer-
do que, preñadas de ética, la mayoría de los
legisladores de laAlianza también se opuso. Una
de las personalidades que más firmemente pos-
tuló su negativa y que incluso me convenció
doctrinariamente fue el doctor Gil Lavedra,
actual ministro de justicia. Ahora me encuen-
tro con la paradoja de que la situación ha cam-
biado. Creo que la doctrina de la paradoja de
Protágoras hoy cambiaría y tomaría como sus-
tento esta realidad que estamos viviendo, se-
gún la cual los que ayer no querían esta norma
hoy la quieren mientras algunos no hemos
cambiado de opinión. Esto es lamentable, opor-
tunista y electoralista. No lo necesita el gobier-
no. Creo que no conduce a un camino de forta-
lecimiento de las instituciones jurídicas; por el
contrario, revela una superficialidad que me-
rece el más firme de los reproches.

143) Como primera medida, se arranca ma-
quillando el nombre de la ley; este no es el pro-
yecto de ley del arrepentido. Aquí no estamos
frente a una persona que ha cometido un delito
y se arrepintió. Estamos en presencia de un
negociador que se sienta ante el juez y, en un
escenario macabro, coloca al delito y a las ins-
tituciones del derecho en igualdad de condi-
ciones para ver qué les da y qué le dan. Creo
entonces que en esta figura se encuentran en
colisión dos principios básicos, que sirvieron
de form'lción a la estructura jurídica que estu-
diamos todol: quienes pasamos por la Facultad
de Derecho. Según esos principios, algunos sos-
tenían que la norma legal era un precepto ra-
cional, con las connotaciones éticas de la racio-
nalidad, y otros, dentro de la misma corriente,
sostenían que era un proyecto racional orien-
tado hacia el bien común, entendiendo que el
bien común tenía también un contenido ético.
En este nuevo escenario vemos ahora que la
ética debe ceder en función de la eficiencia.
Pareciera que de no contar con esta posibilidad
de colocar a!delincuente en igualdad de condi-
ciones con el juez, la ley y los demás ciudada-
nos, la resolución de los casos no es posible. Y
uno de los temas sobre los cuales se funda-
menta la necesidad de este texto legal es el de
los atentados a la AMIAy a la Embajada de Is-
rael, como si esas causas no se hubieran resuel-
to por la falta de la figura del arrepentido. Creo
que eso es una falacia. Recuerdo que en opor-
tunidad de discutirse la cuestión del arrepenti-
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do, no sólo tuvimos en cuenta la cuestión polf-
tica y la afectación provocada en la sociedad
por el caso Cabezas, sino que también nos re-
unimos con los representantes de la colectivi-
dad judía, quienes tuvieron definiciones públi-
cas sobre el particular. Personalmente recuer-
do haberme entrevistado con el presidente de
la colectividad judía, quien manifestó su repug-
nancia frente a la figura del arrepentido porque
creía en los postulados éticos que consolida-
ban los fundamentos del Derecho. Pero ahora
las cosas han cambiado y parece indispensable
contar con esta figura para resolver la cuestión
de laAMIA y de la Embajada de Israel. Conside-
ro que esto no es así; este instituto no va a con-
ducir absolutamente a nada, salvo al deterioro
de las instituciones. Me pregunto entonces dón-
de debe pararse el Estado para alcarIZar la ver-
dad y lograr la justicia. ¿Debe pararse en el te-
rreno de la ética o en el terreno de la eficiencia?
Porque si se para en el terreno de la ética, este
proyecto no tiene ningún encuadramiento ni
sustento moral. Tengo que pensar, entonces,
que debe pararse en el terreno de la eficiencia.
y si es así, ¿por qué apelar solamente al meca-
nismo del arrepentido? ¿Por qué no utilizar la
tortura, que amparan algunas legislaciones
como la de Israel? ¿Por qué limitamos en la
búsqueda de la eficiencia si no existen vallados
éticos que nos condicionen? No existen, enton-
ces, razones ni coherencia que avalen esta ini-
ciativa.

144) Tampoco se está contemplando, en la
instrumentación de esta iniciativa, el resultado
fina!a obtener y esto constituye otra paradoja.
Una cosa es lo que se dice que se busca y otra
cosa distinta es lo que en realidad se busca. Aquí
no se está buscando descubrir un delito sino
generar un elemento impactante destinado a
suplir determinadas falencias que la sociedad
reclama. Se busca dar una supuesta respuesta
en este terreno, que no se obtiene en otros. Y
me pregunto otra cosa. Sinosotros, que hemos
resuelto dejar de lado el terreno de la funda-
mentación ética como sustento del régimen le-
g~ y nos abrazamos al de la eficiencia y efica-
Cia,¿por qué permitimos que sólo se viole este
principio de igualdad ante laleyy que este ca-
mino solamente sea utilizado en el tema del
terrorismo? En efecto, ¿por qué no le damos
también este camino a la evasión fisca!?¿Oatrás
de ella no hay acaso muertes y postergaciones

sociales mucho más masivas y graves que las
que provocan los actos terroristas? ¿Olos miles
y miles de millones de dólares que se evaden no
generan hambre, muerte, postergación de mu-
chas familias y afectaciones sociales de todo
tipo? Entonces, ¿por qué no habilitamos la fi-
gura del arrepentido en materia de evasión fis-
cal? Asimismo, ¿por qué no guardamos la co-
herencia y la ampliamos a todo el escenario del
Derecho? Porque en realidad no estamos sos-
teniendo la polftica de la eficiencia sino que
hacemos una transgresión de la política de la
ética para alcanzar, en un oportunismo jurfdi-
co Ypolftico circunstancial, resultados que sir-
van de cosmético al consumismo que nos re-
clama la sociedad todos los días.

145) Entonces, como no podemos alcanzar
soluciones de fondo, estamos atosigando a la
gente, no le dejamos cambiar el oxígeno y to-
dos los días le tiramos un nuevo look, que signi-
fican ostentaciones frívolas y que parecen so-
luciones, pero que en definitiva no son ni más
ni menos que un perfumismo que provoca un
fuerte olor en el momento pero que después se
disipa y no conlleva olor de ninguna especie.
Así las cosas, yo me pregunto con qué autori-
dad moral podríamos nosotros reprochar hoy
a los "lancheros" ,como se llamaba a los delato-
res que salían de la ESMAa marcar a sus com-
pañeros en la calle. ¿No eran arrepentidos? ¿No
eran personas que estaban salvando su pellejo
a costa de marcar a los otros?Y nosotros decía-
mos que eran buchones, d21atores y que ven-
dían alas compañeros. Creo que todo el cami-
no del Derecho tiene que fortalecerse y bajo
ningún punto de vista esta iniciativa encuentra
la más mínima legitimidad. Y me lamento de
que nuestro bloque haya cambiado. Yome puse
a pensar si los que nos mantuvimos en la mis-
ma posición, yno cambiamos, no estamos equi-
vocados; o si en realidad no están errados los
que antes estaban en contra y ahora se mani-
fiestan a favor. Pero he analizado en profundi-
dad el tema, efectuando una autocrítica perso-
nal, para no sacar injustas conclusiones y estoy
absolutamente convencido de que este proyec-
to de ley no tiene otro objetivo que el oportu-
nismo político. Además, por si esto fuera poco,
creo que si existiera una real vocación de solu-
cionar la cuestión, se argumentaría diciendo que
esta es una legislación de excepción y que sólo
tiene como objetivo focalizado los atentados
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contra la Embajada de Israel y la AMIA y algu-
nos circunscriptos actos de terrorismo. Pero
esto ya está resuelto en el marco legislativo de
nuestro país no sólo por lo normado en el Có-
digo Penal, en donde se prevé una serie de ate-
nuaciones para aquellos que colaboran con la
Justicia y revelan un marco de arrepentimiento
real, sino también en la Constitución Nacional,
que fija un resorte de excepción, para causas
extraordinarias y que sólo pueden ser resueltas
por personas excepcionales. Yasí es como muy
sabiamente nuestra Carta Magna y las consti-
tuciones provinciales le han conferido a quie-
nes tienen la responsabilidad del orden institu-
cional, es decir, al presidente de la Nación y a
los n senadores provinciales, la facultad de in-
dultary conmutar penas.

146) ¿Alguien puede creer que si apareciera
un arrepentido que realmente dé al ,juezalguna
solución a esos crímenes atroces, como fueron
los atentados contra la Embajada de Israel y la
AMIA,éste no contaría con los resortes nece-
sarios como para solicitar al Poder Ejecutivo o
a la Corte Suprema de Justicia la conmutación
o exención de la pena? Por lo tanto,la solución
para los casos de excepción también está. De
manera que por donde se busque esto no tiene
sustento jurídico moral ni ético. Esuna norma
precaria, oportunista y deplorable. Digo yo que
así se empieza. Vamos a seguir con esta moda-
lidad de tirarle al Parlamento en este marco de
la unidad ge!leralizada. Observe otra paradoja,
presidente. Ahora resulta que en donde antes
parecía que iba a estar la oposición, en el Sena-
do, laAlianza tiene mayoría absoluta, y en don-
de antes estaba la mayoría de la Alianza, la Cá-
mara de Diputados, parece que es un difícillu-
gar para sortear las leyes. Otra paradoja más.
¿Nosvan a seguir tirando leyes que traigan como
resultado maquillajes cosméticos y no las solu-
ciones de fondo? Creo que nos debemos abo-
car a la búsqueda de soluciones de fondo de los
graves problemas de la sociedad y no entrete-
ner a la gente con estas cuestiones que no tie-
nen el más mínimo sustento. Por estas razones,
fundamentalmente políticas y por las enseñan-
zas del viejo Gil Lavedra -no del nuevo Gil
Lavedra-, rechazo absoluta y totalmente este
proyecto de ley del arrepentido. Yadelanto que
voy a votar en contra, como lo hice durante la
época de mi gobierno, de Carlos Menem, del
cual soy solidario, y como lo hice cuando com-
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partía responsabilidades de candidatura con
Eduardo Duhalde, cuando era nuestro candi-
dato, que proponía esa ley pero nosotros está-
bamos en contra. Voy a mantener la misma
posición que sostenía antes del 24 de octubre
porque no estoy convencido de otra cosa.

Senador Corach

147) Me toca hacer mi primera intervención,
que va a ser obviamente breve, en este tema de
la llamada ley del arrepentido, sobre el que no
puedo dejar de dar una opinión. He escuchado
con atención y agradable sorpresa, por su en-
jundia y sabiduría, los discursos que diversos
senadores han pronunciado sobre el tema. Pero
tengo una tendencia irrefrenable a tratar de sim-
plificar el análisis de los hechos para tratar de
encontrar rápidas conclusiones, simples y cla-
ras. Me parece que no estamos frente a un
monumento de las ciencias jurídicas ni ante una
ley de fondo que nos permite realmente hacer
un análisis que pase por la Inquisición, por la
dictadura militar y por tantos otros aspectos
desgraciados de la historia contemporánea de
la Argentina y del mundo. Como lo han señala-
do algunos senadores, se trata estrictamente
de una ley de coyuntura. Dije que no podía de-
jar de dar una opinión en este caso porque he
sido durante muchos años protagonista de un
esfuerzo infructuoso por trat"r de esclarecer
los atentados más graves que ha sufrido la Re-
pública Argentina en su historia, en materia de
terrorismo: La demolición de la Embajada de
Israel y de la casa de los judíos en la ciudad de
Buenos Aires. ¿Por qué nos vamos a engañar si
esta es una ley originada en esas coyunturas y
circunstancias? He sido testigo privilegiado de
los esfuerzos realizados de todas las maneras
posibles y en todos los sentidos, con todos los
recursos de que disponíamos y que no obtu-
vieron resultados definitivos. Hoy aparece esta
posibilidad que, por otra parte, está circuns-
cripta a estos dos episodios.

148) Tengo para la figura del arrepentido, en
general, serias objeciones jurídicas. Pero no es
el caso. Diversos actores sociales nos han dicho
muchas veces: "¿Por qué no se sanciona la ley
del arrepentido, que va a permitir el esclareci-
miento de estos hechos?" Creo que están bien
las advertencias de los senadores que se opo-
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nen a la figura, para que las tengamos presen-
tes y no extenderla hasta donde no deba ser
extendida, ni dar determinadas facultades que
no deben ser dadas. Pero también está bien que
brindemos esta oportunidad, para ver si es cier-
to' si es posible de esta manera saldar una deu-
da que tienen la sociedad y el Estado argentino.
Yosé que hay muchos hechos de terrorismo
que no se han resuelto jamás en la historia del
mundo. Pero es en otros países, con otras cul-
turas y otras experiencias. Es posible que en el
Estado de Israel, de cada cien atentados no se
hayan esclarecido ochenta o más. Pero acá, en
nuestra Argentina -que estaba acostumbrada
a ver estos episodios por los noticieros de las
televisorasy que de pronto lo sentimos en nues-
tras propias calles-- ésta es una posibilidad más
que debemos ensayar para tratar -repito- de
saldar esta deuda que tenemos con la sociedad
argentina. Dios quiera que tengamos éxito.To-
das las leyes son perfectibles. No hay leyes per-
fectas.Analicemos la experiencia que de ella va
a devenir. Siempre estaremos a tiempo de co-
rregir y habremos dado una oportunidad para
ver si realmente, de esta manera, podemos con-
tribuir a saldar nuestra deuda.

Senador Maya

149) Quiero recordar un hecho que creo que
es importante. En un momento hubo una fuer-
te crisis o cIitica hacia la Suprema Corte de Jus-
tichi en el marco de la investigación de este
tema, y con unos senadores , algunos de los
cuales están hoy aquí presentes -otros no-,
fuimos a ver al presidente Menem. Fuimos con
Bernardo Quinzio, Yoma, y otros más que no
recuerdo. Elpresidente Menem, cuando se tocó
este tema del arrepentido, nos dijo: "Háganle
comunicar al juez Galeano que tiene de parte
del presidente a su disposición el indulto, si el
camino del' arrepentido' aparece en su juzga-
do".y se le hizo comunicar esta novedad. Creo
que se ha omitido esta referencia, que puede
llegar a ser importante para el análisis. No re-
cordaba que la hubiese mencionado Yoma.

Senador Agúndez

150)Hubiese preferido ser intercalado en otro
lugar, porque todos los que vienen hablando

últimamente están en contra de la ley del arre-
pentido. Quien les habla también está en con-
tra de la ley. Nosotros dependemos de un par-
tido político, de un bloque. En 1998, cuando
nos tocó votar, yo hice un proyecto totalmente
distinto y, además, pedí permiso político a mi
bloque para votar en contra de esta iniciativa
mal llamada del arrepentido. Hoy también es-
tamos en la misma situación, porque no ha va-
riado nada desde 1998,ocasión en que se votó y
se rechazó acá, en el Senado de la Nación. Al
decir que no ha variado en nada la situación me
baso también en las objeciones de tipo jurídico
constitucionales de esta norma, me baso en el
aspecto ético y,fundamentalmente, en un prin-
cipio de coherencia que debemos tener todos
los senadores de la Nación. Si analizáramos
todos los proyectos de 1998y el de hoy -y los
que entraron con motivo de este tratarnien-
to-, puedo asegurarles que quienes dijeron "no"
en aquella oportunidad están diciendo "sí",aho-
ra, y los que dijeron "sí" entonces, están dicien-
do "no", hoy. Siempre consideré que las leyes
penales constituían un problema de Estado, de
política criminal del Estado nacional, involu-
crados todos los sectores; que no se trataba
simplemente de un problema de tipo partidis-
ta. Posiblemente, no me quedará mayor énfa-
sis, como en 1998,cuando dije no a esta norma,
pero me quedan los mismos conceptos y fun-
damentos. Por eso, me parece reaimente peli-
groso e inoportuno este proyecto de ley, por-
que no va a servir ni para aquellos dos grandes
problemas que tuvimos con relación alaAMIA
y a la Embajada de Israel, tal como algunos lo
fundamentaron. Elloes así, porque la Constitu-
ción Nacional dice expresamente que ningún
habitante puede ser penado sin juicio previo
fundado en ley anterior al hecho del proceso,
no al hecho de la declaración del arrepentido.
Esdecir que no creo que vaya a tenerunajusti-
ficación esta norma para esos casos.

151) También debo hacer un poco de histo-
ria. No sé por qué no se introdujo como ante-
cedente el proyecto del que soy autor y que en
definitiva caduca recién ello de marzo de 2000;
me refiero al proyecto que lleva el número 5211
98. En ese año se trataron proyectos en mayo-
ría y en minoría y, en consecuencia, no se votó
el proyecto que había presentado. Por ello, la
Comisión de Legislación Penal tendría que ha-
ber incluido este proyecto como antecedente.

Antecedentes Parlamentarios



1496 Parágrafos 152-153

Cuando mandé a mi asesor a preguntar, le dije-
ron que como no se trataba de un proyecto del
arrepentido no se había incluido. Pero se trata
nada más y nada menos que de aquellas pautas
para atenuar las penas del supuesto arrepenti-
do. Por eso, en realidad, espero que algún día
podamos efectuar algunas correcciones en las
comisiones para ser un poco más prolijos y no
estemos con estos dimes y diretes que no nos
llevan a nada. En principio, quiero contestar a
los senadores Cafiero y Maya, que hablaban de
los cambios de disposiciones, del oportunismo
político. Como soy integrante del bloque de la
Alianza, me defiendo solo y digo tanto al sena-
dor Cafiero como al senador Maya que en esa
oportunidad fundé la negativa, hoy haré lo pro-
pio y siempre haré lo mismo donde exista vio-
lación a las garantías de las libertades indivi-
duales. Decía que tenia objeciones de tipo jurí-
dico, constitucional y ético, en principio, con
relación al artículo 18. Si la única forma de que
esta norma sea operativa es mediante la decla-
ración indagatoria, debe tenerse en cuenta que
la única manera que tiene de declarar el su-
puesto arrepentido es como testigo, y si está
imputado no podría hacerla. Y si declara en la
indagatoria como imputado, no le dan opción:
Tiene que declarar. Por lo tanto, la garantía de
que nadie puede ser obligado a declarar contra
sí mismo, desgraciadamente, estaría siendo vio-
lada. Respecto del artículo 16 tengo el mismo
reparo. Todos somos iguales ante la ley; por lo
tanto, si todos cometen el mismo delito no po-
demos reducir la pena a uno, porque delató a
los demás, ya los otros dejarles la misma pena.

152) Desde el punto de vista ético, no conci-
bo que un juez de la República se siente a nego-
ciar con un imputado de delitos aberrantes para
hablar -porque hay una conversación previa-
de si lo que puede aportar a la causa será sufi-
ciente a los efectos del esclarecimiento del de-
lito. No concibo el Derecho Penal ni lo que la
tradición en este ámbito indica, con un juez de
la República, nombrado según lo establecido
por la Constitución, puesto a negociar frente a
un delincuente acusado de hechos aberrantes
y ver, de acuerdo con eso, cuáles serían los be-
neficios que esta ley le podría traer. Hay otro
problema jurídico grave, sobre el que he escu-
chado poco: Se destruyen los principios bási-
cos de la pena. Según los artículos 40 y 41 del
Código Penal, la pena debe tener proporciona-
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lidad respecto del hecho cometido. Debe tener
una adecuación. Luego de fijada la pena por
parte del juez, se establece el grado de peligro-
sidad del individuo. Es tan importante el grado
de peligrosidad que de él dependen las medi-
das de seguridad que se tomen. Sien el caso de
que una persona comete un homicidio, la pena
puede reducirse hasta dejarlo en libertad, me
pregunto quién garantiza que se lo trate de
acuerdo con su peligrosidad, según sea mayor
o menor el delito. Evidentemente, no podemos
soslayar este tema. No sólo va contra los prin-
cipios constitucionales a los que hicimos refe-
rencia, sino contra los principios básicos de la
pena y la distorsión de la responsabilidad en los
aspectos punitivos por parte del Estado rela-
cionados con diversos personajes de los delitos
en laArgentina.

153) Ha habido una gama de proyectos. En
1998tuvo sanción en Diputados una iniciativa
que incluía hasta la eximición de pena. Hoytra-
tamos otro proyecto más benevolente, que
también cuenta con sanción de Diputados, en
el que se permite tan sólo la reducción. Otros
senadores eran partidarios del rechazo "in li-
mine". Humildemente, sostenemos que hay un
proyecto que puede ser atendible a los princi-
pios jurídicos constitucionales y,precisamente,
éticos; el Código Penal nos da esta oportuni-
dad. Lajurisprudencia venia considerándolo en
los hechos y se acordaba esa conducta poste-
rior. Quiere record;'lJ a algunos de los justicia-
listas que cuando hablábamos de la "conducta
posterior" para todos los delitos -para mí de-
ben ser incluidos todos, no solamente los actos
de terrorismo-, algunos justicialistas pensa-
ban ver que queríamos investigar con esta con-
ducta posterior algún arrepentido en proble-
mas de enriquecimiento ilícito u otras cosas.
Nunca estuvimos más lejos de pensar eso; sim-
plemente, queríamos respetar el Código Penal
y la Constitución Nacional y ser coherentes con
los principios que debe tener la ética del Dere-
cho Penal. Espor ello que presentamos el pro-
yecto que lleva el número de expediente 5211
98. Allí decíamos que había que modificar el
inciso 2 del artículo 41; también nos referíamos
a la edad, la educación, las costumbres, la con-
ducta precedente del sujeto a los efectos de la
valoración del juez y decíamos que había que
intercalar la favorable conducta posterior, los
esfuerzos serios para reducir y reparar los re-
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sultados de los perjuicios causados y la coope-
ración decisiva en la investigación. Creo que
estas son normas que está aplicando la juris-
prudencia. Porque cualquier conducta poste-
rior del arrepentimiento -aunque sea no jurí-
dico Ysólo personal- es valorada actualmente
por los jueces, haciendo una graduación de la
pena en esa valoración. Por ello me parecía
importantísimo que este proyecto fuera mejor
estudiado y que no fuéramos tan mediáticos.
De este modo haríamos las cosas de acuerdo
con el estado de derecho. Siempre recuerdo lo
que decía un gobernador actual de mi partido,
que fue diputado. Cuando como diputado te-
nía que votar algún tema o como gobernador
tenía que resolver alguna cuestión, esa mañana
no leía los diarios -recién lo hacía a la noche-
, de modo de actuar con convicción. Esto es lo
que tenemos que hacer los senadores. Segura-
mente cuando a veces tomamos posición, no
nos ayuda la gente ni los intereses, pero es la
única forma de estar un poco tranquilos con la
conciencia. Obviamente que yo quisiera tener
la mejor policía y la mejor justicia del mundo.
Talvez la cosa podría cambiar. Pero con esta
justicia y con esta policía que tenemos, no sola-
mente en el orden nacional, sino también en las
provincias, ni loco, ni ebrio ni dormido estoy a
favor del arrepentido, porque sé de las perse-
cuciones y de las grandes injusticias que se pue-
den dar. E~teestado de derecho no r.::ontempla
tal figura.

154) Como conclusión general creo que este
proyecto es un compromiso con el delito. Ysi
no es un compromiso con el delito, es una so-
lución a la mala policía, a la mala justicia y a la
mala investigación de los hechos. Con total ho-
nestidad intelectual señalo que con este pro-
yecto queremos suplir las deficiencias de los
otros poderes. Por este motivo no estoy en con-
diciones de dar mi voto para ello. Creo que la
política criminal de un país-que, insisto, tiene
que ser una política de Estado- debe estar muy
por encima de estas leyes de excepcionalidad.
Al respecto señalo que el único momento en
que conocí leyes penales de este tipo fue du-
rante los gobiernos defacto, que tampoco me
gustaron. Hace poco vi en un diario una decla-
ración de una persona, y me llamó la atención
una frase. Decía que la sanción de la ley del
arrepentido es la manifestación de una volun-
tad política que nada tiene que ver con llegar a

la verdad de lo ocurrido; más bien es el ele-
mento necesario para ocultarla. Cuando me fijé
quién lo firmaba advertí que se trataba de la
esposa de una víctima del atentado a laAMIA.
Me llamó poderosamente la atención. Quiero
confirmar por qué coincido con el senador
Maya. Cuando en 1998 presenté el proyecto,
recuerdo que entre los fundamentos señalé que
si esto era tan necesario, tan importante y tan
excepcional, ¿por qué no recurríamos a las fi-
guras del indulto, la conmutación o la rebaja? Si
la sociedad toda está comprometida con el es-
clarecimiento de un crimen, ¿por qué no se
pueden comprometer públicamente el presi-
dente o algún gobernador -de acuerdo con la
jurisdicción de que se trate- a otorgar la con-
mutación o el indulto? En la época en que se
estaba investigando el crimen de Cabezas, fun-
cionarios del gobierno de Duhalde decían que
las reCClmpensashabían dado resultados posi-
tivos. Después del juicio oral me pareció que
no. De todas maneras, estaban muy entusias-
mados con estas cosas. Esto es justamente lo
que había dicho en los fundamentos: ¿Por qué
el presidente o los senadores no podían otor-
gar este tipo de indultos a efectos de perforar
esas asociaciones de criminales y esclarecer la
situación? Lo digo, precisamente, en ese pro-
yecto de 1998.

155) Por suerte nosotros, en la Constitución
de la Provincia de San Luis, modificamos un
artículo importante con respecto a los dere-
chos humanos y a la desaparición forzosa de
personas, a la vez que le quitamos al goberna-
dor de la provincia -en la modificación de la
Constitución de 1987-1a posibilidad de indul-
tar cuando se tratare de delitos aberrantes, por-
que teníamos un compromiso con los dere-
chos humanos y con la coherencia de la posi-
ción que cada uno tenía en el partido en que
militaba. Pero es real que es algo tan excepcio-
nal, como el indulto y la rebaja de penas. Por
eso, coincido con el senador Maya. Todos esos
fundamentos los he señalado en 1998.No quie-
ro repetirlos. En la sesión del 7 de mayo de ese
año, según surge de la versión taquigráfica, ya
había dado todos esosargumentos que acabo
de expresar, que fundamentan las razones por
las cuales nosotros no apoyamos la iniciativa
sobre el arrepentido. Por último, quiero agre-
gar algunos fundamentos anteriores al proyec-
to que yo presentara en 1998. En ese sentido,
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también otros diputados en 1997presentaron
un proyecto similar. La iniciativa es del 13 de
junio de 1997y lleva el número 3.302.Allí tam-
bién agregaron -no intercalado, pero sí como
último párrafo del artículo 41-10 siguiente:
"...Cuando el sujeto se hubiere esforzado seria-
mente por evitar el resultado, reducir el daño o
satisfacer a la víctima o hubiere cooperado efi-
cazmente en la investigación, elJuez podrá apli-
car la escala penal de la tentativa, reducirla a la
mitad o al mínimo legal de la especie de pena
de que se trate." O sea que, en defmitiva, ese
proyecto de los diputados nacionales sostenía,
prácticamente, lo mismo que nosotros en el
proyecto de 1998.

156) Me vaya permitir leer dos fundamen-
tos importantes de dicha iniciativa. En ella se
decía que "...1alegislación penal tiene que ser
una legis!:lción normalizada y,dentro de lo po-
sible, codificada racionalmente. Pero en aras
de ello ne podemos, sencillamente, traer, co-
piar, o repetir instituciones que se aplican en
otros países con cultura y tradición jurídica
completamente diferentes a la nuestra. Como
afirma Zaffaroni, 'traer instituciones sin tener
en cuenta cuál es la ingeniería institucional que
tenemos detrás, desvirtúa a esas instituciones' ".
y se continúa señalando que" ...con la propues-
ta que efectuamos para modificar el artículo 41
del Código Penal, receptamos criterios del de-
recho comparado que resultan compatibles con
el sistema penal vigente en nuestro país". Esos
fundamentos llevan a otro párrafo, que dice
que "... relacionando las pautas que propone-
mos introducir con la necesidad de generaliza-
ción de las mismas, existe otro punto funda-
mental, ya que si efectuamos la reforma limi-
tando su aplicación a los autores de los delitos
de mayor gravedad, con ello sólo estaríamos
legitimando una grave injusticia. Si se limita a
ciertos delitos la aplicación de los beneficios
propuestos podría darse el caso, de que se les
puedan conceder esos beneficios sólo a los au-
tores de los delitos calificados como más gra-
ves-homicidio, asociación ilícita-, negando
el derecho de poder acceder a los mismos be-
neficios a los autores de los delitos menores."
En conclusión, esos dos diputados habían ini-
ciado el camino que posteriormente yo seguí.
Esdecir, la modificación del artículo 41sobre la
conducta precedente y posterior, a los efectos
de no violar una norma constitucional, tampo-
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ea una norma ética ni, sobre todo, la igualdad
ante la ley.Losdos diputados firmantes son Nilda
Garré y Carlos "Chacha" Alvarez. Por último,
quiero decir que aprovecho la posibilidad que
me dio mi bloque en aras de considerar que la
justicia es lo más importante de un país organi-
zado. No creo que la ley del arrepentido, por
expresa imposición del artículo 18, se pueda
aplicar alos casos de terrorismo mencionados.
Creo que es una ley inocua y repito: El día que
tengamos una buena justicia y una buena poli-
cía en todo el país no vamos a necesitar, segu-
ramente, de este tipo de leyes de excepción.

Senadora Sapag

157) Comparto los fundamentos del proyec-
to que se somete a nuestra consideración, agre-
gando que la principal ventaja que podemos
obtener con la sanción de la leyes la preven-
ción de los actos de terrorismo. En efecto, la
particularidad de dichos actos es que son per-
petrados por personas no sólo violentas, sino
también fanáticas. No es terrorista el que quie-
re, sino el que ha sufrido la enajenación de su
pensamiento y voluntad hasta el extremo de
justificary propiciar laeliminación de cualquiera
que piense o actúe distinto a él. La premisa del
terrorista es "él o yo" porque ha perdido la ca-
pacidad de considerar cómo serían las alterna-
tivas de convivencia entre" élyyo" , fundamen-
tos del sistema democrático y del estado de
derecho. En tan insensata empresa lo único que
le importa es la eliminación de lo que vivencia
como enemigo y por ello este fanático no repa-
ra en las víctimas inocentes que se cobra al ac-
tuar su conflicto mortal. En consecuencia, los
actos que planean los terroristas pueden reve-
larse como aberrantes a los ojos de ciertos ac-
tos secundarios que no han llegado al mismo
grado de fanatismo, y esa aberración puede
moverlos a arrepentirse y a advertir a la socie-
dad, siempre ycuando lasociedad esté dispuesta
a hacer un esfuerzo para aliviar el castigo que
podrían merecer. Esta es una posibilidad de
prevención que de ningún modo debemos des-
cartar.

158) Si el arrepentimiento se produce poste-
riormente a la comisión del ilícito, igualmente
es de máxima importancia social que se impida
la reiteración de la barbarie por la vía de laiden-
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tificación y punición de los culpables. Por cier-
to, cuesta más, desde el punto de vista emocio-
nal, aliviar o eliminar el castigo de los partícipes
de los delitos que estamos considerando. Sin
embargo. sostengo que los procesos de arre-
pentimiento no deben simplificarse a la cues-
tión de permanecer o no en prisión, ya que
quien se arrepiente queda marcado para siem-
pre por la condena social a merced de su con-
ciencia y, frecuentemente, obligado a renun-
ciar a su identidad para salvar su vida de repre-
salias. Por otra parte, no estoy de acuerdo con
la interpretación de que la figura del arrepenti-
do es ajena a nuestro sistema penal. Si le hemos
dado al presidente de la Nación las potestades
de amnistía e indulto, figuras basadas en las
posibilidades de rectificación de las creencias y
conductas de los penados, con más razón po-
demos darle a nuestros jueces una medida para
combatir el terrorismo. Así, dejo fundada mi
coincidencia básica con el proyecto de ley en
consideración.

SenadorVIUave~e

159) Adelantando mi voto afirmativo al pro-
yecto de ley en revisión que es objeto de trata-
miento. quiero dejar por reproducidos los fun-
damentos de un proyecto de mi auto ría que
ohra en el orden del día en consideracion. Asi-
mismo, pido la inserción de lo expuesto en opor-
tunidad del tratamiento de un proyecto de si-
milares características y contenidos que, como
bien se dijo en este recinto hoy. fue objeto de
un debate muy profundo y muy extenso (*J. Si

bien es cierto que vaya prestar mi conformi-
dad a este proyecto quiero dejar sentadas algu-
nas consideraciones que difieren del proyecto
en tratamiento, puesto que mi iniciativa tenía
como objetivo incorporar al Código Penal una
nueva causal: "Punibilidad minorada". es decir
una norma o principio general a efectos de que
los jueces tengan la posibilidad de contar con
este instrumento en todas las causas que lo ne-
cesiten, un poco también siguiendo lo que indi-
cala doctrina, lo expuesto aquí en el Congreso
por destacados juristas. de que no se puede le-

(*) Publicado en página 1454.

gislar en forma particular; hay que hacerla con
normas de carácter general. Reitero que fue
dicho en distintas audiencias, no sólo las reali-
zadas hace dos años sino días pasados cuando
concurrieron juristas y el ministro de justicia
de la Nación. No se puede legislar con un crite-
rio casuista sino por el contrario hay que ha-
cerla como un principio general. Ahí radica mi
diferencia con este proyecto, un poco siguien-
do la línea de lo expresado por el senador por
San Luis. No obstante ser un proyecto de ley
especial que tiene algunas consecuencias no
queridas y que cambia un poco la estructura
del Código Penal como algo integral. estoy to-
talmente convencido de que este proyecto, que
seguramente en minutos más vamos a sancio-
nar. está dando respuestas a demandas genera-
les del bien común y hay un reclamo generali-
zado, más allá de que aquí se ha dicho lo con-
trario, para el esclarecimiento de los hechos.
Esclarecer los hechos significa conocer la ver-
dad histórica y ése es un derecho humano fun-
damental (*).

160) Por lo tanto. más allá de que se trate de
una ley especial, estamos dando respuestas, que
es lo que tenemos que hacer los senadores al
momento de legislar, o sea receptar los reque-
rimientos, reclamos, demandas de la sociedad
y plasmarlos en leyes. Esto lo he expresado en
reiteradas oportunidades a partir de aquel mo-
mento de la presentación del proyecto, que
coincidía también con un caso muy sonado y
con otros a los que hicieron referencia hoy los
senadores. El Estado tiene que garantizar un
derecho en forma imperativa, que es el dere-
cho y la garantía a la seguridad. Coincido con lo
que días atrás decía el ministro de justicia, el
doctor Gil Lavedra. en el sentido de que ésta es
una figura desagradable y que, por lo tanto,
cuesta. También es cierto lo dicho aquí en cuan-
to a que quizás exista un cambio de opinión
entre lo que oportunamente dijo en este Con-
greso de la Nación el hoy ministro de justicia y
lo que ahora sostiene al respecto. Pero también
cabe destacar -por decir así- la sinceridad
del doctor Gil Lavedra al manifestar que éste
era un compromiso político. Sibien reconozco

(*) Publicada en página 1504.
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que existe sinceridad en ese cambio de opinión,
por supuesto no coincido con él porque creo
que nosotros no estamos legislando en función
de compromisos políticos partidarios. En tal
caso, estamos legislando de acuerdo con políti-
cas criminales. De alguna manera discrepo con
lo manifestado hace unos instantes por el sena-
dor por San Luis y también por el senador de
mi bancada de la provincia de Entre Ríos en
cuanto a la posibilidad del instrumento del in-
dulto en manos de un gobernador o del presi-
dente de la Nación. Creo que allí sí estaríamos
entrando en el terreno polftico.

161) Con este proyecto de ley se pretende
dotar a la Justicia de un instrumento nuevo; de
una herramienta nueva ante nuevos hechos.
Prefiero hablar de un instituto novedoso, por-
que si bien decimos que es nuevo, en realidad
no lo es. Existen innumerables ant~cedentes no
sólo en la legislación extranjera -Alemania, Ita-
lia, Francia, Portugal, Costa Rica,China, Israel y
también en el derecho angIosajón- sino que
también, como se dijo aquí, podemos encon-
traralgunos antecedentes en nuestra propia
legislación. Entre otros ejemplos, puedo men-
cionar la ley 49 de la provincia de Buenos Aires,
el Código Procesal de la provincia de Buenos
Aires, el artículo 217 del Código Penal y, como
bien dijo en su oportunidad el senador por Ca-
tamarca, el juicio abrevi'ldo, norma sanciona-
da po:' este Congreso de la Nación no hace tan-
to tiempo. Por lo tanto este instituto -esta fi-
gura- es un instrumento novedoso pero no
nuevo. En consecuencia, considero que no hay
por qué preocuparse. Además, dotar alaJusti-
cia de este tipo de herramientas también es una
forma de creer en ella. Además, si existe la po-
sibilidad de esclarecer los hechos, también fo-
mentaremos la credibilidad hacia las institucio-
nes de la República de parte de la comunidad y
de la ciudadanía. Yo creo que esa también es
una tarea de todos los argentinos, pero funda-
mentalmente de aquellos que tenemos funcio-
nes de responsabilidad.

162) También se dijo aquí que existen cues-
tiones de ética que no harían posible la aplica-
ción de este instituto. Considero que no es cier-
to ya que aquí no hay negociación, como se
dijo esta tarde, ni sociedad del Estado. Se des-
prende muy bien y en forma muy clara de este
proyecto de ley que será el tribunal de senten-
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cia, al momento de determinar la pena, el que
deberá evaluar los hechos y aplicar esta figura.
Por lo tanto, más allá del respeto que me mere-
cen los senadores que asílo han manifestado y
de estar seguro de la honestidad intelectual de
quienes han realizado esta dura crítica, consi-
dero que esa apreciación está fuera de lugar.
No sólo no existe falta de ética alguna sino que,
por el contrario, sigo sosteniendo mi creencia
en el sentido de que estamos resguardando y
haciendo valer los derechos que nos amparan,
contemplados no sólo en la Constitución na-
cional y en el derecho positivo, sino también en
los convenios y los pactos internacionales, que
hoy tienen rango constitucional. Es decir, ha
cambiado el orden de prelación de nuestra Carta
Magna. Por otro lado, también lo han estable-
cido las distintas cortes internacionales. En con-
secuencia, para ir terminando y bajo el com-
promiso de ser breve, creo que ante estas nue-
vas formas de organizaciones criminales y de-
lictivas, de diversasy complejas estructuras, con
medios tecnológicos muy avanzados que da-
ñan muy profundamente el tejido social yvalo-
res supremos como son la paz social y lajusti-
cia, que como decía recién vulneran los dere-
chos humanos'más consagrados, evidentemen-
te tenemos que darle este instrumento a la Jus-
ticia.

163) Coincido con lo que decía el senador
por Catamarca en cuanto a que hay que hacer
una modificación al Código Penai, que varios
senadores ya habíamos propuesto, incorporan-
do un inciso al artículo 41. Esta es una forma de
comenzar, de ir cambiando. Pese a que mu-
chos senadores hacen alusión a otras culturas y
a otros temas, en nuestro país esto ya se está
aplicando en algunos aspectos. Además, a tra-
vés de este instrumento se pueden quebrar o
perforar los pactos de silencio que se dan no
sólo en los actos de terrorismo. Recuerdo que
en oportunidad de consultar con jueces de
menores a raíz de un proyecto que había pre-
sentado con el senador de la Rosa -en el que
vamos a insistir porque no hemos tenido éxito
en su aprobación- nos hablaban del caso de
las bandas de automotores. Siempre se detenía
a los delincuentes de menor envergadura pero
nunca se llegaba a quienes manejaban toda la
red delictiva, ni siquiera a los autores intelec-
tuales. Lo mismo pasa con la estafa con che-
ques. Hoy,a través de los sistemas de seguridad
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bancarios se filma. Pero el delincuente mayor
-valga el término- no es el que va a cobrar el
cheque; el que cae es el delincuente menor.
Vamos a insistir en la modificación del Códi-
go Penal, pero hoy, por las razones expuestas
al momento de la presentación de la iniciati-
va de mi auto ría, vaya acompañar con mi
voto el proyecto en consideración, que segu-
ramente como decía recién vamos a conver-
tir en ley.

Senador Villarroel

164) A efectos de ahorrar tiempo a la Cáma-

ra' solicito la inserción de mi intervención en el
anterior debate sobre esta misma materia. A tal
fin, dejaré este escrito en Secretaría para su
posterior inserción (*).

Senador Gabán

165}Sipor un instante apareciera en este re-
cinto el espectro de Torquemada, aquel infame
forjador de la Inquisición que, según refieren
los senadores, leía el Padrenuestro a la luz de
las fogatas en donde quemaba a sus víctimas,
seguramente exhibiría el rictus de una sonrisa.
Citar en el año 2000 el código de la tortura cuyo
autor es este individuo perverso de la historia
hace que valga la pena reírse de la historia. To-
dos nos hemos expresado sobre esta figura.
Algunos ratificando los pensamientos, y otros
dando marcha atrás en posturas anteriores. No
somos de los que cambiamos, porque este pro-
yecto ha sido votado favorablemente por la
mayoría del bloque de la Alianza hace más de
un año atrás. Comprenderá entonces, que no
existe circunstancia electoral posible que pue-
da motivar la sanción de esta norma. Vengo de
ocupar el cargo de vicepresidente de la Comi-
sión de Seguimiento de los Atentados contra la
Embajada de Israel y laAMIA,en la cual la una-
nimidad de sus miembros, que representan al
Parlamento argentino, recomendaron la figura
del arrepentido para que se concretara en la
legislación argentina. Pero debo aprovechar

(*) La inserción del senaljor Pedro G. Vmarroel,
está publicada en página 1507.

también estas circunstancias para esclarecer las
posiciones, que no son propias, que son ajenas
pero que son honradas. Yen ese sentido debo
decir que cuando la Comisión invitó a presti-
giosos jurisconsultos y juristas argentinos, con-
currieron los doctores Arslanian, Zaffaroni,
David, GilLavedra y el propio decano de la Fa-
cultad de Derecho, doctor Andrés D'Alessio, y
se les pidió opinión respecto del proyecto de
ley que flotaba en el ambiente parlamentario:
El proyecto de ley antiterrorista, mencionado
por el senador Yoma. Estos juristas aconseja-
ron en aquella oportunidad apartarse de ese
proyecto para tipificar dentro del Código Penal
una figura que tuviera los rasgos del instituto
del arrepentido, cuyos términos -como decía
el senador Cafiero- no me satisfacen.

166) Me quedo con aquello que decía Zaffa-
roni en el sentido de sancionar una ley de jerar-
quización del interés de lavíctima, que no cons-
tituye un eufemismo ~ino una categorización
de la importancia de esta figura. Se trata de un
instituto que no es un mamarracho que tiende
a proteger a los "perejiles" -como se dijo ras-
treramente en el lenguaje castellano- sino que
tiende a auxiliar al personaje central de la pre-
ocupación filosóficay ética del país. Seha men-
cionado y citado a Voltaire junto con una serie
de jurisconsultos y senadores, pero nadie se ha
acordado de las víctimas de los atentados. Se
ha hecho hincapié en argumentos que respeta-
mos por su honradez, pero que en el fendo no
compartimos. Se ha dicho que esta figura es
atentatoria de la garantía del debido proceso;
pero pareciera que se está borrando de la me-
moria colectiva lo que ha sucedido hace ocho y
seis años, y lo que puede ocurrir. No comparto
entonces la calificación de leyes de emergen-
cia; el terrorismo ha dejado de ser una emer-
gencia. Ayerla ETAha volado un auto en Espa-
ña y ha matado a un dirigente político. Esa es la
crónica de todos los días; y esto sucede enAle-
mania, Italia y otros lugares del mundo. Ynoso-
tros acá aferrados a la ftlosofía, apelando a Tor-
quemada; hablando de la tortura en la Repúbli-
ca democrática de 2000. Permitimos que las
sedes de los judíos argentinos estén rodeadas
de moles de cemento, para que no se aproxi-
men coches bombas suicidas. Pero de ellos na-
die se acordó en este debate. Yono iré al pre-
ciosismo jurídico, que es propio de aquel que
se aísla en la biblioteca y que tiene la suerte de
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trasnochar en la fIlosofía y los libros, ya que he
pertenecido a una comisión que indagó en to-
das las direcciones para saber quiénes han pro-
hijado estos atentados que amenazan a la Re-
pública, porque cada vez que chocan las pasio-
nes milenarias del medio oriente, se increpa la
comunidad judía de la Argentina.

167) Pero nos acordamos del medioevo y ci-
tamos a los iluministas. Yo,sin embargo, quiero
dotar de esta herramienta a los jueces que la
piden; el doctor Galeano pide esta norma. No
sé si con efectividad o no; yo no soy amigo del
eficientismo, pero la ética también está en sa-
ber defender a la Nación argentina frente a es-
tos desalmados, organizados fríamente, que no
piensan en la República, los nifios, las mujeres,
los deudos, ni en el temor. Tenemos que defen-
demos. Acá se ha dicho que lo meten al coim-
putado en una habitación, viene Torquemada
con los colmillos ensangrentados y la antorcha
lista para quemarlo y hacerlo declarar. Esto no
es verdad; no estamos en las épocas de la dicta-
dura torturadora, sino en el tiempo de la de-
mocracia y los jueces democráticos; y ésta es la
herramienta que les damos, que espero les sir-
va. Nadie está obligado a declarar contra sí mis-
mo, y este es el resguardo que contempla el
artículo 18.Así,no es la policía ni el fiscal, como
bien dijo el senadorVillaverde, quienes entran
en lanegociación absurda y desjerarquizada con
el que se quiere arrepentir; es eljuez de senten-
cia quien valorará su conducta, antecedentes y
comport3IIliento. La norma proyectada es sa-
bia cuando dice que para obtener el beneficio
de esta figura el declarante debe encontrarse
involucrado en un delito más leve que aquél
respecto del cual hubiere brindado su colabo-
ración porque, de lo contrario, sería muy fácil
que los grandes organiz senadores, los cere-
bros de estas temibles organizaciones, denun-
ciaran a aquellos que en el lenguaje policial se
denominan "perejiles" y resultaran beneficia-
dos. Es decir que a través del proyecto se in-
vierte la pirámide de las responsabilidades.

168) Ysi este proyecto no le brinda al coim-
putado la posibilidad de arrepentirse, ¿cómo
vamos a brindarle a quienes han cometido es-
ti-agos la ilusoria expectativa de que el presi-
dente de la República los indulte el día de ma-
ñana? ¿Qué resguardo se le dará a este canalla
que ha cometido también el acto para que no
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lo maten a él o a su familia? Por eso están los
resguardos del artículo 6. Pero también fue la
Cámara de Diputados la que introdujo una
modificación para sancionar a aquel que en-
torpece con malicia y mentiras el proceso enel
que está coimputado. Esas son las situaciones
que trato de abreviar, como muchos colegas lo
han hecho y porque también estamos apremia-
dos para que demos un instrumento a los jue-
ces de la República. No se trata de la intromi-
sión de un poder en otro poder sino de dar una
posibilidad para el esclarecimiento de la ver-
dad. Zaffaroni decía que es más importante el
interés del Estado en condenar que en buscar a
aquellos que contribuyan al hallazgo de la ver-
dad, a la reparación de los daños y a la víctima
misma. Esta es la esencia del instrumento de
esta ley. El Derecho Penal de Alemania, que
nadie podrá decir que no es el más adelantado
del mundo tal vez, en el que abrevó nuestro
Código Penal, tiene lilla norma en el artículo
575 -si mal no recue[do- por la que protege
también ala Nación frente a esos acometimien-
tos suicidas que dejan perpleja a la humanidad.
Estas son las razones políticas. La ley también
tiene rasgos políticos porque obedece al tiem-
po de la necesidad del Estado. Una leyes ele-
mentalmente suplantada por otra ley porque
caduca el interés. Aquí apareció una nueva fi-
gura, que es el terrorismo. Ya esa fig-urauniver-
salmente difundida hay que darle alguna res-
puesta. Yono sé si se descubrirá el atentado ala
AMIA o el de la Embajada de Israel. Pero en
nombre del sentido común y democrático, a
través de mi voto quiero brindarle al juez algu-
na herramienta que permita sacamos de laver-
güenza histórica en que nos ha colocado la im-
punidad en el país.

169) Como votamos hace un año y medio,
yo vuelvo a votar por esta ley. Antes era más
amplia; ahora está más acotada. Hayargumen-
tos que escuché que pudieron servir para aque-
lla ley,pero que ahora están extravagantemen-
te des actualizados -lo digo con respeto- con
relación a esta norma que manda el Poder Eje-
cutivo; y que la mandó el doctor Menem cuan-
do era presidente. Con relación a esas alusio-
nes que se han hecho a las dictaduras, pido res-
petuosamente que por lo menos en la concien-
cia, dado que no creo que sea la oportunidad
parlamentaria para hacerla públicamente, re-
visen los pensamientos y no comparen a los
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gobiernos democráticos de los últimos quince
años con las feroces dictaduras de Onganía y la
iniciada en 1976.Voto convencido porque ja-
más me vaya desdecir de lo que dije antes y
menos del juramento a la Constitución Nacio-
nal, que consagra los derechos y las garantías
de todos los argentinos.

Senador Villaverde

170) Coincido con el senador res pecto de la
importancia del derecho a la verdad que tienen
los familiares de las víctimas; y también coinci-
do en que esclarecer los hechos y desbaratar a
estas bandas delictivas puede contribuir a la
prevención. Pero el doctor Zaffaroni dice todo
lo contrario. Él dice que esto no va a prevenir

nada y, además, que lo más importante es el
esclarecimiento yno la condena. Estafue la duda
que me quedó cuando exponía el senador. Za-
ffaroni dice que es más importante el esclareci-
miento que la condena, y que esto no va a pre-
venir nada.

- La votaci6n del proyecto de ley en general
result6 afirmativa.

Senador Agúndez

171) Solicito que conste mi voto negativo en
general.

- La votaci6n del proyecto de ley en particular
result6 afirmativa.
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Inserciones

Senador ViIlaverde

En oportunidad de presentar un proyecto de
similares características al que estamos con-
siderando, no sólo manifestaba mi opinión fa-
vorable respecto de la incorporación al Códi-
go Penal de la norma en tratamiento, sino que
expresaba la imperiosa necesidad de dotar a
la justicia de nuevos elementos o instrumen-
tos que facilitaran su tarea.

Esta noche se dijo aquí que las nuevas for-
mas de organizaciones criminales, sus diver-
sas y complejas estructuras y la multiplicidad
de medios de que disponen hacen que sea muy
difícil perforar esas asociaciones ilícitas o ma-
fiosas donde el pacto de silencio torna hermé-
tico -diría infranqueable- ese accionar de-
lictivo.

Es cierto que los medios probatorios articu-
lados en los códigos vigentes revelan una pa-
tente insuficiencia. De ahí que la práctica ju-
risprudencial permite afirmar que es necesa-
ria una política penal que permita moderar la
rigidez del sistema penal vigente, establecien-
do nuevas herramientas que permitan al juez
esclarecer los hechos, aprehender a los delin-
cuentes y fOmper con ese pacto de silencio.

Nuestra tarea es escuchar y receptar los re-
clamos de la gente, para volcados en nuevos
instrumentos como el que estamos tratando.

En el dictamen por el que se rechaza esta
norma no se tienen en cuenta las modificacio-
nes realizadas por la Comisión de Asuntos Pe-
nales y Regímenes Carcelarios. Esta norma,
que le da al juez la posibilidad de atenuar la
pena no vulnera, como se dijo aquí en reitera-
das oportunidades, las garantías o los derechos
constitucionales. Por el contrario, hay argu-
mentos sólidos más que válidos que sostienen
lo opuesto, es decir que aseguran determina-
dos derechos que voy a exponer más adelan-
te. El sistema penal argentino está pensado
para delitos cometidos por individuos, y hoy
estos crímenes organizados están cometidos
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por bandas, por asociaciones criminales ma-
fiosas en las que, en muchos de los casos, los
inspiradores o autores intelectuales se encuen-
tran lejos del lugar del hecho.

Generalmente, las personas que son apre-
hendidas consumando o tentando el delito,
nunca son ni jefes ni autores intelectuales. En
otros casos se apresa a aquellos que cometen
delitos de menor envergadura, de menor iden-
tidad, que si bien son conexos, no tienen la
magnitud ni la crueldad de los que han sido
mencionados tanto esta noche, en los que han
muerto cientos de personas, en donde hubo
salvajismo y, como dije anteriormente, cruel-
dad.

Ante tanta criminalidad, maldad y falta de
esclarecimiento de los hechos, queda en la
comunidad una sensación de inseguridad y de
descreimiento de una de las instituciones fun-
damentales de la República: la justicia. Hasta
me atrevo a decir, que queda una sensación
de burla y que, como se dice vulgarmente,
siempre se condena y se meten presos a los
"perejiles"o a lo~tontos. Pero se hace muy di-
fícil no sólo esclarecer los hechos, sino dete-
ner a los jefes de esas asociaciones generales.
Por eso me parece positiva la incorporación al
Código Penal de una punibilidad aminorada,
como elemento a tener en cuenta por el juez
al momento de valorar los hechos y de aplicar
la pena. Esto tiende a quebrar esa cadena de
silencio y ese ocultamiento que generan las
complicidades, y permite esclarecer esos bru-
tales hechos que dañan seriamente el tejido
social y que atentan contra la paz social, uno
de los valores sagrados de toda comunidad.

Además, estos nuevos instrumentos contri-
buyen a un derecho inalienable. Me refiero al
derecho a saber lo ocurrido. O sea que no so-
lamente contribuye a la paz social, sino que
además garantiza uno de los derechos ina-
lienables del hombre: el de saber la verdad.

Fueron muchos los argumentos vertidos esta
noche, que se oponen a estas iniciativas. Fui
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tomando nota y veo que fueron variados y di-
versos los expuestos no sólo aquí. sino tam-
bién en las distintas reuniones llevadas a cabo
por las respectivas comisiones. Si bien estoy
seguro de la honestidad intelectual de aque-
llos que se oponen, también soy muy respe-
tuoso de las posiciones fIlosóficas y de las va-
loraciones jurídicas vertidas. A decir verdad,
por lo que escuché durante esta sesión, debo
expresar con el mayor respeto que no sólo hay
errores de interpretación, sino también con-
tradicciones, incongruencias e incoherencias
en algunos pasajes de las exposiciones que
hacen poco sólidos los argumentos.

Durante estas reuniones convocadas por las
comisiones, algunos alegaban que era una co-
rriente extraña al sistema penal de nuestro
país, que sólo puede tener lugar en el derecho
anglosajón. Decía un senador durante la se-
sión, que estas figuras no sólo están conteni-
das en el derecho anglosajón, sino en el dere-
cho continental europeo, en algunas legisla-
ciones cercanas a la nuestra y también, como
se ha dicho áquí, en nuestro país. Tampoco es
cierto que, si se la sanciona, al tratarse de una
norma o figura nueva provocará cambios y
transformaciones que traerán dificultades o
inconvenientes. Nada de eso.

Como expresaba hace un momento, este tipo
de norma contiene di8tintOS y variados sistel11cls
penales y no será una figura nueva en nuestra
legislación. Quizá, peque de reiterar lo que ya
fue expuesto, pero esto es algo que SI::incorpo-
ró hace muchísimos años en la ley 49 de la pro-
~cia de Buenos Aires, en la ley de estupefa-
Cientesy en el artículo 217 del Código Penal,
que por cierto es muy claro al respecto. Tam-
bién figura en el artículo 86 del nuevo Código
Procesal Penal de la provincia de Buenos Ai-
res. y el año pasado, este Congreso sancionó

N. de R.: El artículo 86 del Código Procesal Penal
de la provincia de Buenos Aires (ley 11.922: Adla,
LVII-B,2371). dice:

. Art. 86. - Situación de la víctima. Lo atinente a la
situación de la víctima, y en especial la reparación
vo~untaria del daño, el arrepentimiento activo de
q~.uenaparezca como autor, la solución o morigera-
clón del conflicto originario o la conciliación entre

el juicio abreviado. Toda esas normas se san-
cionaron con sólidos fundamentos doctrina-
rios. Salvo contadas excepciones -al decir del
senador por Catamarca, solitarias excepcio-
nes-, no se levantaron voces en contrario, na-
die se sorprendió o se alarmó y ni siquiera se
dramatizó la situación, porque es cierto que
esto está previsto en la actual legislación.

Hay otros que estiman que esto es contrario
a la ética, argumentando que el Estado se con-
vertiría en una especie de socio de los delin-
cuentes al premiar a los delatores o al favorecer
la situación de aquellos que por mero interés, y
no por escrúpulos de orden moral, negocien.
Eso tampoco es cierto porque en esta modifi-
cación no hay negociación alguna, lo que ya se
dijo también en reiteradas oportunidades.

Simplemente, esta norma le otorga aljuez, en
el momento de imponer yvalorar la pena, la po-
sibilidad de tener en consideración circunstan-
cias sobrevinientes o posteriores al hecho. Si
bien la normativa legal del artícu lo 41 prevé las
circunstancias anteriores al hecho, el artícu-
lo 26 establece también las causas sobrevinientes.

Hoy, se criticó este dictamen y se solicitó su
rechazo, argumentando que se trataba de una
negociación.

Reitero que acá no hay nada contrario a la
ética, porque no hay negociación, ni el Estado
tiene sociedad con alguien. Tampoco podemos
manifestar -diría que no es válido o pertinen-
te- que legislaciones como la italiana, alema-
na, española o norteamericana, no son éticas,
aunque su legislación es mucho más amplia
que la que se está proponiendo al incorporar
esta norma al artículo 41 del Código Penal.

Además, podemos decir que durante años,
cuando regía en nuestro país un sistema ga-

sus protagonistas, será tenido en cuenta en oportu-
nidad de:

1. Ser ejercida la acción penal.

2. Seleccionar la coerción personal.

3. Indivídualizar la pena en la sentencia.

4. Modificar, en su medida o en su forma de cum-
plimiento, la pena en la etapa de ejecución.
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rantista, se convivió con los inaceptables y re-
pudiables apremios ilegales. Así mismo, esa
observación u objeción debe ser rechazada si
tenemos en cuenta la doctrina ius filosófica de
la supremacía de los valores, en donde se en-
cuentran la justicia y la paz social.

Por otra parte, los calificados juristas que asis-
tieron a este Senado, al igual que muchos ma-
gistrados a quienes hemos consultado, sostie-
nen que es posible reducir la pena. Aquí se dijo
que no sería ética la existencia de una negocia-
ción en el Código Penal, pero que sí lo sería si se .

hiciese en la provincia de Buenos Aires, median-
te un indulto. Sin embargo, yo creo que esto qui-
zá podría observarse por falta de ética, porque
se trataría del mismo poder político. En cambio
aquí los hombres de la política le estamos otor-
gando al juez una heITanÚenta para el esclare-
cimiento de los hechos. También se ha critica-
do aquí el hecho de que con la ley de estupefa-
cientes sólo se resolvieron 11 ó 14 casos de nar-
cotráfico, es decir que si nos atuviéramos a las
estadísticas los resultados no fueron positivos.

Sin embargo, yo diría que esto no sólo es rela-
tivo, sino que también es rebatible, porque aquí
no se trata de evaluar la cantidad sino la calidad,
es decir, la dimensión de estos delitos que le ha-
cen tanto daño a la sociedad. Por lo tanto, no in-
teresan cuántos son los casos que se resuelvan,
sino los que se puecen prevenir en el futuro.

También es cierto que algunos plantearon
cllestiones de política partidaria o de
sector. Debo decir, que no hay nada que esté más
lejos de la realidad ni de la verdad que esos plan-
teas. También debo decir que tanto los funda-
mentos de un lado, de los que están en contra,
como los del otro lado, de los que están a favor,
son de política sí, pero de política penal, de po-
lítica criminal. Y no hay que subestimar ni sub-
alternizar el estudio, el análisis de muchos sen
senadores, asesores, juristas y magistrados que
han hecho su aporte a esta modificación que se
pretende efectuar al Código Penal argentino.

Me pregunto, si aquí -ya que se habló tan-
to de garantías, de derechos legítimos- no hay
un derecho legítimo de las víctimas y de sus
familiares de conocer la verdad. Estoy seguro
de que no hay nadie, excepto por supuesto los
criminales, los homicidas, los que cometieron
estos aberrantes delitos, o los instig senadores
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o autores intelectuales, que no desee el escla-
recimiento de los hechos. Todos, seguramen-
te, no sólo queremos el esclarecimiento de los
hechos, sino que también deseamos que no
queden impunes, que se aprese a esos delin-
cuentes y se los condene. Creo que ese es el
objetivo fundamental de esta iniciativa.

Otros sostienen y sostuvieron aquí que el
reclamo de la gente es que las penas sean ma-
yores. Porque hay una corriente europea que
quiere que se aumenten las penas. Creo que
lo que la gente quiere es que se haga justicia,
que se haga cumplir efectivamente la conde-
na y no que los delincuentes entren por una
puerta y salgan por la otra, o que no se pueda
descubrir la verdad de los hechos.

En este caso, para no contradecinne y ser co-
herente, quiero señalar que junto con el sena-
dor de la Rosa, somos autores de un proyeCto que
se refiere a la defensa y protección de menores.
y después de haber realizado distintas consul-
tas, especialmente con jueces de menores, nos
solicitaron que determinados delitos, como el
abuso sexual y el tráfico de menores, no sean
excarcelables y que, como decíamos recién, se
haga cumplir efectivamente la pena y no se exi-
ma del castigo a los culpables. Desde su planteo
sería extemporáneo, ya que su consideración se
hará en su oportunidad pertinente, aunque sí,
con~idero oportuno hacer referencia a su ct'.es-
tión. Hay quienes rech3ZaI1 esta figura porque
sostienen que no se puede legislar en casos con-
cretos, que no se puede legislar en particular.
Debo decir, que éste también es un planteo equi-
vocado. Aquí se está proponiendo que en la mo-
dificación al proyecto de Diputados, se incorpo-
re una norma de carácter general. Por lo tanto,
dicho planteo también sería improcedente. Hay
otros que, identificados con una corriente muy
crítica, severamente garantista, manifiestan que
se estaría lesionando la garantía del artículo 18
de la Constitución Nacional que establece que
nadie puede declarar en contra de sí mismo.

En esta norma que se pretende incorporar
no hay negociación con el delincuente. Al con-
trario, estamos garantizando un derecho. Sa-
bemos que nuestra Constitución Nacional es-
tablece garantías para el cumplimiento de los
derechos por ella establecidos. Y estamos ase-
gurando el derecho de las víctimas, el derecho
de los familiares de la víctima de saber la ver-
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dad. Para los que plantean que no hay elemen-
tos técnicos de investigación, o que en algu-
nos casos falta seguridad, debo decir que tam-
poco es cierto. Yesto lo han manifestado mu-
chos magistrados.

En cuanto a las bandas dedicadas al robo de
automóviles, se aprehende a algunos delin-
cuentes, pero nunca se puede llegar a los jefes
de las bandas.

También hay otro delito común que es el de
la falsificación de cheques, y gracias al sistema
de seguridad implementado en los bancos-el
de la filmación- ha podido llegarse a aprehen-
der a quienes cobraban los cheques, pero nun-
ca se llegó a los autores materiales, a los que
comúnmente mal se llama "mayores beneficia-
rios". y otra vez, como decía hace algunos mo-
mentos, caen los "perejiles" y no se puede rom-
per ese pacto de silencio y esclarecer los hechos.

Me pregunto si en este caso no sería a la in-
versa. Sino sería verdaderamente inmoral que
el Estado tutele la fidelidad de esos pactos de
silencio de las organizaciones delictivas. Segu-
ramente eso es una verdadera inmoralidad.

La experiencia internacional enseña que es un
presupuesto indispensable para que estos reme-
dios jurídicos funcionen adecuadamente, que
el sistema de justicia dcbe gozar de un elevado
prestigio en la comunidad. Eso es cierto, quizás
falte esa credibilidad. Tal vez falte este prestigio.
Por eso creo que debemos consolidad la demo-
cracia y las instituciones de la República y afian-
zar la justicia. Quizá, con esta norma que pre-
tendemos sancionar, podríamos esclarecer mu-
chos hechos e inculpar a los principales culpa-
bles de muchos crímenes, lo cual contribuirá al
afianzamiento de la justicia. Además, la impu-
nidad de los jefes mafiosos no sólo produce,
como decía recién, falta de credibilidad, descon-
fianza y escepticismo sobre la eficiencia de las
instituciones, sino que también tiende a que-
brar la seguridad que el Estado debe asegurar,
ahora más que nunca, por cuanto asílo estable-
ce imperativamente nuestra Constitución Na-
cional en su artículo 75, inciso 22, norma según
la cual los tratados y concordatos tienen jerar-
qUÍa superior a las leyes. Y por remisión, al ar-
tículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
Vilesy Políticos, que hoy se mencionó.

Aquí se citó mucho hoya los doctores Gil
Lavedra y Zaífaroni, con posturas contrarias a
las figuras en tratamiento. Sin embargo, quizá
tengan opiniones contrarias a la figura anterior-
mente prevista, porque por ejemplo Gil Lave-
dra ha señalado, cuando se lo consultó junto a
Zaffaroni, que ambos propusieron que el tema
se trasladara no al arrepentido sino, dentro del
marco judicial de la pena, para determinar ju-
dicialmente la misma, mientras que el artículo
41 tiene una serie de circunstancias relativas al
hecho y al delincuente anteriores a la comisión
del delito, y no tiene en cuenta las circunstan-
cias sobrevinientes; sugiriendo que se siguiera
también la corriente en este momento domi-
nante acerca de establecer los derechos de las
víctimas dentro del proceso penal.

Para terminarypor las razones expuestas pre-
cedentemente, así como por los fundamentos
expresados en el proyecto de mi autoria, debo
decir que hoy estamos perdiendo una gran
oportunidad para dotar a la Justicia de un ins-
trumento y de una herramienta tendiente a es-
clarecer los hechos y romper con los pactos de
silencio entre los delincuentes para que se pue-
da llegar a los jefes de las organizaciones delic-
tivas. Todo ello contribuiría a afianzar valores
superiores, como decía hoy, como la justicia y
la paz social, ya resguardar el derecho a la ver-
dad del que deben gozar los familiares de las
víctimas, derecho incuestionable que, más allá
del derecho positivo y del derecho constitucio-
nal, todos los seres humanos en nuestra con&-
ción de tales debemos reconocer. Se trata de un
reconocimiento fundado en razones de huma-
nidad, de dignidad y de solidaridad que todos
debemos tener en nuestra comunidad.

Senador Villarroel

INTERVEN ClaN EN LA SESION

DE LOSDIAS6Y7 DE MAYODE 1998 (0)

Vaya parafrasear el título de una célebre no-
vela y decir que esto es una suerte de crónica de

(0) El texto de la jnserción del senador Pedro G.
VjJJarroel fue proporcionado por el despacho a su
cargo.
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una muerte anunciada, porque ya conocemos
cuál es la voluntad del bloque mayoritario.

Aunque en defmitiva la votación final no re-
fleje ciertamente la opinión de todos y cada
uno de los integrantes de este cuerpo, sino el
predominio de un criterio dentro del bloque
mayoritario, vemos que efectivamente esta es
la muerte anunciada de una buena intención
y estructuración jurídica, que en principio apo-
yo, aunque oportunamente plantearé algunas
disidencias en particular.

Como es mi costumbre, no traigo discursos
estructurados, no pretendo oficiar de orador
ni le tengo miedo al desorden. Por lo tanto,
antes de entrar en lo que puede ser el desarro-
llo de algunas ideas que tengo acerca de este
tema, me parece importante apresurarme a
comentar algunas expresiones que hemos es-
cuchado esta noche.

Desde luego que ahora somos pocos los que
escuchamos. Es comprensible que ello sea así,
porque no creo que haya sido ajena a la previ-
sión de todos los senadores, que tenemos su-
ficiente experiencia acerca de como se desa-
rrollan las sesiones que, a esta hora, la mayo-
ría de los legisl senadores ejercen su derecho
a cenar y, en consecuencia, no se puede exigir
que todos sean estoicos. De todas manera~, por
nuestra parte lo somos, porque me parece que
es un deber escuchar las razon~s ajenas.

En primer lugar, refiriéndome a las expresio-
nes escuchadas, quiero señalar que se dijo con
justeza que el año pasado se hizo un impor-
tante esfuerzo de recolección de opiniones
autorizadas sobre este asunto, ya que en sep-
tiembre se llevaron a cabo unas jornadas so-
bre la cuestión que estamos tratando.

Asimismo, se dijo que desde 1997 hasta la
fecha se ha trabajado con intensidad -aun-
que con cierta discontinuidad-, pero hete
aquí que llegamos al momento de realizar el
debate y lo que debió ser una discusión tras-
cendente, en un horario central, en donde to-
dos estuviésemos suficientemente despiertos
y con ánimo de discutir cabalmente las cosas,
se termina efectuando a esta alta hora de la
noche, en donde hay que hacer mucho esfuer-
zo para tener ganas de afrontar la discusión.
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En segundo lugar, aquí se ha invocado reite-
radamente el antecedente, como desfavorable,
del régimen establecido por la modificación de
la ley de lucha contra el tráfico de drogas. Yo
creo, no solo creo sino que es lo que dice el
Código, que se ha incurrido en una tergiversa-
ción en la comparación. Si se repasa el artícu-
lo 29 ter de esa ley,se comprobará que no cabe
equipararlo a la actual figura que se propugna
bajo el mal nombre de arrepentido, porque no
en todos los casos se trata de un arrepentido.
El artículo 29 ter prevé medidas y decisiones
judiciales, incluida la excarcelación, durante la
instrucción del proceso. Vale decir, se abre allí
un campo de negociación, de decisiones que
influyen sobre la libertad de unos o la no li-
bertad de otros. Me vaya abstener de leer el
texto, pero éste existe y es indiscutible. Enton-
ces, esa comparación no tiene ningún valor.

Por otra parte, las experiencias en este tema
que dicen que se han sumado -y no dudo de
la glosa que ha hecho el senador por La Rioja
del Partido Justicialista-, nos remite a once
casos. En algunos de ellos, los jueces en deñ-
nitiva han advertido que el arrepentido no era
tal, que la delación era una falsedad, etcétera,
lo que es común y corriente en la práctica ju-
dicial. No creo que esto signifique un argumen-
to en contra de la norma.

Además, no creo que, a partir de una estadís-
tica basada en once casos, se pueda hablar de
una industria del arrepentido a menos que se
tenga una noción demasiado parva de lo que
es una industria. No creo que una industria se
pueda edificar sobre once casos jurispruden-
ciales que, por lo demás, son bastante diversos.

Formulo otra observación, que me parece
más grave porque apunta a una cuestión moral
y ética que a todos nos toca, aunque a algunos
más de cerca que a otros. Me refiero a que tam-
poco es justo, lo que introduce una profunda
alteración del sentido ético, comparar la nor-
ma que se propone en el artículo 41, acerca del
criterio de mensuración de las penas, con los
agentes encubiertos, con el caso de Astiz, con
lo de la ESMAo con los arrepentidos de la ESMA
mediante la aplicación de energía eléctrica.

No tienen forma de compararse porque, sen-
cillamente, en este caso se trata de un criterio
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de mensuración de la pena que será aplicado
por medio de la sentencia, cuando se dicte la
condena, después de apreciar las pruebas, en
un juicio contradictorio, público y oral. Esto no
tiene nada que ver con las hipótesis del arre-
pentido bajo la influencia de la tortura o de la
simple amenaza de ésta. No veo que se pue-
dan comparar ambas cosas.

También se ha dado el argumento de la in-
eficacia de la norma que se refiere al narcotrá-
fico, en su famoso artículo 29 ter y otros artí-
culos que prevén agentes encubiertos. Aquí no
se prevé ningún agente encubierto; no lo hay.
En ninguna parte el proyecto de ley que viene
de Diputados ni el dictamen de la mayoría
mencionan a ningún agente encubierto.

En todo caso, yo diría que nadie piensa que
una norma del Código Penal va a modificar una
realidad. Nadie lo piensa. En el Código Penal
hay montones de normas, entre ell<:.s, el artícu-
lo 217, que se basa en una fuente romana, a la
que se ha descalificado por antigua. Nadie
piensa que la virtualidad de una norma y su
corrección jurídica dependan del éxito que
vaya a obtener en la ponderación de pronósti-
cos sumamente conjeturales. Simplemente es
posible que ocurra algo así y que, en ese caso,
sea útil para el esclarecimiento de la verdad.
De eso se trata. Tenemos normas que prevén,
por ejemplo, la tel1tativa desistida, el arrepen-
timiento activo, etcétera. Son casos infrecuen-
tes, pero están previstos en el Código Penal.

Seha dicho también y se ha hecho hincapié
en la cuestión de la igualdad ante la ley.Yyo
me hago la siguiente pregunta: ¿Por qué se le-
siona el principio de la igualdad si la norma
penal que se proyecta está dirigida a todos los
eventuales sujetos de la acusación penal?
Cualquiera puede acceder al eventual benefi-
cio de una reducción de pena.

.Niel proyecto que viene de Diputados ni el
dIctamen de la mayoría dicen que, en caso de
v~os coimputados, solamente uno puede ofi-
cIar de arrepentido; pueden oficiar todos. En
consecuencia, ¿en dónde está la violación del
principio de igualdad?

Se me ocurre otro ejemplo. Tenemos el ar-
tículo 132 del Código Penal que fija como ex-

cusa absolutoria en el caso de los delitos de
violación, rapto y de abuso deshonesto, el ul-
terior casamiento con la víctima. Se dan casos
de violación en los que la mujer violada es ac-
cedida carnalmente en un mismo contexto de
acción por dos o tres sujetos.

A nadie se le ha ocurrido decir que esta ex-
cusa absolutoria -el ulterior casamiento, por
supuesto con el consentimiento de la vícti-
ma- significa una violación del principio de
igualdad porque es uno solo el que se va a po-
der casar. ¿En dónde está la violación del prin-
cipio de igualdad? Sise casara con más de una
persona ante el oficial de justicia estaríamos
frente al delito de bigamia.

Lo que sucede, y no es la primera vez que
esto ocurre -se me viene a la cabeza un breve
pero denso ensayo de Sebastián Soler sobre la
reforma penal-, es que a veces la modas doc-
trinarias incurren en excesos.

Pasó con nuestro Código Penal de 1921, ese
venerable Código liberal que permitió admi-
nistrar justicia cuando se lo aplicó de veras,
con absoluto respeto de las garantías indivi-
duales.

En esa época la moda doctrinaria era -yeso
es lo que recuerda Soler-la positivista, el peli-
grosismo. Entonc8s, cua..'1dose sancionó d Có-
digo Penal, que fue o1)rano precisamente de un
jurista sino de un político en el buen sentido de
la palabra -no un político sectario sino de alta
política-, toda la doctrina se le vino encima.
Ese Código casi no tuvo defensores. Nadie se
preocupó por leer el Código sino que se pre-
ocuparon por decir que era atrasado porque no
le hacía caso a la doctrina peligrosista, según la
cual a la gente había que encerrarla no por lo
que en realidad había hecho sino por el pro-
nóstico sobre su personalidad. Nuestro Dere-
cho Penal es el que profesaron Soler y Núñez,
los grandes maestros argentinos.

Ha ocurrido -yeso ha sido perceptible en
la exposición del miembro informante del des-
pacho que dice ser de minoría pero que en
definitiva va a ser de mayoría- que se ha to-
mado como blanco de las impugnaciones algo
que no está de ninguna manera en el proyecto
de ley que viene de Diputados.
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1510

Se ha hablado de negociaciones. En ningu-
na parte se las menciona. Eso está previsto en
aquella ley de juicio oral y abreviado que fue
sancionada casi por unanimidad, con la sola
excepción del que habla.

Se dijo que se cambia delación por impu-
nidad. En el dictamen de mayoría se suprime
esa norma que prevé una exención eventual
de penas. Vale decir que no existe tal impuni-
dad.

Se habla también de las excarcelaciones.
Nuestro Código Procesal Penal que rige para
la jurisdicción federal y todos los códigos pro-
cesales de provincia -que tienen normas per-
fectamente análogas- prevén la excarcela-
ción, entre otros supuestos, cuando a juicio del
juez proceda una eventual condena de ejecu-
ción condicional, porque se sabe que mante-
ner preso a un individuo cuando es probable
que le corresponde. condena de ejecución con-
dicional es una violación gravísima del princi-
pio de inocencia, porque se le está aplicando
una pena anticipada y para colmo más grave
que la que, probablemente, le corresponda si
es que lo declaran culpable. Siempre la excar-
celación está sometida a ese pronóstico del
juez. De manera que aquí no se puede supo-
ner de ningún modo que, porque haya una
eventual reducción de las escala!:>penales, pro-
cederá la excarcelación. No es cierto. Basta con
leer los artículos 316 a 319 del Código Proce-
sal Pen~ para darse cuenta.

La eximición de prisión procede -es un re-
caudo previo para la excarcelación- cuando
proceda, eventualmente...

SenadorYoma - ¿Cuándo procede la con-
dena de ejecución condicional? Cuando el de-
lito tiene un mínimo de tres o menos añús de
prisión. Por eso, frente a la reducción de la
pena, cuando el mínimo es de menos de tres
años de prisión, el delito pasa a ser excarcela-
ble. Es algo absolutamente claro.

Senador Villarroel- No es así. La condena
de ejecución condicional está prevista en el
artículo 26 del Código Penal, en orden a la con-
ducta, incluso posterior, del sujeto activo del
delito -posterior al delito-, para lo cual se
tendrán en cuenta, asimismo, una serie de
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condiciones que esa norma enumera y que no
voy a leer en este momento.

Es decir, no se trata de un cálculo aritmético
según el cual si estamos ante una pena de me-
nos de tres años, procede la excarcelación. No
es así porque hay delitos incluso de carácter
culposo que pueden tener una pena de un año
de prisión y con respecto a los cuales el juez
puede decidir que corresponde una pena de
prisión efectiva y no conceder la excarcelación.

El Código no dice que el juez "deberá" ex-
carcelar, sino que "podrá" hacerla. Ese criterio
se mantiene incólume y no sufre ninguna al-
teración por el hecho de que se baje en la con-
dena final, eventualmente, una escala penal.
El hecho de la baja de la escala penal no con-
duce, inexorablemente, a la excarcelación;
siempre el juez tendrá que merituar si el indi-
viduo reúne las condiciones descriptas en el
artículo 26 citado, para merecer --eventual-
mente- el beneficio de una condena condi-
cional. Por el contrario, si el juez metiera o
mantuviera preso a ese individuo a pesar de
advertir que puede merecer una condena de
ejecución condicional, violaría directamente
el artículo 18, al aplicar una pena anticipada y
más gravosa de la que le correspondería si,
efectivamente, lo declarara culpable, si es que
ello ocurre.

SE'ha invocado también aquí a ciertos jurís-
tasoPor cierto, ellos no necesitan defensa; tie-
nen muchas obras escritas e, incluso, he leído
a muchos de ellos con fruición. Es más, tengo
gran admiración intelectual, por ejemplo, por
Zaffaroni, Maier, por el joven jurista Marcelo
Sancinetti y, también, por el eximio juez Schi-
ffrin. Aquí se ha dicho que hay unanimidad en
cuanto a su repudio por estas figuras en trata-
miento; y no es así. No hay tal unanimidad.
Además, muchos de los juicios críticos de di-
chos jurístas se refieren a otros supuestos, por-
que hablan del cambio de impunidad por de-
lación, cosa que no ocurre en este caso, y tam-
bién de negociación, lo cual tampoco ocurre
aquí.

Por el contrario, en las jornadas que tantO
ha celebrado con justicia el miembro infor-
mante -para ser más preciso, las del 2 de sep-
tiembre de 1997-, tanto. Zaffaroni, como Gil

Lavedra, Arslanian se han expedido claramen-
te a favor de esta norma que viene proyectada
de la Cámara de Diputados.

No quiero ser extenso, pero aquí tengo la
versión taquigráfica que me suministró, gen-
tilmente, el presidente de la Comisión de
Asuntos Constitucionales. Para ahorrar su lec-
tura señaló que se puede consultar lo que ha
dicho el doctor Zaffaroni en esas jornadas en
la página 6y,especialmente, en las páginas 8 a
10 y en la 18; lo expresado por el doctor Gil
Lavedra en las páginas 13y siguientes --espe-
cialmente, en las páginas 15 a 17.,- y, con res-
pecto aArslanian, se debe consultar la otra jor-
nada realizada.

En definitiva, en esas reuniones todos ellos
han sostenido que esto es, simplemente, una
forma más de atenuación de la pena o de las
circunstancias a tener en cuenta cuando se
aplique la pena que tiene en consideración los
intereses de la víctima, que siempre es expro-
piada en el conflicto que implica todo proce-
so penal o todo hecho criminal.

Por otra parte, se enumeran las cuatro for-
mas de conducta posterior del delincuente,
que autorizan esta disminución de la pena. Esa
es la realidad.

No quiero incurrir en lecturas, razón por la
cual me remito a estas piezas fehacientes que
son del conocimiento de todos los senadores.

En consecuencia, por un elemental sentido
de lealtad, no puedo aceptar que se diga que
juristas de esta naturaleza y con méritos so-
brados han venido a cambiar sus opiniones,
haciendo virajes incluso ideológicos. Se me
ocurre también que nadie va a sospechar que
nada menos que Zaffaroni, o el propio Gil La-
vedra o Arslanian se hayan situado en el espí-
ritu de personas que añoran la Inquisición, lo
cual constituye otra exageración -o algo mu-
cho peor- que luego vaya demostrar cuando
me refiera a estas equiparaciones que se pre-
tenden hacer con las instituciones del Santo
Oficiodel Medievo.

No existe delito sin víctima y uno de los in-
tereses de la víctima -que no tiene por qué
ser necesariamente un individuo singular sino
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que puede ser toda una comunidad- es la
búsqueda del esclarecimiento del hecho. Es
ese el valor que está en juego. Cuando se pien-
sa en el esclarecimiento del hecho, no se pien-
sa solamente -por lo menos yo no lo hago-
en el caso de Cabezas, en la voladura de la
Embajada de Israel o del edificio de la AMlAni
en los padres de María Soledad y en la comu-
nidad de mi provincia...

Senador Yoma - Tanto el senador por Ca-
tamarca como quien habla hemos citado a los
doctores Zaffaroni y Gil Lavedra y, aparente-
mente, para el senador han dicho una cosa y
para mí otra.

En consecuencia, vaya leer una parte de una
entrevista al doctor Gil Lavedra publicada el
28 de abril de 1998, es decir, hace muy poco
tiempo. En ese reportaje publicado en el dia-
rio "La Prensa" le preguntan por la figura del
arrepentido y dice textualmente: "Sería prefe-
rible que no se sancionara ninguna ley. Soy
absolutamente contrario a toda legislación que
suponga la posibilidad de acordar o negociar
la renuncia de la Constitución en pos de la pro-
mesa de impunidad."

SenadorVillarroel.- Dice el doctor Zaffa-
roni, tcl como consta en la página 9 de la ver-
sión taquigráfica de la r~unión de la Comisión
de Asuntos Constitucionales del2 de septiem-
bre de 1997, refiriéndose al proyecto qlle vie-
ne de la Cámara de Diputados: es decir, no
es la figura del arrepentido. Creemos que no
se puede sostener en términos de tabulación
de precios de impunidad...".

Esto es exactamente lo que dice el despacho
de la mayoría. Ycontinúa Zaffaroni. abarcán-
dolos en la cita a Gil Lavedra y a Arslanian, di-
ciendo lo siguiente: entonces, nosotros ha-
bíamos proyectado cuatro hipótesis que gira-
ban en torno a la víctima. Laprimera era cuan-
do el sujeto se hubiese esforzado previamen-
te por evitar el resultado, es decir, la tentativa
de desistimiento fracasado; la segunda, cuan-
do el sujeto se hubiese esforzado seriamente
por reducir el daño, ya consumado el hecho
(el caso del que envenena y luego suministra
el antídoto; no importa por qué motivo, a ve-
ces se hace por piedad y otras veces por temor
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a la pena que se viene); la tercera, cuando se
hubiese esforzado seriamente por satisfacer a
la víctima, y la cuarta, cuando hubiese coope-
rado eficazmente en el esclarecimiento de los
hechos...". Esto es lo que dicen. No quiero
abundar en lecturas, pero sí quiero ser defe-
rente con la interrupción.

Continúa luego diciendo Zaffaroni, hablan-
do en nombre de los tres juristas: "Creemos
que saber lo sucedido (estoy leyendo la pági-
na 10de la versión taquigráfica) es un derecho
que también tienen las víctimas y, en conse-
cuencia, el Estado tiene la obligación, frente. a
la víctima, de esclarecer los hechos, y en estos
casos tiene también la posibilidad de exten-
derle al delincuente el puente de oro, consis-
tente, en este caso, en una atenuación para
poder satisfacer ese justo reclamo que pueden
tener las víctimas o sus deudos". Para mayor
claridad, en el segundo párrafo agrega: "Cree-
mos que esto que nosotros proponíamos en la
Cámara de Diputados es algo distinto a la fi-
gura del arrepentido". Evidentemente, es algo
distinto. Se machaca con el arrepentido pero.
no estamos hablando solamente de eso. Hay
varias hipótesis.

"En cambio (continúa). aquí no estamos ha-
blando de esto sino de una atenuación que se
tendrá en cuenta al fmal del proceso, al mo-
mento de la sentencia y en la medida en que
el sujeto haya cooperado con el esclarecimien-
to de los hechos, aunque ello nú haya llevado
a la condena de alguien, porque se puede dar
el caso de que los hechos se esclarezcan y no
se condene a alguien porque tal vez el autor
haya muerto", como pasó con el supuesto jefe
de la asociación ilícita para evadir impuestos
en la industria de la carne.

"Entonces (continúo leyendo), son dos ins-
tituciones distintas. Una está basada en un
principio de pretendida eficacia pragmática y
la otra (que es esta), en una necesidad de res-
tituir el derecho a la víctima, esencialmente
lesionado por la expropiación del conflicto en
sede penal".

Luego -no voy a leer más-, se refiere tam-
bién a la expectativa de la comunidad por el
esclarecimiento, a lo que me quiero referir.
Aclaro que no estoy pensando solamente en
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Cabezas, en la AMIA,en la Embajada de Ismel
o en los padres de María Soledad Morales. So-
bre este último caso hay un artículo de Fontán
Balestra en "La Nación", donde prohíja de al-
guna manera una solución parecida a la del
proyecto de ley. En efecto, estoy pensando so-
bre todo en algunas fortunas tan súbitas, tan
insolentes y tan concomitantes con el ejerci-
cio de la función pública que realmente escan-
dalizan a la inmensa mayoría de los argenti-
nos, que tienen un evidente interés en que al-
guna vez se sepa de dónde proviene ese dine-
ro. Esto -no es casual- se da en ese tipo de
delitos caracterizados genéricamente como de
corrupción en el ejercicio de la función públi-
ca. Allí es donde precisamente hay más chan-
ces de que haya arrepentidos. No, desde lue-
go, entre los altos funcionarios o entre los po-
líticos de primer nivel que hayan incurrido en
corrupción sino, sobre todo, entre esa suerte
de "cómplices forzados" -entre comillas- a
quienes no les alcanza la causa de justificación
de obediencia debida y que están obligados
por esa obediencia debida a conformar las fe-
chorías de los corruptos.

Ami entender -respetando por supuesto las
convicciones de cada uno-, puede haber mu-
chas dudas. Pero yo no tengo ninguna respecto
de que quienes va a estar más alegres y conten-
tos Dorel "velorio" de esta buena intención se-
rán precisamente esos corruptos jefes que ve-
rán <-luese esfu..'11ala posibilidad de que alguna
vez 3USsubordinados o r.ómplices forzados se
vean tentados de abrir la boca en pos de una
atenuación de pena. Sería justo atenuar la pena
a esos cómplices que a veces son necesarios
para que se firme algún dictamen o algún pase.

Debo decir-dentro de este desorden- que
anoche me fui asombrado de la reunión que
tuvimos. Me fui asombrado por muchas razo-
nes, algunas de las cuales no voy a decir, por-
que quizás no sea propio hacerlo en un deba-
te de política jurídica, en el mejor sentido de
la palabra, como debe ser este. Por ejemplo,
escuché decir al Procurador General de la Na-
ción que esta norma, tal como está concebi-
da, de manera genérica -es decir, dentro del
artículo 41, parte general del Código Penal-,
es única, un caso insólito por lo menos dentro
de los países que pertenecen a un común uni-
verso cultural o espiritual.
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Se habló de Italia, de Alemania, etcétera.
Dicho sea de paso, celebro lo ocurrido en Ita-
lia, porque, por lo menos, la "mani pulite" ha
servido para poner entre rejas a una gran par-
te de la dirigencia corrupta; y ese es un valor
que no se puede negar. También ha servido
para que no se aplique los métodos de la ac-
ción directa del terrorismo de Estado para des-
baratar el terrorismo de las brigadas rojas.

y resulta -valga el largo paréntesis- que
acá nomás, cruzando el Río de la Plata -aun-
que no hay necesidad de cruzarlo para leer el
Código Penal del país hermano-, en Uruguay
el artículo 46 de su Código Penal, aunque pa-
rezca de mala suerte para la sabiduría de al-
gunos, tiene trece incisos, que no voy a leer.
Dice el citado Código Penal sobre las circuns-
tancias atenuantes, en el referido artículo, que
atenúan el delito cuando no hubieran sido es-
pecialmente contempladas por la ley al de-
terminar la infracción, las siguientes. Núme-
ro 8: Repamción del mal. El haber procurado
por medios eficaces la reparación del mal
causado o la atenuación de sus consecuen-
cias.

Número 9: Presentación a la autoridad. El
haberse presentado a la autoridad confesan-
do el delito, cuando úe las circunstancias re-
sultare que el agente pudo sustraerse a las pe-
nas por la ocultación o la fuga.

Número 12: Colaboración con las autorida-
des judiciales. Elcolaborar eficazmente con las
autoridades judiciales en el esclarecimiento de
un delito.

Esto dispone el código uruguayo, esto es, el
código de un país que está mucho más cerca
que Alemania. Yse trata de una norma gene-
ral del referido código.

Que yo sepa -a menos que el río que nos
separa nos haya vuelto sordos-, nadie se ras-
gó las vestiduras ni se ha producido un escán-
dalo ni se ha dicho que en el Uruguay se haya
vuelto a la época de Torquemada.

A nadie se le ocurrió decir que se violaban
las garantías constitucionales, -que son las
mismas que tenemos nosotros- sólo que es-
tán expresadas con diferentes palabras.

Entre las sorpresas de anoche, podemos ci-
tar otra. Esta vez, para ser más equitativos,
hablaremos del Defensor General de la Nación.

Este funcionario -que, dicho sea de paso y
para satisfacción modesta personal. ha confir-
mado el acierto de mi voto negativo para su
acuerdo- ha empezado anoche una suerte de
arenga, diciéndonos que él va a promover la
declaración de inconstitucionalidad de esta
iniciativa, si es que llega a ser ley.

Admito -debo ser un aburrido de los que
no vienen más- que anoche me quedé pen-
sando cómo podía ser la hipótesis en la cual el
defensor general, el defensor oficial, el defen-
sor de pobres, etcétera, pudiese plantear en un
caso judicial la inconstitucionalidad de esta
norma si llegase a ser ley.

Por ejemplo, podría ser que su defendido
optase por la eventual ventaja de obtener una
atenuación de la pena y decidiese ir ante eljuez
y decirle: "Vea,juez, yo soy culpable pero tam-
bién están Fulano, Mengano, Zultano y Peren-
gano". y en una de esas el imputado, por no
hacerle caso al defensor, tiene suerte y cuan-
do llega la condena le ponen una pena menor,
justamente, a fuer de su colaboración.

Me pregunto, ¿acaso el defensor, en ese
momento, va a plantear el caso judicial in-
dispensable y dirá que la sentencia es irrita y
contraria a la Constitución porque le ha pues-
to una pena menor a su defendido? ¿O acaso
va a plantear el tema de la inconstitucionali-
dad diciendo que la condena menor que re-
ciba algún otro por estar imputado, que si
haya oficiado de arrepentido, es inconstitu-
cional?

No va tener caso; vale decir, no tiene la cau-
sa a que se refiere el artículo 100 de la Consti-
tución. ¿Cómo va a plantear la inconstitucio-
nalidad? No hay forma de hacerlo o, por lo
menos, si la hubiera, rogaría que alguno de los
colegas, con mejor discurso que el mío -en el
sentido de discurrir- me aclaras e cómo sería
eso de que el defensor planteara la inconstitu-
cionalidad de esta norma.

Senador Maya - El ejemplo sería la alter-
nativa en la cual un cliente del defensor es
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condenado como consecuencia del acto de
arrepentimiento de un tercero. En esa cir-
cunstancia, ese sujeto se veía perjudicado por
una conducta que no tiene otra fundamenta-
ción que la aseveración de quien se dice arre-
pentido.

Ahí estaría ante un caso típico de violación
del principio de igualdad ante la ley,en el cual
el defensor del condenado a consecuencia del
arrepentido podría plantear la inconstitucio-
nalidad.

Este es un caso posible, dentro de las limita-
ciones pertinentes.

SenadorVillarroel- En ese caso, la impug-
nación constitucional no tendría base en la fi-
gura del arrepentido sino, en todo caso -se-
ría la única forma de admitirlo-, en ia arbi-
trariedad de una sentencia fundamentada ex-
clusivamente en los dichos de un coimputado
arrepentido, pero de ninguna manera en la fi-
gura del artículo 41. Precisamente, aquí esta-
mos hablando de que el defensor plantearía
la inconstitucionalidad de esa norma si llegá-
ramos a sancionarla.

Para ser franco, pese a que tengo unos cuan-
tos aflOSde abogado, si fuera su cliente, mi lí-
nea de "defensa" sería, sinceramente, la fuga.
Me refiero al Defens0r General de la Nación y
a la hipótesis de que oficiara como abogado
de mi parte.

Se ha hecho mucho hincapié -en realidad
es la base del tema y así lo manifestaron algu-
nos distinguidos juristas que nos visitaron el
año pasado- en la cuestión ética. En térmi-
nos semánticos o retóricos, podemos decir que
se ha puesto la ética de un solo lado. Vale decir
que sería ético -cosa que no voy a discutir,
por cierto- resguardar las garantías indivi-
duales del imputado pero, en cambio, sería
utilitario -es decir, !lo justo ni ético sino prag-
mático- buscar el esclarecimiento de la ver-
dad que, precisamente, es la base indispensa-
ble para hacer justicia.

Esto quiere decir que cuando se trata del
esclarecimiento ya no hay ética sino pragma-
tismo y, cuando se trata del esclarecimiento,
ya no hay justicia sino utilitarismo. Me pre-
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gunto por qué. De hecho, es un mero discur-
so verbal.

El fin ideal del proceso penal, según mani-
festó el doctor Maier en 1986 al presentar su
proyecto de Código Procesal Penal-en reali-
dad, aunque hay varios coautores, principal-
mente es obra suya-, es la búsqueda de la
verdad, la reconstrucción del acontecimiento
histórico materia de juzgamiento. ¿Quién va a
negarle ética a ese propósito? ¿Por qué se le va
a negar ética? ¿Por qué resultará de allí un cri-
terio pragmático y utilitario y,lo demás, es éti-
co?

Creo que este concepto proviene de algunas
manifestaciones propias de la índole del ar-
gentino.

Perdón por la digresión de tono literario,
pero recuerdo una página de un antiguo libro
de Jorge Luis Borges sobre Evarísto Carriego
publicado en 1930. En algunos de sus apéndi-
ces, Borges realiza algunas anotaciones sobre
el tango; a propósito del tango, reflexiona so-
bre el argentino; y a propósito del argentino,
entre otras cosas dice que se trata de un indi-
viduo, no de un ciudadano. Dice que el argen-
tino no se identifica con los héroes de la inde-
pendencia, con los generales que luchaban por
una causa, SiEOcon el gaucho, porque es un
rebelde.

Sostiene que la frase de Hegel según la cual
el Estado es la realización de la idea moral, al
argentino le parece una broma siniestra por-
que él ve individuos y no la abstracción del
Estado.

Dice que el argentino también le parece una
canallada el argumento de las películas norte-
americanas de aquella época -estamos ha-
blando de los años 30- en donde hay un de-
tective que es amigo del delincuente y que, en
definitiva, lo delata. Esto, reitero, al argentino
le parece una canallada.

Además, Borges decía que creía que ese as-
pecto de la personalidad era exclusivamente
argentino pero que, leyendo un pasaje del
Quijote que, si mal no recuerdo, sostiene que
no es bien del hombre oficiar de verdugo del
prójimo si nada le va en ello, se dio cuenta de

1515

que, en realidad, ella era de ascendencia es-
pañola. Aunque disiento porque, precisamen-
te, el Quijote se caracterizaba por su ética, por
meterse a "desfacer"entuertos que eran aje-
nos a su suerte. Creo que ahí radica la cosa.

También creo que ahí radica esta descalifi-
cación moral que se le endilga al delator. Se le
dice lealtad a lo que es complicidad. Esa mal
llamada lealtad muchas veces no sólo es com-
plicidad sino cobardía.

Disiento con que se considere un valor del
cómplice no delatar. No veo cuál es la ética en
esto. Amenos que sea la ética de la mafia, cuya
norma -no nos olvidemos- es la de silencio:
la "omertá" de los mafiosos. No me parece que
sea un discurso ético aceptable que se haga
una suerte de culto de esa ley de la "omertá",
que es propia de la mafia, de los cómplices, de
los delincuentes.

Una de las exposiciones más brillantes que
hemos escuchado respecto de este tema fue
la de Marcelo Sancinetti, joven jurista al que
aprecio. Seha traído a cuento a Kant y a Hegel.
Lacita de este último en realidad corresponde
a un discípulo suyo que se llamó Edward Gans.
En las "Adiciones a las lecciones universitarias
de Hegel" -si no recuerdo mal el título- ca-
racterha al castigo, a la pena prevista en el có-
digopenal, como negación de la negación. Vale
decir, el delito es la negación del derecho; el
castigo es la negación de la negación.

Sedice que esto configura una contradicción
ética del Estado, porque el castigo pierde su
razón de ser desde el momento en que se con-
cede impunidad. Loque se pasa por alto es que
aquí no se está concediendo impunidad; vale
decir, el derecho no se está negando a sí mis-
mo. Lo que se está diciendo es que se adopta
un criterio de mensuración de la pena. La im-
Punidad y la exención han sido expresamente
desechadas en el dictamen de la mayoría,
como bien lo ha dicho el senador por La Rioja
por la Unión Cívica Radical.

.~omparto que se haya desechado la exen-
Clonde pena porque ahí sí se hubiera dado la
Contradicción ética. No desaparece de ningu-
na manera -por eso se disuelve-la presunta
Contradicción ética. No desaparece de ningu-

na manera el juicio de reproche. En todo caso,
se atenúa la cuantificación de la pena, que es
una cosa bastante distinta.

En la misma línea de pensamiento -y tam-
bién se corresponde con expresiones de juris-
tas- se ha dicho que contraría el artículo 18
de la Constitución Nacional y los principios
básicos del Código Penal -se ha mentado el
artículo 41 de esta norma- el hecho de que el
juez aprecie para cuantificar la pena la con-
ducta del sujeto posterior a la comisión del
delito.

Seha llegado a decir -también consta- que
valorar la conducta del delincuente que, por
ejemplo, va y repara el daño devolviendo lo que
roba o lo que defraudó a la Administración -
ha habido casos- es violar el artículo 18 por-
que significa darle un premio por la conducta
procesal, por la conducta posterior al delito.
Esto significaría, en definitiva, una sanción in-
versa para el que no reconoce el delito, porque
el hecho de reparar el daño significa, implícita-
mente, admitir que se ha sido culpable.

Digo una cosa, como abogado de provincia,
nomás. Leo el artículo 41 del Código Penal, que
dice que tiene en cuenta los antecedentes. Se
está refiriendo al momento en que el juez dic-
ta la condena. Pregunto por qcé se va a excluir
la conductá antecedente a la condena, vale
decir, la conducta que viene después del deli-
to. Se dirá que es un argumento literal pero,
además, coincide con una práctica judicial in-
variable desde que conozco sentencia, por lo
menos desde que se aplica el Código Penal de
1921,que es el que tenemos, desgraciadamen-
te, bastante mutilado.

Todos los jueces aprecian la conducta pos-
terior y a nadie se le ha ocurrido decir que eso
es inconstitucional. Jiménez de Asúa es insos-
pechable de ser partidario de la Inquisición.
Además, expresamente es impugnador de
esta cuestión de la atenuación de la pena a
los delatores. En el tomo VI de su monumen-
tal Tratado de Derecho Penal, editado el mis-
mo año en que murió -desgraciadamente
para él-, en 1970, recoge esto y dice que es
una práctica -refiriéndose a la de los tribu-
nales argentinos- que no se opone a crite-
rios de justicia.
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Vale decir que está bien que se meritúe la
conducta posterior del delincuente, porque si
el juez tiene que merituar la personalidad, por
ejemplo, ¿por qué no va a merituar como pau-
ta de esa personalidad la conducta que va a
observar el delincuente después del hecho?

Entonces, entiendo que sostener que la con-
sideración de la conducta posterior significa
la violación del artículo 18, porque implicaría
premiar la autoconfesión implícita en el he-
cho de arrepentirse, de reparar el daño, es una
afirmación que no resiste el menor análisis.

Es más, en nuestro Código Penal tenemos
normas explícitas que valoran la conducta del
delincuente posterior a la comisión del delito.

Este Congreso, por ejemplo, sancionó el ar-
tículo 64 del Código Penal, que dice que en los
delitos penados con multas se extingue la ac-
ción penal si el imputado obla la multa. Du-
rante la instrucción puede pagar un monto; si
es a la altura del juicio, otro monto, y extingue
la acción penal. ¿Aquién le parece que eso es
inconstitucional?

El casamiento con la ofendida -que recién
recordé acá-, ¿acaso no es una excusa abso-
lutoria y resulta una actitud posterior a la co-
misión del delito?

¿Yqué me dicen de la ley penal tributaria,
que también sancionó este Congreso, que dice
que se extingue la acción penal si el evasor va
y paga lo que debe? Que yo sepa a nadie se le
ocurrió decir que eso es inconstitucional por-
que valora una conducta posterior a la comi-
sión del hecho. Está incorporado en el Código
Penal; hay una ley penal tributaria que dice
eso.

Más aún, Julio Maier, en la última edición de
su extraordinario trabajo de Derecho Procesal
Penal comenta esta situación y le llama la aten-
ción y deplora que el Estado, que admite estos
efectos del arrepentido activo, que es el de ir y
pagar cuando él, el Estado, es la víctima, no
quiera admitir los efectos de ese arrepenti-
miento, de esa conducta posterior al delito,
cuando la víctima no es el Estado sino otros. A
Julio Maier, se lo ha citado como un impug-
nante total de esto, cosa que no es cierta, por-
que hay que leer bien lo que dice.
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En esta misma línea de razonamiento se ha
sostenido algo que yo creo que es un sofisma.
Se ha dicho que esta suerte de premio even-
tual que le correspondería al coimputado de-
lator significa una sanción invertida -esa ha
sido la expresión-, para aquél que opta por
callarse. Este razonamiento me parece erró-
neo, porque al que ejerce su derecho de callar-
se la boca, de negarse a declarar, no se lo ame-
naza con una pena mayor que la que le corres-
ponde en justicia, que es la que está prevista
en la propia ley penal. No se le dice: usted ten-
drá una escala penal mayor. La ley le está di-
ciendo: si a usted lo declaran culpable, tendrá
la pena prevista para el delito. No es una san-
ción invertida para el que se calla, sino que se
ve confrontado con la posibilidad de que le
apliquen la pena que dice el Código Penal y
no una sanción mayor. Es decir que hay un
sofisma. En todo caso, el que se queda callado
está renunciando a una eventual ventaja que
es de su ponderación asumirla, la cual no va a
estar en orden a su conciencia de culpabilidad,
sino a las chances de que se pruebe que ha
cometido un delito, que es una cosa muy dife-
rente.

Esto me trae al argumento central de los
impugnantes, que ha sido la presunta coerción
o coacción violatoria de la garantía del artícu-
lo 18 que dice que nadie puede ser obligado a
declarar contra sí mismo en causa penal.

Desde la publicación del artículo escrito por
este profesor colombiano se ha traído a cuen-
to reiteradamente el tema de la Inquisición. Se
ha dicho prácticamente que entre los proce-
dimientos de la Inquisición y esta modesta ate-
nuación de penas previstas en el artículo 41
del Código Penal, apenas habría una suerte de
diferencia cuantitativa o de grado: como si di-
jéramos un poco menos o un poco más, pero
más o menos esto.

Modestamente, a primera vista el sentido
común nos indica que estamos ante una su-
perlativa exageración, si es que cabe la redun-
dancia. Yono creo que nadie suponga que Ga-
lileo Galileihubiese abjurado de su convicción
de que la Tierra se movía, no simplemente ante
la amenaza de la tenaza, de los hierros can-
dentes o de la bota española, sino ante la de
este artículo modesto y eventual artículo 41 del
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Código Penal argentino. Ciertamente no hu-
biera abjurado de sus convicciones Galileo
Galilei. Sin embargo, parece que así se lo su-
pone con este argumento.

Es más, hay una equivocación radical -de
raíz, por supuesto-- porque el individuo que se
ve confrontado con la tortura o con la mera
amenaza de la tortura -los manuales de la In-
quisición decían que primero había que mos-
trar los instrumentos-, se ve ante una amena-
za injusta, que es un mal absoluto y, según se
sabe, soportarla es prácticamente sobrehuma-
no. En cambio, este que va a ir a declarar ante el
juez no se ve ante ninguna amenaza; el juez no
le dice nada, ya que no tiene nada que decirle
fuera de explicarle sus derechos a no declarar,
etcétera, etcétera, y simplemente va a decidir
según una especulación propia que va a estar
guiada, en primer lugar, por su conciencia de
ser culpable. Ante la Inquisición, hasta el más
pintado de los inocentes terminaba por decla-
rar que era culpable porque no había otro re-
medio. Pero en el caso que nos ocupa lo va a
hacer no sólo por su conciencia de culpabili-
dad, sino porque además va a calcular que hay
prueba independiente que lo puede condenar,
a pesar de su silencio. Vemos, entonces, que es
básicamente diferente la cuestión.

Esto me trae a otra cosa con la que ayer me
he quedarlc desolado y hoy he vuelto a experi-
mentar el mismo sentimiento, porque se nos
ha vuelto a querer confundir con el mismo ar-
gumento lateral. Como bien se ha recordado,
en Estados Unidos rige el principio del plea bar-
gaining, es decir, traducido a la criolla, del re-
gateo de la pena entre el fiscal y el imputado.
Segúnestadísticas perfectamente conflables, es
una práctica -ayer lo dije y hoy lo debo repe-
tir- con la que se solucionan el 90 por ciento
de los casos criminales en todos los Estados
Unidos. Es decir que no se llega a juicio, sim-
plemente se resuelve la cuestión entre el fiscal
y el imputado en orden a una negociación.

Aquí se nos ha querido ilustrar -anoche al-
guien casi nos ha faltado el respeto porque
parece que suponía que no tenemos nociones
del derecho anglosajón- que en los Estados
Unidos tienen una tradición anglosajona. Pero
se han olvidado de decir que en realidad esa
tradición anglosajona es de origen romano de

los primeros tiempos del derecho penal de
composición privada. De ahí viene la institu-
ción, como si eso fuera relevante en orden al
punto que estamos discutiendo. De lo que se
trata es de saber si esa negociación es consi-
derada en los Estados Unidos como una for-
ma de coerción o de coacción contra el impu-
tado o no, a quien el fiscal le dice: "Si usted
admite que es culpable, yo le vaya dar una
calificación menor al hecho o le vaya propo-
ner una pena mucho menor".

Eso ha llegado a la Corte de los Estados Uni-
dos que en 1930 -vale decir, hace 68 años-,
en el caso "Patton", ha dicho que esa práctica
judicial del plea bargaining -el regateo de la
pena- no es inconstitucional. Pero con ello,
que no nos han dicho nuestros ilustr senado-
res , de ninguna manera la Corte planteó -
repito, al sostener que esa práctica no era in-
constitucional-, que estuviera en cuestión la
veda de la coacción para que alguien declare
en contra de sí mismo en causa penal. Lo que
tuvo en cuenta fue la enmienda VIde la Cons-
titución norteamericana, que establece la ga-
rantía del juicio prevío. Se dijo que el sistema
del plea bargaining era contrario a la garantía
del juicio previo, porque no hay juicio cuando
existe un acuerdo entre fiscales e imputados.
Es cierto: no hay juicio. Pero a nadie se le ocu-
rrió decir -de hecho, la Corte jamás lo ha di-
cho-- que el sistema del plea bargaining sig-
nifique una violación de la enmienda V-que
es análoga al artículo 18 de nuestr:? Constitu-
ción Nacional-, que es la que veda obligar a
alguien a declarar contra sí mismo.

Ese era el sentido de la observación sobre
esta institución norteamericana. Sí, sabemos
que allá hay un sistema de composición que
proviene del remoto derecho romano de com-
posición privada, pero lo que quisimos mar-
car es que en un país de Constitución análoga
a la nuestra nadie ha entendido que ese siste-
ma signifique una violación de la garantía de
no ser obligado a declarar contra sí mismo en
causa penal. De eso se trataba, que fue lo que
se pretendió eludir con supuestas erudiciones
que se pusieron en juego.

Hay quienes dicen, entre ellos, justamente,
el profesor Maier -se trata de Julio Maier pro-
fesor de la UBA- que la garantía del artícu-

Antecedentes Parlamentarios



1518

lo 18 pone en compromiso el hecho de indu-
cir al imputado a que declare en contra de sí
mismo.

El profesor Maier dice que si se le formula
una promesa ilegítima habría compromiso de
la cláusula constitucional, porque sería una
inducción a que alguien declare en contra de
sí mismo. En el texto proyectado en la Cámara
de Diputados no hay inducción porque no hay
promesa; el juez no le promete nada al indivi-
duo en el momento en que va a ser indagado.
En realidad, no necesita prometerle nada.

A su vez, no es ilegítima porque es un crite-
rio de mensuración de la pena que se viene
aplicando desde tiempos inmemoriales. Me
refiero a la consideración de la actitud. Si al-
guien tiene dudas al respecto, me vaya remi-
tir a una prutba: en la última revista de la edi-
torial "La Ley" sobre derecho penal se publica
un fallo de Cámara en el que por mayoría se
resolvió una situación del piea bargaining que
tenemos en criollo, que es el juicio abreviado.
Los dos jueces que votaron por la mayoría sos-
tienen que está bien el acuerdo del fiscal que
pidió menos de 6 años de pena, etcétera. Fi-
nalmente, esa fue la pena que se aplicó. Ex-
presamente, en ese fallo se meritúa en los 2
votos por mayoría la conducta del imputado
que, después de haber negado el hecho en la
indagatoria y cuando hace el acuerdo con el
fiscal -producto de esta ley criolla que tene-
mos aquí-, reconoce su culpabilidad. Esta es
una práctica de todos los tribunales.

Debo añadir que el voto disidente del doc-
tor Magariños se pronuncia -a mi juicio, con
razón- por la inconstitucionalidad del siste-
ma de juicio abreviado porque dice que no hay
juicio. Tiene razón: no hay juicio.

Lo que vaya señalar no será dicho como un
halago personal, pero en el voto en disidencia
se menciona la discrepancia del senador que
está hablando, además de otras dos disiden-
cias en otros fallos de tribunales orales de la
Capital Federal.

En esta línea de razonamiento de los impug-
nantes, se ha insistido en que el proyecto -
otra vez con reminiscencias de la Inquisición-
le otorga valor crecido a la prueba de confe-
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sión. Yyo no sé de dónde se puede extraer esta
idea del texto de la Cámara de Diputados o del
dictamen en mayoría. En ninguna parte se dice
que la prueba de confesión tendrá un valor
mayor a la que actualmente tiene en nuestro
sistema procesal penal, tanto en la jurisdicción
federal como en las provinciales.

En efecto, ¿qué dicen los códigos procesa-
les? Que los jueces cuando dictan la senten-
cia apreciarán las pruebas según las reglas de
la sana crítica. ¿Yqué quiere decir sana críti-
ca? Apreciación de las pruebas según paráme-
tras objetivos que sean demostrables de la jus-
tificación de la sentencia. Esto es en definiti-
va.

El proyecto de ley de ninguna manera dice
que los dichos del arrepentido tendrán un va-
lor probatorio privilegiado, sino que será el
juez -aquellos que realmente merecen la in-
vestidura; convengamos en que hay bastantes
excepciones- quien los aprecie al momento
de dictar sentencia.

Yesto que comento constituye el actuar co-
tidiano de los jueces. Quienes se han desem-
peñado como magistrados, o quienes hemos
actuado como abogados en procesos penales,
sabemos que la declaración del coimputado
que trata de echarle el fardo a otro ti'me un
valor relativo; y estil.regla no se modificará por
11'.sanción de este proyecto de ley,a menos que
el juez no sepa leer 1" fijado por el artículo 41
proyectado.

Reitero que la deciaración del coimputado
tendrá valor relativo en la medida en que se
advierta que ella está fundada en las ganas de
mejorar su situación perjudicando a otros.
Entonces, esta prueba sólo valdrá en tanto y
en cuanto sea corroborada por otros elemen-
tos objetivos.

Por lo tanto, es un argumento retórico sos-
tener que con esta iniciativa se está privilegian-
do, como en los tiempos de la Inquisición, la
prueba de confesión. Ello de ninguna manera
es así.

Una de las observaciones formuladas a la
redacción aprobada por la Cámara de Diputa-
dos, y que me parece que está suficientemen-
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te justificada, es que ella daba lugar a lo que
señalaba el senador por LaRioja, en el sentido
de que permitía que el jefe de la banda fuera
quien quedara mejor parado, mientras que los
cómplices secundarios, es decir, los meros pe-
rejiles, o los "pichis" -como se llaman en la
jerga penal-, fuesen quienes resultasen más
perjudicados.

Por lo tanto, me parece que con muy buen
tino el dictamen en mayoría elaboró una nor-
ma en donde queda en claro que este atenuan-
te correrá solamente para quien tenga un gra-
do igual o menor de participación que el des-
tinatario de la delación del arrepentido.

En consecuencia, estoy de acuerdo con esta
norma y creo que la fórmula es acertada. Sin
embargo, entiendo que habría que hacer una
corrección gramatical, ya que donde dice "en-
tidad de participación", debería decir "grado
de participación", puesto que en Derecho Pe-
nal la participación tiene grados, es decir, cóm-
plice secundario, primario, coautor, etcétera.

Me restaría decir, para no dar lugar a equí-
vocos sobre la posición que he venido soste-
niendo, que mis disidencias parciales radican
en ciertos aspectos, como por ejemplo en que
no se extienda la eventual atenuación de pena
a la "anción por inhabilitación.

Me lJarece que hay una confusión porque
sucede que hay inhabilitaciones que operan
como pena autónoma. Otras inhabilitaciones
operan como accesorias de penas principales.
Yhay otras, las que están previstas en la parte
general del Código Penal, que son consecuen-
cia necesaria de una pena superior a los 3 años
de prisión. Creo que el olvido de esta distin-
ción es lo que explica que se deje subsistente
aquello de que la inhabilitación no tiene ate-
nuación; en rigor, debería tenerla, principal-
mente la inhabilitación especial. Y no se ve la
razón para que sea de otro modo.

También he diferido con el dictamen en
mayoría en la cuestión del testigo de identi-
dad reservada, no digo agente encubierto por-
que no se lo menciona en ninguna parte y no
surge del proyecto de ley. Por más que se haya
atenuado esto, en el sentido de que no servi-
ría como elemento directo de prueba sino so-

lamente en cuanto oriente la investigación,
creo que subsiste el peligro de que se viole
efectivamente el derecho de defensa, porque
uno puede pensar en la hipótesis de que sea el
jefe de la banda el que opere como orientador
de la pesquisa, porque posee los datos. Y,qui-
zás sea el jefe de la banda el que haga plantar
la prueba -de estas hipótesis hemos tenido
algunas reminiscencias ahora, a raíz de un jui-
cio polftico- en perjuicio de un sector de la
banda, quedándose con el otro sector.

Para aventar ese peligro, me parece que lo
más sano es evitar esta figura del testigo de
identidad reservada en las causas criminales,
porque compromete de modo serio la garan-
tía de la defensa en juicio. El imputado desti-
natario de la imputación efectuada por el tes-
tigo de identidad reservada no puede estar en
condiciones de demostrar, si conociera la iden-
tidad, que es precisamente el jefe de la banda
el que ha orientado la pesquisa. Por eso, de
acuerdo con mi criterio, sería mejor suprimir
esta figura.

Lo mismo se aplica a la figura de la falsa im-
putación que realiza el arrepentido, que se
quiere incorporar al artículo 275 del Código
Penal, que se refiere al falso testimonio. Me
parece que esta incorporación sería asistelfiá-
tica. Se trata de un delito contra la administra-
ción de justicia. Yla figura comprende a quie-
nes está.'1obligados, a quienes tienen el deber
de colaborar con ia Justicia diciendo la verdad,
por lo menos, siendo sinceros en sus declara-
ciones, lo que difícilmente sea congruente con
la situación del imputado.

Por cierto que el derecho que tiene el impu-
tado de no declarar o de no autoincriminarse
no significa que tenga derecho a formular im-
putaciones falsas contra terceros. Pero esa con-
ducta siempre será susceptible de encuadrar-
se como calumnia. Es un caso de calumnia.

Me parece más prudente no interferir en el
sistema del artículo 275 del Código Penal con
la previsión de esta conducta con otra figura,
que no guarda coherencia con el sentido del
artículo y con el sistema del Código Penal.

Esas son las principales disidencias parcia-
les que tengo con el proyecto.
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Pero por fin digo, para concluir esta exposi-
ción bastante desordenada, que creo que con
esto ha operado una suerte de comedia de
equívocos. Porque la mayor parte de los juris-
tas que han venido a impugnar la figura han
hablado de conceptos, temas y cuestiones, que
de ninguna manera, están incluidos en el tex-
to del proyecto.

Recuerdo -vaya ahorrar la lectura- que
Julio Maier, cuando vino acá, de entrada y al
principio de sus palabras, admitió que no co-
nocía el texto del proyecto. Es decir, venía con
la idea de que aquí se estaba proponiendo una
negociación de impunidad a cambio de dela-
ción, algo en lo que creo que ninguno de no-
sotros está de acuerdo, pero que tampoco lo
dicen el proyecto ni el dictamen en mayoría.
Esto es lo que me parece que debía aclarar fi-
nalmente.

Senador Alasino - Con respecto a la opi-
nión comprometida del senador De la Sota
creo honestamente que tanto él como el sena-
dor Baum discrepan sólo con respecto al ar-
tículo 41. Evidentemente, proponen un siste-
ma distinto del nuestro. Se trata de un sistema
en el cual, aparentemente, al titular de la ac-
ción pública, que es elministerio público, tam-
bién hay que darle la jurisdicción. Esta cues-
tión que en los Estadcs Unidos es posible y de
estilo, no lo es aquí. ]\TO<iotrossomos muy cui-
dadosos de que la jurisdicción quede en po-
der del juez. Entonce~, si admitimos que acu-
satoriamente se puede negociar, y si negociar
supone reducción de pena, a los argentinos
siempre nos va a parecer bastante difícil en-
tregar esta atribución al fiscal. Esto es así por-
que siempre hemos creído que es competen-
cia del juez. Siempre hemos creído que forma
parte del poder jurisdiccional, y que es inde-
legable.

Entonces, valoro el esfuerzo, me parece
oportuno, me parece bueno, pero si tenemos
en cuenta el estadio en que nos encontramos
en la Argentina respecto de este tema, adver-
timos que probablemente ni los tratadístas
argentinos de fama lo admitan, porque es una
cuestión de fondo.

Senador Villarroel- Según lo que registra la
Mesa de Entradas, mi dictamen entró exacta-
mente tres horas después del dictamen de ma-
yoría. No firmé antes de su entrada dicho dicta-
men porque conservaba -creo que ya lo acla-
ré, pero parece que el senador por Entre Ríos no
lo escuchó en su momento, a pesar de que esta-
ba en la reunión de presidentes de bloque- una
duda que no es nada menor sobre una norma
de las contenidas en el dictamen de mayoría. Me
refiero justa y precisamente a la norma vincu-
lada con la ad..1Úsibilidad del testigo de identi-
dad reservada, aún con la acotación que se hace
del alcance del valor probatorio de los dichos
de este testigo. En este aspecto disiento con el
dictamen de mayoría, y no es un punto menor.

Éste ha sido el motivo por el cual no suscribí
el dictamen de mayoría, anotando mi disiden-
cia. Lo hice a través de un dictamen separado,
referido al proyecto de ley tal como viene de la
Cámara de Diputados. El cargo y el sello de la
M€;sa de Entradas dan cnenta de que efectiva-
mente lo hice tres horas después rle que en-
trara el dictam€;n de maY:Jría.

Aclaro esto porque me he sentido aludido
desdorosamente por una expresión del sena-
dor por Entre Ríos, cuando dijo que las posi-
ciones honradas han sido tales, tales y tales, y
no me he encontrado incluido en ellas. Creo
que tengo derecho a reclamar la honradez de
mis convicciones, más allá de que sean equi-
vocadas o acertadas.
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